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Al expedir el nuevo Código Disciplinario Único, el legislador le atribuyó a la 
sanción disciplinaria la misión de garantizar la efectividad de los principios y 
fines previstos en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, que se 
deben observar en el ejercicio de la función pública. 
 
Surge esta apreciación del contenido del artículo 16 de la Ley 734 de 2002, 
norma que dota a la sanción disciplinaria de una función preventiva y 
correctiva, en cuanto su propósito se focaliza en la selección de los 
servidores públicos que estén dispuestos a cumplir y hacer que se cumpla la 
voluntad inscrita en la Carta Fundamental, y demás disposiciones normativas 
que operan dentro de nuestra organización jurídica. En caso contrario, 
emerge como la herramienta que el legislador ha dispuesto para separar del 
servicio a quienes no se ajustan a tales mandatos.  
 
Es necesario precisar que esta investigación se concentra en el régimen 
disciplinario aplicable a los funcionarios públicos, especialmente quienes 
prestan sus servicios en la Contraloría General de la República. Entonces, no 
es extraño que en algunos de sus apartes aparezcan simples referencias a 
otros destinatarios de la ley disciplinaria sin que se estudie a fondo el asunto 
respecto de éstos, y se hace por necesidades de complementar una 
explicación o análisis del tema. 
 
Previo a examinar el problema de investigación, se elabora en el primer 
capítulo un amplio recorrido histórico del Derecho disciplinario desde sus 
albores hasta nuestros días, contextualización que muestra la evolución de 
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esta materia a partir del momento que surge como un apéndice íntegro del 
Derecho penal y su desligue parcial para acercarse mucho más a la corriente 
administrativista, de la cual, también se aleja en buena medida cuando la 
Constitución Política de Colombia de 1991 le reconoce plena autonomía a la 
función disciplinaria.  
 
El capítulo segundo se aprovecha para adelantar el examen de temas 
ceñidos a los fundamentos dogmáticos del Derecho disciplinario, entre los 
que se enuncian sus principios y naturaleza, así como la teoría de las 
relaciones especiales de sujeción. 
 
El problema que se plantea es comprobar si las sanciones disciplinarias 
aplicadas durante los últimos diez años en la Contraloría General de la 
República, han logrado disminuir los comportamientos típicos disciplinables 
esgrimidos por los servidores públicos de la entidad en el lapso comprendido 
entre las vigencias 2007-2011, o si por el contrario, su número se mantiene o 
se ha incrementado, y de esta forma determinar si la función preventiva y 
correctiva de la sanción cumple su cometido o se aleja del mismo.  
 
Para conocer la realidad de la situación, en el tercer capítulo previo análisis 
de la falta y la sanción disciplinaria, así como de la estructura y naturaleza de 
la Contraloría General de la República, se adelanta un proceso de 
investigación cuantitativo, enfoque que ofrece la posibilidad de utilizar la 
lógica o razonamiento deductivo encaminado a construir y demostrar teorías 
que conlleven a explicar y predecir los fenómenos averiguados, teniendo el 
cuidado necesario de evitar que los temores, creencias, deseos y tendencias 
del investigador influyan en los resultados del estudio, y de esta manera 
lograr que la investigación sea lo más objetiva posible. 
 
Bajo estas pautas,  se revisan los fallos disciplinarios sancionatorios dictados  
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desde el 2002 hasta el 2011 contra los funcionarios de la Contraloría General 
de la República por la Oficina de Control Disciplinario de la entidad, y se 
establecen las tipologías que han propiciado el inicio de procesos 
disciplinarios en la entidad durante el período 2007-2011, ejercicio que da 
cuenta que la adecuación típica que generó la imposición de las sanciones 
hasta el 2006, en los siguientes cinco años se mantuvo con algunas 
variaciones, por lo cual se concluye que la incidencia de la función preventiva 
y correctiva de la sanción disciplinaria es menor. 
 
Se determinan entonces las causas que impiden avanzar en la consecución 
de los propósitos previstos en el artículo 16 de la Ley 734 de 2002, así como 
las consecuencias de la situación y se plantea una propuesta encaminada a 
superar la dificultad registrada, con el propósito de obtener como valor 
agregado un cumplimiento más oportuno y eficaz en la misión de control 






















¿Ha cumplido la sanción disciplinaria con sus propósitos de prevención y 
corrección inscritos en el artículo 16 de la Ley 734 de 2002, en relación con 
la conducta oficial de los servidores públicos de la Contraloría General de la 




























El artículo 16 de la Ley 734 de 2002, es explícito en determinar que la 
sanción disciplinaria tiene una función preventiva y correctiva, cuya misión es 
garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, 
la ley y los tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de 
la función pública. 
 
Un indicador para establecer si al interior de la Contraloría General de la 
República, la enunciada función está logrando aquella finalidad, es la 
disminución del número de procesos disciplinarios de competencia de la 
Oficina de Control Disciplinario, lo cual, no se cumple conforme a una 
revisión inicial de las estadísticas de los últimos cinco años. 
 
La investigación que se propone, tiene como cometido esencial demostrar 
esta realidad, estudiar sus causas y consecuencias y formular una propuesta 

















En la presente investigación, el enfoque que se emplea es esencialmente 
cuantitativo en la medida que se plantea un problema de estudio delimitado y 
concreto, para luego de manera secuencial averiguar por su estado del arte y 
construir un sólido marco teórico como paso previo a formular la hipótesis 
descrita en el sentido de plantear que la función preventiva y correctiva de la 
sanción disciplinaria no se cumple en la Contraloría General de la República. 
 
La fundamentación teórica y la información numérica cuantificable obtenida 
del objeto de estudio enunciado, patentizan la percepción de una lógica o 
razonamiento deductivo como característica básica de este método, datos 
que una vez analizados determinan un resultado concreto y particular de la 
situación que sirve de motivo para realizar este trabajo investigativo. 
 
Bajo el contexto descrito, los tipos o modalidades de investigación a utilizar 
son la exploratoria teniendo en cuenta que la teoría sobre la génesis del 
Derecho disciplinario es bastante breve y dispersa, así como la información 
acerca de la función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria; 
descriptiva en la medida que es necesario indagar, registrar y definir el tema 
planteado; analítica porque exige evaluar los datos obtenidos; y explicativa 
en cuanto la información acopiada requiere una interpretación objetiva, de 
manera que permita vaticinar a través de una propuesta, la solución 
adecuada que debe implementarse para superar el problema.  
 
Las técnicas de recolección de información para este caso, consisten en el 
análisis documental desde un punto de vista normativo, jurisprudencial y 
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doctrinal. Como fuentes primarias se prevén la observación, teniendo en 
cuenta que el autor de este trabajo concentra su diaria actividad en la función 
de operador disciplinario de la Oficina de Control Disciplinario de la 
Contraloría General de la República; la consulta de la Ley 734 de 2002 y sus 
reformas, y la información de las bases de datos de la Oficina en mención. 
 
Como fuentes secundarias, figuran el estudio de libros, artículos y 
jurisprudencia especializada que trate la temática planteada a nivel interno 
como de derecho comparado, e igualmente conceptos emitidos por la 



























En la medida que a través de la presente investigación se conozcan a fondo 
las causas que impiden avanzar en la consecución de los propósitos 
previstos en el artículo 16 de la Ley 734 de 2002 y se formulen alternativas 
encaminadas a superarlas, se obtendrá valor agregado para el cumplimiento 
eficiente y eficaz de la misión de control fiscal encomendada por el 
constituyente primario a la Contraloría General de la República. 
 
Esta actitud permitirá alcanzar la efectividad de los principios y fines previstos 
en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, a propósito del 
ejercicio de la función pública, y de esta forma brindar un apoyo de alto 






















Establecer si las sanciones disciplinarias aplicadas en los últimos diez años a 
los servidores públicos de la Contraloría General de la República, han 
conseguido que se cumplan las funciones preventiva y correctiva señaladas 





- Revisar los fallos disciplinarios sancionatorios dictados entre los años 
2002 y 2006 contra los funcionarios de la Contraloría General de la 
República, con el fin de establecer si la adecuación típica de las conductas 
que dieron lugar a tales decisiones, continuaron siendo la causa para abrir 
nuevos expedientes desde el 2007 hasta el 2011, o fueron diferentes. Al 
mismo tiempo, hacer una evaluación más rigurosa de los fallos 
sancionatorios proferidos desde el año 2007 hasta el 2011 con idéntico 
propósito de examinar su tipología. 
 
- Analizar los datos recopilados y determinar si las sanciones disciplinarias 
impuestas en la Contraloría General de la República desde el año 2002, 
han conseguido que las funciones preventiva y correctiva señaladas en el 
artículo 16 de la Ley 734 de 2002 se cumplan, y por lo tanto, se garantice 
la efectividad de los principios y fines consagrados en la Constitución 
Política, la ley y los tratados internacionales que deben observarse en el 







- Formulación de una propuesta que permita implementar los correctivos 
pertinentes al interior de la Contraloría General de la República, tendientes 
a superar las dificultades que impiden alcanzar la materialización de la 
función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria. 
 
- Informe final como fuente de consulta para los especialistas en Derecho 
disciplinario. 
 
- Articulo para ser publicado en la Revista de Postgrados de la Universidad 



















1  BASES HISTÓRICAS DEL DERECHO DISCIPLINARIO 
 
 
1.1  DESDE LA PERSPECTIVA DEL DERECHO PROCESAL 
 
 
1.1.1  En la doctrina extranjera 
 
En España se encuentran las investigaciones adelantadas por García-
Trevijano Fos, quien considera que las primeras huellas del Derecho 
disciplinario se localizan en el Derecho romano. Señala que desde el punto 
de vista burocrático, importa destacar el desarrollo de los cargos y oficios 
públicos a través de las diferentes etapas del Imperio Romano, siendo la 
primera la monárquica con una Administración elemental que contaba con 
personas encargadas de manejar los asuntos de la comunidad “lo que hoy 
llamaríamos, sin mayores distinciones, funcionarios públicos”1.  
 
En una segunda etapa denominada republicana surgen las magistraturas, 
vocablo con el que se identifica a las personas que en representación del 
pueblo gestionan asuntos de interés público. Esta institución se destaca en la 
burocracia romana por sus características propias de pluralidad de titulares, 
colegialidad, temporalidad y efectividad. Diversas clases de magistraturas 
coexisten y en un comienzo se les confiere a los magistrados con imperio 
(cónsules, pretores, dictador y magister equitum) atribuciones disciplinarias y 
correctivas,  facultades que con el paso del tiempo se extienden a los demás,  
como lo reseña García-Trevijano Fos: 
                                                             
 
1
GARCIA-TREVIJANO FOS, José Antonio. Tratado de Derecho Administrativo. T. III. Vol. I. 
Madrid: Editorial Revista de Derecho Privado, 1968. p. 10. 
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Al margen de las funciones judiciales, los magistrados pueden 
sancionar por la vía que hoy llamaríamos disciplinaria y correctiva. Se 
sancionan las desobediencias y las interferencias con sus atribuciones, 
y lo característico es que, tanto la naturaleza de la falta como la cuantía 
de la sanción, quedan a la discreción del magistrado (inexistencia del 
principio de legalidad). Esta potestad empieza siendo un privilegio de 
los magistrados con imperio, pero paulatinamente se amplía a los 
demás. Las sanciones podían llegar incluso a la muerte de la persona. 
Dentro de la ciudad se prohibieron las penas corporales y la muerte, las 
cuales solamente podían imponerse después de un juicio ante los 
comicios centuriados2. 
 
Por  su  parte,  Eduardo  García  de  Enterría  estima  que  el  inicio  del 
Derecho  disciplinario  acontece  en  el  Estado  Feudal3  con  la  denominada 
patrimonialización  de  los  oficios  públicos,  que  caracteriza  aquella  forma 
de  organización  y  conlleva  a  que  en  el  Estado  moderno  se  cree  la 
necesidad  de  prestar  servicios  profesionales  de  manera  continua4. 
Luego,  con el descubrimiento,  esta práctica se implanta en América a través  
                                                             
 
2
Ibíd. p. 17. 
 
3
El ‘Suzerain’ feudal decía a su vasallo: tú me debes fidelidad porque me lo has prometido. 
En nombre de la fe jurada te ordeno, pues, hacer esto o aquello. El emperador no tiene que 
contar con estas restricciones contractuales. El ordena porque es la autoridad pública ante la 
cual ningún derecho subsiste. GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo. La Administración 
española. Madrid: Alianza Editorial, 1972. p. 154. 
 
Visión diferente expresa el sociólogo alemán Weber, al escribir: “Lo que caracteriza al 
feudalismo como versión más formalizada y estereotipada del sistema de dominación 
patrimonial es precisamente <<el carácter rigurosamente jurídico de la posición ocupada por 
cada feudatario. El hecho de que el derecho del vasallo en los distritos clásicos del 
feudalismo se basara en un contrato distinto según los casos>>. Como resultado (…) <<la 
organización política patrimonial (…) es, (…) un cosmos o, según los casos, un caos de 
privilegios y obligaciones subjetivos determinados de un modo enteramente concreto y 
correspondientes al señor, al funcionario y al dominado (…).  
 
El poder que organiza y estructura esta acción comunitaria es (…), el pacto según las 
circunstancias lo requieran entre los diferentes poderes (…). WEBER, Max. Economía y 
sociedad: esbozo de sociología comprensiva. Vol. 2. 2da ed. Bogotá: Fondo de Cultura 
Económica. México, 1997. pp. 824 - 825.  
 
4
La patrimonialización de los oficios reales por parte de la nobleza fue una nota dominante 
del panorama político en la Castilla del siglo XV, acentuada por la consolidación del 
mayorazgo como sistema de transmisión patrimonial nobiliario. Los cargos eran otorgados 
por el monarca como merced o compensación a un servicio prestado, generalmente de valía  
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de la conquista y la colonia5. 
 
Una noción diferente presenta Alejandro Nieto García, al esbozar que 
materialmente ese origen coincide con el momento de la consagración de la 
inamovilidad de los funcionarios en el Estado moderno o absoluto, es decir, 
cuando la arbitrariedad del Príncipe para despedir a sus servidores sin alegar 
causa alguna, es sustituida “por la existencia de una justa causa apreciada 
por el arbitrium boni viri”6. 
 
Comparte este planteamiento Belén Marina Jalvo, al señalar de manera 
puntual en uno de sus textos que dedica al estudio del Derecho disciplinario: 
 
Si bien, no sería descabellado sostener lo contrario, pues, existiendo la 
posibilidad de separar libremente a quienes prestan sus servicios en la 
Administración, ninguna necesidad habría de configurar un orden 
regulador de las causas y procedimientos preceptivos para la exigencia 
                                                                                                                                                                             
 
militar, y podía ser heredado por los sucesores, al ser considerado un bien familiar más. 
ORTEGA CERVIGÓN, José Ignacio. Prestigio político y oficios reales: la nobleza coquense 
bajomedieval en el entorno cortesano. En: Anuario de estudios medievales. Universidad 




Durante los siglos XIV y XV se van a producir en la sociedad y en la administración 
castellana una serie de fenómenos que luego se trasladarán a Indias. El arrendamiento de 
oficios públicos en Castilla favoreció el acceso de titulares a cargos para su desempeño a 
título personal o en beneficio propio, es decir, se tendió a la patrimonialización de los oficios, 
un hecho que también se produjo en Indias (…).  
 
Como estudió magistralmente Francisco Tomás y Valiente, las dos fechas claves para 
comprender la historia de la venta de oficios públicos en Indias, son la de 1588, año en que 
se ponen las bases para el comienzo del comercio de oficios públicos entre la Corona y los 
compradores particulares, y la de 1606, fecha en la que Felipe III permitió que todos los 
oficios ya vendidos por la Corona o vendibles de cara al futuro pudiesen ser transmitidos 
libremente por sus titulares, a través de operaciones (renuncias) libres, sucesivas e 
indefinidas, dentro de las condiciones allí establecidas. SANZ CAMAÑES, Porfirio. Las 




NIETO GARCÍA, Alejandro. Problemas capitales del Derecho disciplinario. En: Revista de 
administración pública. Editores Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. Madrid. No. 
63 (sept. – dic. 1970). p. 50. 
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de responsabilidad disciplinaria. Sin embargo, es indudable que la 
materialización de la garantía de inamovilidad determina un importante 
desarrollo del ordenamiento disciplinario, adquiriendo gran parte de las 
notas que hoy lo caracterizan7. 
 
La misma autora describe que en los albores del Estado moderno, el 
Príncipe se ve obligado a incorporar personal preparado para que le preste el 
servicio de atender las funciones públicas; a cambio les concederá ciertas 
garantías de permanencia en el servicio.  
 
Una delineación más detallada de esta génesis plantea Nieto García, quien 
observa la existencia de una proporción directa entre el aumento de 
funciones del Estado moderno y el número de servidores que se necesitan 
para atender la creciente dificultad de las tareas estatales, complejidad que 
estimula la especialización de labores y consecuentemente la adquisición de 
una formación profesional bastante elevada.  
 
Pero, la baja progresión del número de estudiantes contrasta con la cantidad 
de servidores que se requieren para atender los oficios públicos, 
registrándose un considerable déficit de funcionarios auténticamente 
calificados.  
 
En estas condiciones -y dado que el latín era el idioma universal de la 
Cancillería y de la Justicia- se originó una especie de competencia entre 
las Cortes europeas en demanda de los mejores funcionarios. Así fue 
como los Príncipes se vieron forzados a otorgar inusitadas ventajas 
económicas -y también jurídicas, que es lo que ahora nos interesa- para 
atraerse a los más capacitados.  
  
En  este  clima  favorable  se  inició  una  tendencia  a  la  inamovilidad, 
que  lentamente  terminó  imponiéndose,  aunque  para ello hubieran de  
                                                             
 
7
MARINA JALVO, Belén. El régimen disciplinario de los funcionarios públicos: fundamentos y 
regulación sustantiva. 3ra ed. Madrid: Editorial Lex Nova, 2006. pp. 30 - 31. 
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transcurrir varios siglos8. 
 
Las expresiones del privilegio de inamovilidad o fijación a un cargo, se 
consolidan cuando el Príncipe en el manuscrito de nombramiento garantiza a 
sus funcionarios ciertas seguridades ante una posible separación  arbitraria: 
“Parece ser que el primer documento europeo de este tipo, de fecha 7 de 
junio de 1529, se refiere al Canciller Ketwich: allí consta que el Príncipe 
Elector  le  promete  solemnemente  que,  en  caso  de  ser  denunciado,  no 
ha de despedirle sin antes haberle oído para darle una oportunidad de 
justificarse”9. 
 
De igual manera, incide en esta escasez de funcionarios, el despoblamiento 
que sufren los estados a consecuencia de las continuas guerras que libran 
por su honor y la conquista o defensa de territorios. Caso notable sucede con 
España, al mermar en un siglo significativamente el número de habitantes, 
primero por el desplazamiento en masa hacia a América a raíz del 
descubrimiento, y luego por la expulsión de su territorio de los judíos y 
moriscos.  
 
… la necesidad y el deseo de repoblar la península, estimularon á 
Felipe IV en 1623 á expedir una pragmática, para atraer á los 
extrangeros, otorgándoles varios privilegios y franquezas, solo se les 
concede que en el caso de haber vivido en este reyno diez años con 
casa poblada, y siendo casados con mugeres naturales de él por 
tiempo de seis años, sean admitidos á los oficios de la república; como 
no sean corregidores, gobernadores, alcaldes mayores, regidores, 
alcaydes, depositarios, receptores, escribanos de ayuntamiento, 
corredores, ni otros de gobierno”10. 
                                                             
 
8
NIETO GARCÍA, Problemas capitales del Derecho disciplinario, op. cit. pp. 44 - 45. 
 
9
Ibíd. p. 45. 
 
10
REINOSO, Félix José. Examen de los delitos de infidelidad a la patria, imputados a los 
españoles sometidos baxo la dominación francesa. Imprenta de la Sra viuda de Duprat, 
impresor del Rey y de la ciudad. Auch (Francia), 1816. p. 98. http://books.google.com.co. 
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Un siglo después el Príncipe adopta la forma de contratar por tiempo 
indefinido a sus servidores bajo la aplicación de la cláusula del beneplacitum, 
expresión que provoca controversia por su equívoca interpretación:  
 
A principios del siglo XVIII, una serie de notables juristas, como Von 
Mevius y Boehmer (…), equipararon el beneplacitum en cuestión al 
nudum arbitrium, lo que significaba, pura y simplemente, una ilimitada 
facultad de despido y, en definitiva, la casi negación de toda garantía en 
la fórmula de nombramiento, al menos en algunos casos. Según esta 
doctrina, el despido o separación del cargo admitía dos variedades: 
dimissio, que no envolvía carácter alguno de reprochabilidad y que 
podía ser ejercitada en todo momento por el Príncipe sin alegación de 
causa, y depositio o remotio, que por su carácter reprochable sólo podía 
ser aplicada mediante una sentencia y proceso ordinarios, con causa 
probada. Lo que significa que, en esta última variedad de separación, la 
valoración del beneplacitum distaba mucho de ser arbitraria11. 
 
Por la misma época, el jurista español Jerónimo Castillo de Bobadilla, clásico 
liberal de la Escuela de Salamanca12, escribe que se le puede quitar el oficio 
o beneficio a quien lo tiene, solamente en los casos expresos en derecho:  
 
Tambien fe puede dudar, fi la dicha pena de privación de Oficio fe 
incurre ipfo facto, luego que fe quebranto la ley, o es neceffaria 
fentencia y condenación fobre ello. En lo qual digo, que aunque la dicha 
ley pone la dicha privación ipfo facto, pues dize fo pena que donde en 
adelante fean inhábiles para aver aquellos ni otros Oficios, todavía es 
neceffario que preceda fentencia condenatoria13. 
                                                             
 
11
NIETO GARCÍA, Problemas capitales del Derecho disciplinario, op. cit. p. 45 
 
12
El término Escuela de Salamanca se utiliza de manera genérica para designar el 
renacimiento del pensamiento en diversas áreas que llevó a cabo un importante grupo de 
profesores universitarios españoles y portugueses, pero especialmente los teólogos, a raíz 
de la labor intelectual y pedagógica de Francisco de Vitoria en Salamanca. No cabe duda 
que el influjo de la Escuela se debió sentir en otras naciones, puesto que muchos de los 
componentes de la Escuela dieron clases en Universidades de fuera de España. 
 
Se inscribe dentro del contexto más amplio del Siglo de Oro español, en el que no solamente 
hubo una eclosión de las artes, también en Salamanca, donde floreció la Escuela 
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La tesis de la compatibilidad de un Derecho disciplinario con la potestad de 
separación del Príncipe, dice Nieto García, se confirma plenamente en las 
instituciones españolas de la monarquía absoluta, época en que algunos 
cargos se hallan a entera disposición real y la autoridad disciplinaria se 
expresa  a  través  de  la  residencia,  figura  de  origen  romano,  y  la  visita, 
entidad nativa  de  España,  en  las  que  “concurren  todos  los  caracteres 
propios del Derecho  disciplinario,  por  cuanto:  se  señalan  infracciones 
propias  del cargo, que  suponen  un  incumplimiento  de  los deberes 
oficiales  (…),  las cuales son sancionadas  (…)  con  penas  específicas  (…) 
por  unos  órganos  no judiciales (…)  y  a  través  de  un  procedimiento 
peculiar  (…)”14. 
 
Deriva su convencimiento del análisis de obras como la de Castillo de 
Bobadilla, en la que se aprecian los interrogatorios que debían contestar los 
testigos en juicios de residencia: “En el fondo se trata de un repaso general 
de las obligaciones de los funcionarios (…) con objeto de averiguar si han 
sido fielmente cumplidas”15. 
 
El interrogatorio preparado para los corregidores, comienza con una 
introducción que enuncia el examen al que serán sometidos a través de las 
preguntas que se les formularán sobre “la pefquifa y refidencia fecreta”16. El 
interrogante inicial dice: “I. Primeramente fean preguntados, fi conocen à los 
                                                                                                                                                                             
 
en tiempo de paz, y de guerra, y para juezes eclesiasticos y seglares y de Sacas, Aduanas, 
y de Refidencias, y fus oficiales: y para Regidores, y Abogados, y del valor de los 
Corregimientos, y Goviernos Realengos, y de las Ordenes. T. I. Índice de materias. Leon 
(Francia): Ed. Amberes: A cofta de los Hermanos de Tournes. Mercaderes de Libros en Leon 
de Francia, 1703. p. 88 n. 30. 
 
14
NIETO GARCÍA, Problemas capitales del Derecho disciplinario, op. cit., p. 48. 
 
15
Ibíd. p. 49. 
 
16
CASTILLO DE BOBADILLA, op. cit. p. 486. 
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contenidos en la pregunta antes defta”17. En total son 44 preguntas para 
corregidores, 6 para alcaydes de la carcel, 10 para regidores, 15 para 
escribanos de cabildo y públicos, 3 para procuradores y 1 para mayordomos 
y recetores cobradores, fieles, guardas, alcaldes de hermandad y porteros. 
 
Visión semejante manifiesta Marina Jalvo, al señalar que “en dichas figuras 
se encontraban presentes prácticamente todos los rasgos configuradores de 
un sistema disciplinario. A través de la visita y del juicio de residencia [con su 
equivalente la Purga de Taula, en el Reino de Cataluña] eran sancionados 
los incumplimientos de los deberes oficiales, siguiendo un minucioso 
procedimiento que concluía con la imposición de sanciones específicas”18. 
 
Por su parte, el historiador español Guillermo Céspedes del Castillo, señala 
que “durante la Edad Media los monarcas castellanos se habían ido 
preocupando de establecer y afirmar su derecho a inspeccionar la actuación 
de organismos gubernativos y funcionarios públicos. En el reinado de los 
Reyes Católicos ya existían (…) instituciones jurídicas encaminadas a ejercer 
esa tarea fiscalizadora: la residencia, la pesquisa y la visita”19, las cuales en 
sus comienzos se confunden por el empleo indistinto de los tres vocablos. 
 
En cuanto al “reconocimiento expreso del derecho a ocupar un cargo público, 
esto es, la declaración de inamovilidad de los funcionarios, sancionada por el  
Real  Decreto  del  18  de  enero  de  1721”20  como  reflejo  de  las reformas  
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Ibíd. p. 486. 
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MARINA JALVO, op. cit. p. 32. 
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CÉSPEDES DEL CASTILLO, Guillermo. La visita como institución Indiana. T. III. En: 
Anuario de estudios americanos, No. 3, 1946. pp. 984 - 985. http://www.ih.csic.es. 
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VÁZQUEZ-PORTOMEÑE SEIJAS, Fernando. Los delitos contra la Administración Pública. 
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borbónicas del siglo XVIII21, Fernando Vázquez-Portomeñe Seijas, comenta 
que esta norma suprime el arbitrio que tenían los secretarios del Rey para 
despedir de sus cargos a los oficiales de las Secretarías, y en lo sucesivo 
deben limitar su potestad a los casos en que a pesar de existir una orden 
real, se acredite la insuficiencia o demérito del sujeto o su incursión en delito. 
 
Agrega, que “tras el precedente del Real decreto de 18 de enero de 1721 
habrá de esperarse al denominado Estatuto O’Donell de 1866 para ver 
reconocida una potestad disciplinaria ligada al reconocimiento expreso de la 
inamovilidad en el cargo”22. 
 
Entretanto, en el Estado Bávaro no es extraño el abuso por parte de 
funcionarios que aprovechan los amplios poderes que se les confieren en 
sus comisiones. Los tribunales, a instancia del interesado o de oficio, 
emprenden la persecución contra el infractor para imponerle la pena, pero el 
Rey interviene para proteger a su funcionario e impedir la ejecución de la 
sentencia. 
 
La opinión pública se acostumbra cada vez más a considerar como un 
grave inconveniente y una violación irritante de los derechos de los 
súbditos, el único hecho que hace posible estos conflictos: (…) que 
solamente los tribunales estén obligados a proceder con arreglo a la 
ley, mientras que la administración está colocada fuera de la ley (…). 
Comienza entonces a manifestarse la idea de (…) que la administración 
esté sometida a la ley del mismo modo que los tribunales. Esta creencia 
se une al movimiento pujante que proclama la soberanía del pueblo y 
halla en Rosseau a su apóstol más ferviente. La manera por medio de 
la cual el pueblo ejerce su poder soberano consiste justamente en que 
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él mismo elabora las leyes, es decir, prescribe las reglas generales que 
en adelante serán obligatorias para todos los funcionarios del Estado 
sin excepción (…)23. 
 
Al mismo tiempo, en España mientras se instaura el Estatuto O’Donell, la 
inamovilidad de los funcionarios se ve afectada por importantes 
acontecimientos, como la Guerra de Independencia Española o Guerra del 
Francés de 1808, conflicto que se suscita por la pretensión del emperador 
Napoleón I de destronar a Fernando VII de España e instaurar a su hermano 
José Bonaparte y se finiquita con la batalla de Toulouse de abril 10 de 1814 
que obliga a abdicar a Napoleón I.  
 
Así mismo, por el fracasado Ciclo Revolucionario o Mediterráneo de 1820 
basado en principios ideológicos liberales y nacionalistas derivados de la 
Revolución Francesa de 1789, que se vive principalmente en los países del 
sur de Europa, España, Nápoles y Grecia, como reacción a la Restauración 
Europea de 1814 a 1848, periodo en que tras el Congreso de Viena de 1815 
se imponen nuevamente las monarquías en todos los estados donde las 
Guerras Napoleónicas de 1802 a 1815 habían esparcido el liberalismo 
político y el nacionalismo.  
 
Estas  situaciones al tiempo que colaboran con el avivamiento de la identidad 
nacional española, dividen la sociedad en patriotas y afrancesados*, 
diferencia que como lo resalta Nieto García, afecta la inamovilidad 
funcionarial a través de la Corte de Cádiz de 1812 al disponer en algunos de 
sus decretos la terminación de sus empleos: 
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MAYER, Otto. Derecho Administrativo Alemán. T. I. Traducción de Horacio H. Herrera y 
Ernesto Krotoschin. Buenos Aires: Ed. Depalma, 1949. pp. 71 - 72. 
 
*Denominación que se otorga a los empleados y miembros de la burocracia y aristocracia 
que juraron fidelidad al rey José I hermano de Napoleón, impuesto por éste  ante la renuncia 
al trono de Fernando VII y Carlos IV. La mayoría de ellos salieron exiliados de España con el 
derrotado ejército francés en 1814. http://es.wikipedia.org/wiki. 
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DECRETO CLXXXIV 
DE 11 DE AGOSTO DE 1812 
 
Varias medidas para el mejor gobierno 




III. Cesarán inmediatamente en el exercicio de sus funciones todos los 
empleados que haya nombrado el gobierno intruso (...). 
 
IV. Cesarán igualmente en el exercicio de sus funciones todos y 
qualquiera de los que van referidos en el artículo precedente, si han 
servido al Gobierno intruso, aunque no hayan sido nombrados por él 
(…). 
 
V. Siendo nulos todos los nombramientos hechos por el Gobierno 




DE 21 DE SEPTIEMBRE DE 1812 
 
Medidas para asegurar la confianza de la Nación 




I. Las  personas  nombradas  por  el  Gobierno  intruso,  de  que  habla 
el  artículo  3°  del  decreto  de  11  de  Agosto  próximo  pasado,  los 
empleados públicos, de quienes se trata en el artículo 4°, que hayan 
servido al citado gobierno, y las personas comprendidas en el artículo 
5°  del  propio  decreto, no podrán ser propuestas, ni obtener empleo de  
ninguna clase (…)25. 
 
Las investigaciones adelantadas por Albuera Guirnaldos, de la Universidad 
de Málaga, señalan que la escasa industrialización de España en el siglo XIX 
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propicia que la pequeña burguesía se acomode en los empleos del Estado, 
sobreviniendo las primeras remociones de personal de la Administración 
Pública con la invasión francesa.  
 
Lo que en el Antiguo Régimen dependía de la mera voluntad del 
monarca es aplicado por las Cortes de Cádiz a todos los servidores del 
“rey intruso” (José Bonaparte) que se consideran cesados en sus 
cargos. Con la alternancia de absolutistas y liberales en los conflictivos 
años del reinado de Fernando VII los ceses en masa de personal por 
motivos políticos serán corrientes: pero es, en definitiva, con la 
implantación del régimen liberal a partir de 1833 cuando se perfilan los 
rasgos del cesante (…). 
 
Con el régimen liberal se institucionaliza un verdadero “sistema de 
despojos” (spoit-system) en los empleos públicos, lo que alienta 
numerosos esfuerzos legislativos para acabar con la inestabilidad de la 
mayoría de los empleados. En este sentido se suceden iniciativas 
loables que van desde los aún tímidos intentos de López Ballesteros 
(todavía en el período absolutista) al avanzado Estatuto de Bravo 
Murillo (1852), el Estatuto de O’Donnell (1866) o los frustrados 
proyectos del período de la Restauración (…). 
 
Tan solo en 1918 el gobierno de concentración presidido por don 
Antonio Maura llevará a cabo la preparación de una Ley de 
Funcionarios, el llamado Estatuto Maura, que eliminará de facto la 
cesantía política (…): Se produce por la aplicación del sistema de 
despojos, con lo que a cada cambio de gobierno –o reajuste ministerial- 
le corresponde una remoción más o menos generalizada de empleados 
públicos (…). 
 
Cesantía disciplinaria: (…). A partir de 1918 este tipo de cesantía exige, 
para que se lleve a efecto, la apertura de un expediente que incluya 
garantías formales y de fondo para la persona afectada26. 
 
 
1.1.1.1  El juicio de residencia. José María Mariluz Urquijo, historiador 
argentino, explica que se denominaba así a la cuenta que se tomaba a un 
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ALBUERA GUIRNALDOS, Antonio. El cesante: análisis de un tipo social del siglo XIX. 
Relaciones laborales. En: Revista crítica de teoría y práctica. Universidad de La Rioja 
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funcionario público de los actos cumplidos en el desempeño de su cargo, y 
especifica que el nombre de juicio proviene del tiempo que aquél debía 
permanecer o residir en el lugar donde había efectuado su oficio con el fin de 
facilitar la investigación.  
 
Señala que autores antiguos como Juan de Solórzano Pereira en su libro 
titulado Política Indiana, remontan el umbral del juicio de residencia “a las 
Sagradas Escrituras citando pasajes vagamente relacionados con el juicio de 
residencia, especialmente aquél en que Samuel exhorta al pueblo judío a 
que presente las quejas que pudiera tener contra él”27. 
 
El capítulo 12 del Libro Primero de Samuel que forma parte del Antiguo 
Testamento, revela que este longevo profeta de la tribu de Leví, al convocar 
a los israelitas para hacerle entrega del gobierno a Saúl dijo: 
 
… Yo estuve al frente de ustedes desde mi juventud hasta el día de 
hoy. 
 
3 ¡Aquí  me  tienen!  Declaren  contra  mí  delante  del  Señor  y  
delante de su ungido: ¿A quién le he quitado un buey? ¿A quién le he 
quitado un asno? ¿A quién lo he oprimido o perjudicado? ¿Por quién 
me he dejado sobornar para cerrar los ojos? Díganlo, y yo les 
restituiré». 
 
4 Ellos respondieron: «Nunca nos has oprimido ni perjudicado, ni has 
aceptado nada de nadie». 
 
5 El les dijo: «El Señor es testigo contra ustedes, y también su ungido 
es testigo en este día, de que nunca me han sorprendido con nada en 
la mano». Ellos le dijeron: «¡Sí, es testigo!». 
 
6 Samuel dijo al pueblo: «Es testigo el Señor, que suscitó a Moisés y a 
Aarón, e hizo subir de Egipto a los padres de ustedes. 
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MARILUZ URQUIJO, José María. Ensayo sobre los juicios de residencia indianos. Sevilla: 
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7 Ahora, preséntense para que entable un juicio con ustedes delante 
del Señor, evocando los actos de justicia que el Señor hizo en favor de 
ustedes y de sus padres28. 
 
A continuación, Mariluz Urquijo evoca una Constitución del año 475 expedida  
por Zenón, Emperador de Oriente, como primer texto legal de que se tenga 
noticia, contiene rasgos distintivos de la residencia, por la que se obliga a 
jueces y magistrados del Imperio que hubieran sido sustituidos, a 
permanecer por cincuenta días sin ocultarse en el lugar que administraron, 
para que los habitantes en forma libre y de ser necesario, promovieran 
querellas por hurtos y crímenes. Su procedimiento se caracteriza por la 
brevedad: el juez debía dictar sentencia dentro de los veinte días siguientes 
al inicio del caso. 
 
Como ha señalado García de Valdeavellano, la integración de la 
Residencia en el Derecho Castellano medieval fue resultado de la 
recepción del Derecho Romano a través del “poderoso instrumento de 
romanización jurídica que fueron las Partidas”, pues éstas habrían 
incluido en sus textos preceptos tomados de antiguas Leyes 
Justinianeas sobre la responsabilidad de los oficiales de la 
Administración del Imperio29. 
 
Una investigación adelantada por la Facultad de Humanidades y Educación 
de la Universidad del Zulia (Venezuela), establece que los estudios que 
aluden al juicio de residencia parten por considerar la estructura esencial que 
mantuvo en España y con la cual se traslada a América.  
 
En  tal  sentido,  se  remontan  al  código  de  Alfonso  X,  el  Sabio, 
entre  1256  y  1263  conocido  con  el  nombre  de  las  Siete  Partidas, 
al  ordenamiento  de  Alcalá  de  Henares,  fuente  del  derecho  
castellano  promulgada  en 1348,  a  las  Cortes  de  Toledo  de  1480  y  
a  la  Pragmática  para corregidores y jueces de residencia publicada en  
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Sevilla en 150030. 
 
Con el ascenso al gobierno monárquico español de Fernando II de Aragón e 
Isabel I de Castilla, titulados como Reyes Católicos31 “la residencia adquirió 
el fortalecimiento necesario para instaurarse definitivamente como institución 
legalmente constituida. A partir de 1500 los lineamientos establecidos en la 
Nueva Recopilación de las Leyes de Castilla permitieron su traslado a 
América para el control efectivo de los funcionarios en los territorios 
ultramarinos”32. 
 
Con la reforma de 1480 e instrucción de corregidores y jueces de residencia 
dictada en Sevilla el 9 de junio de 1500, los Reyes Católicos organizan el 
juicio de residencia en dos partes bien definidas: una secreta con 
procedimiento de oficio que se ocupa de investigar el comportamiento del 
funcionario en forma sumarial, y otra pública destinada a substanciar las 
quejas que los particulares presentan contra el residenciado, acopiadas por 
uno o dos escribanos que recorren los pueblos y villas de la jurisdicción, 
dando a la institución la estructura esencial que conservará por más de tres 
siglos y que queda recogida en la Nueva y en la Novísima Recopilación de 
Leyes de Castilla. Con el descubrimiento de América sus disposiciones 
trascienden a la legislación indiana, donde a causa del ambiente tan distinto 
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al de sus orígenes, pronto tuvo que ser objeto de revisión como lo advierte 
Ricardo Levene al señalar “que si el nombre de dichas instituciones es el 
mismo en Castilla y en Indias, eran distintos el contenido y las funciones y 
por tanto, América fue el escenario de la aparición y desenvolvimiento del 
nuevo derecho indiano”33.  
 
Esta instrucción, dice Mariluz Urquijo, exige a los jueces de residencia que se  
ajusten en sus comisiones a las cartas y provisiones que reciben con el 
nombramiento y cuando su actuación comprende varias villas o lugares, los 
autoriza para enviar allí uno o dos escribanos con la finalidad que recopilen 
información acerca de la conducta de los residenciados. 
 
Se pormenorizaban una serie de faltas y delitos sobre que debían 
inquirir especialmente los jueces de residencia y se les encargaba que 
procuraran saber tanto lo malo como lo bueno que hubieran hecho los 
corregidores y sus oficiales. Esto último nos demuestra que el juicio no 
perseguía sólo el castigo de los malos funcionarios, sino también que el 
Consejo tuviese la información necesaria acerca del comportamiento de 
cada uno, para premiar eventualmente al que lo mereciese. Hechos los 
cargos y recibidos los descargos debía determinar y ejecutar lo que 
“buenamente pudiere” y lo que no, remitirlos al Consejo con toda la 
información del caso para que éste decidiera. En caso de apelación, 
solo podía ejecutar las condenaciones de 3.000 maravedís o menos; si 
sobrepasaban esa cantidad debía limitarse a disponer su depósito para 
conceder la apelación. Acabados los días de la residencia, el juez debía 
enviar al Consejo cerrada y signada la pesquisa secreta y la relación de 
las sentencias que hubiera dado en la residencia pública34. 
 
 
1.1.1.1.1  El juicio de residencia en América.  La instauración del virreinato 
de la Nueva España (1521-1821), trae consigo el asentamiento de figuras del 
antiguo Derecho español, como el juicio de residencia, que son desarrolladas 
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y recogidas en el Derecho indiano y dejan de tener vigencia en nuestro 
medio con la independencia de los pueblos de la América hispana. 
 
Los juicios de residencia constituyeron una de las formas de control de 
la Administración Pública en las Indias que, junto con las visitas y los 
juicios de cuentas, conformaron los límites de los agentes en el Nuevo 
Mundo. La Corona partía del principio de la desconfianza para con sus 
representantes, situación que hizo necesario el establecimiento de esta 
institución.35 
 
Céspedes del Castillo sostiene que el principio de responsabilidad en la 
administración pública se trasplanta a América el 21 de mayo de 1499 
cuando “los Reyes Católicos designan a Francisco de Bobadilla para 
investigar como juez pesquisidor el gobierno de Cristóbal Colón (…) este 
episodio ha sido justamente considerado como origen en América, a la vez 
de la residencia, la visita y la pesquisa”36. 
 
El primer juicio de residencia que se celebra en el Nuevo Reino de Granada 
data de 1501 “cuando Nicolás de Ovando, nombrado gobernador de Indias, 
realizó este juicio a su antecesor Francisco de Bobadilla; en 1509 Diego de 
Colón  efectuó  a  su  vez  el  juicio  relacionado  con  la  actuación  de 
Ovando”37. 
 
La designación del juez residenciador corre por cuenta del Consejo de Indias 
“para los oficios de provisión real (v. gr. virrey y altos funcionarios) o por los 
virreyes,  presidentes y gobernadores cuando el empleo había sido dispuesto  
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Como regla general, quien desempeñara un cargo público estaba obligado a 
dar residencia en el sitio donde lo prestara. En opinión de Mariluz Urquijo “en 
la compleja trama de las instituciones indianas, el juicio de residencia cumple 
la misión vital de hacer posible el correcto funcionamiento de los diversos 
organismos administrativos y judiciales. Como espada de Damocles 
suspendida sobre la cabeza de cada funcionario, les recuerda en todo 
momento la necesidad de ajustar sus actos al ordenamiento jurídico en 
vigor”39. La Real Ordenanza del 20 de noviembre de 1542, deja al desnudo 
los primeros inconvenientes que la Corona afronta para conocer a través del 
Consejo de Indias de todas las visitas y los juicios de residencia que se 
adelantaran en los territorios ultramarinos: 
 
… mandamos que se abstengan en todo lo que fuere posible de 
entender en negocios particulares porque para este efecto avemos 
proueido y mandado lo que toca a las dichas abdiencias (…) por la 
grand distancia que ay en la venida a estos rreynos mandamos que 
solamente se traigan al dicho nuestro consejo de las indias las 
rresidencias y visitas que fueren tomadas a los oidores y personas de 
las abdiencias y las que se tomaren a los nuestros gouernadores de 
todas las yndias (…) las demas permitimos y mandamos que se vean y 
prouean sentencien y determinen por las dichas audiencias cada vna en 
su distrito y jurisdicion40. 
 
A las dificultades de comunicación, se suman la experiencia y los intereses 
personales de quienes ejercen oficios públicos, lo cual motiva que el juicio de  
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residencia adopte rasgos particulares en América, fundamento que recoge el  
“libro V, título XV, de la Recopilación de las Leyes de los Reinos de Indias 
que en 1681 mandó reunir el Rey Carlos II”41.  
 
Así lo hace notar Mariluz Urquijo en su Ensayo sobre los juicios de residencia 
indianos, al describir que desde la primera mitad del siglo XVI se deja al 
criterio de la Real Audiencia de Méjico, la forma de residenciar a los 
corregidores de Nueva España, ya fuera mudándolos para que unos a otros 
se tomen residencia o por otra mejor manera. 
 
Como término inicial para efectuar las residencias se establece el de 30 días, 
como el que se practica a “Francisco Beltrán Pinzón, corregidor de Indios en 
Ubaté en 1755 -en que- los términos fueron de quince días para la parte 
privada y otros quince para la pública”42, pero junto a éstas “aparecen otras 
en las que se señalan sesenta y noventa, y lo que es más interesante, 
comienza a dejarse al arbitrio de virreyes, audiencias, y jueces de residencia, 
el fijar la duración de los juicios”43. 
 
La costumbre se extiende por el centro y sur del continente americano y no 
devino de un simple capricho de los gobernantes, sino que miraba la ventaja 
de ahorrar gastos frente a la dificultad de conseguir personas capaces que 
estuvieran dispuestas por una baja retribución salarial a realizar un juicio de 
residencia en un lugar remoto. 
 
Tanto  en  el  juicio  de  residencia secreto, como en el de carácter público, el  
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juez recoge evidencias sobre el funcionamiento administrativo de una 
localidad, como por ejemplo, las anotaciones en libros de Cabildo, 
protocolos, ordenanzas reales, expedientes sobre causas civiles y criminales, 
además de la inspección de establecimientos y obras municipales como la 
cárcel, despachos públicos, calles, caminos y puentes. 
 
Mariluz Urquijo señala en su obra, que en el Archivo Histórico Nacional de 
Madrid y el Archivo General de Indias de Sevilla (España), reposan 
expedientes de la Real Audiencia de México del siglo XVIII que evidencian 
un procedimiento propio del juicio de residencia. En primer término, el Rey 
desde la península ibérica dicta una real cédula que indica el nombre del 
funcionario a residenciar y el de la persona que se designa como juez, 
documento que por su confidencialidad solamente puede ser abierto en el 
lugar de destino en América hispana por el presidente de la Real Audiencia y 
de manera personalísima se le comunica al enjuiciador su nombramiento, 
quien bajo juramento debe manifestar la aceptación de la comisión, y como 
garantía de su asistencia a la residencia debe presentar un fiador ante el 
cabildante, funcionario que bajo su responsabilidad tiene la obligación de 
velar para que las fianzas de residencia sean prestadas.  
  
Apegado a un sistema inquisitivo, el juez nombra su escribano y notifica al 
residenciado leyéndole el contenido de la real cédula. El enjuiciado debe 
presentar su fiador44 antes que el juicio se publicite por medio de pregones y 
edictos colocados en las afueras de las casas reales e iglesias parroquiales 
con el fin de enterar a los pobladores que cuentan con 60 días naturales para 
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interponer denuncia o queja en contra del funcionario residenciado. El 
proceso continúa con la formulación de los interrogatorios, que en una fase 
inmediata denominada desahogo de las testificales, deben ser respondidos 
por testigos seleccionados en gracia de su honestidad y buena fama. Luego, 
el residenciado exhibe sus alegatos generalmente a través de apoderado, y 
transcurridos 60 días el escribano certifica la terminación de la residencia, 
pronunciamiento con el que se cierra el período probatorio. El juez cita al 
residenciado para el día siguiente con el propósito de dictarle sentencia y 
notificarlo  de  su  decisión,  contra  la  cual  cabe  el  recurso  de  apelación  
ante  el Real  y  Supremo  Consejo  de  Indias  que  despacha  desde 
España45. 
 
Durante casi dos siglos se acostumbra a nombrar un solo juez de residencia, 
hasta que en 1689 don Melchor de Navarra y Rocaful, Duque de la Palata46 
[en el Reino de Nápoles], le informa al Rey sobre los inconvenientes que 
ocasiona esa práctica, porque en muchas ocasiones el juez muere o no 
acepta la comisión alegando dificultades, en perjuicio del corregidor a 
residenciar: 
  
Para  la  residencia  de  todos  los  oficios  que  son  de  la  provission 
de  Su  Majestad,  viene  juez  nombrado  con  la  calidad  de  tomarla 
también  de  todos  los  que  en  ínterin  los  hubieren  servido;  con  que 
aunque  el  Virrey  aya  nombrado  ínterin  por  muerte,  no  puede darle 
juez  de  residencia,  y  ha  de  esperar  á  que  venga  el  nombrado 
para  el  que  tubo  la  propiedad. 
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Acaece muchas veces que el juez nombrado para estas residencias 
muere ó no quiere aceptar la comisión por la distancia de los caminos y 
no tener con los salarios para costearse, y de esto resulta dilatarse el 
dar la residencia con perjuicio del corregidor, que por esto se detiene y 
embaraza, ó para volverse á España, ó para habilitarse a otras 
pretensiones, y con mas perjuicio de los vasallos, que si tienen que 
pedir en la residencia, no solo se les retarda la justicia, sino que se les 
pierde, porque el tiempo ó lo compone ó lo hace olvidar todo47. 
 
Como solución a este inconveniente, Navarra y Rocaful propone en aquél 
año que se nombren tres jueces y que estando todos imposibilitados se 
faculte al Virrey para que designe otros jueces. La insinuación es aceptada 
en parte, debido a que los contradictores sostienen que no existe norma que 
autorice la propuesta, pero de todas maneras se comienza a nombrar tres 
personas para cada despacho, práctica que se critica por dos defectos:  
 
1. La dificultad de hallar tres sujetos dignos, cuando para encontrar uno 
eran precisos varios informes difíciles de adquirir, 2. Que el nombrado 
en primer término solía beneficiar su comisión excusándose y 
cediéndola por dinero al segundo, el cual hacía lo mismo con el tercero. 
El resultado de todos esos traspasos sucesivos era que el que en 
definitiva tomaba la residencia, se componía con el residenciado para 
resarcirse de los gastos efectuados y realizar alguna ganancia48. 
 
Apoyado en estas debilidades, el Duque de Alba en 1758 realiza una 
encuesta entre varias personalidades, para indagar si la costumbre de 
nombrar tres jueces se funda en alguna ley y si conviene continuarla. Las 
respuestas son difusas en cuanto a la primera inquietud, y aunque coinciden 
en aconsejar la supresión de su práctica, son dispersas al momento de 
proponer una solución. Lo que sí podemos decir, escribe Mariluz Urquijo “es 
que a pesar de las recomendaciones (…) continuó invariable la práctica de 
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nombrar tres jueces en cada despacho (…). A fines del siglo XVIII se inició el 
torcido uso de tolerar que los nombres de los jueces de residencia fuesen 
propuestos por los residenciados”49. 
 
Otro tópico es el relativo a los gobernadores que ejercen sus oficios a 
perpetuidad, situación que el Consejo de Indias encara con la Real Cédula 
de 1594 a través de la cual ordena a las Reales Audiencias de Tierra Firme, 
Nueva Granada, Guatemala, Española, México, Lima, Quito y Charcas “que 
se tomara residencia de cinco en cinco años a los gobernadores que en sus 
respectivos distritos tuvieran sus cargos por más tiempo que el ordinario (seis 
años) y se sentenciaran en las audiencias, dando luego aviso al Consejo de 
lo que de ellas resultara”50. 
 
En cuanto al momento de aplicar el juicio de residencia no hay criterio 
unívoco: mientras el profesor Clarence Henry Haring de la Universidad de 
Hayward afirma que “la residencia se efectuaba al fin del plazo del oficio o en 
el caso de traslado a otro cargo”51, el profesor Roger Bigelow Merriman de la 
misma  Universidad,  sostiene  que  “The  visita  was  essentially  only  a 
residencia taken without notice at any time during the incumbency of the 
residenciado”52.  
 
Comparte esta última postura Mariluz Urquijo, al señalar que “la iniciación del  
juicio de residencia al finalizar el término normal del mandato, no era de la 
esencia de la institución y que por el contrario el juicio podía abrirse en 
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cualquier momento”53. Fundamenta su punto de vista en la Real Ordenanza 
de noviembre 20 de 1542 en la que el monarca español Carlos I establece: 
“Yten ordenamos y mandamos que los dichos nuestros presidentes e oidores 
puedan embiar y embien a tomar rresidencia a los nuestros gouernadores 
(…) y a sus oficiales y a las otras nuestras justicias hordinarias dellas cada y 
quando que les paresciere que conviene (…).”54. Luego toma la siguiente cita 
de la Ley 16, título I, libro 7 de la Recopilación de Leyes de Indias, publicada 
en Madrid en el año 1841 por Boix:  
 
“en cuanto a tomar la residencia antes de acabar los oficios se  guarde 
la ley 19, título 15, libro 5”, y esta última expresa entre otras cosas que 
como muchos gobernadores, corregidores y otros ministros de justicia 
no usan de sus oficios como deben y hacen muchos excesos confiados 
en que no se les ha de tomar residencia hasta que acaben de servirlos, 
se autoriza a los presidentes, gobernadores y virreyes a hacérselas 
tomar (aun en el caso de que los residenciados hubieran sido 
nombrados  por  el  Rey)  siempre  que  los  motivos,  causas  y 
personas agraviadas, sean de tanta calidad que no convenga 
demorarlas55. 
 
La administración de grandes extensiones de territorio confiada a altos 
funcionarios, constituye una dificultad significativa para los jueces que 
personalmente deben investigar sus actuaciones en cumplimiento de la labor 
de residenciarlos. Para superar el inconveniente se valen de comisionados, a 
quienes se les encarga de publicar y pregonar los edictos que anuncian el 
juicio en el territorio pertinente, así como de examinar testigos y remitir los 
expedientes resultantes para ser agregados a la pesquisa principal. 
 
La ejecución de obras municipales,  la vigilancia de la moralidad y las buenas  
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costumbres, la real hacienda, la protección de indígenas, entre otros asuntos, 
forman parte del diverso conjunto de temas sobre los cuales giran las 
pesquisas, siendo la prueba testimonial la más utilizada en la secreta del 
juicio, aunque el juez puede valerse de los medios de prueba que tenga a su 
alcance, pero sin recurrir al interrogatorio del residenciado, quien tiene 
derecho a conocer el nombre de los testigos junto con sus declaraciones. 
 
Se acostumbra ampliar la investigación a "la vida privada, moralidad, 
costumbres y pasatiempos de los residenciados, todo cae en ocasiones bajo 
el escalpelo implacable de los Jueces, que extremando su celo no se 
detienen solamente en fiscalizar los actos propios del oficio del magistrado 
sometido a juicio, sino que se creen autorizados a analizar y criticar las más 
íntimas de sus acciones"56.  
 
La violación de las leyes que prohíben el comercio y toda clase de 
negociaciones a los funcionarios reales, se erige en el cargo más corriente 
que se formula a los residenciados indianos por incumplimiento de 
obligaciones. El residenciado puede ser sancionado con multa, inhabilitación 
temporal o perpetua, destierro y traslado. “La multa era sin duda la más 
corriente de todas, ascendiendo a veces las condenaciones a crecidas 
sumas. En algunas oportunidades se concedió facilidades para su pago. Por 
ejemplo al Virrey del Perú Príncipe de Esquilache se le autorizó a abonar a 
plazos las condenaciones, dando fianzas hasta terminar los pagos”57. 
 
El juicio de residencia tiene como finalidad la de “declarar si el enjuiciado 
obró bien o mal y a hacer efectiva su responsabilidad en el segundo caso 
(…). Si el residenciado era absuelto de los cargos, el juez lo declaraba recto 
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y buen ministro, acreedor de los correspondientes ascensos o utilizaba otras 
fórmulas parecidas destacando su desinterés, integridad, etc.”58. 
 
La eventualidad de continuar los cargos por tratos y maltratos contra los 
herederos del residenciado fallecido, bienes y fiadores por lo tocante a las 
confiscaciones y demás penas pecuniarias o de infamia, aunque no hubieran 
sido comenzadas en vida, constituye otro de los aspectos que caracteriza el 
juicio de residencia en América. Esta posibilidad se reserva solamente para 
casos de gravedad ocasionados por delitos como la herejía, la traición al Rey 
o a la Patria, la sodomía y el cohecho. 
 
 
1.1.1.2  El juicio de visita.  La inspección o visita “es una institución 
española (…) no derivó de la inclusión de una Ley romana en cuerpo legal 
alguno, sino que resultó una innovación en el régimen de gobierno de los 
distritos del reino, y en la Administración de justicia, instaurada por un 
precepto legal decretado en las Cortes para la mejor gobernación del  país”, 
señala Luis García de Valdeavellano y Arcimís (Madrid, 1904 - Madrid, 1985), 
apoyado en una referencia que extracta de Las Partidas y los orígenes 
medievales del juicio de residencia, escrito publicado en el año 1963 en la 
ciudad de Madrid entre las páginas 205 y 246 del tomo CLIII cuaderno II del 
Boletín de la Real Academia de la Historia59. 
 
Céspedes del Castillo destaca que “la visita tiene (…) cierto carácter de 
amplitud superior a la residencia (…) el juez de residencia actúa en un lugar 
determinado, en la ciudad principal de la demarcación donde el residenciado 
ejerció su empleo, mientras que el visitador puede actuar más o menos a su 
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arbitrio en varias ciudades y lugares. (…) existe un plazo determinado de 
tiempo para sustanciar los juicios de residencia, mientras que la visita (…) 
nunca pudo limitarse cronológicamente, quedando su duración al arbitrio de 
quien la realiza”60.  
 
La visita recae siempre sobre una colectividad con el fin de averiguar por la 
gestión de un organismo público, sin perjuicio de que fuesen exigidas 
responsabilidades personales. La actuación en el juicio de visita se inicia en 
cualquier momento, incluso desde antes de la publicación de los edictos y los 
funcionarios visitados permanecen en sus puestos, a diferencia del 
residenciado, quien debe apartarse de su cargo durante el tiempo en que se 
adelante el juicio. La razón de esta diferencia se funda en que éste último 
tiene derecho a conocer los nombres de los acusadores y testigos, por lo 
tanto, conviene alejarlo de su cargo para evitar que valiéndose de su 
posición tome venganza o ejerza presión sobre sus contrarios, cosa que no 
sucede en la visita, en la que el sometido ignora quienes testificaron en su 
contra.  
 
Esta clase de juicio “podía realizarse con motivo de una denuncia previa o de 
forma rutinaria. El contenido de la visita podía ceñirse a hechos puntuales o 




1.1.1.2.1  El juicio de visita en América.  Como lo recuerda Guillermo 
Céspedes del Castillo, el advenimiento de la visita en América se fija el 21 de 
mayo de 1499 con la designación que los Reyes Católicos hacen a Francisco 
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de Bobadilla para que investigue como juez pesquisidor el gobierno de 
Cristóbal Colón. 
 
Entre las causas que dan lugar a su aplicación tenemos la sospecha, la 
denuncia o simplemente el carácter regular y de rutina que se practica a 
ciertas actividades como “la visita de las Cajas Reales del Perú que se 
efectuaba de siete á siete años (…); pero si ántes hubiese noticia de que 
faltaban á su obligación los oficiales Reales, procediendo con omisión a la 
cobranza de la Real Hacienda (…) no sería bien dejar correr este 
inconveniente hasta que se cumpliesen los siete años, sino enviar luego 
persona á la averiguación de lo que se les imputase”62. 
 
Un rasgo que caracteriza la visita se encuentra en la Real Cédula de abril 17 
de 1606 dictada para las Indias, en la que se ordena que “en el juicio de 
visita no se dé a los visitados copia de los dichos, ni nombre de los testigos 
que depusieren pues además de que sería de grandísimo impedimento para 
averiguar la verdad resultarían otros inconvenientes”63. 
 
Esta particularidad determina que algunos casos de residencia se tornen en 
visita, como lo hace notar Mariluz Urquijo al señalar que “la razón invocada 
para cambiar en visitas las residencias que se tomaban a los marinos de las 
armadas de las Indias, fue la de conseguir que los testigos declarasen sin 
temor, resguardados por el secreto del procedimiento, lo que a contrario 
sensu nos indica, que en las residencias debían manifestarse los nombres de  
los testigos”64. 
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Los motivos de este cambio los recuerda Céspedes del Castillo, en el 
siguiente pasaje: “el enorme auge del contrabando, la severidad de las leyes 
sobre emigración a Indias, y el importante papel de las flotas como expresión 
única durante mucho tiempo del trafico ultramarino”65. 
 
El jurista ibérico de Derecho indiano Juan de Solórzano y Pereyra, hace 
notar la severidad que envolvía el juicio de visita, que se caracteriza por 
aplicar un procedimiento secreto y carecer de recursos la decisión: 
 
… se tiene y reputa por más grave y estrecho que el de la residencia, 
porque por la mucha mano y poder de los que han de ser visitados y 
estar y durar, como todavía están y duran en sus oficios, y que así 
podrían tomar venganza de los que contra ellos se quejasen o 
depusiesen, es del todo cerrado y secreto y por la sola información 
sumaria, sin citar para ella ni dar copia de los testigos ni de sus 
deposiciones, se da por concluso y sin que el visitador pronuncie 
sentencia sobre los cargos que de la visita resultan, cerrada y sellada, 
la envía al Supremo Consejo para que en él se vea y determine, y con 
sola una sentencia queda fenecido sin remedio ni recurso de apelación 
o suplicación (…)66. 
 
Céspedes del Castillo se refiere a una cédula real de abril 28 de 1765 que 
“habla de visitas abiertas y de visitas en sentido estricto, diciendo que las 
primeras autorizan a toda clase de apelaciones y recursos ante las 
autoridades ordinarias contra el proceder o decisiones del visitador, mientras  
que en las segundas no es esto posible”67. 
 
Sustentado en esta clasificación, considera que las visitas abiertas son 
inspecciones en sentido amplio, de pasar revista sin mayores motivaciones, 
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con un procedimiento ligero y marcada tendencia a aplicarse de modo 
frecuente y periódico sobre asuntos de limitado espacio dentro de la esfera 
municipal, que pueden afectar a funcionarios y establecimientos públicos 
como el caso de las cárceles, o particulares que ejercen actividades que 
tienen carácter de servicio público, como mercados, boticas, carnicerías, 
tiendas, tambos, con el objeto de vigilar los precios, la calidad de los artículos 
que expenden, reglas de higiene y sanitarias, así como pesas y medidas. Al 
mismo tiempo, reseña la coexistencia de visitas abiertas más amplias en 
cuanto a su objeto, que realizan los alcaldes mayores, corregidores y 
gobernadores sobre toda su jurisdicción, para comprobar el cumplimiento de 
las leyes y ordenanzas, y poner remedio a todo abuso e injusticia. 
 
En cuanto a la visita en sentido estricto, se remite a la obra The Spanish 
Empire* del inglés Clarence Henry Haring, quien “la ha diferenciado en dos 
clases: visita específica y visita general, según afecte a un solo lugar o 
provincia, o a todo un virreinato o capitanía general. La distinción es en todo 
caso cuantitativa, nunca cualitativa, y en rigor deben clasificarse como visitas 
generales aquellas que repercuten directa o indirectamente sobre todo un 
virreinato, aunque vayan dirigidas a un solo organismo público, verbigracia 
una Audiencia”68.  
 
Como ejemplo de visita específica cita la practicada a los oidores sobre todo 
o parte del territorio de su Audiencia, para lo cual, el presidente de la misma 
designa por riguroso turno de antigüedad a uno de sus oidores, quien queda 
obligado personalmente a cumplir la comisión y debe visitar el distrito que se 
le señala siguiendo un itinerario preestablecido; para llevar a cabo la misión, 
se le concede un sobresueldo destinado a atender los gastos de viaje, pero 
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le queda vedado recibir dádivas y exigir dinero a los visitados, aunque le está 
permitido cobrar multas, de las cuales debe rendir cuentas a su regreso. 
También pertenecen a esta categoría la visita a Cajas Reales, en la que los 
cargos más frecuentes son desfalcos, deficiencias y raspaduras en los  libros 
de contabilidad; las practicadas al personal de la armada y flotas de Indias, 
así como las efectuadas a castillos y fortalezas militares. 
 
En la visita general, sus fines se determinan en instrucciones que tienen 
carácter de reserva y que sirven de norma al visitador, quien apegado a 
éstas puede y debe intervenir en todos los asuntos de la administración y el 
gobierno de la colonia, quedando facultado para inspeccionar tribunales de 
justicia y organismos superiores de la Hacienda, contra los que se han 
presentado quejas o se tiene noticia de abusos y excesos no de carácter 
local y transitorios, sino generalizados y arraigados.  
 
El presidente del Consejo de Indias elige al visitador y el Rey expide su 
nombramiento, el cual es comunicado a las autoridades del lugar a visitar, 
ante quienes el comisionado al llegar a la colonia donde va a actuar, 
manifiesta su encargo.  
 
Publica luego la visita, por bando que debe hacer llegar a todos los 
lugares del distrito visitado, con el objeto de que nadie pierda ocasión 
de presentar denuncias. Tiene derecho a recibir toda clase de informes 
y auxilios de las autoridades ordinarias (…). Las actuaciones se 
desarrollaban bajo un procedimiento secreto y riguroso. (…) oídas 
acusaciones, defensa del visitado, testigos de descargo que éste 
presenta, y hechas todas las diligencias necesarias para aclarar la 
verdad, ha terminado en rigor su misión, que es instruir, no sentenciar. 
Sin embargo, cuando descubre culpas muy graves, debe imprimir al 
juicio carácter sumarísimo y fallarlo provisionalmente -el juicio ordinario 
continúa, para sentencia definitiva en el Consejo-; el fallo provisional 
podía consistir en suspensión de empleo y sueldo, destierro del reo a 
lugares más o menos lejanos, multa, embargo de bienes, o remisión a 
54 
España del funcionario encartado (…). El virrey es la única autoridad 
que escapa a la del visitador general69. 
 
Contra las condenas de privación perpetua del oficio o pena corporal 
impuestas por el Consejo de Indias como resultado de un juicio de visita, no 
procede el recurso de súplica, el cual si puede interponerse tratándose de 
sentencias que dicte el Consejo en juicios de residencia. 
 
 
1.1.2  En Colombia 
 
El descubrimiento, la conquista y la colonia, enmarcan la senda que España 
perfila para trasplantar a América elementos de su cultura e instituciones del 
talante de los juicios de residencia, de visita y de cuentas*, las cuales 
tuvieron que acoplarse a las condiciones que el medio ajeno les impuso, 
siendo imposible mantenerse puras.  
 
Evidencias históricas de aquél trasplante permanecen grabadas en 
diferentes expresiones artísticas del Nuevo Mundo70, modos de vida y textos 
manuscritos e impresos, que prácticamente dejan de lado lo ocurrido con la 
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visita y el juzgamiento de cuentas, y dedican su recopilación a lo sucedido 
con el juicio de residencia. 
 
Las Indias, soportan tres largos siglos de dominio español, tiempo en que se 
presentan infructuosos intentos enfocados a suprimir del Derecho Indiano el 
juicio de residencia. La Nueva Granada del siglo XVIII sirve de escenario a 
un par de esos conatos, registrándose el primero con la Revolución de Los 
Comuneros de 1781, al quedar inscrito en el artículo 30 de los 35 que 
conformaban las capitulaciones de Zipaquirá “que para reparo de los males 
resueltos que se han experimentado en las exacciones que indebidamente 
exigen los jueces de residencia: pedimos que no las haya para siempre 
jamás”71 capitulaciones que propone Juan Francisco Berbeo, nombrado 
Capitán General Comandante de las fuerzas insurrectas, pero la  iniciativa no 
se concreta porque el Virrey Manuel Antonio Flórez desconoce el acuerdo. 
 
El segundo intento corre por cuenta del Virrey José de Ezpeleta, quien “en 
representación del 19 de octubre de 1790, se refería a la pobreza de los 
corregimientos de indios y a lo crecido de los gastos de las residencias y 
proponía reemplazarlas por un procedimiento más sencillo”72. (…). La 
petición se resuelve en la Real Cédula del 24 de agosto de 1799 “que al 
reformar la institución, limita considerablemente su campo de aplicación”73.  
 
El investigador Miguel Malagón Pinzón, de la Universidad del Rosario, señala 
que en esa Cédula se preveía “que se siguiera con la antigua severidad sólo 
en los juicios de virreyes, presidentes, gobernadores políticos y militares, 
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gobernadores intendentes e intendentes corregidores”74 mientras que exime 
del juicio de residencia “a los alcaldes ordinarios, regidores, escribanos, 




1.1.2.1  El juicio de residencia en nuestro constitucionalismo.  En el 
ocaso del período neogranadino, codificaciones constitucionales como la del 
Estado de Cundinamarca de 1811 continúan acogiendo esta figura. Su 
primera referencia se ubica en los artículos 9 y 10 del Título I al señalar que 
“habrá un Senado de Censura y Protección”76 Tribunal al que corresponde “el 
juicio de residencia a que quedarán sujetos todos los funcionarios de los tres 
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, al tiempo de salir de sus empleos, a 
excepción del Rey, cuya persona es inviolable y por lo mismo no sujeta a 
residencia ni responsabilidad, que en su lugar y caso sufrirán los Ministros"77. 
 
En  el  artículo  4  del  mismo  Título  dice  la  norma  superior  de  1811,  que 
“La  Monarquía  de  esta  provincia  será  constitucional,  moderando  el 
poder  del  Rey  una  Representación  Nacional  permanente”78  disposición 
que  se  complementa  con  lo  referido  en  los  artículos  1  y  3  del  Título 
V:  “El  ejercicio  del  Poder  Ejecutivo  de  esta  Provincia  corresponde  al 
Rey,  cuando  se  halle  dentro  de  su  territorio  (…).  A  falta  del  Rey,  
entra  en  el  ejercicio del Poder Ejecutivo el Presidente de la Representación  
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En la parte final del Título V, se encuentran los siguientes artículos que de 
manera directa describen el procedimiento aplicable a los juicios de 
residencia: 
 
Artículo 39.  Dos meses después de haber concluido sus funciones el 
Presidente o cualquiera de sus Consejeros, se abrirá, sin gravamen de 
las partes, por el Senado, el juicio de residencia a que están sujetos; 
permanecerá abierto por espacio de cuarenta días, dentro de los cuales 
se recibirán todas las quejas o demandas que se pongan contra ellos 
en materias relativas al ejercicio de sus funciones; pero no se oirán ni 
recibirán  como  cargos  de  residencia  las  quejas  o  demandas 
relativas a la conducta privada y opiniones particulares de estos 
funcionarios. 
 
Artículo 45.  Los que han sido miembros del Poder Ejecutivo, después 
de haber sufrido la residencia prescrita en el Artículo 39 de este Título, 
no podrán ser acusados ni juzgados en ningún tiempo por sus 
dictámenes, escritos o hechos en el ejercicio de sus funciones80. 
 
Al señalar las funciones del poder judicial, el Título VII contiene las siguientes  
disposiciones: 
 
Artículo 8.  Al Senado corresponde el juicio de residencia a que están 
sujetos todos los miembros de la Representación Nacional, incluso 
aquellos que han compuesto el mismo Senado. 
 
Artículo 9.  Para la residencia de los individuos que hayan salido del 
Senado se formará este cuerpo de los nuevos senadores y de 
miembros que ellos mismos pedirán por oficio al Poder Judicial, y éste 
enviará al efecto para completar el número de cinco, a fin de que en 
ningún caso sean jueces de residencia los que han sido compañeros de 
los residenciados81. 











Así mismo, las constituciones de la República de Cundinamarca de julio 18 
de 1812, la de las Provincias Unidas de la Nueva Granada de octubre 21 de 
1814, la Provincial de la Provincia de Antioquia de junio 10 de 1815 y la del 
Estado de Mariquita de junio 21 de 1815, incluyen en su contenido el tema 
del juicio de residencia, figura que ante las ideas emancipadoras del 
constitucionalismo anglosajón y francés, así como las acciones libertarias de 
comienzos del siglo XIX, desaparece de nuestro ordenamiento superior 
desde la Constitución de Cúcuta del 30 de agosto de 1821, al instaurar en su 
articulado el juicio de responsabilidad política o impeachment y conferirle 
facultades a la Cámara de Representantes para acusar ante el Senado a los 
demás empleados por el mal desempeño de sus funciones: 
 
Artículo 89.  La Cámara de Representantes tiene el derecho exclusivo 
de acusar ante el Senado al Presidente de la República, al 
Vicepresidente y a los Ministros de la Alta Corte de Justicia, en todos 
los casos de una conducta manifiestamente contraria al bien de la 
República y a los deberes de sus empleos, o de delitos graves contra el 
orden social.  
 
Artículo 90.  Los demás empleados de Colombia están sujetos a la 
inspección de la Cámara de Representantes, y podrán acusarlos ante el 
Senado por el mal desempeño de sus funciones, u otros graves 
crímenes. Pero esta facultad no deroga ni disminuye la de otros jefes y 
tribunales para velar la observancia de las leyes, y juzgar, deponer y 
castigar según ellas a sus respectivos subalternos82.  
 
Con excepción de las constituciones de 1853 y 1858, este nuevo modelo se 
repite con importantes variaciones en las cartas fundamentales de 1830, 
1832, 1843, 1863, 1886 y 1991. Influencia definitiva ejerce el discurso que 
pronuncia el Libertador Simón Bolívar en el Congreso de Angostura* para la 
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extinción del juicio de residencia de nuestro medio, donde a través de los 
Representantes somete sus acciones públicas y privadas a la censura del 
pueblo y dice: “Si merezco vuestra aprobación, habré alcanzado el sublime 
título de buen Ciudadano, preferible para mí al de Libertador que me dió 
Venezuela, al de Pacificador que me dió Cundinamarca, y á los que el 
mundo entero puede darme”83. En su alocución siembra la idea de fundar en 
la República un cuarto poder soportado en la moral y buenos hábitos, que 
juzgue la corrupción, los ejemplos perniciosos y corrija las costumbres con 
penas morales.  
 
La jurisdicción de este Tribunal verdaderamente Santo, deberá ser 
efectiva con respecto á la educación y á la instrucción, y de opinion 
solamente en las penas y castigos. Pero sus anales ó registros donde 
se consignen sus actas y deliberaciones, los principios morales y las 
acciones de los Ciudadanos, serán los libros de la virtud y del vicio. 
Libros que consultará el pueblo para sus elecciones, los Magistrados 
para sus resoluciones, y los Jueces para sus juicios. Una institución 
semejante que más que parezca quimérica, es infinitamente más 
realizable que otras que algunos legisladores antiguos y modernos han 
establecido con menos utilidad del género humano84. 
 
El Congreso de Angostura acoge la iniciativa pero no queda incluida en el 
articulado de la primera Constitución de Colombia, promulgada en la ciudad 
de Villa del Rosario de Cúcuta en 1821, aspiración que logra con la 
Constitución de 1830 al crear en su artículo 100 el Ministerio Público 
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presidido por un agente del Poder Ejecutivo con el título de Procurador 
General de la Nación “para defender ante los Tribunales y Juzgados la 
observancia de las leyes y promover ante cualesquiera autoridades, así 
civiles como militares y eclesiásticas, los intereses nacionales y cuanto 
concierna al orden público”85. 
 
Al expedirse la Constitución Política del Estado de Nueva Granada de 1832, 
el Ministerio Público desaparece del orden constitucional y su retorno a este 
nivel sucede con la Constitución de la República de Nueva Granada de 1853, 
que implanta la elección popular del Procurador General de la Nación por 
cuatro años pudiendo ser reelecto y le asigna funciones de Consejero de 
Gobierno.  
 
En  la  Constitución  Política  para  la  Confederación  Granadina  de  1858, 
se  determina  que  el  Ministerio  Público  sea  ejercido  por  la  Cámara  de 
Representantes  y  el  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  debe  ser 
electo por la Cámara. Entre las atribuciones asignadas al Procurador se 
destacan “las de acusar a los altos funcionarios del Estado ante el Senado; 
defender los intereses del Estado; vigilar a los funcionarios públicos en 
general”86. 
 
La Carta Fundamental de 1863 titulada Constitución Política de los Estados 
Unidos de Colombia, conserva la forma de elegir al Procurador General de la 
Nación y fija su período en dos años. Faculta al Ministerio Público para vigilar 
que los funcionarios públicos al servicio de la Unión desempeñen 
cumplidamente sus deberes, y acusar ante el Senado o la Corte Suprema 
Federal a los funcionarios justiciables por estas corporaciones. 
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La Constitución Política de la República de Colombia de 1886, separa el 
Ministerio Público de la Cámara de Representantes y lo coloca bajo la 
dirección del Gobierno para que sea ejercido por el Procurador General de la 
Nación, los Fiscales de los Tribunales Superiores de Distrito y los demás 
funcionarios que designe la ley (artículo 142). Le confiere las funciones de 
defender los intereses de la Nación; promover la ejecución de las leyes, 
sentencias judiciales y disposiciones administrativas; supervigilar la conducta 
oficial de los empleados públicos; y perseguir los delitos y contravenciones 
que turben el orden social.  
 
Fija en tres años el período del Procurador General de la Nación y lo faculta 
para exigir que los funcionarios públicos al servicio de la Nación desempeñen 
cumplidamente sus deberes. Funda un precepto esencial en materia de 
responsabilidad, al señalar en el artículo 20 que “los particulares no son 
responsables ante las autoridades sino por infracción de la Constitución o de 
las leyes. Los funcionarios públicos lo son por la misma causa y por 
extralimitación de funciones, o por omisión en el ejercicio de éstas”87.  
 
Las numerosas constituciones proclamadas en el siglo XIX reflejan las 
profusas vicisitudes políticas, religiosas, económicas y sociales que 
experimentaban los pobladores en los distintos puntos de la geografía 
nacional, las cuales son canalizadas por los partidos gobernantes en procura 
de legitimarse en el poder. Entretanto, la Constitución Política de Colombia 
de 1991 emerge como resultado de la crisis que por entonces vive el país, 
generada por la violencia y la corrupción proveniente del narcotráfico, la 
deslegitimación de la política bipartidista tradicional -liberalismo y 
conservatismo- por parte de múltiples sectores sociales que consideran que 
no representa los intereses del conglomerado y restringe la participación de 
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nuevas fuerzas partidistas, así como el incremento del conflicto bélico entre 
las guerrillas, grupos paramilitares y las fuerzas armadas del Estado.  
 
Converge ese momento con el avance de la globalización a la que 
Latinoamérica no puede escapar, y se suscita una trascendental reforma 
constitucional en los países del área, de manera que puedan ajustar sus 
políticas al nuevo modelo de apertura económica. 
 
Bajo esas circunstancias, la nueva Carta mantiene el principio de 
responsabilidad inscrito en su antecesora de 1886, con una ligera variación 
en su redacción al señalar en el artículo 6 que “los particulares sólo son 
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. 
Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones”88.  
 
Establece que además de los órganos que integran las Ramas del Poder 
Público -legislativa, ejecutiva y judicial- existen otros, autónomos e 
independientes, que tienen funciones separadas pero colaboran 
armónicamente para la realización de los fines del Estado, entre los que se 
hallan el Ministerio Público y la Contraloría General de la República, como 
órganos de control, la Comisión Nacional del Servicio Civil y la Comisión 
Nacional de Televisión. 
 
Como supremo director del Ministerio Público designa al Procurador General 
de la Nación, elegido por el Senado de la República para períodos de 4 años, 
con opción de reelección, para que vigile el cumplimiento de la Constitución, 
las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos; proteja los 
derechos humanos; defienda los intereses colectivos y de la sociedad; vele 
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por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas; y ejerza 
vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones 
públicas.  
 
Crea la figura del Defensor del Pueblo, como parte del Ministerio Público, con  
la misión de velar por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los 
derechos humanos.  
 
En  el  tema  del  empleo,  retoma  artículos  de  la  Constitución  de  1886  y 
de la normatividad expedida con posterioridad, al indicar que no habrá 
empleo público que no tenga funciones detalladas en la ley o el reglamento, 
que para ejercer el cargo el servidor público debe prestar juramento de 
cumplir y defender la Constitución y desempeñar los deberes que le 
incumben, que nadie puede desempeñar simultáneamente más de un 
empleo público ni recibir más de una asignación que provenga del tesoro 
público o de empresas o instituciones en las que tenga parte mayoritaria el 
Estado. 
 
Estipula que son servidores públicos los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios. Deja al legislador la tarea de 
determinar el régimen aplicable a los particulares que temporalmente 
desempeñen funciones públicas. 
 
Con relación a los empleos en los órganos y entidades del Estado establece 
que son de carrera, excepto los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que 
determine la ley. Eleva a norma constitucional el retiro por calificación no 
satisfactoria en el desempeño del empleo y violación del régimen 
disciplinario. 
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Prohíbe a los empleados públicos de la Rama Judicial, los órganos 
electorales, de control y de seguridad del Estado, participar en política, sin 
perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio. 
 
Como principios que gobiernan la función administrativa, enuncia los de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones.  
 
Implanta el Consejo Superior de la Judicatura, conformado por una Sala 
Administrativa y otra Jurisdiccional Disciplinaria, a la que faculta para 
examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la Rama 
Judicial, así como las de los abogados en el ejercicio de su profesión.  
 
El artículo 268 numeral 10 establece un régimen especial de carrera 
administrativa para la selección, promoción y retiro de los funcionarios de la 
Contraloría General de la República.  
 
 
1.1.2.2  Leyes y decretos.  La disposición constitucional del artículo 20 de la 
Carta Fundamental de 1886, es desarrollada por diferentes normas como la 
Ley 4 de 191389, que introduce en la historia legislativa del país la 
descripción de comportamientos disciplinables, al señalar que la beodez es 
causal para que un empleado sea removido inmediatamente de su cargo en 
caso de comprobársele que por lo menos dos veces en un semestre se 
embriagó.  
 
Además,  establece  que  los empleados públicos deben sujetarse de manera  
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estricta a los reglamentos que dicte la autoridad competente, en los cuales 
se puede prever la imposición de penas correccionales de apercibimiento, 
multa hasta de veinte pesos, suspensión y remoción por falta de asistencia a 
las oficinas o por mal desempeño de sus funciones. 
 
La Ley 42 de 1923 crea el Departamento de Contraloría bajo la dirección del 
Contralor General de la República, nombrado por el Poder Ejecutivo 
Nacional, con la misión de llevar las cuentas generales de la Nación90. Su 
texto no contiene disposiciones relativas a aspectos disciplinarios. 
  
La Ley 165 de 193891 instituye la Carrera Administrativa e instaura el 
Consejo de Administración y Disciplina con la misión de conocer las quejas 
formuladas sobre la conducta de los empleados, y determina como derechos 
de éstos, el ascenso y la inamovilidad del cargo salvo por falta a los deberes 
listados en el artículo 8: Lealtad a la Constitución y las leyes de la República; 
eficiencia, imparcialidad y discreción en la prestación del servicio 
encomendado a su pericia; acatamiento a los superiores jerárquicos, en 
cuanto se trate del cumplimiento de sus funciones; y honorabilidad y buena 
fama en su comportamiento social.  
 
El Decreto Ley 2091 de 193992 contribuye a perfilar la normatividad 
disciplinaria estatal, al incluir en su texto las sanciones de amonestación con 
anotación en la hoja de servicios, multa hasta de un sueldo mensual, traslado 
y remoción del cargo. Precisa qué empleados son de Carrera Administrativa 
y señala que hay falta de honorabilidad si un empleado comete acciones 
criminales comprobadas y la buena fama se quebranta con su merma por 
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embriaguez frecuente, deudas excesivas y todo acto contrario a la moral. El 
proceso se adelanta conforme al Código de Procedimiento Penal. El artículo 
20 prevé que al empleado de carrera se le abrirá un expediente que 
contendrá todos los documentos relativos a su servicio. 
 
El Decreto 1192 de 1940 amplía este último punto al exigir un abundante 
número de datos que debe suministrar el empleado en su hoja individual, 
inclusive las sanciones disciplinarias, y advierte que la información es 
confidencial y cualquier falsedad será considerada como falta a sus deberes 
con consecuencias disciplinarias93. 
 
Con el Acto Legislativo No. 1 de febrero 16 de 194594, que reformó la 
Constitución Política de la República de Colombia de 1886, la Cámara de 
Representantes asume la misión de elegir al Procurador General de la 
Nación para un período de cuatro años, de terna enviada por el Presidente 
de la República. Este Acto Legislativo prohíbe a los funcionarios de la Rama 
Jurisdiccional y del Ministerio Público, intervenir en política con excepción del 
derecho a sufragar. La desobediencia a ese mandato es causal de mala 
conducta, que ocasiona la pérdida del empleo. 
 
La Ley 19 de 195895 funda el Departamento Administrativo de Servicio Civil, 
con la misión de organizar el Servicio Civil, la Carrera Administrativa y la 
Comisión de Reclutamiento, Ascensos y Disciplina, con funciones de resolver 
las apelaciones en materia disciplinaria y formar un estatuto que regule el 
régimen disciplinario de los funcionarios de Carrera. Prohíbe a los servidores 
públicos aceptar obsequios de personas bajo su dependencia.  
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El Decreto 1732 de 196096 aplicable únicamente a los empleados de Carrera 
Administrativa de la Rama Ejecutiva, amplía el listado de deberes 
enunciados en la Ley 165 de 1938, al agregar que deben responder por la 
ejecución de las tareas y uso de la autoridad que les sea confiada, guardar 
reserva sobre los asuntos relacionados con el trabajo y en casos especiales 
aun después de haber cesado en el cargo, vigilar y salvaguardar los 
intereses del Estado, dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo 
al desempeño de las funciones encomendadas, y observar la más estricta 
cortesía en sus relaciones con el público y en las propias del servicio con sus 
colegas y subordinados. 
 
Este Decreto se consolida como la primera norma que aborda en bloque 
varias materias de la disciplina oficial y refleja la necesidad de elaborar un 
estatuto que se ocupe exclusivamente del asunto. Entre las novedades 
administrativas, define la disponibilidad como la situación en que se 
encuentra un funcionario de carrera que no está desempeñando funciones 
públicas, ni goza de remuneración, ni tiene capacidad para ser ascendido al 
grado superior, a quien si se le comprueba que en ese estado ha ejercido 
labores remuneradas al servicio en entidades oficiales, o que son inexactas 
las razones dadas para obtener la disponibilidad, se le inicia proceso 
disciplinario y se le coloca en situación de retiro. Suerte similar corre el 
empleado deficiente en el servicio como resultado de los sistemas de 
evaluación del trabajo. 
 
En cuanto a las sanciones disciplinarias establece una amonestación privada 
y otra escrita con anotación en la hoja de servicios, multa hasta la quinta 
parte del sueldo mensual, suspensión en el ejercicio del cargo hasta por dos 
meses sin derecho a remuneración, y la destitución o revocación del 
                                                             
 
96
DIARIO OFICIAL No. 30300. Bogotá, 1960. p. 366. 
68 
nombramiento. Señala que este tipo de sanciones no excluye la aplicación 
de otras de distinta naturaleza previstas en leyes especiales, y en caso de 
prejudicialidad el competente puede pronunciarse hasta cuando se conozca 
el fallo de la justicia penal. 
 
Bajo facultades extraordinarias, el Presidente de la República dicta el 
Decreto 2400 de 196897 con el fin de regular la administración del personal 
civil de la Rama Ejecutiva del Poder Público a nivel nacional, el cual es 
modificado por el Decreto Nacional 3074 de 196898, disposiciones que a su 
vez son reglamentadas por el Decreto Nacional 1950 de 197399. 
 
Define el empleo como “el conjunto de funciones señaladas por la 
Constitución, la ley, el reglamento o asignadas por autoridad competente que 
deben ser atendidas por una persona natural”100. Señala que “empleado o 
funcionario es la persona nombrada para ejercer un empleo y que ha tomado 
posesión del mismo”101. Establece que los empleos pueden ser de libre 
nombramiento y remoción cuando se proveen con nombramiento ordinario, 
de carrera a través del sistema de mérito, y provisionales cuando 
transitoriamente se nombra personal en cargos de carrera que no pertenece 
a ésta. 
 
Instituye un amplio catálogo de deberes, derechos y prohibiciones de los 
empleados públicos. Como novedades a los deberes señalados en las 
normas precedentes, adiciona los de atender regularmente las actividades de 
                                                             
 
97
DIARIO OFICIAL No. 32625. Bogotá, 1968. pp. 153 - 155. 
 
98
DIARIO OFICIAL No 32686. Bogotá, 1969. pp. 31 - 32. 
 
99
DIARIO OFICIAL No. 33962. Bogotá, 1973. pp. 177 - 184.  
 
100
DIARIO OFICIAL No. 32625. Bogotá, 1968. p. 154. 
 
101
DIARIO OFICIAL No. 32625. Bogotá, 1968. p. 154. 
69 
capacitación y perfeccionamiento, responder por la conservación de los 
documentos y bienes confiados a su guarda o administración y rendir 
oportunamente cuenta de su utilización. 
 
Entre los derechos enuncia el de percibir puntualmente su remuneración, 
recibir capacitación para mejorar el desempeño de sus funciones y para 
participar en los concursos que le permitan obtener promociones dentro del 
servicio, participar de los programas de bienestar social, gozar de los 
estímulos de carácter moral o pecuniario, disfrutar de vacaciones anuales 
remuneradas, reconocimiento y pago de prestaciones sociales, y obtener 
permisos y licencias.  
 
Como prohibiciones señala las de realizar actividades ajenas a sus funciones 
durante la jornada de trabajo, asistir al lugar de trabajo en estado de 
embriaguez, abandonar o suspender las labores sin autorización previa, 
retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la 
prestación del servicio a que están obligados, declarar huelgas o paros o 
intervenir en ellos, percibir más de una asignación del Tesoro Público e 
intervenir en la suscripción de contratos con el Estado. 
 
Sobre las sanciones disciplinarias reitera lo escrito en el Decreto 1732 de 
1960, aunque reduce el término de suspensión en el ejercicio del cargo de 2 
meses sin derecho a remuneración a 30 días bajo las mismas condiciones. 
Establece los descuentos del sueldo por incumplimiento del horario laboral.  
 
El Decreto 1950 de 1973 clasifica las faltas disciplinarias para efectos de la 
sanción en graves y leves según su naturaleza, las modalidades y 
circunstancias del hecho, los motivos determinantes y los antecedentes 
personales del infractor. Además, elimina la prejudicialidad y determina que 
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la acción disciplinaria prescribe en un año contado a partir de la fecha en que 
se cometió la falta. 
 
Por la misma época, la Ley 20 de 1972102 crea el Tribunal Disciplinario, con 
atribuciones para conocer en única instancia de los procesos por faltas 
disciplinarias que se adelanten contra los magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia y del Tribunal Disciplinario, los Consejeros de Estado, el 
Procurador General de la Nación, los magistrados de los Tribunales Superior 
Militar, Superior de Aduanas, Superiores de Distrito Judicial y Seccionales de 
lo Contencioso Administrativo.  
 
Determina el procedimiento a seguir y le atribuye el conocimiento de los 
procesos que se adelanten contra los abogados por contravenciones a la 
ética o a sus deberes profesionales conforme al Estatuto del ejercicio de la 
abogacía.  
 
La Ley 25 de 1974103 reorganiza la Procuraduría General de la Nación, crea 
el cargo de Viceprocurador General de la Nación, determina que la 
prescripción de la acción disciplinaria es de 5 años contados a partir del 
último acto constitutivo de la falta y fija las pautas del poder disciplinario 
preferente.  
 
Introduce un nuevo modelo de procedimiento disciplinario que le confiere al 
investigador 30 días para perfeccionar la averiguación, a cuyo término debe 
formular cargos en los 5 días siguientes mediante oficio dirigido al acusado, 
indicándole objetivamente los que aparezcan demostrados y las 
disposiciones legales infringidas. El acusado dispone de 8 días para 
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presentar descargos, solicitar y aportar pruebas, que el investigador tramitará 
dentro de los 20 días siguientes junto con las que decrete de oficio, al cabo 
de los cuales debe pronunciar su decisión de fondo en el término de 10 días. 
El fallo de primera instancia es apelable dentro de los 3 días siguientes a su 
notificación y se consulta si no se interpone recurso. 
 
El Decreto 2492 de 1975104 que dicta normas disciplinarias para los empleos 
de la Rama Ejecutiva, agrega a las faltas graves previstas en los decretos 
leyes 2400 y 3074 de 1968 y 1950 de 1973, trece nuevos tipos disciplinarios, 
entre los que se enuncian el menosprecio o ultraje a los símbolos patrios, 
obstaculizar el tránsito de personas o vehículos en vías públicas, e injuriar o 
calumniar a superiores o compañeros de trabajo. 
 
Los decretos legislativos 528105 y 2132 de 1976106 se dictan bajo estado de 
sitio, los cuales en esencia suspenden los derechos y garantías de los 
empleados públicos y trabajadores oficiales escalafonados en Carrera 
Administrativa, prohibiéndoles participar en huelgas, entrabar la prestación 
del servicio o incitar a la participación en acciones de esa clase, con la 
advertencia de ser suspendidos de sus cargos sin derecho a remuneración  
por un término no inferior a 6 meses ni superior a 12. 
 
El Decreto Ley 924 de 1976107 al instituir la estructura orgánica de la 
Contraloría General de la República, funda la Sección de Quejas y Reclamos 
como una dependencia de la Oficina de Control Interno, con la misión de 
tramitar las quejas, reclamos o acusaciones de carácter administrativo que se 
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presenten contra los funcionarios y exfuncionarios de la entidad, y adelantar 
las correspondientes investigaciones. 
 
Complementa esta norma, el Decreto 937 de 1976108 que implanta el 
régimen disciplinario de la Contraloría General de la República, norma que 
enumera los derechos, deberes y prohibiciones de sus funcionarios y el 
procedimiento a seguir puntualizando que su naturaleza es administrativa. 
Establece solamente faltas graves y leves, las cuales cruza con las 
sanciones a imponer así: Lista 38 faltas graves como causales de destitución 
del cargo, 15 faltas de esta misma categoría que pueden ocasionar 
suspensión entre 10 y 30 días, 6 faltas leves que se sancionan con multa o 
suspensión menor de 10 días y 4 faltas leves que dan lugar a amonestación 
privada o escrita.  
 
La Ley 13 de 1984109 refleja un importante esfuerzo encaminado a organizar 
la normatividad vigente hasta entonces en materia disciplinaria, aplicable a 
los empleados de Carrera y de libre nombramiento y remoción de la Rama 
Ejecutiva en el orden nacional, con el objeto de asegurar la eficiencia en la 
prestación de los servicios a cargo del Estado, la moralidad, la 
responsabilidad y la conducta de los funcionarios públicos. 
 
Exige que la interpretación de sus normas se efectúe con referencia al 
Derecho administrativo y confiere a la Procuraduría General de la Nación el 
poder de iniciar o asumir en cualquier momento la investigación comenzada 
por otro Organismo estatal. Determina que la acción disciplinaria es pública e 
independiente de las demás, mantiene el término de prescripción, lapso 
dentro  del cual debe imponerse la sanción, y señala que procede el principio  
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de cosa juzgada.  
 
Integra a su trámite la acumulación procesal, evento en que la sanción 
corresponde a la falta más grave. Además de ser oído en descargos, 
conocer el informe y las pruebas que se alleguen a la investigación, el 
empleado tiene derecho a recibir asesoría de la organización sindical a la 
que esté afiliado. 
 
Define la falta disciplinaria como el incumplimiento de deberes, el abuso de 
derechos o la incursión en las prohibiciones establecidas en la ley, y la 
califica como grave o leve en atención a su naturaleza y efectos, a las 
modalidades y circunstancias del hecho, a los motivos determinantes y a los  
antecedentes personales del infractor.  
 
Las  faltas  leves  son  sancionadas  con  amonestación  escrita  sin 
anotación en la hoja de vida, censura con anotación en la hoja de vida o 
multa que no exceda de la quinta parte del sueldo mensual. Al superior 
inmediato le corresponde imponer las dos primeras y la restante al Jefe del 
Organismo. 
 
El concurso de faltas, las faltas graves o la reincidencia en faltas leves, son 
sancionadas por el Jefe del Organismo con suspensión del cargo hasta por 
30 días sin derecho a remuneración, o con destitución previo concepto de la 
Comisión de Personal, medida que implica inhabilidad de uno a cinco años 
para ejercer funciones públicas y le compete imponerla al nominador.  
 
Crea el Consejo Superior del Servicio Civil como órgano asesor del Gobierno 
en asuntos de Carrera Administrativa y carreras especiales, ente que se le 
asigna entre sus funciones la de tramitar las quejas por violación de las 
normas de Carrera. 
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Esta Ley es reglamentada por el Decreto 482 de 1985110 disposición que 
recopila aspectos de normas precedentes como el inicio de la acción 
disciplinaria de manera oficiosa, por información de empleado público o por 
queja de persona en ejercicio del derecho de petición y rememora que ni el 
informador ni el peticionario son parte en el proceso. Así mismo, recuerda el 
deber que tienen los funcionarios de informar a la autoridad competente 
sobre  hechos  disciplinables,  cuya  omisión  constituye  falta  disciplinaria 
grave. 
 
Establece como etapas del proceso disciplinario: las diligencias preliminares, 
la investigación disciplinaria, la calificación y sanción, describiendo el 
procedimiento a seguir en cada caso. No indica un término para adelantar la 
investigación sino criterios para su fijación, como la naturaleza de los hechos, 
su complejidad y número de partícipes.  
 
Cuando se formulan cargos y el investigado no se encuentra en la entidad, a 
través de telegrama se le solicita comparecer. Si transcurridos 5 días no se 
presenta a notificarse, se le designa como apoderado de oficio un abogado 
en ejercicio de la entidad, es decir, que para la época no existe prohibición 
alguna en ese sentido, y con él se continúa la investigación hasta su 
culminación.  
 
Aunque implementa el principio de legalidad para la falta y la sanción 
disciplinaria, y cobija con las causales de recusación previstas en el artículo 
30 del Código Contencioso Administrativo a quienes tramiten investigaciones 
disciplinarias, permite aplicar este tipo de sanciones con la sola declaración 
de un testigo bajo juramento que ofrezca serios motivos de credibilidad o 
indicio grave de responsabilidad.  
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La Ley 4 de 1990111 proporciona a la Procuraduría General de la Nación una 
nueva estructura orgánica, que institucionaliza la Oficina de Veeduría como 
un organismo interno de control y fiscalización de los funcionarios de la 
entidad. 
 
Para reglamentar el artículo 125 de la Constitución Política de 1991 sobre 
empleos en los órganos y entidades del Estado, se dicta la Ley 27 de 1992112 
que concibe la Carrera Administrativa como un sistema técnico de 
administración de personal encaminado a garantizar la eficiencia de la 
administración pública y con base en el mérito ofrecer a todos los 
colombianos igualdad de oportunidades para el acceso al servicio público. La 
disposición suprime el Consejo Superior del Servicio Civil y crea la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, con funciones de vigilar el cumplimiento de las 
normas de carrera y de los nombramientos provisionales.  
 
En desarrollo del artículo 268 numeral 10 de la Constitución Política de 1991, 
la Ley 106 de 1993113 crea la Carrera administrativa especial de la 
Contraloría General de la República, y al determinar su estructura interna 
funda la División de Procesos Disciplinarios como parte de la Oficina de 
Control Interno. 
 
Con el objeto de preservar la moralidad en la Administración Pública y 
combatir la corrupción administrativa, el gobierno nacional dicta la Ley 190 
de 1995114 que exige a todo aspirante a ocupar un cargo o empleo público, la 
presentación ante la unidad de personal de la entidad, del formato único de 
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hoja de vida donde consten sus datos personales y la situación económica. A 
su vez, las entidades públicas deben elaborar el manual de funciones donde 
se especifiquen las tareas que se asignen a cada funcionario. 
 
La norma endurece las penas previstas en el Código Penal para los delitos 
de peculado, cohecho, prevaricato, concusión, tráfico de influencias y 
receptación. Toma medidas en contratación estatal al fundar el Diario Único 
de Contratación Pública para que las entidades divulguen los contratos que 
celebren, norma que pierde trascendencia al implantarse el Portal Único de 
Contratación con el Decreto 2434 de 2006115. 
 
Determina que forman parte de la reserva, las investigaciones preliminares, 
los pliegos, autos de cargos y descargos que formule la Procuraduría 
General de la Nación y demás órganos de control dentro de los procesos 
disciplinarios.  
 
El nuevo esquema de independencia y autonomía que la Constitución 
Política de 1991 da al Ministerio Público, así como el ejercicio del poder 
disciplinario preferente que le confía al Procurador General de la Nación, 
sirven de motivos para concebir un estatuto que unifique los diferentes 
regímenes disciplinarios vigentes hasta entonces, idea que se concreta con 
la expedición de la Ley 200 de 1995116.  
 
La iniciativa legislativa comienza su recorrido definitivo en la Cámara de 
Representantes el 2 de mayo de 1995 con el proyecto de ley 215 que radica 
el Procurador General de la Nación Orlando Vásquez Velásquez, y es 
aprobada en la sesión plenaria de Senado y Cámara de junio 16 de 1995. 
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El Código se organiza en 3 libros conformados por títulos subdivididos en  
capítulos. El Libro I lo dedica a los principios rectores como titularidad de la 
potestad y de la acción disciplinaria, el poder disciplinario preferente, 
legalidad, debido proceso, presunción de inocencia, cosa juzgada y los fines 
preventivo y garantía de la buena marcha de la gestión pública de la sanción 
disciplinaria. Para su interpretación y aplicación, establece como orden de 
prelación sus principios rectores, la Constitución Política y las normas de los 
códigos Penal, Procedimiento Penal y Contencioso Administrativo.  
 
Transcribe el artículo 18 de la Ley 190 de 1995 para definir los destinatarios 
de la Ley Disciplinaria, y de esta manera enuncia a los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados del Estado, la fuerza pública, los 
particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o 
transitoria, los funcionarios y trabajadores del Banco de la República, y como 
novedad incluye a los trabajadores oficiales. Justifica la conducta en 4 
causales y califica las faltas en gravísimas, graves y leves. Las primeras 
aparecen descritas en 10 tipos disciplinarios y las restantes se gradúan 
conforme al listado de criterios que trae la norma. 
 
En lo referente a las sanciones, determina su límite y las estratifica en 
principales y accesorias. Corresponden al primer grupo las de amonestación 
escrita, multa hasta de 90 días del salario devengado al momento de la 
comisión de la falta, suspensión de funciones sin remuneración por igual 
término, destitución y remoción, entre otras. Las accesorias se refieren a las 
inhabilidades para ejercer funciones públicas, la devolución, restitución o 
reparación, del bien afectado con la falta, y la exclusión de la Carrera.  
 
Refrenda el término de prescripción de 5 años para la acción disciplinaria, 
que se cuenta para las faltas instantáneas desde el día de la consumación y, 
desde la realización del último acto en las de carácter permanente o 
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continuado. En cuanto a la ejecución de la sanción establece un término de 
prescripción de 2 años contados a partir de la ejecutoria del fallo. 
 
El Libro II lo destina para la descripción de los derechos, los deberes, las 
prohibiciones, las incompatibilidades, las inhabilidades y conflicto de 
intereses de los servidores públicos y define la falta disciplinaria como el 
incumplimiento de estos postulados. 
 
El Libro III contiene diversidad de temas. Declara que la acción disciplinaria 
es pública e indica las formas en que se puede iniciar: de oficio, por 
información de servidor público o por queja. Señala el poder preferente de la 
Procuraduría General de la Nación y el control disciplinario interno que debe 
organizar toda entidad u organismo del Estado, excepto la Rama Judicial. 
Permite la acumulación de investigaciones disciplinarias.  
 
Describe los factores de competencia, los derechos del disciplinado y la 
suspensión provisional del investigado hasta por 3 meses prorrogables por 
idéntico tiempo. La actuación procesal puede comenzar con una indagación 
preliminar de hasta 6 meses cuando haya duda sobre la procedencia de la 
investigación, o directamente con ésta, que durará hasta 9 meses por falta 
grave y si es gravísima, hasta 12 meses prorrogables por un lapso igual. En 
ese momento se evalúa lo actuado y puede conllevar a declarar el archivo 
definitivo del proceso o a formular cargos, caso en que la actuación continúa 
hasta el fallo definitivo. 
 
La procedencia del grado jurisdiccional de consulta en defensa del interés 
público, del ordenamiento jurídico y de los derechos y garantías 
fundamentales, constituye una particularidad de esta Ley, que admite que se 
consulten los fallos absolutorios de primera instancia y los que impongan 
como sanción amonestación escrita. Además, establece un procedimiento 
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verbal ante el Procurador General de la Nación para los casos señalados en 
el artículo 278 numeral primero de la Constitución Política de 1991, la 
flagrancia y faltas leves. 
 
El Decreto 262 de 2000117 regula el régimen de carrera de la Procuraduría 
General de la Nación y modifica su estructura al crear la Sala Disciplinaria y 
la Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública. El Instituto de Estudios 
del Ministerio Público, como Unidad Administrativa Especial se adscribe a la 
Procuraduría General. Confiere autonomía a las procuradurías auxiliares 
para Asuntos Disciplinarios y Asuntos Constitucionales. Cambia la 
denominación de procuradurías departamentales y metropolitanas por la de 
procuradurías regionales, provinciales y distritales. 
 
En ese mismo año, el gobierno nacional en uso de facultades extraordinarias 
conferidas por el Congreso de la República, dicta los decretos leyes 267118, 
268119 y 269 de 2000120, que establecen una nueva estructura orgánica de la 
Contraloría General de la República basada en la desconcentración 
administrativa y financiera, con un nivel central que opera en el Distrito 
Capital y un nivel desconcentrado compuesto por 31 gerencias 
departamentales. En el primero se localiza la Oficina de Control Disciplinario 
como parte del nivel superior de dirección, con la misión esencial de 
proponer, dirigir y coordinar las políticas de la entidad para la adecuada 
aplicación del régimen disciplinario, ejercer vigilancia a nivel nacional de la 
conducta de sus servidores y adelantar los procesos disciplinarios que se 
inicien contra sus funcionarios y exfuncionarios.  
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Las  actuaciones  que  se  tramitan  con  la  Ley  200  de  1995  dejan  al 
descubierto  vacíos,  deficiencias  e  inconsistencias  del  estatuto,  algunas 
de  las  cuales  se  corrigen  con  la  labor  de  hermenéutica  que  la  Corte 
Constitucional realiza en las sentencias de exequibilidad o inexequibilidad de 
las  normas  demandadas  de  aquél  régimen  disciplinario,  trabajo  del  cual 
también   participan   el   Consejo   de  Estado  y  el  Consejo  Superior  de  la  
Judicatura.  
 
La situación propicia la elaboración de un nuevo proyecto de ley enfocado a 
superar las dificultades observadas, que la exposición de motivos describe 
en forma puntual como la imposibilidad de aplicar “sanciones acordes con la 
gravedad de las conductas debido a la enumeración escasa y taxativa de las 
faltas gravísimas (…), la falta de una clara tipificación como faltas 
disciplinarias  de  las  graves  violaciones  de los derechos humanos (…) y un  
verdadero régimen especial para los particulares que ejerzan funciones 
públicas”121.  
 
Cita como ejemplos, la multa para eventos de intereses personales en la 
celebración de contratos estatales, la sanción accesoria de inhabilidad 
porque el texto legal permite aplicarla de manera indefinida o permanente 
superando el término de la sanción principal, y la destitución del cargo en 
casos de genocidio o desaparición forzada, dejando por fuera conductas 
extremadamente graves como la tortura, el homicidio y el desplazamiento 
forzado de personas. 
 
El primer intento de reforma acontece en 1999, pero el momento definitivo 
sucede en julio 20 de 2000 cuando el Procurador General de la Nación, 
Jaime Bernal Cuellar presenta ante la Secretaría del Senado de la República, 
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el proyecto de ley que queda radicado con el número 19122 y luego en 
diciembre 15 de 2000 pasa a la Cámara de Representantes donde se le 
asigna el número 129123. Agotado su trámite legislativo, la Ley 734 de 2002 
es sancionada por el Presidente de la República en febrero 5 de 2002124. 
 
Cuatro libros distribuidos en títulos y capítulos conforman el Nuevo Código 
Disciplinario Único, en adelante NCDU, que comienza con los principios 
rectores de la ley disciplinaria, entre los que figuran como novedades el de 
“ilicitud sustancial” entendida como la afectación sustancial de los deberes 
funcionales, la función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria, y el 
de integración normativa en cuanto para suplir sus vacíos la Ley autoriza la 
remisión a los tratados internacionales sobre derechos humanos y los 
convenios internacionales de la OIT ratificados por Colombia, así como en 
orden de prelación a los códigos Contencioso Administrativo, Penal, de 
Procedimiento Penal y de Procedimiento Civil. 
 
Recalca que la acción disciplinaria es pública y su inicio puede ser de oficio, 
por información de servidor público u otro medio que amerite credibilidad, o 
por queja, y solamente procede por anónimos que tengan fundamento. 
 
Además de los servidores públicos y los particulares que cumplan labores de 
interventoría en los contratos estatales o ejerzan funciones públicas 
relacionadas con esa actividad o administren recursos del Estado, incluye 
como destinatarios de la ley disciplinaria a las personas jurídicas y los 
indígenas  que  manejen  recursos públicos. Deja vigente el régimen especial  
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disciplinario establecido para los miembros de la fuerza pública. 
 
En forma considerable aumenta la enumeración de deberes y faltas 
gravísimas previstas para los servidores públicos, al crear tipos disciplinarios 
relativos a la violación de los derechos humanos, indebido manejo del 
presupuesto, rentas, bienes públicos y contratación estatal. Incluye el tema 
de las inhabilidades sobrevinientes y el conflicto de intereses, así como la 
fijación de un régimen disciplinario para los particulares, los notarios y 
funcionarios de la Rama Judicial.  
 
Con relación a la prescripción de la acción disciplinaria, establece un término  
general de 5 años y uno especial de 12 años para las faltas referentes a la 
violación de los derechos humanos. Para la sanción disciplinaria determina 
un término de prescripción de 5 años, contados a partir de la ejecutoria del 
fallo. 
 
La nueva Ley disciplinaria endurece el régimen de sanciones, al establecer 
una inhabilidad permanente cuando la falta afecte el patrimonio económico 
del Estado, una inhabilidad general de 10 a 20 años para las faltas 
gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima y una inhabilidad 
especial no inferior a treinta días ni superior a doce meses para las faltas 
graves dolosas o gravísimas culposas. 
 
Elimina la acumulación procesal y restringe al factor de competencia por 
razón de conexidad, la contingencia de adelantar un solo proceso en los 
casos que el investigado cometa varias faltas disciplinarias conexas, o los 
autores de la falta pertenezcan a una misma entidad. 
 
En el campo de las notificaciones, la Ley presenta un avance a tono con la 
tecnología existente al momento de su promulgación, al ofrecer la posibilidad 
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de utilizar medios de comunicación electrónicos como el fax o el correo 
electrónico, para las decisiones que deban notificarse personalmente. 
 
El grado jurisdiccional de consulta lo reserva para el régimen de los 
funcionarios de la Rama Judicial, y procede contra las decisiones que ponen 
fin a los procesos disciplinarios que conocen en primera instancia los 
Consejos Seccionales de la Judicatura y no son apeladas. 
 
Para imprimir mayor celeridad al trámite de las actuaciones disciplinarias, el 
NCDU perfila en su parte final tres procedimientos verbales, que remiten al 
procedimiento ordinario para llenar sus vacíos, siempre que no afecten su 
naturaleza especial. El conocimiento del primero corresponde a las oficinas 
de control interno disciplinario de las entidades del Estado, la Procuraduría 
General de la Nación y las personerías municipales y distritales, y se aplica 
para los casos de flagrancia, de confesión, faltas leves y los eventos de faltas 
gravísimas que se señalan en el inciso segundo del artículo 175.  
 
La competencia del segundo, la radica en el Procurador General de la 
Nación y está destinado a conocer de las conductas previstas en el artículo 
278 numeral primero de la Constitución Política, es decir, infringir de  manera 
manifiesta la Constitución o la ley; derivar evidente e indebido provecho 
patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus funciones; obstaculizar, en 
forma grave, las investigaciones que realice la Procuraduría o una autoridad 
administrativa o jurisdiccional; obrar con manifiesta negligencia en la 
investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los empleados de su 
dependencia, o en la denuncia de los hechos punibles de que tenga 
conocimiento en razón del ejercicio de su cargo. 
 
El  tercero  de estos procedimientos especiales se ubica en el régimen de los  
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funcionarios de la Rama Judicial, y procede de acuerdo con la competencia 
de las Salas Disciplinarias de los Consejos Superior y Seccionales.  
 
En menos de una década de vigencia, la Ley 734 de 2002 ha sido objeto de 
varias modificaciones con el propósito de fortalecer los mecanismos de 
prevención y corrección en materia de sanciones disciplinarias, ante las 
inusitadas maniobras de corrupción administrativa que sin límite avanzan en 
nuestro medio y amenazan con arruinar la correcta gestión de la 
Administración Pública. 
 
Así lo demuestran las medidas tomadas en el Decreto 4702 de diciembre 21 
de 2010 y en la Ley 1474 de julio 12 de 2011, disposiciones que aumentan la 
tipología de las faltas gravísimas del artículo 48 del NCDU, tema que será 
estudiado más adelante. 
 
Además, esta última Ley implementa la caducidad de la acción disciplinaria, 
modifica la contabilización del término de 5 años para la prescripción y la 
unifica para toda clase de faltas, aunque somete ese límite a lo establecido 
en los tratados internacionales que Colombia ratifique125; soluciona la 
discusión sobre el poder preferente que la redacción del artículo 3 del NCDU 
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generó al atribuirle tanto a la Procuraduría General de la Nación como al 
Consejo Superior de la Judicatura, el conocimiento de las faltas cometidas 
por los funcionarios de la Rama Judicial, excepto los cobijados con fuero 
constitucional. La nueva norma establece en su artículo 42 que la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, de oficio o 
a solicitud de parte, ejercerá el poder preferente jurisdiccional disciplinario en 
relación con los procesos que son competencia de sus seccionales.  
 
Así mismo, extiende la calidad de sujetos disciplinables a contratistas y 
quienes ejercen labores de supervisión en los contratos estatales, aumenta a 
12 meses el término de la investigación pero cuando se trate de faltas 
gravísimas podrá ser hasta de 18 meses siempre que no se investiguen 
varias faltas o más de un inculpado evento en que es posible incrementar el 
término hasta en una tercera parte, ordena que el cierre de la investigación 
se realice mediante auto notificable por estado al igual que la decisión que 
disponga el traslado para alegatos de conclusión, acerca de los cuales crea 
un término de traslado de 10 días, amplía la revocatoria directa de los fallos 
sancionatorios a los autos de archivo ofreciéndole esa posibilidad no 
solamente al sancionado sino también al quejoso, incluye entre los medios 
de prueba los de carácter técnico científico, y precisa aspectos del proceso 
verbal como el referente al momento de escuchar en versión al inculpado.  
 
 
1.2  DESDE LA PERSPECTIVA DEL DERECHO MATERIAL 
 
 
1.2.1  En la doctrina extranjera 
 
1.2.1.1  Corriente canonista.  Propuesta por el jurista alemán Labes, quien 
sostiene que “la expresión cosas disciplinarias procede del Derecho canónico 
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[teniendo en cuenta que] en la terminología del Derecho eclesiástico católico 
se llaman preceptos disciplinarios a todos los que no tienen naturaleza 
dogmática. En las Iglesias protestantes, la expresión ha terminado 
refiriéndose exclusivamente a la disciplina propiamente dicha”126. 
 
Al hablar sobre las competencias consistoriales, enumera la “doctrinaria, 
ceremoniaria y disciplinaria, esta última expresión se refiere al mantenimiento 
de una vida ordenada por parte de los miembros de la Iglesia y 
especialmente al cumplimiento de los deberes que corresponden a sus 
servidores”127. 
 
Enseguida escribe: “Habida cuenta que de acuerdo con el sistema de los 
Estados territoriales, en los siglos pasados eran considerados como 
servidores del Estado los servidores de la Iglesia, es fácil comprender que la 




1.2.1.2  Corriente penalista.  Sin pretender inscribir en esta línea de 
pensamiento a autores como Alejandro Nieto García y Belén Marina Jalvo, es 
importante apreciar su reflexión, según la cual, el principio de inamovilidad en 
el desempeño de los cargos y oficios públicos, constituye un hecho 
determinante para el desarrollo del Derecho disciplinario material. 
 
Mientras  el  Príncipe  pudo  despedir  a sus servidores sin alegar causa  
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alguna,  era  claro  que  las  disposiciones  de  Derecho  disciplinario 
material,  si  no  superfluas,  al  menos  no  resultaban  imprescindibles; 
pero  cuando  la  arbitrariedad  fue  instituida  por  la  existencia  de  una 
justa  causa  apreciada  por  el  arbitrium  boni  viri,  resultaba  evidente 
la  necesidad  de  una  enumeración  de  dichas  justas  causas 
posibles129. 
 
Bien sabido es que el sistema jurídico dominante en los países de Europa 
continental y en los territorios colonizados por éstos, es el Derecho 
continental o civil law, caracterizado porque su fuente principal es la ley antes 
que la jurisprudencia.  
 
Como fuentes de su formación se citan el Derecho germano, el canónico, el 
pensamiento de la Ilustración y el Derecho romano, este último considerado 
como la primera recopilación científica de normas reguladoras de las 
relaciones de los hombres en diversos aspectos de carácter privado, público,  
familiares, laborales, entre otros. 
 
Notables jurisconsultos, como Gayo, Ulpiano y Papiniano, distinguen entre el 
ius publicum -Derecho público- que regula las relaciones entre los 
ciudadanos y el Estado; y el ius privatum* -Derecho privado- que se ocupa 
de las relaciones entre los particulares. 
 
Al estudiar sus propiedades, Carretero Pérez y Carretero Sánchez, observan  
que en el Derecho Romano no hubo una teoría general de los actos jurídicos, 
y por lo mismo, del delito y la sanción, elementos que apenas definieron de 
manera descriptiva según las distintas infracciones: 
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Sólo cuando la Ley subordina la ejecución de la pena a la decisión del 
Magistrado y del Pueblo, aparece el Derecho Real Público superando el 
fondo de venganza privada anterior (Lex Valeria). En las Pandectas, los 
delitos se clasificaban por la clase de acción destinada para su 
persecución judicial y no con arreglo a la esencia del Derecho lesionado 
o a otros criterios sustantivos, como la gravedad o la clase de la pena 
(…). En las fuentes romanas se distinguen cuatro tipos de infracciones: 
crímenes o delitos públicos, delicta o delitos privados, tipos intermedios 
e infracciones atípicas o administrativas130. 
 
No obstante la dimensión que alcanza, se advierte “la insuficiencia de los 
delitos oficiales clásicos del Derecho Romano mencionados en el Fuero 
Real, en las Leyes del Estilo, en las Partidas y en el Ordenamiento de 
Alcalá”131, para tipificar las justas causas de cese en el ejercicio de un oficio, 
en particular las referentes al abuso del cargo y actuaciones delictivas. 
Entonces, “fueron los Príncipes quienes tuvieron que hacer una casuística 
enumeración de ellos en los contratos de servicios y en los documentos de 
nombramiento. A tal efecto, allí se consignaban (…) las obligaciones 
concretas que se imponían al funcionario, cuyo incumplimiento habría de ser 
precisamente la fundamentación de la justa causa de despido”132.  
 
Este régimen de los derechos de supremacía del Príncipe, como lo denomina  
Otto Mayer, sirve de basamento para la relación jurídica entre el poder 
público y el súbdito, régimen que antes de alcanzar el Estado de derecho, 
pasa por el Estado policía (Der polizeistaat), en donde el Príncipe sigue 
determinando el papel de los funcionarios en los asuntos públicos.  
 
En interés del fin del Estado, se da a sus deberes y a su competencia la  
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mayor extensión posible: sobre todo los centros administrativos, los 
consejos de policía (Kollegiale Polizeibehörden), son llamados a hacer 
todo lo que por ellos y en su circunscripción pueda hacerse a favor de 
los intereses públicos y no se halle reservado a otra autoridad. Ellos 
están sometidos, por su lado, a una disciplina y a una vigilancia severa 
de sus superiores, y sobre todo del soberano administrador, del príncipe 
en persona. Su servicio está reglado en todas sus partes por 
instrucciones minuciosamente detalladas. A cada instante una orden 
especial puede sorprenderlos para imponerles la ejecución de algún 
acto extraordinario. 
 
Sus decisiones no solamente pueden reformarse o anularse por la vía 
jerárquica ordinaria, sino que muy a menudo lo son directamente por el 
príncipe; o bien el príncipe se avoca a tal o cual asunto, deja de lado 
pura y simplemente a los funcionarios y decide en su lugar como mejor 
le parece”133. 
 
El método que impone la realeza, si bien de considerable utilidad práctica 
para sus intereses y modo de proceder, envuelve el inconveniente de 
diseminar la multiplicidad de obligaciones que los príncipes a su arbitrario 
pactan en los contratos.  
 
La técnica casuística era eficaz, pero evidentemente rudimentaria, la 
solución ideal habría de ser, por tanto, una teoría general de las 
infracciones disciplinarias -o justas causas de despido y de demás 
sanciones-, cuyo objetivo fue alcanzado al fin por KRESS [Dissertatio 
de iure officiorum et officialium, 1732], al tipificar la cláusula general de 
excessus sive malversatio in genere o excessus formal: un tipo tan 
amplio que comprendía la infracción de todos los deberes 
funcionariales, dentro o fuera del servicio, directa o indirectamente 
impuestos al funcionario en el nombramiento. Con tal excessus se 
lograba, pues, un concepto general y abstracto de infracciones del 
cargo, que tiene ya una equivalencia en el Derecho moderno y 
constituye desde entonces un presupuesto para la iniciación de un 
proceso disciplinario. 
 
Esta tendencia se coronaría con la formulación de los llamados delicta 
innominata. En definitiva, lo que había hecho KRESS, como antes 
incluso LEYSER [Meditationes ad Pandectas, 1719], era añadir a la 
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conocida lista de los delitos tradicionales tipificados -delicta nominata- 
una nueva serie de infracciones, que cobijaba, de una manera un tanto 
imprecisa, bajo la indicada rúbrica de excessus (…). El último paso lo 
dio von KREITTMAYR al hablar expresamente de delicta innominata, 
donde incluye todo lo que va culposamente contra las instrucciones o 
las peculiaridades del cargo per abusum vel non usum oficii -
vulgarmente, afirma, denominados excessus o malversationes-, y que 
no pueden enumerarse con pretensiones de exhaustividad134. 
 
Es importante contextualizar, que antes de la Revolución Francesa de 1789 
regía el llamado Estado policía, donde la Administración no estaba sometida 
a la ley: “no existía separación de poderes sino concentración de ellos en el 
Soberano. Con la Revolución Francesa aparece el principio de legalidad (…) 
aparece el Estado de Derecho, el Derecho Administrativo y la Administración 
Pública en su concepción moderna”135. 
 
En este ámbito se inscribe la obra de Wiguleo Luis -barón de Kreittmayr- 
vicecanciller del Príncipe Maximiliano José III de Baviera, la cual, forma parte 
del Movimiento Codificador Iusnaturalista, que nace de la alianza del 
Derecho natural con la planificación política de la Ilustración de finales del 
siglo XVIII y comienzos del siglo XIX. El movimiento se desarrolla en los 
grandes estados autoritarios del centro de Europa y del occidente europeo 
(Sacro imperio romano germánico, Francia, España, Portugal), siguiendo el 
ejemplo de la Revolución Francesa. Se caracteriza porque no pretende 
“consignar el Derecho (científico o precientífico) existente, ni recopilarlo o 
mejorarlo (…) sino que tienden a planear extensamente la sociedad 
mediante nuevas ordenaciones sistemáticas y creadoras”136. Agrega el autor, 
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que “el supuesto íntimo de estas empresas políticas era la convicción propia 
de la época de la Ilustración, de que la actividad libre, conforme a razón y 
ética del gobernante (esto en el centro de Europa) o la común voluntad 
nacional (en Francia), podían construir una sociedad mejor”137. 
 
El considerable avance del antiguo sistema de Derecho privado, la 
rigurosidad de su dirección y la reducida extensión del Estado bávaro, 
permitieron concluir pronto la codificación del Derecho privado de Baviera, 
tarea que el gabinete de Prusia de 1746 encomienda a Kreittmayr, con la 
finalidad de unificar el Derecho territorial y las decisiones litigiosas de 
Derecho común. De esta manera, concluye en “1751 el Codex iuris bavarici 
criminalis, sin estar aún influido por la Ilustración (delitos de magia, tortura, 
crueles penalidades); a este siguió en 1753 la notable ordenación del 
procedimiento civil (Codex iuris Bavarici judicialis), disciplinadora y 
mejoradora del Derecho común, y en 1756, como última y más importante 
etapa, el código civil (Codex Maximilianus bavaricus civilis)”138. 
 
Forma parte de este movimiento el Código de Prusia, Estado donde el Rey 
Federico el Grande en una primera etapa de codificación encomienda en 
1738 a Samuel Cocceji que ordene todo el Derecho prusiano en un código 
general, trabajo que no logra concluir por las presiones que ejercen 
diferentes sectores de la sociedad, en especial la Corona que en 1746 le 
instruye para que abandone las tradiciones del Ius Commune y se fije en la 
razón y el sistema constitucional existente en Prusia.  
 
En su lugar, el mismo Rey designa a Von Carmer como ministro de justicia a 
quien le encarga la elaboración de un nuevo proyecto de código general, 
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trabajo que construye con su asistente Carl Gottliet Suárez, jurista de 
orientación iusnaturalista, y “entre 1784 y 1788 entregan el proyecto para el 
Código Prusiano de todo el derecho público y privado (…), promulgado en 
1791, pero luego suspendido para una nueva revisión”139. La versión 
terminada de la obra data de 1794 y comprende el Derecho civil, comercial, 
constitucional, eclesiástico, penal y administrativo.  
 
Sobre el contenido del Código prusiano, el jurista alemán Ulrich Stock 
escribe el siguiente pronunciamiento: “Disciplinary law was previously 
regarded in criminal law dogma exclusively from the point of view of 
‘professional misconduct’ or in other words, as misconduct by specific State 
servants” (el Derecho disciplinario se consideraba en el dogma del derecho 
penal exclusivamente desde el punto de vista de la ‘falta profesional’ o en 
otras palabras, como la mala conducta de específicos servidores del 
Estado)140, tesis que propugna bajo la convicción de que dicho ordenamiento 
“regulaba indistintamente las infracciones penales y las disciplinarias, 
tipificando éstas en la parte que aquel Código [de Prusia] dedicaba al 
Derecho penal”141. 
 
Esta postura que pervive por más de un siglo, dice Nieto García, la desvirtúa 
Bemke al demostrar que “el Código prusiano de 1794 no tiene una parte 
dedicada específicamente al Derecho penal, ya que (…) aparecen incluidas 
figuras de muy variada naturaleza, como, por ejemplo, la responsabilidad civil 
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de los funcionarios, que evidentemente no puede considerarse como 
Derecho penal, por la circunstancia de su colocación sistemática en un texto 
legal”142.  
 
Y agrega: “la pretendida homogeneidad de los delitos allí consignados sólo 
tendría sentido si a los mismos correspondiese un mismo procedimiento y un 
mismo tipo de sanciones; lo que no es el caso del Código prusiano, donde 
las infracciones disciplinarias no son sancionadas por los Tribunales penales  
(…) sino por órganos administrativos y por procedimientos inequívocamente 
distintos a los penales143. 
 
Retomando el tema de los delicta innominata que propone Kreittmayr, 
considera Nieto García que el problema consiste en determinar si se trata de 
delitos en sentido propio o simples infracciones disciplinarias. Lo cierto es 
que, desde el momento en que esta expresión irrumpe en el mundo del 
Derecho, dice, provoca interesantes debates en torno a la discutida 
autonomía del Derecho disciplinario o si se trata simplemente de una rama 
desgajada del Derecho penal.  
 
En  un  interesante  artículo  escrito  hacia  finales  del  siglo  XIX,  Labes 
opta  por  una  solución  penalística  que  durante  buen  tiempo  se  califica 
como  absurda  “al  constatar  que  la  doctrina  de  la  época  considera  a 
las  poenae  propriae  (con  las  que  se  sancionaba  a  los  delicta 
innominata)  como  penas  criminales  [a  lo  que  contrapone  su  tesis]:  la 
pena impuesta por un delictum innominatum excluye la pena judicial ordinaria 
correspondiente al mismo  hecho,  mientras  que  la  sanción  disciplinaria  es 
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compatible con la pena criminal”144.  
 
Posición distinta plantea Behmke, al señalar que “los delicta innominata se 
refieren exclusivamente a los deberes funcionariales, lo que implica que, 
desde el punto de vista material, no tienen una naturaleza penal; [enseguida 
dice que su denominación no supone una penalización, sino que por el 
contrario]: la circunstancia de que tales infracciones no se integrasen en los 
delicta nominata, bien claro da a entender que no se trata de delitos 
propiamente dichos”145. 
 
La Ley prusiana del 29 de marzo de 1844, que regula el procedimiento 
disciplinario y penal contra los funcionarios, recoge esta posición y establece 
“el principio de la rigurosa distinción entre delitos comunes [artículo 3: 
cohecho y todos aquellos que las leyes sancionan con anulación del título o 
con separación del cargo] y faltas disciplinarias, con la consecuencia de que 
para la investigación y sanción de los primeros se declaraba competentes a 
los Tribunales ordinarios”146 mientras que según el artículo 4, las segundas 
“debían ser consideradas como faltas contra la disciplina y resueltas por 
tanto en la vía disciplinaria”147. Sin embargo, la ley de julio 21 de 1852 que se 
dicta en Prusia sobre delitos en servicio de los empleados no judiciales 
“confundía esas penas por desobediencia con la pena coercitiva en materia 
de policía”148. 
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De ahí que Brand diga que “a partir de este momento, aunque con algunas 
peculiaridades (… ), se impuso en todos los territorios alemanes la distinción 
entre delitos y faltas disciplinarias, con su consiguiente diferenciación 
procesal”149, aspecto que se refleja en un pronunciamiento de 1912 del 
Tribunal Supremo Administrativo Prusiano, al señalar: 
 
El procedimiento penal se propone el restablecimiento de la violación 
del orden jurídico, que el individuo ha causado mediante una infracción 
de normas jurídicas expresas. Mientras que el objetivo del 
procedimiento disciplinario es el mantener al funcionariado, tanto en su 
constitución externa como en la interna, en el nivel que realmente 
corresponde a las exigencias que, respecto a su actividad e incluso a su 
conducta total, se deducen del interés público y del interés especial del 
cargo que ocupa cada funcionario.  
 
Si no se cumplen tales exigencias -cuya sustancia representa el 
cumplimiento de los deberes funcionariales- debe darse paso a la vía 
disciplinaria para garantizar su ejecución. Objetivo del Derecho penal 
ordinario es el mantenimiento del orden jurídico; objetivo del 
procedimiento disciplinario es la educación del funcionariado para que 
conserve su pureza y capacidad de acción150. 
 
A medida que la ciencia jurídica avanza en su tecnificación, en el inicio del 
siglo XX se consolida la tendencia de Brand con propuestas como la de 
James Goldschmidt y Adolf Julius Merkl, de separar el ilícito penal de las 
infracciones administrativas, reservando para éstas un trato mucho menos 
riguroso que el establecido para las conductas delictuales.  
 
En consecuencia, las orientaciones de Goldschmidt y Merkl, vislumbran las 
primeras tendencias de liberar al Derecho disciplinario de su total 
dependencia e identificación con el Derecho penal y situarlo a la vez en el 
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área de dominio del Derecho administrativo, bajo el criterio diferenciador de 
la pena propiamente dicha frente al incumplimiento de deberes funcionales. 
 
Más adelante, Trayter en el Derecho disciplinario español, retoma la 
discusión al desarrollar la tesis de la diferenciación cualitativa y cuantitativa. 
En cuanto a la primera, rememora que según el argumento de sus 
proponentes, el Derecho penal tiene como finalidad la custodia del orden 
jurídico general, y para conseguirlo se vale de la pena como medio de infligir 
el castigo personal al funcionario delincuente. Por su parte, el Derecho 
disciplinario se traza como objetivo la mejor organización del servicio público, 
es decir, el cumplimiento de los deberes del funcionariado impuestos por 
normas reguladoras del servicio que hacen parte del ordenamiento interno de 
la Administración. El mecanismo de coacción que utiliza para alcanzar su 
propósito es la sanción, a través de la cual se busca obligar a los 
funcionarios a que cumplan con sus deberes oficiales.  
 
En este orden de ideas, Trayter concluye que “el ilícito disciplinario es de 
naturaleza ‘interna’, se da aun cuando no se debe tener una externa 
perturbación de la autoridad del Estado o de la marcha de la Administración. 
El ilícito disciplinario no importa una forma atenuada (cuantitativamente 
menor) sino algo por completo distinto del injusto criminal”151.  
 
Respecto de la diferenciación cuantitativa, Trayter señala que “el delito y la 
falta disciplinaria poseen una naturaleza jurídica idéntica (son 
cualitativamente iguales) pero expresan diferentes grados de importancia, 
pues mientras la Jurisdicción Penal conoce las infracciones más graves, el 
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1.2.1.3  Corriente civilista.  Este  conjunto  de  esfuerzos  encausados  a 
explicar  el  origen  del  Derecho  disciplinario,  además  de  los  realizados 
por los cultores de la corriente penalista, involucra los de la corriente civilista, 
como Binding, von List, Hecker, Rehm, Schulze, Dochow, von Sarwet y 
Gaupp153. 
 
Dice, Nieto García que Laband critica la tesis penalista al establecer que 
para la misma “el Derecho disciplinario es el Derecho penal de los 
funcionarios, la infracción disciplinaria una variedad de los delitos penales, el 
procedimiento disciplinario una especie de proceso penal y, en suma, las 
sanciones disciplinarias operan como complemento de las penas 
criminales”154, lo cual, dice, es muy grave porque “provoca problemas 
irresolubles, como el (…) ne bis in idem”155  
 
Para  superar  la  dificultad,  Laband  asegura  que  el  concepto  de  Derecho 
disciplinario  no  puede  alcanzarse  subordinándolo  al  Derecho  penal,  sino 
por  su  correspondencia  con  el  Derecho  civil,  en  cuanto  se  trata  de  
una  relación  contractual  entre  quien  concede  el  servicio  y  quien  lo 
presta,  nexo  que  necesariamente  genera  una  relación  de  poder.  “El 
contrato de servicio se concluye con la remisión del acto del 
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nombramiento”156. En igual sentido, Bayr Seydel considera al contrato como 
“la única forma posible para crear una relación de servicio del derecho 
público [pero aclara que] el estado de funcionario se adquiere por el decreto 
de nombramiento. Es el decreto el que comprueba al contrato”157.  
 
Los civilistas sostienen que las sanciones disciplinarias no pueden 
considerarse como penas en el campo del Derecho penal, sino medios que 
sirven para mantener el orden y la disciplina dentro de las relaciones de 
servicio y para asegurar el cumplimiento de los deberes oficiales. 
 
Pero sucede que si en las relaciones contractuales cada parte tiene una 
acción frente a la otra para exigir el cumplimiento (o una indemnización 
por el incumplimiento), en las relaciones de servicio, por el contrario, en 
lugar de la exigencia, lo que aparece es una orden, y en el lugar de la 
acción lo que aparece es una coacción; y precisamente el poder 
disciplinario es el derecho a ejercitar tal coacción. Lo cual significa que, 
aunque la esencia del Derecho disciplinario es de color privatístico, no 
puede equipararse exactamente al Derecho civil, ya que el Estado no 
está en situación de igualdad con sus ciudadanos puesto que puede 
actuar directamente contra ellos sin necesidad de acudir a los 
Tribunales (…); máxime cuando de hecho no puede pedirse a los 
funcionarios una indemnización por incumplimiento, dado que éste no 
suele poder ser tasado en dinero.158 
 
Labes y Laband, explican que en una relación privada de servicios, en caso 
de incumplimiento de obligaciones por parte del empleado, el particular debe 
dirigirse al juez para solucionar la controversia, pero si media una relación de 
poder, bien sea de naturaleza pública o privada, podrá acudir directamente a 
la coacción mediante sanciones disciplinarias, relación de poder que de 
todas maneras subordinan al elemento contractual.  
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1.2.1.4  Tesis administrativista.  A finales del siglo XVIII, domina en 
Alemania y Francia el criterio que propende porque el Derecho disciplinario 
se basa en una relación contractual propia del empleo público distinta de la 
del Derecho civil, debido a que el Estado asentado en su poder actúa de 
modo muy diferente a un contratante civil.  
 
Juristas  como  Mayer  niegan  los  planteamientos  de  los  civilistas,  al 
considerar  como  una  ficción  que  el  contrato  de  servicio  se  consolida 
con  la  remisión  del  acto  de  nombramiento,  envío  que  toman  como  una 
declaración  de  aceptación,  y  en  su  lugar  dicen:  “Nosotros  llamaríamos 
a  esto  el efecto  de  una  relación  jurídica.  Pero  Laband  quiere  tener  un 
contrato  que  se  haría  en  ese  momento;  lo  llega  a  obtener  calificando  
a  la  remisión  de  la  patente  de  ‘aceptación  sin reserva’  (…)  proposición 
(…)  insostenible,  porque  por  remisión  se  entiende  la  notificación 
ordinaria de un acto escrito, la notificación en el sentido del procedimiento 
civil”159. 
 
Alejandro Huergo Lora, comenta que el equivalente a lo que entendían los 
autores alemanes del siglo XIX por contratos de Derecho público, no es el 
contrato administrativo sino otra categoría aludida por Julien Laferrière en su 
Traité de la Jurisdiction Administrative, texto que escribe en París en 1896, 
acerca del cual apunta que “antes de que se impusiere el criterio del servicio 
público para definir el Derecho administrativo, y diferenciar los contratos 
administrativos de los privados, el criterio utilizado era la distinción entre 
actos de autoridad y actos de gestión. En esa época se inscribe la obra de 
LAFERRIÈRE”160.  
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Al señalar que los contratos de la Administración, en cuanto actos de gestión, 
se gobernaban por el Derecho privado y conocían de estos casos los 
tribunales, puntualiza que “LAFERRIÈRE atribuye igualmente a la jurisdicción 
administrativa el conocimiento de los litigios derivados de otros contratos: 
(…) nombramiento de funcionarios y enganche de voluntarios en el Ejército. 
LAFERRIÈRE los llama contratos administrativos «por naturaleza» porque 
deben ser atribuidos a la jurisdicción administrativa aunque ninguna norma lo 
disponga”161. “Hoy esta tesis se encuentra por completo abandonada, desde 
el momento en que la ley ha declarado que el funcionario se encuentra 
respecto a la Administración en una «situación estatutaria y reglamentaria» y, 
por tanto, no vinculado a ella por un contrato”162.  
 
Precisamente, la forma de concebir la situación descrita es propia de la tesis 
que actualmente se impone en la moderna teoría del Derecho disciplinario, 
es decir, la administrativista, según la cual éste “no es más que el Derecho 
sancionador del Estado sobre quienes se encuentran sometidos a una 
relación especial de servicio o poder”163. 
 
… PFIZER,  en  1828,  justifica  la  actuación  administrativa  en  
materia  disciplinaria  por  el  hecho  de  que  está  afectada  por 
«relaciones  de  sujeción»  (…).  Muy  poco  tiempo  después  PFIFFER 
entiende  que  el  poder  disciplinario  se  funda  en  su  íntima 
penetración con una «relación de subordinación» en la que se 
encuentra el funcionario respecto de sus superiores y conforme a la 
cual pueden éstos emplear frente a aquél cualquier medida que sea 
necesaria para asegurar el puntual cumplimiento de los deberes 
oficiales164.  
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Estos rasgos son propios del denominado Derecho administrativo 
sancionador clásico que conforme lo menciona Carlos Arturo Gómez 
Pavajeau, ex Viceprocurador General de la Nación, alberga la fase de la 
arbitrariedad basada en la influencia del origen napoleónico del Derecho 
administrativo, época en la que se impone la figura de la discrecionalidad 
regida por los principios de conveniencia y oportunidad. 
 
Como causas de esa situación enuncia la falta de control judicial de la 
actividad administrativa de ese entonces “toda vez que el Consejo de Estado 
sólo cumplía funcionalmente con la tarea de órgano consultivo del gobierno; 
[y] el dogma de la separación absoluta de poderes públicos [que] impedía 
que la jurisdicción controlara la actividad puramente administrativa”165, lo cual 
permite “darle a la Administración privilegios escandalosos en detrimento del  
ciudadano común”166.  
 
Otra crítica que se lanza contra ese empoderamiento es “el carácter 
esencialmente discrecional de la falta disciplinaria [por cuanto el funcionario 
goza de] amplios poderes de apreciación”167. De otro lado, “no existe una 
enumeración legal de las faltas [aunque] si enumera, por el contrario, las 
sanciones disciplinarias”168. 
 
Gustavo Humberto Rodríguez, dice que instituciones como el ejército y la 
Iglesia o establecimientos de carácter privado como las fábricas, dan origen 
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a la organización, jerarquía y disciplina, que al surgir “el Estado de Derecho, 
y con él la Administración Pública, se trasladaron tales principios a ella, 
elaborados por la Ciencia de la Administración”169, principios que al 
desarrollarse “han tenido su principal aplicación en la Administración Pública, 
particularmente desde comienzos del siglo XIX, con ocasión de la aparición 
del constitucionalismo (…) estatuyendo así la llamada organización 
administrativa”170.  
 
De ahí que Jellinek, al explicar la evolución de las formas de asociación en la  
historia de la humanidad, señala que éstas requieren de unos órganos 
mediatos, llamados de esta manera porque su situación no descansa de un 
modo lindante en la Constitución, sino en una comisión individual, que al 
lograr un nivel superior “el fundamento jurídico de su función es, o el deber 
legal de un servicio, o el contrato de servicios de Derecho Público. El cargo 
mismo no descansa ya hoy en el libre arbitrio del señor respecto de sus 
servicios, sino en la ordenación del Estado, la cual lleva consigo una división 
de competencias”171. 
 
Mayer deshace aquel esquema contractualista, al vislumbrar que el Estado 
puede sancionar más allá de los límites del consabido vínculo, convicción 
que la expresa al señalar que “en todo tiempo, principios especiales han 
regido la responsabilidad del funcionario, diferenciándola de la 
responsabilidad del simple particular”172. Enseguida dice que “por supuesto 
que este derecho especial no se aplica más que a los hechos (…) cumplidos 
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por él en el ejercicio de sus funciones (…) en que por su culpa, ha faltado a 
sus deberes para con el Estado”173. 
 
El mismo autor traza un esquema que titula “poder jerárquico” cuyo ejercicio 
atribuye al Estado con ocasión de la prestación de servicios, y sirve para que 
el superior o autoridad jerárquica del obligado, lo controle y dirija en el 
cumplimiento de sus deberes a través de órdenes, que legitima en la relación 
de sujeción especial, que significa “obligación de servir, según el derecho 
público”174. De igual manera, ese control y direccionamiento lo ejerce por 
medio del poder disciplinario. 
 
Para el jurista Santi Romano, en el Derecho público la figura del deber 
desligado de un derecho ajeno es frecuente, y en algunos casos más 
evidente. “En efecto, son numerosísimos los deberes sancionados en 
protección de intereses totalmente objetivos o que no se encarnan en sujetos 
distintos de aquellos a quienes tales deberes están impuestos, de manera 
que su cumplimiento se garantiza para el ejercicio de funciones y, en 
general, de poderes, que no asumen la figura de derechos subjetivos”175. En 
consonancia con esta postura, agrega Nieto García, que para Santi Romano 
“la declaración especial de subordinación -distinta de la relación de 
soberanía- es precisamente la relación principal, de la que depende, como 
accesoria, la relación disciplinaria”176. 
 
Volviendo a los  planteamientos  de  Mayer  enfocados  a  desvirtuar  la  tesis  
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civilista, plantea que en Derecho público, el patrono no recurre a la acción 
para exigir el cumplimiento de la obligación de servir, sino que apela a la 
pena disciplinaria como especie propia del vínculo de sujeción especial. 
 
La relación de servicio del derecho público implica necesariamente una 
fidelidad y una devoción especiales. Cualquier contravención no 
representa, pues, solamente un desorden que se ha de reprimir, sino 
que ese hecho aislado tiene una importancia mucho mayor porque de él 
pueden inferirse conclusiones acerca de la existencia de sentimientos 
que no están de acuerdo con aquella exigencia fundamental. No le 
conviene, pues, al poder público tener tales servidores. Por lo tanto, 
reacciona contra la persona en falta mediante penas. Esas penas son 
ponae medicinales en el sentido del derecho canónico. Tienen toda su 
razón de ser en el fin que persiguen: el mejoramiento del servicio. Se 
tratará de obtener dicho mejoramiento por medio del mismo castigado, 
pero si ello es imposible sólo queda, como medida suprema, eliminar 
del  servicio al miembro gangrenoso para que por lo menos ese servicio 
-que es lo que importa ante todo- se purifique y mejore177. 
 
En cuanto a las penas disciplinarias, Mayer las clasifica en correctivas y 
depurativas. Forman parte de las primeras, la advertencia, el apercibimiento, 
las multas y los arrestos, mientras que en la disciplina depurativa ubica la 
exclusión del servicio o destitución. Además, entre estos dos grupos sitúa los 
traslados  por vía disciplinaria y la suspensión en el ejercicio de la función por  
cierto tiempo.  
 
Así mismo, distingue entre funcionarios superiores y subalternos. Acerca de 
los primeros, sostiene que son muy sensibles a sanciones moderadas, que 
por lo general son suficientes para surtir el efecto deseado, mientras que la 
pena de arresto, de ordinario, sólo se admite para funcionarios subalternos.  
 
Afirma que la pena disciplinara supone una falta, y al mismo tiempo 
constituye un instrumento para que la autoridad obtenga del culpable el 
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mejoramiento del servicio, tesis con la que Mayer intuye el aspecto 
preventivo de la sanción. Con referencia a la disciplina correctiva, afirma que 
el poder disciplinario no se detiene a observar solamente la materia del 
delito, “sino que tiene en cuenta también los antecedentes meritorios y las 
perspectivas de enmienda que el culpable pueda ofrecer, el daño inferido por 
el castigo al nombre del funcionario, el mal ejemplo que (…) podría causar su 
impunidad en los otros funcionarios”178. 
 
Sobre las formas de exclusión de la pena, comenta Mayer que en principio 
no lo está, cuando en razón de los mismos hechos que constituyen la falta 
disciplinaria, al individuo se le condena en el Derecho penal, y por lo tanto, el 
axioma ne bis in idem no se aplica con respecto a esas dos clases de penas: 
“La ley prescribe, pues, para el proceso disciplinario, que debe siempre 
esperarse el resultado del procedimiento criminal o que el fallo en este último 
es obligatorio para aquél cuando contiene una absolución”179, caso en que el 
individuo no puede ser sometido a pena disciplinaria. Como segunda manera 
de sustracción a la pena, enuncia la extinción de la obligación de servir, a 
menos que subsista un motivo especial para continuar el proceso 
disciplinario. La tercera posibilidad sucede por la extinción del poder 
disciplinario al cual le había correspondido actuar con relación a la falta 
cometida, situación que “puede producirse bien con el efecto de que el 
culpable no esté ya sometido a ninguna obligación de servir (…) o solamente 
en el sentido de un cambio de patrono, pasando del servicio de un cuerpo de 
administración propia al del Estado y viceversa”180.  
 
La  Ley de funcionarios de enero 26 de 1937 y el Reglamento disciplinario de  
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julio 21 de 1937, unifican el Derecho disciplinario en Alemania, pero en 1945 
al terminar la II Guerra Mundial se les otorga de manera exclusiva a los 
Estados (Länder) el poder “de dar una regulación jurídica a sus funcionarios, 
lo que había de conducir necesariamente a una pluralidad de formas de 
expresión del Derecho de la Función Pública. (…) las demás Leyes 
funcionariales complementarias -entre las que se encontraba el Reglamento 
disciplinario del Reich (…)- siguieron vigentes, aunque naturalmente 
adaptadas al cambio de circunstancias”181. 
 
Gómez Pavajeau, destaca los avances dogmáticos que en el campo 
disciplinario traza Pedro Guillermo Altamira, en las páginas 638 y 639 de su 
texto titulado Curso de derecho administrativo, editado en Buenos Aires por 
Depalma en 1971, al señalar que la gravedad de la falta disciplinaria debe 
ser apreciada bajo una facultad reglada que deje escaso margen a la 
discrecionalidad y de esta manera evitar la arbitrariedad, es decir, que en lo 
posible el principio nulla poena sine lege cobije a la potestad disciplinaria, 
propuesta que lo conduce a establecer que “el principio de legalidad no es un 
principio en Altamira, sino algo exigible, en lo posible (…). El avance hacia 
las garantías también es evidente cuando plantea la imputación subjetiva a 
título de intención y culpa”182.  
 
Por su parte, Gustavo Humberto Rodríguez defiende la tesis administrativista 
al considerar que el Derecho disciplinario forma parte de esta corriente y 
arremete contra la teoría penalista, de la cual dice, que para atarlo a su 
condición identifica el poder punitivo general del Estado con el poder 
disciplinario183.  
                                                             
 
181
SIBURG, op. cit. pp. 388 - 389. 
 
182
GÓMEZ PAVAJEAU, Dogmática del Derecho Disciplinario, op. cit. pp. 63 - 64. 
 
183
RODRÍGUEZ, op. cit. p. 18. 
107 
Pero, según Gómez Pavajeau, es Miguel Marienhoff quien efectúa la 
separación nominal del Derecho penal administrativo del Derecho 
disciplinario, al comentar que este autor en su obra titulada Tratado de 
Derecho Administrativo, establece que la potestad sancionadora -
decididamente penal - como complemento de la potestad imperativa o de 
mando, tiene un carácter externo constituido por las penas de policía que 
rige sobre los particulares, la cual denomina correctiva, y otro de carácter 
interno que corresponde a la disciplinaria184. 
 
Evidente reflejo de esa diferencia, se aprecia en los escritos de James 
Goldschmidt, quien en las primeras décadas del siglo XX propone “la teoría 
del Derecho Penal Administrativo, como fórmula para distinguir 
ontológicamente el ilícito penal del administrativo (…) dado que entendida la 
conducta como ilícito administrativo recibe un tratamiento más benigno, 
flexible y discrecional. (…) a su teoría añadió la tesis de la autonomía de ese 
Derecho”185.  
 
Por  la  misma  época,  Adolf  Julius  Merkl  expresa  similar  tendencia  al 
afirmar que esa clase de Derecho consiste “en la competencia de las 
autoridades administrativas para imponer sanciones a las acciones u 
omisiones antijurídicas. Lo esencial del derecho penal administrativo es la 
imposición de la sanción, por medio de una autoridad administrativa”186. 
Merkl va más allá al agregar a esa particularidad “la competencia de las 
autoridades administrativas para imponer penas correctivas [lo cual] 
constituye un caso típico de administración de justicia por parte de la 
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administración”187. Y concluye su exposición con una aseveración que marca 
un parámetro trascendental en la discusión de esta tendencia doctrinaria: 
“También entra dentro de esta categoría el derecho penal disciplinario contra 
los funcionarios públicos”188.  
 
En 1950 se lleva a cabo en Londres el Tercer Congreso de Derecho 
Comparado, evento donde se considera que el Derecho penal y el 
disciplinario son de idéntica esencia y representan dos variedades del 
Derecho social de reprimir, ejercitándose en medios distintos, resolución que 
es criticada por Jiménez de Asúa y Manuel María Díez, al indicar este último 
que el Derecho penal propiamente dicho y el Derecho penal disciplinario se 
basan en principios radicalmente distintos. “El derecho penal se propone  
(…)  reprimir  y  prevenir  la  delincuencia  mediante  penas  de  finalidad  
múltiple.  El  derecho  penal  disciplinario  se  limita  a  mantener  a  los  
funcionarios  en  su  dependencia  jerárquica,  mediante  sanciones  que  si  
bien  asumen  la  índole  de  las  penas,  tienen  simplemente  un  carácter  
correctivo”189.  
 
Díez, al concebir el Derecho penal disciplinario como “el conjunto de normas 
que asocian las infracciones de naturaleza administrativa, en que interviene 
la potestad jerárquica, con una sanción que reviste el carácter de pena”190, 
entiende que esta clase de Derecho “forma, de acuerdo con la doctrina 
moderna, parte del derecho administrativo y en consecuencia, el 
ordenamiento  disciplinario  debe  separarse  claramente  del  derecho  penal 
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propiamente dicho191”  
 
 
1.2.2  En Colombia 
 
En buena medida, el desarrollo del tema ha sido impulsado en nuestro medio 
por la jurisprudencia nacional. Así lo hace notar Gómez Pavajeau en su libro 
Dogmática del Derecho Disciplinario, al fundar gran parte del análisis en 
distintas providencias de las altas cortes.  
 
El autor inicia su investigación con el estudio de decisiones dictadas por la 
Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia en ejercicio de facultades 
disciplinarias conferidas por el Decreto Legislativo 3665 de 1950, que 
organizó por primera vez de manera sistemática una jurisdicción especial 
disciplinaria para investigar y sancionar a los jueces y magistrados de la 
República. Uno de esos pronunciamientos data de 1951 y se ocupa de 
interpretar el artículo segundo del citado Decreto, que disponía la aplicación 
de la analogía a partir de notables diferencias del Derecho disciplinario con el 
Derecho penal, al especificar que el fin de aquél “es corregir a sus 
funcionarios en el caso de que infrinjan los deberes y obligaciones que su 
reglamento profesional les impone”, a diferencia del Derecho penal, donde 
rige “la legalidad de la infracción” en virtud del principio nullum crimen sine 
lege192. 
 
En una nueva decisión de 1952, la Corte en una clara aceptación del 
principio de culpabilidad en el Derecho disciplinario, sostuvo: “para que exista 
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la falta disciplinaria no basta la sola demostración del hecho objetivo o 
material, sino que, además, se requiere la concurrencia del factor subjetivo o 
moral que radica en aquella negligencia, desidia o descuido del funcionario 
en el cumplimiento de sus labores, o bien en la intención dolosa de omitir o 
retardar un acto que debía llevar a cabo”193.  
 
En decisión de mayo 3 de 1954, la Corte traslada la carga de la prueba al 
procesado, quien se liberará de la falta siempre que demuestre que no actuó 
con dolo o culpa: “Para deducir la culpa en el incumplimiento de una 
obligación determinada impuesta por la ley, basta comprobar la infracción al 
texto legal, quedando a cargo del inculpado la demostración de que el hecho 
no es suyo, que es el efecto de una causa extraña”194. No obstante en 1958 
se advierte una decisión contraria en la misma Corporación al abordar el 
asunto del quebrantamiento de la ley por error de interpretación en que 
pueden incurrir los jueces, situación a la que hay que “abonarle la buena fe 
mientras no se pruebe lo contrario”, con lo cual se invierte la tesis inicial y la 





Desde entonces esta postura permanece en nuestro Derecho público y como 
parte del mismo, se refleja en las normas de Derecho disciplinario, así como 
en la jurisprudencia dictada sobre la materia. De ello da cuenta el artículo 
128 de la Ley 734 de 2002 e igualmente la Corte Constitucional cuando 
señala: “El Estado debe entonces probar la existencia material del ilícito o del 
injusto típico, esto es, de los elementos que conforman su tipicidad y 
antijuridicidad,  así  como la responsabilidad subjetiva de la persona, esto es, 
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Debe señalarse, que la Corte Suprema de Justicia en un comienzo niega 
toda semejanza entre Derecho penal y Derecho disciplinario de los 
funcionarios judiciales, apreciación que ratifica en un nuevo veredicto de 
finales de la década del cincuenta197.  
 
Sin tocar a fondo la naturaleza del Derecho disciplinario, tema que será 
tratado en el próximo capítulo, es posible anticipar algunos aspectos, 
teniendo en cuenta que este Tribunal Supremo orienta sus decisiones de los 
años siguientes, hacia la tesis de un Derecho penal disciplinario, aplicable a 
los abogados y servidores públicos, como parte de un Derecho penal 
administrativo y considera que en razón de su carácter sancionatorio 
participa de manera decidida del Derecho penal.  
 
Luego, la Corte declara que la jurisdicción disciplinaria, aunque de índole 
penal en cuanto aplica sanciones, es de naturaleza administrativa198. Merece 
destacarse la evolución normativa que en ese momento alcanza el principio 
de legalidad en el régimen disciplinario administrativo, garantía que en sus 
comienzos constitucionalmente se orienta hacia el ámbito del Derecho 
penal199, pero con la Carta de 1886 adquiere una dimensión más amplia, al 
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establecer en su artículo 26 que “nadie podrá ser juzgado sino conforme a 
leyes preexistentes al acto que se impute” es decir, que comprende toda 
clase de juzgamiento, precepto que igualmente repitió el artículo 29 de la 
Constitución Política de Colombia de 1991.  
 
Tradicionalmente la doctrina nacional y foránea, y las distintas 
legislaciones, venían desconociendo la aplicación de dicho principio en 
materia administrativa disciplinaria. Se consideraba que las autoridades 
administrativas podían obrar discrecionalmente –y subjetivamente– 
para determinar cuáles conductas de los empleados públicos 
subalternos eran constitutivas de faltas disciplinarias; podían determinar 
discrecionalmente el procedimiento para investigarlas, y aún podían 
también discrecionalmente señalar las sanciones administrativas, sin 
consideración a pautas o reglas. 
 
Hoy, en Colombia ese poder discrecional ha sido sustituido por un 
poder reglado. En otras palabras, se le dio entrada jurídica al principio 
de legalidad en materia disciplinaria administrativa (…). Tan importante 
innovación se produjo desde la expedición del Decreto-Ley 2400 de 
1968 y el 3074 del mismo año, que modificó parcialmente, y su D. 
Reglamentario 1950 de 1973. En ellos se puntualizaron –aunque en 
forma aún bastante general–, las conductas constitutivas de faltas 
disciplinarias, el procedimiento para investigarlas, y las sanciones 
aplicables”200. 
 
El avance jurisprudencial dado por la Corte Suprema de Justicia, se 
interrumpe con la expedición de los decretos 250 de 1970 y 196 de 1971 que 
implementan normas reguladoras sobre la disciplinaria de funcionarios 
judiciales y abogados, y solamente se reactiva con la organización del 
Tribunal Disciplinario y más adelante, en 1979, con la creación del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
Aporte relevante para la evolución del tema, se encuentra en una sentencia 
de 1983 que profiere la Corte sobre el ius puniendi al determinar que el 
Derecho sancionador como género absorbe cinco especies: “el derecho 
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penal delictivo (reato), el derecho contravencional, el derecho disciplinario, el 
derecho correccional y el derecho de punición por indignidad política 
(impeachment)”, criterio que la Corte Constitucional acoge y reitera, inclusive 
en recientes decisiones201.  
 
En cuanto a la jurisprudencia dictada por el Consejo de Estado, Gómez 
Pavajeau hace notar que aunque los pronunciamientos de esta Corporación 
diferencian al Derecho administrativo sancionador del Derecho penal, de 
todas maneras someten las infracciones y las sanciones al principio de 
legalidad202. Destaca una sentencia de 1987, en la que la Corporación no 
reconoce el principio de culpabilidad en el Derecho administrativo 
sancionador ante la imposibilidad de imputar tal título a las personas 
jurídicas, momento a partir del cual, se advierte un cambio en el ámbito del 
Derecho administrativo disciplinario, debido a que en éste siendo siempre el 
sujeto activo de la conducta una persona natural, no existe esa dificultad203.  
 
Esta interpretación del autor en comento, en una primera reflexión pareciera 
chocar con lo normado en el inciso segundo del artículo 53 del NCDU, que 
determina a las personas jurídicas como destinatarias del régimen 
disciplinario. Sin embargo, la Corte Constitucional al pronunciarse sobre la 
exequibilidad de la norma hace un examen de las diferentes disposiciones 
contenidas en el estatuto y “considera que una interpretación sistemática de 
la Ley 734 de 2002, arroja como resultado que realmente no se imponen 
sanciones disciplinarias como tales a las personas jurídicas sino a las 
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personas naturales que ejercen como representantes legales de éstas o a 
quienes son miembros de su junta directiva, en los términos del artículo 56 
de la citada Ley204.  
 
Así mismo, estudia algunos pronunciamientos dictados en 1988, encontrando 
que el primero de ellos diferencia al interior del Derecho administrativo 
sancionador, el Derecho penal administrativo y el Derecho disciplinario 
administrativo205, mientras que el segundo, exalta las diferencias entre el 
Derecho penal y el Derecho administrativo sancionador acerca del sistema 
de regulación de la tipicidad: “las prohibiciones que se consagran en los 
estatutos administrativos no son tipos penales (…). Las prohibiciones 
administrativas admiten grados de tipificación, sin que la esquemática 
composición o descripción de la conducta implique, de una parte, la falta de 
configuración de la prohibición, ni que ella conlleve violación al supradicho 
principio nullem crimen sine lege”206. 
 
Un poco más adelante, esta Superioridad administrativa efectúa un 
importante aporte al explicar que la simple violación de una norma legal no 
constituye por sí misma una falta disciplinaria. “Dicha violación conllevará a la 
ilegalidad del acto expedido, pero no necesariamente implica una conducta 
del funcionario sometida a sanción. Para que se configure la falta 
disciplinaria se requiere, de una parte, la tipificación de la conducta como 
falta y, de otra, la demostración de la culpabilidad en que hubiere incurrido el  
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funcionario al realizar esa conducta”207. 
 
Comenta un fallo de 1991 que retoma lo previsto en el artículo 9 de la Ley 69 
de 1945 y el Decreto 3665 de 1990, para sostener que la acción disciplinaria 
está gobernada por normas administrativas y el servidor público puede verse 
abocado tanto a un proceso disciplinario como a un proceso penal motivado 
por la misma falta. La importancia de esta sentencia, dice Gómez Pavajeau,  
se funda en que insinúa el manejo del principio de culpabilidad, así como de 
la tipicidad, de manera distinta al derecho penal208. 
 
Similar perspectiva exterioriza la Corte Constitucional en sus primeros años 
de creación, cuando en medio del ejercicio inequitativo del juzgamiento de la 
conducta de los servidores públicos, propiciado por la multiplicidad de 
regímenes disciplinarios vigentes en ese entonces, manifiesta en varias 
sentencias que el principio non bis in ídem no es predicable frente a la  
acción  disciplinaria  que  se  sigue  contra  servidores  estatales  y  la  acción  
penal.  
 
Evoca como parámetros diferenciadores, que la primera sucede dentro de 
una relación de subordinación entre funcionarios y la Administración en el 
ámbito de la función pública, y se ocupa de juzgar el comportamiento de 
éstos frente a normas administrativas de carácter ético destinadas a proteger 
la eficiencia, eficacia y moralidad de la administración pública. En cuanto al 
proceso penal reseña que sus normas buscan preservar bienes sociales más 
amplios  y  comprende  la  conducta  tanto  de  los  particulares  como  de los  
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En un comienzo, la Corte confiere al Derecho disciplinario una connotación 
penalista al manifestar que aquél “que es, en últimas un derecho penal 
administrativo, debe aplicarse con la observancia debida a los principios del 
derecho penal común”210 teniendo en cuenta que “la naturaleza 
esencialmente sancionatoria de ambos derechos hace que las garantías del 
derecho más general (el penal) sean aplicables también a ese otro derecho, 
más especializado pero igualmente sancionatorio, que es el derecho 
disciplinario”211.  
 
Revive criterios de la Corte Suprema de Justicia212, para enunciar que los 
principios del Derecho penal, como el de legalidad, juez natural, 
favorabilidad, presunción de inocencia, derecho a la defensa, debido 
proceso, entre otros, se aplican mutatis mutandis al Derecho disciplinario213. 
Considera impropio el término Derecho penal, en cuanto éste como el 
Administrativo disciplinario emplean las penas como el principal mecanismo 
de coacción represiva, por lo que “empieza a hacer carrera la revitalización 
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del término ‘derecho criminal’ para referirse al derecho de los delitos 
propiamente dichos”214.  
 
Con la promulgación de la Ley 200 de 1995, se pretende implantar más que 
una concentración normativa, una unidad jurídica en materia disciplinaria que 
comprenda un procedimiento uniforme enfocado a garantizar el derecho a la 
igualdad y el debido proceso en el juzgamiento de sus destinatarios. El 
nuevo código deroga la legislación especial existente, salvo los regímenes 
disciplinarios de rango constitucional215, como es el caso de los altos 
dignatarios del Estado con fuero disciplinario autónomo, quienes según el 
artículo 178 superior solamente pueden ser investigados por la Cámara de 
Representantes, o también el relativo a los miembros de la fuerza pública 
(artículos 217 y 218 Constitución Política, y artículo 177 Ley 200 de 1995)216.  
 
En  sus  primeros  pronunciamientos  sobre  la  nueva  norma,  el  Tribunal 
Constitucional  varía  su  criterio  al  manifestar  que  la  naturaleza  de  la 
acción  disciplinaria  es  administrativa,  en  cuanto  se  ocupa  de  investigar 
el incumplimiento de deberes administrativos en el ámbito de la 
administración pública, y quienes se encargan de adelantarla son 
autoridades de carácter administrativo. Además, en el orden de prelación 
normativa, se prevé que los vacíos de la Ley 200 de 1995 admiten llenarse 
con las normas del C.C.A217.  
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Predica igualmente que es independiente de la acción penal, y advierte que 
aunque entre las dos existen similitudes puesto que emanan de la potestad 
punitiva del Estado, ya no es posible establecer su distinción por la mera 
existencia en la acción penal de los conceptos de dolo o culpa, pues al tenor 
de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 200 de 1995 “en materia 
disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las 
faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa”218.  
 
En su misión de proteger los derechos de las personas, la Corte sin 
desconocer la existencia de “principios que son comunes tanto al derecho 
penal como al derecho disciplinario, v. gr. los de legalidad, tipicidad, derecho 
de defensa, irretroactividad, culpabilidad, proporcionalidad, presunción de 
inocencia, non bis in ídem, etc.”219 esgrime nuevos argumentos 
diferenciadores, esta vez de rango eminentemente constitucional al afirmar 
que el Derecho disciplinario tiene sus propias especificidades surgidas de “su 
contenido sustancial y a las reglas y principios procesales que deben 
observarse en el juzgamiento de las faltas disciplinarias (art. 1, 2, 6, 29, 123, 
124, 125 inciso 4 y 209 de la Constitución)”220 entre las que enuncia “la 
especial sujeción frente al Estado en que se encuentra el servidor público”221. 
 
En un fallo posterior al tratar el tema del debido proceso, la Corporación 
invoca como elementos diferenciadores, la imposibilidad de transportar 
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integralmente los principios del Derecho penal al Derecho disciplinario -
debido a que los objetivos que persigue cada uno son distintos-, el 
incumplimiento de los deberes funcionales como fundamento de la 
responsabilidad disciplinaria y la vigencia en el Derecho disciplinario del 
sistema de sanción de las faltas disciplinarias denominado de los números 
abiertos o numerus apertus por oposición al sistema de números cerrados o 
clausus del derecho penal222.  
 
De  todas  maneras,  la  Corte  sostiene  que  “el  Código  Disciplinario  Único  
comprende el conjunto de normas sustanciales y procesales, con las que el 
legislador pretende asegurar la obediencia, la disciplina, la eficiencia y el 
adecuado  comportamiento  de  los  servidores públicos en el ejercicio de sus  
cargos”223.  
 
La Ley 200 de 1995 provoca actitudes de resistencia que problematizan en 
principio su plena aceptación, como la vivida en el Consejo Superior de la 
Judicatura frente al tema del poder preferente conferido a la Procuraduría 
General de la Nación, al manifestar el Consejo que las decisiones 
disciplinarias que se profieran contra los funcionarios de la Rama Judicial 
tienen carácter jurisdiccional y por lo tanto, no son susceptibles de 
impugnación ante los estrados administrativos224, situaciones que 
consecuentemente estimulan el análisis de la Ley y generan una nutrida 
actividad jurisprudencial, que en breve lapso desnudan los vacíos de la 
norma, como el atinente al criterio subjetivo que en un comienzo predomina 
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para determinar la responsabilidad disciplinaria de los particulares (ejemplo: 
inexequibilidad de la expresión -o de prestación de servicios personales- 
artículo 29 numeral 5 y artículo 32 de la Ley 200 de 1995), al establecer que 
si éstos no se hallan ligados con el Estado por medio de una relación 
especial de subordinación, incluidos los trabajadores oficiales, sino que la 
prestación del servicio la hacen de manera autónoma, entonces, acerca de 
estos contratistas no cabe la aplicación del régimen disciplinario225. 
 
En un fallo subsiguiente, la Corte Constitucional rectifica su enfoque y señala  
que para definir la responsabilidad disciplinaria de los particulares, no es 
suficiente el punto de vista subjetivo, sino que éste debe sustituirse por un 
criterio material objetivo que no atienda a la calidad o condición de quien 
actúa sino a la función pública que le sea encomendada y al interés público 
que a ella es inherente. Dice la Corporación: 
 
… de nuestro sistema jurídico ha desaparecido hace mucho tiempo la 
separación absoluta y extrema entre las órbitas pública y privada en lo 
relacionado con las actividades que tienen por objeto la realización de 
los fines perseguidos por la sociedad y la satisfacción efectiva de sus 
necesidades. La distinción subsiste, como corresponde al Estado de 
Derecho, pero la complejidad de las relaciones que deben establecerse 
en el seno de la colectividad y el necesario acomodamiento de las 
instituciones a las exigencias reales impuestas por la convivencia, han 
dejado atrás los moldes formalistas y los criterios herméticos, para dar 
paso a la concepción material de la cosa pública, a la creciente 
participación de todos en las decisiones que los afectan y al 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares, 
con miras al servicio efectivo de la comunidad, la promoción de la 
prosperidad general y la garantía de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución (artículo 2º C.P.). 
 
De allí resulta que, sin desconocer la libertad de las personas en su 
iniciativa y en sus actividades económicas y laborales, la Constitución 
haya previsto formas de vinculación de los particulares a la gestión de 
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Desde luego, tal ejercicio de funciones públicas no puede estar 
despojado de los necesarios controles ni hallarse exento de las 
responsabilidades que en sí mismo implica. 
 
En los señalados eventos, el fundamento de la responsabilidad del 
particular es material y la aplicación del régimen disciplinario objetiva, 
ya que ni una ni otra atienden al estado o condición de quien actúa sino 
a la función pública que le ha sido encomendada y al interés, también 
público, que a ella es inherente. 
 
Cambia así sustancialmente la lectura del artículo 6º de la Constitución 
Política, que ya no admite una interpretación literal sino sistemática: a la 
luz del conjunto de principios y preceptos constitucionales, el particular 
que se halla en cualquiera de las situaciones en las que el orden 
jurídico lo faculta para cumplir papeles que en principio corresponderían 
a organismos y funcionarios estatales, no puede ser mirado de modo 
absoluto bajo la óptica de una responsabilidad igual a la de los demás 
particulares, circunscrita apenas a su condición privada, ya que por 
razón de la tarea que efectivamente desarrolla, en la medida de ésta y 
en cuanto toca con el interés colectivo, es públicamente responsable 
por su actividad, sin que llegue por eso a convertirse -se repite- en 
servidor del Estado desde el punto de vista subjetivo226.  
 
La Corte vuelve sobre el tema y precisa el alcance del criterio material, al 
afirmar que cuando se asigna al particular el cumplimiento de una función 
pública, éste adquiere la condición de un sujeto cualificado, en la medida en 
que se amplifica su capacidad jurídica, sin que por ello deje de ser un 
particular. Sin embargo, en este evento su situación jurídica se ve afectada 
en virtud de las responsabilidades que son anejas a quien cumple funciones 
de la indicada naturaleza. Y agrega: "En consecuencia, cuando el particular 
es titular de funciones públicas, correlativamente asume las consiguientes 
responsabilidades públicas, con todas las consecuencias que ella conlleva, 
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en los aspectos civiles y penales, e incluso disciplinarios, según lo disponga 
el legislador"227 convencimiento que corrobora al señalar que “una lectura 
sistemática de la Constitución (arts. 118, 123, 124, 256-3 y 277-5 y 6) lleva 
precisamente a la conclusión de que el control disciplinario fue reservado por 
el Constituyente para quienes cumplen de manera permanente o transitoria 
funciones públicas”228.  
 
Además de estas debilidades, Herman Arias Gaviria, en su calidad de 
Personero de Bogotá D.C., al escribir el prólogo de una edición especial de la 
Ley 734 de 2002 que ese organismo publicara recién expedido el nuevo 
estatuto, considera que la Ley 200 de 1995 es un régimen permisivo, porque 
la tipificación de apenas diez faltas gravísimas conlleva a que conductas que 
lesionan severamente los intereses del Estado sean sancionadas con multas 
irrisorias, convirtiendo aquél texto legal en un símbolo quijotesco de lucha 
contra la corrupción, motivo que explica porqué después de escasos siete 
años de vigencia ceda su lugar en el ordenamiento jurídico para dar paso a 
un nuevo estatuto que regule la materia229.  
 
Es así como se concibe la Ley 734 de 2002, que ciertamente continúa 
tomando prestado del Derecho penal institutos como la culpabilidad, pero 
avanza en el esfuerzo de adquirir su propia identidad con principios como el 
de ilicitud sustancial para cubrir el tema de la antijuridicidad en materia 
disciplinaria. En respuesta a las deficiencias de la Ley 200 de 1995, define su 
campo  de  aplicación  a  los  particulares  bajo  el  criterio  objetivo   material,  
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aumenta de manera considerable la descripción de los tipos disciplinarios y 
endurece el régimen de sanciones. 
 
Se evidencia en la jurisprudencia que dicta la Corte sobre el NCDU, una 
decidida orientación dogmática de reconocerle a la potestad disciplinaria 
“naturaleza constitucional autónoma e independiente que se deduce de lo 
consagrado en las diversas disposiciones superiores que le sirven de 
sustento”230. En este orden de ideas, el alto Tribunal al referirse al principio 
de legalidad, sostiene que existe una importante diferencia de aplicación 
entre el ordenamiento penal y el disciplinario, que se concreta en que en éste 
por la característica de tipos abiertos o en blanco de algunas de las 
conductas constitutivas de faltas disciplinarias, el fallador cuenta con un 
mayor margen de valoración e individualización de las faltas sancionables 
por la diversidad de comportamientos que pugnan contra los propósitos de la 
función pública y del régimen disciplinario, mientras que en materia penal, la 
descripción de los hechos punibles es detallada. Adicionalmente, el sistema 
de incriminación denominado numerus apertus no señala cuáles 
comportamientos requieren para su tipificación ser cometidos con culpa, 
como sí lo hace la ley penal231. 
 
Al examinar el tema de la ilicitud sustancial inscrita en el artículo quinto de la 
Ley 734 de 2002, la jurisprudencia constitucional dice que la norma como 
determinadora de la antijuridicidad disciplinaria, traduce una postura clara en 
favor de la autonomía del Derecho disciplinario, principio rector que permite 
la valoración del quebrantamiento o infracción sustancial del deber funcional, 
es   decir,   que   se  atente  contra  los  fines  y  el  buen  funcionamiento  del  
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En cuanto a la imputación disciplinaria, la Corte señala que no tiene el 
alcance de la vulneración de un bien jurídico, entendida como la causación 
de un daño concreto o la producción de un resultado materialmente 
antijurídico que afecte a una persona, sino que su dimensión se calcula por 
el desvalor de los deberes funcionales a cargo del servidor público. “De allí 
que, en estricto sentido, en el proceso disciplinario no exista una persona 
afectada con la comisión de la ilicitud disciplinaria y que no sea posible 
legitimar a una persona para que intervenga en el proceso planteando un 
interés directo y alentando unas pretensiones específicas”, como sucede en 
el proceso penal, donde los particulares en calidad de titulares de los 
derechos interferidos con las conductas punibles investigadas, pueden 
hacerse parte en el mismo como víctimas o perjudicados233.  
 
Las disquisiciones expuestas, dejan en claro que la filosofía del NCDU no 
solamente se orienta a servir de instrumento protector del bien jurídico 
tutelado, es decir, el correcto ejercicio de la función pública, sino que ante 
todo se encauza hacia la noción de cumplir con el deber funcional, como 
salvaguarda de la buena marcha de la Administración Pública. 
 
En un nuevo pronunciamiento la misma Corporación repite que el Derecho 
disciplinario es una modalidad del Derecho administrativo sancionador en el 
ejercicio del ius puniendi del Estado234, que supone la “ruptura del principio 
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de la tridivisión de poderes en la medida que la represión de los ilícitos ya no 
corresponde de manera exclusiva al poder judicial, y más concretamente a la 
justicia penal”235. Concluye el Tribunal Constitucional, que “el modelo 
absoluto de separación de funciones del poder público, se reveló como 
insuficiente ante el incremento de deberes y obligaciones de los particulares, 
como de funciones públicas de los servidores del Estado, que ante su 
incumplimiento merecen la imposición de una sanción”236.  
 
Resalta en decisión posterior, que para asegurar el eficiente funcionamiento 
del aparato estatal237 “las normas de derecho disciplinario cumplen 
finalísticamente un rol preventivo y correctivo, en orden a garantizar la 
efectividad de los principios y propósitos previstos en la Constitución, la ley y 
los tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la 
función pública”238 objetivo que conlleva a que la sanción disciplinaria cumpla 
con aquella doble función de prevención y corrección de la conducta de los 
destinatarios del ordenamiento disciplinario239. 
 
Elaborado este recuento histórico del Derecho disciplinario, tanto desde su 
punto de vista procesal como material, incumbe emprender el examen de 
interesantes aspectos de su dogmática, tema que constituye el objeto de 
estudio del capítulo siguiente. 
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2  FUNDAMENTOS DOGMÁTICOS DEL DERECHO DISCIPLINARIO 
 
 
2.1  PRINCIPIOS DEL DERECHO DISCIPLINARIO 
 
 
En uno de los primeros fallos de tutela, la Corte Constitucional aborda el 
estudio de la principialística jurídica o nomoárquica240, pronunciamiento en el 
que destaca la dimensión del tema al señalar: 
 
Su alcance normativo no consiste en la enunciación de ideales que 
deben guiar los destinos institucionales y sociales con el objeto de que 
algún día se llegue a ellos; su valor normativo debe ser entendido de tal 
manera que signifiquen una definición en el presente, una base 
axiológico‐jurídica sin la cual cambiaría la naturaleza misma de la 
Constitución y por lo tanto toda la parte organizativa perdería su 
significado y su razón de ser. (…) los principios son normas que 
establecen un deber ser específico del cual se deriva un espacio de 
discrecionalidad legal y judicial. (…) los principios constitucionales son 
la  base  axiológico-jurídica  sobre  la  cual  se  construye  todo  el 
sistema  normativo.  En  consecuencia,  ninguna  norma  o  institución 
del  sistema  puede  estar  en  contradicción  con  los  postulados 
expuestos  en  los  principios.  De  aquí  se  deriva  el  hecho  de  que 
toda  la discrecionalidad  otorgada  a  los  órganos  y  creadores  del 
derecho  debe  estar  fundada  a  partir  del  hilo  conductor  de  los 
principios.  La  movilidad  del  sentido de una  norma  se  encuentra 
limitada  por  una  interpretación  acorde con  los  principios 
constitucionales241. 
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“Hácese derivar la dicción compuesta “nomoárquica” de las voces helénicas nómos (ley o 
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 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Primera de Revisión. Sentencia T‐406 de junio 5 de 
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El discurso le sirve de fundamento a Mejía Ossman para tener presente que 
conforme a la doctrina nacional, en estricto sentido los principios rectores del 
ordenamiento disciplinario contenidos en el Título I del Libro I de la Ley 734 
de 2002, deben desarrollar derechos fundamentales de las personas o servir 
de soportes axiológicos y ontológicos de esos derechos. Tilda que no sea 
así, en cuanto algunos se apartan de la finalidad trazada porque no expresan 
una naturaleza fundamentadora, como ocurre con los de titularidad de la 
potestad y la acción disciplinaria, el poder disciplinario preferente, el efecto 
general inmediato de las normas procesales y de la gratuidad “los cuales 
únicamente señalan reglas técnicas de competencia o reglas 
procedimentales, que jamás se podrán situar en el campo fundamentador ni 
mucho menos como referentes lógicos normativos”242. 
 
Bajo el derrotero que traza Mejía Ossman, en el presente trabajo de 
investigación se analizan a continuación solamente los principios rectores de 




2.1.1  Legalidad 
 
Se encuentra inscrito en el artículo 4 de la Ley 734 de 2002. Exige que la 
conducta objeto de cuestionamiento y la sanción que se imponga, deben 
estar definidos como falta en el ordenamiento legal que rija al tiempo de 
suceder los hechos. Dice la norma: 
 
Artículo 4.  Legalidad.  El  servidor  público  y  el  particular  en  los 
casos previstos en este código sólo  serán  investigados  y sancionados 
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disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta 
en la ley vigente al momento de su realización243.  
  
Acerca de este principio, el órgano superior de control de constitucionalidad 
colombiano, precisa que está integrado por tres elementos esenciales:  
 
… la lex praevia, la lex scripta y la lex certa. La lex praevia exige que la 
conducta y la sanción antecedan en el tiempo a la comisión de la 
infracción, es decir, que estén previamente señaladas; la lex scripta, en 
materia de ius puniendi, significa que los aspectos esenciales de la 
conducta y de la sanción estén contenidas en la ley, y la lex certa alude 
a que tanto la conducta como la sanción deben ser determinadas de 
forma que no hayan ambigüedades244.  
 
El soporte superior de esta máxima se encuentra en el artículo 29 inciso 
segundo de la Constitución Política, que establece como principio que 
ninguna persona podrá ser juzgada “sino conforme a leyes preexistentes al 
acto que se le imputa”, postulado que en materia disciplinaria constituye un 
límite a la potestad estatal y brinda seguridad jurídica a los destinatarios del 
régimen disciplinario, en cuanto exige que la conducta que configura la falta, 
como la sanción a imponer, deben estar previstas en la ley vigente al 
momento de la comisión del hecho. Entiéndase ley en sentido amplio, es 
decir, la Constitución Política, los tratados de Derecho Internacional 
Humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, 
las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la 
entidad, los reglamentos, el manual de funciones, las ordenes 
administrativas, directivas, o el acto administrativo que corresponda. 
 
De  igual  manera,  halla  sustento  en  los  artículos  123  y  124  de  la Carta  
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DIARIO OFICIAL No. 44708. Bogotá, 2002. p. 1. 
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Fundamental, que adjudican al legislador la misión de determinar la 
responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva, 
así como del régimen aplicable a los particulares que temporalmente 
desempeñen funciones públicas, es decir, le atribuyen la denominada 
“reserva de ley”. 
 
Velásquez Velásquez, observa que el principio de legalidad demanda que la 
ley tiene que ser escrita y cierta, esto es, está prohibido acudir al Derecho 
consuetudinario para crear supuestos de hecho, y rige la exigencia de 
certeza o taxatividad, en cuanto las conductas como las sanciones deben 
estar consagradas de manera clara en la ley para que no haya dudas en 
torno a su contenido y alcances245.  
 
Por su parte, Velásquez Gómez sostiene que este umbral “tiene que ver 
directamente con la tipicidad, bien sea de la falta o de la sanción. Con razón 
se ha dicho que la tipicidad es la expresión  del principio de legalidad”246. 
 
Dice la jurisprudencia que este principio forma parte del debido proceso y en 
la doctrina jurídica se expresa con el aforismo latino nullum crimen nulla 
poena sine lege247.  
 
Da cuenta, que es una verdadera garantía al instar que tanto las conductas 
ilícitas como las sanciones deben estar determinadas en ley anterior a la 
ocurrencia de los hechos respectivos. Además, “protege la libertad individual, 
controla la arbitrariedad judicial y administrativa y asegura la igualdad de  todas 
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VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. Derecho Penal, parte general. 2da ed. Bogotá: Ed. 
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las personas ante el poder punitivo y sancionatorio del Estado”248.  
 
 
2.1.2  Debido proceso 
 
El artículo 29 constitucional determina la obligatoriedad de aplicar el debido 
proceso a todas las actuaciones judiciales o administrativas, y prevé que la 
persona que sea sometida a juzgamiento puede serlo solamente por el juez o 
tribunal competente y con el cumplimiento de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio. De esta manera, el precepto se constituye en el 
fundamento del principio en mención, el cual aparece redactado en el Código 
Disciplinario Único en los siguientes términos: 
 
Artículo 6. Debido proceso. El sujeto disciplinable deberá ser 
investigado por funcionario competente y con observancia formal y 
material de las normas que determinen la ritualidad del proceso, en los 
términos de este código y de la ley que establezca la estructura y 
organización del Ministerio Público249. 
 
Del contenido de la disposición legal se extrae la garantía para el procesado 
del llamado principio del juez natural, o sea, que el inculpado solo puede ser 
juzgado por el funcionario investido por la Constitución, la ley o el reglamento 
para investigar y fallar un determinado asunto. Así mismo, el cumplimiento 
tanto sustancial como procesal de las normas que determinan la ritualidad 
del proceso. 
 
Acerca de esta máxima, la jurisprudencia constitucional destaca que el 
artículo 85 de la Carta Política incluye al debido proceso como un derecho 
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fundamental de aplicación inmediata, y recuerda que este principio se 
encuentra consignado, entre otras disposiciones, en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de 1948 (artículos 10 y 11), en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclamada el mismo año 
(artículo XXVI), así como en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 1969, artículos 8 y 9). 
 
… no consiste solamente en las posibilidades de defensa (…), sino que 
exige, además, como lo expresa el artículo 29 de la Carta, el ajuste a 
las normas preexistentes al acto que se imputa; la competencia de la 
autoridad judicial o administrativa que orienta el proceso; la aplicación 
del principio de favorabilidad (…); el derecho a una resolución que 
defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; 
la ocasión de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en 
contra y, desde luego, la plena observancia de las formas propias de 
cada proceso según sus características. 
 
Todo ello descansa sobre el supuesto de la presunción de inocencia, la 
cual tiene que ser desvirtuada por el Estado para que se haga posible la 
imposición de penas o de sanciones administrativas. 
 
Dentro del marco jurídico trazado por la Carta de 1991, ha perdido su 
razón de ser la discusión acerca de si el debido proceso es exclusivo de 
los trámites judiciales o si debe extenderse a los procedimientos y 
actuaciones que se surten ante la administración, pues el nítido tenor 
literal del artículo 29 de la Constitución no deja lugar a dudas: "El 
debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas"250. 
 
En decisiones posteriores la Corporación se pronuncia en términos similares 
y agrega que en virtud del debido proceso, los sujetos de derecho pueden 
tramitar los asuntos sometidos a decisión de las distintas autoridades, “con 
protección de sus derechos y libertades públicas, y mediante el otorgamiento 
de  medios  idóneos  y oportunidades de defensa necesarios, de manera que  
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garanticen la legalidad y certeza jurídica en las resoluciones que allí se 
adopten”251. Luego, precisa que toda actuación que se adelante dentro del 
proceso disciplinario debe dar plena vigencia a los principios que integran el 
derecho fundamental al debido proceso “de manera que, las normas 
administrativas de naturaleza disciplinaria no pueden desconocer los 
principios de legalidad, autoridad administrativa competente, imparcialidad, 
publicidad, presunción de inocencia, defensa y contradicción”252.  
 
Por su parte, el Consejo de Estado señala que todo servidor público o 
particular que desempeñe transitoriamente funciones públicas, goza del 
derecho a ser juzgado conforme al debido proceso, “esto es, de acuerdo a 
las leyes sustantivas y procesales vigentes previamente a las faltas 
disciplinarias que se le atribuyan, ante el funcionario competente y 
observando la plenitud de las formas del procedimiento regulado en la 
Constitución y leyes correspondientes”253.  
 
 
2.1.3  Reconocimiento de la dignidad humana 
 
Su raigambre constitucional se asienta en el artículo primero de la Carta 
Fundamental de 1991, cuando al describir las características que integran 
nuestro Estado Social de Derecho, es decir, su organización en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales,  democrática, participativa y pluralista, establece que las mismas 
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se fundan, entre otras, en el respeto de la dignidad humana. 
 
Tiene alcance de principio fundamental, aplicable a todo proceso 
sancionatorio y “desde el punto de vista jurídico-normativo no es un concepto 
etéreo, abstracto, sino que (…) se cristaliza en el respeto práctico de todos 
los derechos y libertades consagrados como fundamentales en la Carta 
Constitucional”254. 
 
El precepto forma parte de los principios rectores de la Ley 734 de 2002 y 
aparece redactado en los siguientes términos: 
 
Artículo 8.  Reconocimiento de la dignidad humana. Quien intervenga 
en la actuación disciplinaria será tratado con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano255. 
 
“El principio del Reconocimiento de la dignidad humana, es protegido a 
través de otros derechos como el de la libertad, el principio de culpabilidad, el 
debido proceso, legalidad, tipicidad, igualdad, favorabilidad, presunción de 
inocencia, el del in dubio pro disciplinado”256. 
  
Las referencias históricas sobre la dignidad humana conducen a buscar sus 
orígenes en textos como el Antiguo Testamento, donde en el Génesis se 
relata que Dios al crear al hombre y la mujer a su imagen y semejanza, les 
bendijo diciéndoles: “Sean fecundos, multiplíquense, llenen la tierra y 
sométanla; dominen a los peces del mar, a las aves del cielo y a todos los 
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vivientes que se mueven sobre la tierra”257. El filósofo y jurista español 
Peces-Barba Martínez, sostiene que en aquel pasaje aparecen elementos 
como la superioridad, el hombre centro del mundo, de la comunicación y del 
lenguaje, que constituyen ideas configurativas de la dignidad258.  
 
En la época de la modernidad, Kant trata el tema en varias de sus obras, en 
las cuales aparecen frases como “en el reino de los fines todo tiene un precio 
o una dignidad. Aquello que tiene precio puede ser sustituido por algo 
equivalente; en cambio, lo que se halla por encima de todo precio y, por tanto 
no admite nada equivalente, eso tiene una dignidad”259. Luego, al hablar de 
las inclinaciones y necesidades del hombre afirma que “aquello que 
constituye la condición para que algo sea un fin en sí mismo no tiene un valor 
meramente relativo o precio, sino que tiene un valor interno, es decir, 
dignidad”260. 
 
En nuestro medio, enfatiza la Corte que “la Dignidad Humana que ocupa un 
lugar de primer orden, es en verdad el principio fundante del Estado, que 
más que un derecho en sí mismo, es el presupuesto esencial de la 
consagración y efectividad del entero sistema de derechos y garantías 
contemplado en la Constitución”261. Considera que esta garantía no sólo es 
una declaración de ética sino una norma jurídica de carácter vinculante para 
todas las autoridades. “Su consagración como valor fundante (…) obedeció a 
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la necesidad histórica de reaccionar contra la violencia, la arbitrariedad y la 
injusticia, en búsqueda de un nuevo consenso que comprometiera a todos 




2.1.4  Presunción de inocencia 
 
Este principio de índole constitucional, aparece redactado en el artículo 9 del 
NCDU, y en su texto subsume el principio de resolución de la duda. Dice la 
norma: 
 
Artículo 9.  Presunción de inocencia. A quien se atribuya una falta 
disciplinaria se presume inocente mientras no se declare su 
responsabilidad en fallo ejecutoriado. 
 
Durante la actuación toda duda razonable se resolverá a favor del 
investigado cuando no haya modo de eliminarla263. 
 
En relación con esta garantía, la Constitución Política de Colombia de 1991 
en el inciso cuarto del artículo 29 establece que toda persona se presume 
inocente mientras no se haya declarado judicialmente culpable. 
 
Según la redacción de la norma, tanto a nivel superior como legal, el sujeto 
procesal tiene el derecho de gozar de la connotación de presunción de 
inocencia durante toda la actuación disciplinaria. La razón descansa en que 
corresponde al Estado como titular de la potestad disciplinaria, probarle al 
investigado la responsabilidad de los hechos que le atribuye. “La presunción 
constitucional de inocencia, con rango de derecho fundamental, supone que 
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sólo sobre la base de pruebas cumplidas, cuya aportación es carga de quien 
acusa (aquí la propia administración en su fase instructora), podrá alguien 
ser sancionado”264.  
 
Bajo similar criterio la máxima rectora de constitucionalidad señala que “el 
principio de presunción de inocencia impone que la carga de la prueba 
corresponda a los acusadores y que para desvirtuarla sea necesario que la 
prueba practicada haya tenido lugar en un juicio, con todas las garantías 




Se considera que la génesis de esta salvaguarda reposa en la Declaración 
de los derechos del Hombre y del Ciudadano aprobada por la Asamblea 
Nacional Francesa en agosto 26 de 1789, al sentenciar en su artículo noveno 
que toda persona se presume inocente hasta que haya sido declarada 
culpable. Luigi Ferrajoli considera que “la presunción de inocencia, no es solo 
garantía de libertad y de verdad, sino también una garantía de seguridad o si 
se quiere de defensa social”266.  
  
Este principio se concibe como parte integradora del debido proceso, y en tal  
sentido se ajusta a la exigibilidad de adelantar toda actuación conforme a 
leyes vigentes al momento de la ocurrencia de los hechos que motivan el 
inicio del proceso disciplinario, de manera que se garantice al investigado la 
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protección de sus derechos con la observancia de la plenitud de las formas 
propias de la actividad procesal disciplinaria correspondiente. Además, bajo 
el mismo rango del debido proceso, el principio de presunción de inocencia 
es incompatible con la presunción de culpabilidad, de ahí que “las decisiones 
administrativas, jamás podrán presumir la culpabilidad de los investigados o 
los disciplinados. Por el contrario, a través de todas y cada una de las etapas 
del  proceso  disciplinario,  la  presunción  de  inocencia  debe  estar  tan 
clara  que  no  deben  citarse  frases  o  palabras  que  apunten  a  la  
culpabilidad”267. 
 
En cuanto al principio de la duda razonable, en Derecho disciplinario también 
se le conoce con la denominación de in dubio pro disciplinado, y su 
determinación debe ser el resultado de la confrontación de los hechos con 
una adecuada valoración probatoria, debiéndose resolver la situación en 
favor del investigado cuando no exista posibilidad de eliminarla y puede 
recaer sobre cualquiera de los elementos configuradores de la falta 
disciplinaria, o sea, la tipicidad, la ilicitud sustancial o la culpabilidad. Acerca 
de este principio el Tribunal Constitucional señala: 
 
El “In dubio pro disciplinado”, al igual que el “in dubio pro reo”, emana 
de la presunción de inocencia, pues esta implica un juicio en lo que 
atañe a las pruebas y a la obligación de dar un tratamiento especial al 
procesado. Como es del todo sabido el juez al realizar la valoración de 
la prueba, lo que ha de realizar conforme a las reglas de la sana crítica, 
debe llegar a la certeza o convicción sobre la existencia del hecho y la 
culpabilidad del implicado. Cuando la Administración decide ejercer su 
potestad sancionatoria tiene que cumplir con el deber de demostrar que 
los hechos en que se basa la acción están probados y que la autoría o 
participación en la conducta tipificada como infracción disciplinaria es 
imputable al procesado268.  
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2.1.5  Ejecutoriedad 
 
Este principio se afianza en el inciso cuarto del artículo 29 de la Constitución 
Política, cuando anuncia que “quien sea sindicado tiene derecho a (…) no 
ser juzgado dos veces por el mismo hecho”. El NCDU proyecta en su texto 
aquella orientación y establece: 
 
Artículo 11. Ejecutoriedad. El destinatario de la ley disciplinaria cuya 
situación se haya decidido mediante fallo ejecutoriado o decisión que 
tenga la misma fuerza vinculante, proferidos por autoridad competente, 
no será sometido a nueva investigación y juzgamiento disciplinarios por 
el mismo hecho, aun cuando a este se le dé una denominación distinta.  
  
Lo anterior sin perjuicio de la revocatoria directa establecida en el 
Capítulo IV del Título V del Libro IV de este Código269.  
 
Esta máxima involucra el principio non bis in ídem o derecho a no ser 
investigado dos veces por el mismo hecho, prerrogativa exigible con la mera 
demostración que se halla en curso un proceso igual, sin que se requiera que 
se haya dictado decisión de fondo. Asunto distinto sucede con el principio de 
cosa juzgada inscrito en la misma norma superior, que recoge la garantía de 
seguridad jurídica, en cuanto impide iniciar nuevas investigaciones sobre 
hechos juzgados. 
 
… estas dos nociones se implican mutuamente, son inconcebibles por 
separado. Non bis in ídem, es una expresión latina que significa “no dos 
veces sobre lo mismo”; ésta ha sido empleada para impedir que una 
pretensión, resuelta mediante una decisión judicial contra la cual no 
cabe recurso alguno, sea presentada nuevamente ante otro juez. (…) 
en la importante obra de Víctor de Santo [El proceso civil. T. I. Buenos 
Aires: Ed. Universidad, 1982, p. 500] se lee: 
  
El juicio por el cual las partes dirimen sus diferencias, tiene 
ordinariamente corolario en la sentencia, con las consecuencias 
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que de ella derivan: la cuestión litigiosa no puede ser discutida de 
nuevo en el mismo proceso, ni en ningún otro futuro (non bis in 
ídem). Este efecto de la sentencia (…) es el que se designa con el 
nombre de cosa juzgada (….).  
  
Pensar en la noción de “cosa juzgada” sin hacerlo a la vez en el 
non bis in ídem, es un sin sentido; por lo tanto, cuando el artículo 
29 de la Constitución prohíbe al Estado juzgar a una persona dos 
veces por el mismo hecho, está haciendo referencia a ambas270.  
 
Ramírez Torrado, trae a la memoria que el principio pasó de sus remotos 
orígenes en el Derecho Romano, a los postulados del Derecho canónico, 
germánico, italiano, inglés y español, ordenamientos que le dieron su propia 
lectura “pero respetando su sentido primigenio como lo es la interdicción de 
que por un mismo hecho se abrieran dos expedientes sancionadores”271.  
  
De la redacción de la norma, también se pregona que la ejecutoriedad no es 
incólume, en cuanto según el artículo 124 del NCDU, los autos de archivo y 
los fallos sancionatorios o absolutorios ejecutoriados son susceptibles de 
revocatoria directa por infracción manifiesta de la Constitución, la ley o el 
reglamento, o cuando la citada decisión vulnere o amenace ostensiblemente 
derechos fundamentales. La procedibilidad de la revocatoria directa está 
condicionada a que contra la decisión no se haya agotado la vía gubernativa. 
 
 
2.1.6  Culpabilidad 
 
Emerge  del  mandato  constitucional instituido en el inciso cuarto del artículo  
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29  de  la  Carta  Fundamental  de  1991  cuando  señala  que  “toda  
persona  se  presume  inocente  mientras  no  se  la  haya  declarado 
judicialmente  culpable”,  precepto  que  recoge  la  Ley  734  de  2002  de  la 
siguiente manera: 
 
Artículo 13. Culpabilidad. En materia disciplinaria queda proscrita toda 
forma de responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a 
título de dolo o culpa272. 
 
El estudio de la culpabilidad se debe esencialmente a las teorías psicológica, 
psicológica normativa y normativa o finalista. La primera corresponde a la 
escuela clásica, la cual no define la culpabilidad sino que la describe como el 
nexo psicológico entre la mente del agente y el resultado. Establece como 
formas de su manifestación: el dolo, la culpa y la preterintención. El dolo lo 
entiende como querer el hecho típico. La culpa como prever ese hecho o no 
preverlo estando en posibilidad de hacerlo. Y la preterintención cuando el 
resultado excede la intención del agente.  
 
La tesis psicológica es objeto de crítica debido a que perviven eventos en 
que se quiere el resultado y sin embargo el dolo no se vislumbra, como 
cuando está presente una causal de justificación, y otros en que existe 
culpabilidad a pesar de no verificarse una relación psicológica entre el autor y 
el hecho, verbi gracia la llamada culpa sin previsión, donde el agente no 
prevé el resultado, y por lo tanto, no se puede afirmar que hay relación entre 
él y el hecho.  
 
La reflexión sobre estos inconvenientes, conlleva al surgimiento de la teoría 
psicológica normativa, al observarse que la tesis dominante hasta ese 
momento se torna insuficiente al pretender agotar la culpabilidad en el simple 
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Entonces, se establece la necesidad de demostrar que el infractor pudiendo 
actuar de acuerdo con los postulados de la ley, actúa de manera antijurídica 
o contrariamente a Derecho, reproche que es indispensable formular para 
que pueda haber culpabilidad, en cuanto al autor le es exigible un 
comportamiento distinto.  
 
… como  quiera  que  al  único  que  se  le  puede  reprochar  es  a  la 
persona  imputable,  se  concluye  que  para  que  haya  culpabilidad  se 
necesita  la  imputabilidad,  el dolo  o  la  culpa  y  la  exigibilidad,  
siendo  esta  última  un  aspecto  normativo.  Así  emergió  la  llamada 
teoría  psicológica  normativa  o  esquema  neoclásico  o  técnico 
jurídico  de  la  culpabilidad273.  
 
Por su parte, la teoría finalista afirma que la acción o conducta es objetiva y 
subjetiva, dado que no es un simple actuar externo, sino que toda acción del 
hombre envuelve un aspecto subjetivo “lo que significa que el dolo y la culpa 
no son especies de la culpabilidad (…), sino que son parte de la acción, es 
decir, modalidades de la conducta. En ese sentido el dolo es simplemente 
querer el tipo objetivo. Sin embargo, ese dolo colocado en la acción no 
implica el reproche, sino que es simplemente un dolo incoloro o 
avalorado”274.  
 
En el finalismo, la culpabilidad comprende la imputabilidad, la conciencia 
actual o potencial de la ilicitud del comportamiento, y la exigibilidad de una 
conducta diferente a la observada y conforme a Derecho.  
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La culpabilidad es, en consecuencia, el simple reproche que se le hace 
al sujeto imputable por haber actuado de manera típica y antijurídica 
cuando podía y debía actuar, como el derecho se lo exigía.  
 
El colocar el dolo, la culpa y la preterintención, como modalidades de la 
conducta y sacarlo de la culpabilidad, trajo importantes consecuencias 
desde el punto de vista de las eximentes de responsabilidad, lo que 
llevó a distinguir entre el error de tipo, que excluye el dolo y, por ende, 
el tipo; y el error de prohibición que excluye la conciencia de la ilicitud y, 
por consiguiente, la culpabilidad275. 
 
En materia disciplinaria es necesario precisar que la culpabilidad constituye 
el elemento subjetivo de la conducta, característica que se concreta en el 
aforismo latino  nulla poena sine culpa276, lo cual implica que el destinatario 
de la ley disciplinaria solamente puede ser sancionado si actúa con dolo o 
culpa, como títulos de imputación subjetiva. Quiere esto decir que la 
responsabilidad objetiva en nuestro sistema jurídico ha quedado proscrita y, 
por lo tanto, “la culpabilidad es supuesto ineludible y necesario de la 
responsabilidad y de la imposición de la pena lo que significa que la actividad 
punitiva del Estado tiene lugar tan sólo sobre la base de la responsabilidad 
subjetiva de aquellos sobre quienes recaiga”277.  
 
A diferencia de la culpabilidad en materia penal, que recae sobre la 
vulneración al bien jurídicamente tutelado, o sea antijuridicidad material, la 
culpabilidad disciplinaria se predica de la infracción al deber funcional, es 
decir, la llamada ilicitud sustancial. 
 
En cuanto al dolo, en Derecho disciplinario los tipos descriptivos de 
comportamientos reprochables son de mera conducta, dado que la infracción 
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sustancial  al  deber  se  fundamenta  en  el  eje  ético-jurídico  de  la  teoría  
de  la  norma  subjetiva  de  determinación  que  prescinde  de  todo 
resultado. Para quebrantar un deber y actuar dolosamente “basta que la 
persona: conozca que está obligada ante un contexto situacional típico, 
tenga conciencia de su capacidad individual de acción, y no realice el 
deber”278.  
 
Consecuencia inmediata de esta particularidad, es la ausencia de 
preterintención279 en el ámbito disciplinario, figura que necesariamente se 
funda en la presencia de un resultado.  
 
Con relación a la culpa, para su configuración basta la cognoscibilidad -es 
decir, la posibilidad de conocer o entender- el deber que se infringe, la cual, 
en la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos está fundada en 
los deberes de diligencia y eficiencia280.  
 
La cognoscibilidad como parámetro objetivo de valoración, viene dada por la 
dignidad del ser en cuanto según Cicerón, el hombre “se mueve por los 
sentidos […] como está dotado de raciocinio, por el cual discierne las 
consecuencias y percibe las causas de las cosas (…) comparando analogías 
y conectando y asociando el presente y el futuro- puede contemplar con 
facilidad el curso de su vida”281.  
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En el Derecho disciplinario la culpa por asunción ocupa un sitio relevante, y 
se refiere a que quien asume voluntariamente el desempeño de un cargo 
público “lo primero que debe conocer es cuáles son sus deberes funcionales 
(…) de suerte que la afectación sustancial del deber funcional, cuyo origen 
se encuentra en la ignorancia normativa, puede ocasionar responsabilidad 
disciplinaria”282.  
 
Como generadores de la culpa se enuncian la negligencia, la imprudencia y 
la impericia. Respecto de la primera expresión, es sinónimo de descuido, 
omisión, desatención, distracción e indolencia, y sucede porque el infractor 
desestima o desprecia una situación que lo lleva a no emplear los medios 
necesarios e idóneos para evitar un resultado previsible. 
 
La imprudencia significa precipitación o ausencia de precaución, falta de 
moderación o discernimiento, y constituye una sobrevaloración sin 
justificación por parte del sujeto, de sus capacidades personales o del 
empleo de los medios puestos a su disposición, que le impiden lograr un 
desarrollo favorable de algo. 
 
La impericia se entiende como falta de pericia, habilidad o experiencia, 
ineptitud e incompetencia, para ejercer un arte o profesión. Es la ausencia de 
capacidad, idoneidad y experiencia mínimas para realizar adecuadamente 




2.1.6.1  Sistema numerus apertus.  Conocido también como de 
incriminación abierta de conductas culposas, debe su mayor tradición al 
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Derecho penal español, si se tiene en cuenta que desde el Código Penal de 
1848 se manejaba esta técnica con la finalidad de ampliar la cobertura de la 
regulación del delito culposo283. 
 
Sostiene la doctrina que en un sistema de numerus apertus o números 
abiertos, la punibilidad de la culpa no es de carácter excepcional sino 
general, y por lo tanto “la incriminación genérica de faltas culposas implica la 
afirmación de que en principio toda modalidad dolosa de una falta 
disciplinaria tiene su par culposa”284. Por su parte, la jurisprudencia 
constitucional compendia acerca del tema: 
  
… el legislador en ejercicio de su facultad de configuración también ha 
adoptado un sistema amplio y genérico de incriminación que ha sido 
denominado "numerus apertus", en virtud del cual no se señalan 
específicamente cuales comportamientos requieren para su tipificación 
ser cometidos con culpa -como sí lo hace la ley penal-,  de modo que 
en principio a toda modalidad dolosa de una falta disciplinaria le 
corresponderá una de carácter culposo, salvo que sea imposible admitir 
que el hecho se cometió culposamente como cuando en el tipo se 
utilizan expresiones tales como "a sabiendas", "de mala fe", "con la 
intención de" etc. Por tal razón, el sistema de numerus apertus supone 
igualmente que el fallador es quien debe establecer cuales tipos 
disciplinarios admiten la modalidad culposa partiendo de la estructura 
del tipo, del bien tutelado o del significado de la prohibición285.  
 
En la exposición de motivos del NCDU el tema se evidencia cuando se 
afirma que el sistema de imputación subjetiva adoptado en materia de culpa 
(…) no es otro que el de imputación genérica286 técnica que se refleja con 
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toda intensidad en el artículo 43 numeral primero de la Ley 734 de 2002, al 
establecer el grado de culpabilidad como criterio de graduación de la 
gravedad o levedad de la falta disciplinaria, sin hacer distinciones entre dolo 
o culpa. 
 
La crítica que se le formula a la práctica de numerus apertus, se funda en 
que generalmente la determinación dolosa o culposa de una conducta no la 
formula la ley, sino que la realiza la autoridad encargada de imponer la 
sanción, con lo cual queda en entredicho el principio de reserva de ley al 
transferirle a la Administración la exclusiva facultad del legislador de 
establecer los elementos de la conducta disciplinariamente reprochable. 
 
Como argumento para acoger este mecanismo en el Derecho disciplinario, 
se señala que siendo el correcto funcionamiento de la Administración Pública 
el derrotero esencial que motiva el ejercicio de la actividad disciplinaria, el 
sistema de númerus apertus favorece el propósito en mención, al imponer el 
Estado a sus servidores un deber general de cuidado, diligencia y corrección 
en el desempeño de sus funciones, cuya inobservancia bien sea de forma 
dolosa o culposa por imprudencia, falta de cuidado o impericia, provocan que 
las faltas a la disciplina sean objeto de sanción287.  
 
 
2.1.6.2  Clases de culpa.  El NCDU al establecer las diferentes sanciones 
disciplinarias, enuncia tres clases de culpa: gravísima, grave y leve. 
Solamente las dos primeras son objeto de punición y aparecen definidas en 
la Ley de la siguiente forma: 
 
Artículo 44.  (…). 
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Parágrafo. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta 
disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación 
manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave 
cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado 
necesario que cualquier persona del común imprime a sus 
actuaciones288.  
 
Con relación a la ignorancia supina289, primera causa generadora de la culpa 
gravísima, en materia disciplinaria se sintetiza en el quebrantamiento del 
deber objetivo de cuidado que sucede debido a la ausencia de ilustración por 
negligencia del sujeto, en cuanto abandona la exigencia de actualizarse 
conforme se lo demanda la actividad que realiza, condición que lo aleja del 
deber inscrito en el artículo 34 numeral 40 del NCDU que insta del servidor 
público, la obligación de capacitarse y actualizarse en el área donde ejerce 
su función. 
 
La desatención elemental, como parámetro del deber objetivo de cuidado 
exigible se refiere a “la omisión de las precauciones o cautela más 
elementales, o el olvido de las medidas de racional cautela aconsejadas por 
la previsión más elemental, que deben ser observadas en los actos 
ordinarios de la vida, o por una conducta de inexcusable irreflexión y 
ligereza”290.  
 
En cuanto a la violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento, la 
conducta se concreta en la inobservancia, la desobediencia o el desafuero 
ante el deber objetivo de cuidado que incumbe advertir respecto de la 
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aplicación de normas específicas, como cuando se infringen los 
procedimientos establecidos institucionalmente en el manual de funciones.  
 
Acerca de la culpa grave, el texto legal transcrito determina que se ocasiona 
“cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado 
necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones”, es 
decir, se concreta en el actuar que de manera imprudente despliega el sujeto 
disciplinable al no observar la cautela con la cual está obligado a conducirse 
en el ejercicio de sus funciones y que según la experiencia corriente, se 
espera de toda persona. 
 
En cuanto a la culpa leve, debe señalarse que ésta no origina 
responsabilidad disciplinaria. 
 
… conforme se ha aceptado en el derecho sancionatorio en general, la 
culpa leve no puede fundamentar reproche jurídico (…). Lo anterior 
tiene su razón de ser en la vida misma, toda vez que, si cualquier 
descuido fuera penalizado, la interacción social se haría imposible. Por 
tanto, el Estado de derecho, por virtud del principio de proporcionalidad 
que le es inherente (C.P. art. 1), tolera los mínimos descuidos, pues la 
reacción contra los mismos resultaría innecesaria y antijurídica. 
 
La base constitucional de tal afirmación la encontramos en el artículo 26 
de la Carta, toda vez que allí se permite la admisión de ciertos riesgos 
sociales, y la ley de intervención sólo puede entrar a limitarlos (…) por 
conductas culposas, graves o gravísimas291.  
 
 
2.1.7  Favorabilidad 
 
Deriva este principio del anuncio contenido en el inciso tercero del artículo 29 
de la Constitución Política, según el cual “la ley permisiva o favorable, aun 
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cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable”, postulado que acopia la Ley 734 de 2002 como sigue: 
 
Artículo 14. Favorabilidad. En materia disciplinaria la ley permisiva o 
favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable. Este principio rige también para quien esté 
cumpliendo la sanción, salvo lo dispuesto en la Carta Política292. 
 
El principio incluye como finalidad, la efectiva garantía de dignidad de las 
personas, buscando la mejor protección de sus derechos. Uno de sus 
antecedentes normativos se aloja en el artículo 44 de la Ley 153 de 1887, al 
establecer que en el ámbito penal la ley favorable o permisiva se prefiere a la 
restrictiva, aún cuando aquella sea posterior a la ocurrencia del hecho, 
disposición que al recaer sobre una vertiente del ius puniendi del Estado, 
hace posible su aplicación en el Derecho disciplinario.  
 
Precisamente, visto el asunto desde el ambiente del Derecho disciplinario, la 
ley más favorable es aquella que frente a una falta disciplinaria, aún siendo 
posterior a los hechos que dieron lugar a la misma, ofrece al procesado 
consecuencias menos graves porque desarrolla condiciones procedimentales 
más benévolas, elimina la condición de falta de la conducta imputable, 
contiene causales de exclusión de responsabilidad no contempladas en la ley 
precedente, o hace más benigna la sanción a imponer, circunstancias que 
conllevan a establecer una excepción al principio de irretroactividad de la ley, 
según el cual, las disposiciones de cualquier género no pueden aplicarse a 
comportamientos acaecidos en el pasado, sino que siempre rigen hacia el 
futuro. Aceptar lo contrario, es desconocer el principio de legalidad. 
 
Sin  embargo,  la favorabilidad conviene en la retroactividad de la ley, cuando  
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la nueva norma, por ser más ventajosa, se aplica a aquellos hechos que 
motivaron el inicio del proceso disciplinario sucedidos durante la vigencia de 
la ley derogada. 
 
De manera similar sucede con la ultractividad o efectos hacia el futuro de la 
ley, porque a pesar de haber quedado derogada una norma, se permite su 
aplicación a los hechos ocurridos bajo su vigencia, debido a que es más 
benigna respecto a los mandatos de la nueva ley. 
 
 
2.1.8  Igualdad ante la ley disciplinaria 
 
De acuerdo con el artículo 13 de la Constitución Política, en Colombia todas 
las personas nacen libres e iguales ante ley, por lo cual deben recibir la 
misma protección, trato de las autoridades y gozar de análogos derechos, 
libertades y oportunidades, igualdad que el Estado debe promover para que 
sea real y efectiva.  
 
El precepto superior que se enuncia, sirve de base para la inscripción del 
principio en referencia en la Ley 734 de 2002, disposición legal que al 
respecto señala: 
 
Artículo 15.  Igualdad ante la ley disciplinaria. Las autoridades 
disciplinarias tratarán de modo igual a los destinatarios de la ley 
disciplinaria, sin establecer discriminación alguna por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica293. 
  
Mejía Ossman y Quiñones Ramos, sostienen que en materia disciplinaria 
este principio no rige de manera absoluta porque “el principio de tipicidad, en 
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el cual se subsume una falta disciplinaria que reviste cualificaciones en orden 
a las calidades del sujeto activo, a su nivel jerárquico (…), genera diferencias 
en la calificación de la falta, en el tratamiento procedimental y en la 
imposición de la sanción”294.  
 
Entretanto, la jurisprudencia constitucional señala que el principio de 
igualdad es objetivo y no formal, en cuanto se predica de la identidad de los 
iguales y de la diferencia entre los desiguales, criterio con el que se supera el 
concepto de igualdad de la ley a partir de la igualdad abstracta, por el 
concepto de la generalidad concreta “que concluye con el principio según el 
cual no se permite regulación diferente de supuestos iguales o análogos y 
prescribe diferente normación a supuestos distintos. Con este concepto sólo 
se autoriza un trato diferente si está razonablemente justificado”295. 
 
“La norma pionera en esta materia se encuentra en el artículo primero de la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano del 26 de agosto 
de  1789,  según la cual, las distinciones sociales sólo pueden fundarse en la  
utilidad común"296.   
 
 
2.1.9  Derecho de defensa 
 
Su fundamento constitucional se registra en el inciso cuarto del artículo 29 de 
la Constitución Política, al señalar que “quien sea sindicado tiene derecho a 
la  defensa  y  a  la  asistencia  de  un  abogado  escogido  por él, o de oficio,  
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durante la investigación y el juzgamiento”. 
 
Atendiendo esta preceptiva, la Ley 734 de 2002 dice: 
 
Artículo 17. Derecho a la defensa. Durante la actuación disciplinaria el 
investigado tiene derecho a la defensa material y a la designación de un 
abogado. Si el procesado solicita la designación de un defensor así 
deberá procederse. Cuando se juzgue como persona ausente deberá 
estar representado a través de apoderado judicial, si no lo hiciere se 
designará defensor de oficio, que podrá ser estudiante del Consultorio 
Jurídico de las universidades reconocidas legalmente297. 
 
La defensa material que enuncia la norma, es aquella que el procesado, con 
ocasión de la actuación disciplinaria que se adelante en su contra, realiza de 
forma directa y sin intervención de su defensor de confianza o de oficio, con 
la finalidad de ejercer las facultades y derechos previstos en los artículos 90 
y 92 del NCDU, como son los de acceder al expediente, solicitar, aportar y 
controvertir pruebas e intervenir en su práctica, interponer los recursos de 
ley, presentar las solicitudes que considere necesarias para garantizar la 
legalidad de la actuación disciplinaria y el cumplimiento de los fines de la 
misma, obtener copias de la actuación, rendir versión libre y espontánea, 
rendir descargos y alegatos de conclusión o hacer uso de la revocatoria 
directa. 
 
Con relación a la defensa técnica, deriva su denominación del tecnicismo 
jurídico con el cual debe proceder el profesional del Derecho, producto de 
sus conocimientos académicos en esta área científica. Se verifica cuando el 
procesado elige por su cuenta y riesgo un abogado en quien deposita su 
confianza, y le confiere poder para que conozca de la situación por la que se 
le investiga y proceda a plantear y desarrollar su defensa.  
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Al mismo tiempo, la norma prevé que al procesado debe el competente 
designarle de oficio un defensor, que puede ser un abogado titulado o un 
estudiante de Consultorio Jurídico de universidad reconocida legalmente, en 
los siguientes casos: Cuando en cualquier momento de la actuación el 
inculpado lo solicite; o se le juzgue como persona ausente; y también, si 
dentro de los cinco días hábiles siguientes al envío de la comunicación para 
la notificación del pliego de cargos, ni el procesado ni su apoderado si lo 
tuviere, se han presentado a cumplir con la diligencia, evento en que una vez 
se le designe defensor de oficio, se surtirá con este último la notificación 
personal.  
 
Igual sucede en el caso de citación a audiencia en el proceso verbal, cuando 
no se logra realizar la notificación personal de la providencia dentro de los 
dos días siguientes a la citación y debe fijarse edicto por dos días para esa 
finalidad. Vencido este término, si el investigado no comparece se le designa 




2.1.10  Celeridad de la actuación disciplinaria 
 
La génesis constitucional de este principio, emerge de varias normas 
superiores, como el inciso 4 del artículo 29 de la Constitución Política cuando 
enuncia que “quien sea sindicado tiene derecho a (…) un debido proceso 
público sin dilaciones injustificadas (…)”. De igual manera, del artículo 209 de 
la Carta Fundamental al declarar que “la función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad (…)”. Otro 
tanto hace el artículo 84 ibídem, que prohíbe a las autoridades públicas exigir 
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requisitos adicionales para el ejercicio de derechos o actividades 
reglamentadas de manera general.  
 
Acogiendo el sentido dado por las normas superiores, la Ley 734 de 2002 
consagra primeramente esta máxima como un principio rector al señalar: 
  
Artículo 12.  Celeridad de la actuación disciplinaria. El funcionario 
competente impulsará oficiosamente la actuación disciplinaria y 
cumplirá estrictamente los términos previstos en este código298. 
 
Pero, el NCDU también lo acoge como un principio que gobierna la actuación 
procesal al establecer: 
 
Artículo 94. Principios que rigen la actuación procesal. La actuación 
disciplinaria se desarrollará conforme a los principios rectores 
consagrados en la presente ley y en el artículo 3° del Código 
Contencioso Administrativo. Así mismo, se observarán los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, 
publicidad y contradicción299. 
 
Teniendo en cuenta que el proceso disciplinario se rige por el sistema 
inquisitivo, es deber del competente de la actuación disciplinaria darle el 
impulso necesario para que fluya con celeridad, sin omitir el debate 
probatorio que se requiera encaminado a establecer la verdad real de los 
hechos, única manera válida de garantizarle al procesado su derecho de 
defensa y contradicción, para lo cual, en forma oficiosa está obligado a 
eliminar los trámites y diligencias innecesarias que amenacen el debido 
proceso, y en cambio consolidado en el principio de inmediación, le permitan 
adelantar el asunto con prontitud y completo apego a los postulados 
normativos vigentes.  
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En cuanto al artículo 94 del NCDU, el órgano supremo de control 
constitucional en Colombia sostiene que “es esencial la aplicación del 
principio de celeridad en la administración de justicia. Ello se desprende 
directamente del artículo 228 de la Constitución, e indirectamente del artículo 
209, cuando sostiene que el principio de celeridad debe caracterizar la 
actuación administrativa”300. Enseguida, al tocar el tema de la actuación 
procesal, dice que “se deben aplicar las disposiciones sobre fijación de 
términos en desarrollo del principio de respeto a la dignidad de la persona, 
como límite a la actividad sancionadora del Estado”301. 
 
 
2.2  TEORÍA DE LAS RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN 
 
 
2.2.1  Antecedentes 
 
Como consecuencia de la Revolución Francesa de 1789, en Europa se 
propaga el Estado liberal, organización que hacia la mitad del siglo XIX 
comienza a decaer permitiendo que los destronados monarcas retomen el 
poder, sin que esa situación implique un retorno al Estado absolutista sino 
que adviene la combinación de un Estado monárquico con un Estado de 
Derecho, como acontece entonces con la denominada Monarquía 
constitucional alemana. 
 
En ese medio se gesta “lo que podemos entender como el ámbito de la 
sujeción al Estado (…): en un lado se encontraban el monarca y la 
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administración, es decir, el Estado y sus empleados –el ejército, obviamente 
se involucraba en estos-; así como el funcionariado; en el otro se 
encontraban el Parlamento, el pueblo y la sociedad”302.  
 
Gierke, asevera que el precedente de esta figura es el “contrato de servicio 
fiel” institución propia del medioevo alemán, que nace cuando el vasallo se 
somete al señor feudal ofreciéndole una prestación de carácter personal a 
cambio de recibir su protección, condición que lo coloca en una relación de 
verdadera dependencia, subyugado a obedecer órdenes y soportar un poder 
de corrección303.  
  
Cuando se recopilan las leyes estatales en el Código prusiano de 1794, se 
incluye en el título 10, parte II, artículos 1-3, el Derecho disciplinario de los 
funcionarios y militares. La doctrina considera que en aquel texto se 
consagra una definición legal de las relaciones especiales de sujeción para 
funcionarios y militares, específicamente en el artículo 2 donde como 





Al desarrollar el primer capítulo de la presente investigación, se indicó que en 
1828 Pfizer justifica la actuación administrativa en materia disciplinaria por el 
hecho de que está afectada por relaciones de sujeción, y luego Pfiffer 
vislumbra que el poder disciplinario se funda en su íntima penetración con 
una relación de subordinación en la que se encuentra el funcionario respecto 
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de sus superiores y conforme a la cual pueden éstos emplear frente a aquél 
cualquier medida que sea necesaria para asegurar el puntual cumplimiento 
de los deberes oficiales305. 
 
Estas primeras manifestaciones sirven para asentar el nacimiento de las 
relaciones especiales de sujeción como categoría dogmática, hecho que 
ocurre en la segunda mitad del siglo XIX en Alemania, en el contexto de la 
Constitución de abril de 1871 aprobada al crearse el Imperio Alemán. Aquél 
estatuto de raigambre monárquica se caracteriza por la ausencia de una 
declaración de derechos, concediendo absoluta libertad al Rey para que 
actúe bajo el principio monárquico con total albedrío frente al funcionariado y 
el estamento militar. 
 
Cabe mencionar que por entonces, cada uno de los dos grandes 
sectores –el Estado y el Parlamento- de la Monarquía constitucional 
alemana, tiene sus propias reglas: en la Monarquía reina la ley en 
sentido formal “cuyo concepto no implicaba que nos encontráramos 
frente a un fenómeno jurídico [sino que] se manifestaba la voluntad a 
través de órdenes escritas (…); el sentido de esas normas no implicaba 
un control al poder del Estado”306 En cuanto al Parlamento, opera “la ley 
en sentido material, esa sí jurídica, que sí implicaba un poder 
reglado”307.  
 
En  los  estudios que adelanta Laband sobre la noción de funcionario público,  
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señala que la relación que puede entablarse entre el Estado y sus 
dependientes, solo es posible si el individuo acepta libremente formar parte 
del aparato administrativo, condición que lo somete a una relación de poder 
sustentada en un fuerte vinculo de obediencia y dedicación al servicio, y 
aminora sus derechos individuales al perder relevancia en pro de la 
satisfacción de los fines de la Administración. 
 
Mayer afirma que el Estado ante los ciudadanos, ejerce derechos de 
supremacía que conllevan una obligación general de obedecer, lo cual revela 
que aunque se está en presencia de una relación jurídica, la prerrogativa de 
poder estatal envuelve una natural desigualdad que sirve de fundamento 
para las denominadas relaciones generales de sujeción. Advierte enseguida, 
que las relaciones entabladas con el poder público no son idénticas, pues 
existen supuestos en que la dependencia se acentúa debido a nexos más 
próximos que algunos individuos traban con las administraciones públicas, 
que restringen aún más la libertad de los ciudadanos308. Sobre el particular, 
comenta Gallego Anabitarte:  
 
Esa relación de dependencia, ese estado de libertad restringida, esa 
imposibilidad de establecer con anterioridad la extensión y el contenido 
de las prestaciones, la sustitución del acto administrativo por la 
instrucción, el hecho de que el individuo tiene que obedecer órdenes, 
las cuales no tienen su origen directamente en la Ley, sino en el 
derecho, creado por la Ley para ordenar, serán notas esenciales con 
las que la doctrina caracterizará el concepto de relaciones especiales 
de sujeción309. 
 
Se atribuye a la Escuela germana de Derecho público y el positivismo jurídico  
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liderado  por  Laband  y  Otto  Mayer,  la  elaboración  de  esta  teoría  que 
nace  en  un  Estado  autoritario  que  despliega  su  dominio  a  través  del 
principio  monárquico,  en  cuanto  el  poder  está  concentrado  en  el  Rey,  
y  por  lo  mismo,  marca  “las  relaciones  entre  el  Estado  y  sus 
funcionarios y estamento militar, con discrecionalidad absoluta del Monarca y 
en cuyo ámbito la teoría bajo estudio (…), explicaba esa relación de 
subordinación y justificaba la discrecionalidad (…), no regía el Derecho dada 
la teoría de la impermeabilidad (…) la ley se entendía en sentido formal y no 
material”310.  
 
Obediencia, fidelidad y lealtad de los súbditos al Soberano, son las 
condiciones que moldean a estas especiales relaciones que en materia de 
potestad disciplinaria, anteponen en su inicio la arbitrariedad a toda clase de 
garantías constitucionales, materiales y procedimentales, situación que en el 
Estado liberal, social e intervencionista, cambia al quedar el funcionario 
sometido a la Administración Pública, y luego en el actual Estado 
constitucional alemán, español y colombiano, la figura continúa vigente y solo 
en virtud de ley anterior puede limitar derechos fundamentales de los 
funcionarios311. De esta manera se supera aquél ámbito interno, despótico y 
carente de regulación jurídica, que pertenecía al Monarca y no permitía la 
intromisión de la ley en sentido material. 
 
Un segundo principio que caracteriza a la Monarquía constitucional es el 
democrático, el cual determina “el surgimiento de unas relaciones generales 
de sujeción entre la sociedad y el Estado en cabeza de los parlamentos, con 
vinculación negativa a Derecho, siendo la ley regla de derecho vinculante; es 
decir,  entendida en sentido material, con autonomía amplia y en cuyo ámbito  
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no se hablaba de súbdito, sino de ciudadano (pueblo – sociedad)”312 modelo 
que luego del derrumbamiento económico y militar de Alemania en la Primera 
guerra mundial, es sustituido por el Estado social e intervencionista, que 
adviene con la Ley de reforma constitucional de octubre 28 de 1918 o 
Constitución de Weimar, sistema político que de igual manera se funda en el 
principio democrático, pero desplaza al autoritarismo monárquico y su lugar 
es ocupado por el parlamentarismo.  
 
Se destacan en la Constitución de Weimar normas hoy elementales pero 
para la época innovadoras sobre el nombramiento de funcionarios, sus 
derechos adquiridos, el principio de legalidad sancionadora, el procedimiento 
disciplinario como garantía supralegal; es decir, el derecho del funcionario a 
no ser removido salvo por expediente disciplinario; la consagración de un 
catálogo de sanciones: suspensión, desvinculación, traslado, los recursos o 
medios de impugnación o revisión, el principio de favorabilidad, el derecho de 
defensa, la tutela judicial efectiva, la publicidad del procedimiento y su 
libertad política, ideológica y de asociación313.  
 
Este conjunto de reglas explícitas en la Carta de Weimar, libera al 
funcionariado de su lamentable status subjectionis de la Monarquía 
constitucional y da paso al posicionamiento de un status personae del 
funcionario, condición que incide de manera directa en la consolidación de 
las relaciones especiales de sujeción, a pesar que la categoría permaneciera 
exenta de la garantía de reserva de ley y la potestad disciplinaria continuara 
bajo el principio de discrecionalidad de la Administración. Precisamente, una 
de las críticas que se formula a la Constitución de Weimar es haber dejado al 
legislador la regulación de los derechos fundamentales sin límite de contenido. 
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Las nuevas condiciones de aquél Estado de derecho permiten la continuidad 
de aspectos no cobijados jurídicamente y entonces se habla de espacios 
libres de Derecho, que identifican la teoría clásica de las relaciones 
especiales de sujeción, en donde el detentador del poder actúa como juez, 
parte y legislador314, en contraposición a las denominadas relaciones 
generales de sujeción, caracterizadas por constituir relaciones obligacionales, 
de carácter jurídico, reguladas por la ley como definidora de las conductas 
delictivas, donde el juzgamiento corresponde a un juez independiente. 
 
Para intervenir al individuo, si nos encontrábamos frente a las 
relaciones especiales de sujeción, bastaba que se quebrantase a la 
obediencia y fidelidad debidas al Estado; mientras que para intervenir al 
individuo, si nos encontrábamos en el ámbito de las relaciones 
generales de sujeción, necesariamente debía producirse una 
interferencia de un derecho, es decir, que se lesionara o se pusiera en 
peligro lo que hoy se denomina un bien jurídico tutelado, que es la 
esencia del injusto en materia penal. Allí comienzan las grandes 
diferencias315.  
 
La democracia instaurada en la República Federal de Weimar, es demolida 
por  el  Partido  nacionalsocialista  alemán  de  los  trabajadores,  cuando  en 
1933 llega al poder y dicta la Ley de plenos poderes para instaurar el Tercer 
Reich, período que se caracteriza por su autoritarismo monopartidista, la 
barbarie y el desprecio de los derechos humanos. Durante este régimen que 
perdura hasta la derrota militar y ocupación de Alemania en 1945, los 
funcionarios tienen que jurar obediencia y lealtad total al Führer, 
sometimiento que desemboca en “unas relaciones intensas, absolutas y 
radicales  de sujeción especial, alejadas de los derechos fundamentales (…),  
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régimen arbitrario y con una Administración Pública subordinada a los 
intereses del partido”316.  
 
Aniquilado el nacionalsocialismo tras la derrota política, militar y económica 
del eje tripartito Berlín-Roma-Tokio en la Segunda guerra mundial, reviven en 
Alemania los derechos fundamentales317 con la Ley fundamental de Bonn, al 
quedar consagrados en su texto principios como la vida e integridad física, la 
dignidad del hombre, el libre despliegue de la personalidad, la libertad de la 
persona, de culto, de conciencia, de ideología, de prensa, de asociación, 
entre otros. 
 
De igual forma, esta Ley consagra en su artículo 33 importantes 
determinaciones para el ejercicio de la función pública al prever el principio 
de igualdad que los alemanes tienen para acceder a su desempeño, en la 
medida de su idoneidad, capacidad y rendimiento profesional. Al unísono, 
establece el marco constitucional de las relaciones especiales de sujeción, al 
determinar que el ejercicio de competencias soberanas se confiará en 
general a funcionarios públicos que se hallen en una especial relación 
jurídico-pública de servicio y lealtad318.  
 
Forero Salcedo precisa en su obra, que durante la Monarquía constitucional 
las relaciones especiales de sujeción, en cuanto a la actividad de la 
Administración Pública, no participan de las exigencias actuales de la reserva 
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de ley y control judicial, y desde este punto de vista en el siglo XIX los 
derechos fundamentales se hallan sometidos al imperio de la ley, 
condiciones que se mantienen con la Constitución de Weimar e incluso 
después de la promulgación de la Ley fundamental de Bonn, pero en la 
segunda mitad del siglo XX, especialmente con la jurisprudencia del Tribunal 
constitucional federal de 1972, son los derechos fundamentales los que 
determinan el contenido de la ley, y la teoría de las relaciones especiales de 
sujeción adquiere una naturaleza garantista, gracias a que experimenta 
avances sustanciales que le permiten adaptarse a la nueva realidad del 
Estado constitucional, donde no es posible que la actuación administrativa 
quede al margen del mandato legal319.  
 
Por lo tanto, la estructura de este nuevo Estado constitucional, se edifica 
básicamente en el respeto inconmensurable de los derechos fundamentales 
de todas las personas por parte de los poderes públicos, situación que frente 
a quienes se encuentran en una relación de sujeción especial, genera una 
tensión constitucional debido a la limitación de algunos de esos derechos 
cuando se compara el disfrute de los mismos por parte de los ciudadanos del 
común cobijados por relaciones generales de sujeción.  
 
El dilema lo explica López Benítez desde la perspectiva del Derecho 
disciplinario español, disquisición que al analizar la manera como se registra 
el tema en nuestro Estado social de derecho, se ajusta enteramente a lo 
normado en la Constitución Política de Colombia de 1991. Dice el tratadista: 
 
La teoría de los derechos fundamentales reclama valor también en el 
marco de las relaciones especiales de sujeción. Sin embargo, en 
algunos casos la Constitución diseña límites específicos para la 
vigencia de determinados derechos en el seno de una relación especial 
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de sujeción. En otros, funcionan los límites generales que se diseñan 
para cada derecho, pero interpretado conforme a los fines de cada 
relación. 
 
En cualquier caso, el juego de los derechos fundamentales en las 
relaciones especiales de sujeción solo puede ser determinado 
casuísticamente (derecho por derecho y relación por relación). 
Finalmente, es signo característico de algunas relaciones especiales de 
sujeción la exigencia de determinados plus de moralidad o de honor, 
circunstancia esta que adquiere una extraordinaria importancia en 
relación con el Derecho disciplinario320.  
 
En el estudio que realiza Forero Salcedo sobre los preceptos de la 
Constitución Política de 1991 como de la ley colombiana, en los que se 
aprecia la tensión constitucional que se presenta en la aplicación de la 
potestad disciplinaria como principio de autoridad y dignidad humana 
enmarcada en el principio de libertad, se visualiza la existencia de normas de 
rango superior que establecen limitaciones generales para el goce o 
aprovechamiento de los derechos fundamentales que las mismas consagran, 
por cuanto están concebidas para que toda persona pueda disfrutarlos, y en 
ese sentido permiten dar cabida a las relaciones generales de sujeción. De 
igual manera, se aprecian disposiciones de la Carta Política y de estatutos 
disciplinarios consagrados en la ley, que registran limitaciones especiales de 
los derechos y libertades de quienes se hallan en una relación de sujeción 
especial.  
 
Entre las disposiciones que acompañan el análisis en referencia, se cita el 
precepto señalado en el artículo 16 superior, el cual constituye fiel expresión 
de las relaciones generales de sujeción, toda vez que establece un límite o 
alcance general de libertad, al garantizar a todas las personas el derecho al 
libre  desarrollo de su personalidad sin más limitaciones que las que imponen  
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los derechos de los demás y el orden jurídico.  
 
Junto a esta máxima constitucional se ubica en igualdad de importancia el 
artículo 86 superior que consagra la acción de tutela como mecanismo 
dispuesto por la Carta Política para proteger los derechos fundamentales de 
todas las personas, quienes podrán reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 
mismas o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de tales 
derechos constitucionales cuando estos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
 
En el mismo nivel se proyecta el artículo 20 constitucional, al garantizar a 
toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, 
de informar y recibir información veraz e imparcial, y de fundar medios 
masivos de comunicación. El límite especial a este derecho fundamental, lo 
determina la Ley 734 de 2002 en el artículo 35 numeral 34 al prohibir a los 
servidores públicos, que proporcionen noticias o informes sobre asuntos de 
la administración cuando no estén facultados para hacerlo. 
 
Por su parte, el artículo 25 superior expresa una relación de sujeción general 
al establecer que el trabajo como derecho y obligación social, goza de la 
especial protección del Estado y toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas. Como límites específicos, la Ley 734 de 2002 
prohíbe a los servidores públicos en el artículo 35 numeral 14, desempeñar 
simultáneamente más de un empleo público o recibir más de una asignación 
que provenga del erario; así mismo en el numeral 27 limita su ejercicio en la 
actividad de la docencia al número de horas permitido por la ley, mientras 
que el artículo 48 numeral 17 prevé como falta gravísima el actuar u omitir 
cuando existan causales de incompatibilidad, inhabilidad y conflicto de 
intereses, previstas en la Constitución y en la ley. 
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Así mismo, dice el artículo 39 de la Carta, que los trabajadores y 
empleadores tienen derecho a constituir sindicatos o asociaciones, sin 
intervención del Estado. Somete su estructura interna y funcionamiento al 
orden legal y los principios democráticos. La misma norma establece como 
limitación específica, la negación del derecho de asociación sindical a los 
miembros de la Fuerza Pública.  
 
Entretanto, el artículo 40 Superior de forma genérica concede a todo 
ciudadano el derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del 
poder político. En contraste, los artículos 110 y 127 de la Carta establecen 
límites específicos al prohibir a los empleados del Estado que laboren en la 
rama judicial, en los órganos electorales, de control y de seguridad, participar 
en actividades de los partidos y movimientos políticos, sin perjuicio de ejercer 
su derecho al sufragio. Limitación que se torna más severa para la fuerza 
pública en servicio activo, al estatuir el artículo 219 supralegal que sus 
miembros no pueden ser deliberantes, ni ejercer la función del sufragio, ni 
intervenir en política. Expresión legal de la Carta Fundamental constituye lo 
normado en el artículo 48 numeral 39 del NCDU, al prever como falta 
gravísima, la utilización del cargo para participar en tales actividades, sin 
perjuicio de los derechos previstos en la Constitución y la ley. 
 
Por su parte, el artículo 56 constitucional al garantizar el derecho de huelga 
salvo en los servicios públicos esenciales definidos por el legislador, conlleva 
en sí una relación general de sujeción. Para fijar un límite específico en ese 
sentido, el legislador a través del artículo 35 numeral 32 del NCDU, prohíbe a 
los servidores públicos propiciar, organizar o participar en actividades que 
perturben la actividad laboral cuando se trate de servicios públicos 
esenciales definidos por el legislador321.  
                                                             
 
321
FORERO SALCEDO, op. cit. pp. 138 - 152.  
167 
2.2.2  Fundamentos constitucionales 
 
El artículo primero de nuestra Carta Política de 1991, describe el medio en 
que operan las relaciones especiales de sujeción, al establecer que 
Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respecto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de sus asociados y en la prevalencia 
del interés general. 
 
El artículo segundo al describir como fines esenciales del Estado, los de 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general, garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución, entre otros, registra una dualidad para los sujetos de las 
relaciones especiales de sujeción en cuanto los cobija con la garantía de 
tales fines, pero a la vez, los involucra en la consecución de los mismos 
frente a la comunidad en general. 
 
El artículo cuarto al consagrar que la Constitución es norma de normas y 
señalar que es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia 
acatar sus disposiciones como las dictadas por la ley, envuelve el 
fundamento que constitucionaliza el Derecho disciplinario.  
 
Por su parte, el artículo 6 al señalar que los particulares solamente son 
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y la ley, 
encierra una relación general de sujeción. Luego, al prever que los 
servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 
en el ejercicio de sus funciones, consagra una relación especial de sujeción. 
 
Como  protección  al  ejercicio  de  los derechos de quienes desempeñan sus  
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actividades bajo la forma de relaciones de sujeción especial, el artículo 29 
consagra para éstos y para todos los asociados, una serie de garantías 
constitucionales como el debido proceso en toda actuación judicial o 
administrativa, los principios de legalidad, de juez natural, de presunción de 
inocencia, de defensa y contradicción, de impugnación y non bis in ídem. 
Consolida este bloque de garantías, la acción de tutela prevista en el artículo 
86 con la finalidad de proteger de manera inmediata los derechos 
constitucionales fundamentales de cualquier persona, cuando resulten 
vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades 
públicas. 
 
El artículo 123 al señalar que son servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios, concomitante con 
el artículo 125 que estipula que los empleos en los órganos y entidades del 
Estado son de carrera, con excepción de los de elección popular, de libre 
nombramiento y remoción, de los trabajadores oficiales y de los demás que 
establezca el legislador, delimitan la población que puede verse cobijada por 
las relaciones especiales de sujeción. Este último artículo implanta como 
motivos por los cuales los funcionarios públicos pueden ser retirados de sus 
cargos, la calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, la 
violación del régimen disciplinario y las demás causales previstas en la 
Constitución y en la ley. 
 
 
2.2.3  Fundamentos jurisprudenciales 
 
En cuanto al vínculo o relación especial de sujeción, se detectan en la 
jurisprudencia de nuestra Corte Constitucional diversos pronunciamientos. 
Así, al tratar el asunto de la subordinación que se observa entre los extremos 
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de la relación laboral que surge cuando el Estado emplea o pone a su 
servicio a una persona, señala que “en aquellos casos en los cuales existe 
una relación laboral de subordinación entre el Estado y una persona, se crea 
una relación de sujeción o supremacía especial debido a la situación 
particular en la cual se presenta el enlace entre la Administración y la aludida 
persona”322.  
 
De igual manera, sostiene la Corporación que la potestad del Estado de 
desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, se funda en su 
especial sujeción a la Administración “en razón de la relación jurídica surgida 
por la atribución de una función pública [que tiene como propósito] la 
realización efectiva de los fines esenciales del Estado social de derecho”323.  
 
Al evocar que la Administración Pública puede imponer sanciones 
disciplinarias a sus propios funcionarios, determina que esa facultad deviene 
en que aquellos “están sometidos a una especial sujeción. Con esta potestad 
disciplinaria se busca de manera general el logro de los fines del Estado y 
particularmente asegurar el cumplimiento de los principios que gobiernan el 
ejercicio de la función pública, cuales son el de igualdad, moralidad, eficacia,  
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad”324.  
 
Señala la Corte que existen tres elementos configuradores de las relaciones 
especiales de sujeción. El primero, tiene que ver con la posición de la 
Administración respecto del ciudadano o administrado; el segundo, tiene en 
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cuenta la noción de inserción del administrado en la esfera de regulación de 
la Administración; y el tercero, se refiere a los fines especiales que busca la 
mencionada regulación especial. 
 
En relación con el primer elemento, se tiene que tradicionalmente la 
Administración ha estado en una posición jerárquica superior respecto 
del administrado. Por tal razón, los órdenes jurídicos modernos 
contienen una enorme gama de principios y reglas de organización  que 
tiene por objeto evitar que la relación entre el Estado y el ciudadano 
afecte en forma ilegítima los derechos de los que éste es titular. No 
obstante, las relaciones especiales de sujeción se caracterizan 
justamente porque, se exacerba la idea de superioridad jerárquica de la 
Administración sobre el administrado, y en tal sentido, se admiten 
matices a las medidas y garantías que buscan en los Estados actuales, 
atemperar dicho desequilibrio (…). 
 
Respecto de lo segundo, cabe señalar que en las relaciones especiales 
de sujeción, el administrado se inserta de manera radical a la esfera 
organizativa de la Administración (…). La consecuencia pues, de dicha 
inserción o acercamiento del administrado a las regulaciones más 
próximas de la organización de la Administración, implica el 
sometimiento a un régimen jurídico especial y más estricto, respecto de 
aquél que cobija a quienes no están vinculados por dichas relaciones 
especiales. 
 
El tercer elemento se refiere a los fines constitucionales que deben 
sustentar las relaciones especiales de sujeción, para poder autorizar un 
sometimiento jurídico especial y estricto del administrado (…)325.  
 
 
2.2.4  Definición 
 
Múltiples acepciones de las relaciones especiales de sujeción se encuentran 
en la doctrina y la jurisprudencia, como consecuencia de la controversia que 
la tesis ha generado desde su propia denominación. Así lo hace notar 
Castillo Blanco, al citar como ejemplos a “E. Forsthoff (Relaciones especiales 
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de poder), Romano y García de Enterría (Relaciones de supremacía 
especial), Gallego Anabitarte (Relaciones especiales de sujeción), Michavila 
(Relaciones intensas de sujeción), Castillo Blanco (Relaciones de sujeción 
especialmente intensas) …”326.  
 
En nuestro medio, Gómez Pavajeau las define de la siguiente manera: 
 
Son unos vínculos especialmente estrechos entre una persona y el 
Estado, y que implicaron, en una época, que el individuo quedara a 
merced del poder; es decir, prácticamente el individuo no tenía o 
entregaba todos sus derechos y el Estado podía hacer con él lo que a 
bien tuviere en cuanto a su relación laboral. Es un vínculo estrecho que 
hoy todavía subsiste y seguirá subsistiendo, sólo que no con el 
contenido de arbitrariedad que tuvo en épocas pasadas327.  
 
Por su parte, Forero Salcedo realiza sobre la materia la investigación más 
importante en Colombia, estudio que además comprende un análisis del 
tema en el Derecho disciplinario español y le permite definir las relaciones 
especiales de sujeción como: 
 
Aquellos nexos o vínculos estrechos, duraderos y efectivos que existen 
entre la Administración Pública y los servidores estatales (…) dada su 
acentuada dependencia respecto de la misma; y en tanto relaciones 
jurídicas, flexibles, funcionales, juridificadas y constitucionalizadas 
facultan a aquella en el marco de un Estado Constitucional, social y 
Democrático de Derecho, para exigirles el cumplimiento de sus deberes 
funcionales y demandarles en caso de infracción pero previa garantía 
de un debido proceso, la responsabilidad que su calidad conlleva, por 
inobservancia de los valores y principios derivados de la ética del 
servicio público, en aras de garantizar un fin preciso: la efectividad y 
excelencia de la Administración. 
 
En contrapartida, otorgan a estos colectivos por el estatus especial en que 
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los ubica, la posibilidad de tutelar el ejercicio de sus derechos e 
intereses legítimos, acorde con unas claras reglas de juego estipuladas 
en el Derecho disciplinario, sin duda su exteriorización más radical, que 
al tener una naturaleza autónoma, busca de una parte, prevenir, 
regular, controlar y sancionar el injusto disciplinario y de otra, conciliar 
la tención constitucional generada en la dinámica y vicisitudes de la 
función pública, entre la potestad disciplinaria, como manifestación 
inequívoca de la categoría dogmática en comento, y el respecto 
escrupuloso de sus derechos y libertades fundamentales, en cuanto 
solamente pueden ser limitados conforme a los siguientes requisitos: 
necesariedad, razonabilidad, proporcionalidad y autorización expresa 
de la Constitución  o la ley en acatamiento de la garantía de reserva de 
ley por el principio de legalidad328.  
 
 
2.3  NATURALEZA DEL DERECHO DISCIPLINARIO  
 
 
2.3.1  Generalidades 
 
El acontecer histórico del Derecho disciplinario, revela que en su trayectoria 
al menos tres escuelas: la penalista, la administrativista y la civilista, 
reclaman como suya tal naturaleza, de las cuales subsisten en esa discusión 
las dos primeras.  
 
Revelador avance sobre el tema se efectuó en el primer capítulo, a lo cual se 
agrega que la evolución del Derecho disciplinario aparece ligada a la manera 
como en el Estado - en sus diferentes formas - han sucedido las relaciones 
de servicio con sus colaboradores, desarrollo en el que se observan las 
corrientes de pensamiento ut supra.  
 
Como punto común de su inicio, estas escuelas comparten una fase de 
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arbitrariedad en la que rige la figura de la discrecionalidad329 fundada en los 
principios de conveniencia y oportunidad, época que corresponde al “derecho 
administrativo sancionador clásico”330 donde según Riveró “durante mucho 
tiempo la administración era dueña de sus actos, los cuales no 
necesariamente se encontraban insertados en el marco de la legalidad”331. 
Impera por lo tanto, la voluntad de los príncipes como dueños o detentadores 
del  poder,  con  total  desconocimiento  de  los  derechos  del  funcionariado  
y  del  estamento  militar.  “Teóricamente,  ningún  esfuerzo  de  
sistematización  había  que  realizar  en  el  ámbito  del  Derecho  
disciplinario,  puesto  que  lo  ilícito  y  la  sanción,  como  también  el  
procedimiento,  eran  expresión  del  ejercicio  discrecional  de  la  voluntad  
estatal”332. 
 
Al ocurrir la Revolución Francesa de 1789, en Europa se propaga el Estado 
liberal, pero a mediados del siglo XIX ante el decaimiento de esta institución, 
la monarquía regresa al poder sin que aquél retorno signifique la vuelta al 
Estado absolutista. Al interior de su estructura junto a los monarcas se 
acomoda el funcionariado incluido el ejército, y en el otro lado el pueblo 
organizado políticamente.  
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La vigencia de aquella discrecionalidad que conlleva a la arbitrariedad, 
aparece en obras como la de Sayagués Lazo, quien toma como referente la 
obligación de la Administración de asegurar el correcto funcionamiento de los 
servicios a su cargo, y para conseguirlo plantea que es necesario exigirle a 
los funcionarios el cumplimiento estricto de sus deberes y eventualmente 
sancionar a quienes cometan faltas. “Dentro del régimen estatutario que 
regula la función pública, ese poder jurídico es de principio. (…) Con este 
punto de partida la consecuencia lógica es la discrecionalidad en el ejercicio 
de los poderes disciplinarios”333. Luego, dice: “De ahí que proceda aplicar 
sanciones por cualesquiera faltas a los deberes funcionales, sin necesidad 
que el hecho esté previamente tipificado como punible”334  
 
No obstante, comenta Gómez Pavajeau, sorprende como este autor en 
medio del esquema de arbitrariedad, introduce como requisitos mínimos o 
limitantes a la imposición de sanciones: “el principio del ‘acto’ que impide el 
castigo de los meros pensamientos, intenciones y decisiones de voluntad sin 
trasuntar al mundo exterior, y patrocina el surgimiento del principio de 
‘culpabilidad’ en sus modalidades de dolo avalorado y culpa”335 y precisa que 
Sayagués Lazo al emplear la expresión “intención”, intuye como culpabilidad 
el vínculo psíquico entre sujeto, querer y resultado, es decir una culpabilidad 
psicológica. 
 
Es característica de la fase de arbitrariedad, la determinación de las 
obligaciones por medio del reglamento “instrumento de la administración a 
través del cual se manifiesta su voluntad con carácter vinculante respecto de 
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los administrados, implicando ello que la estructura de la falta disciplinaria y 
de la responsabilidad fueran definidas por el gobernante”336. 
 
En el Estado Constitucional de Derecho, la fase de arbitrariedad muta 
parcialmente porque, si bien es cierto, se implanta el principio de legalidad 
como garantía en el juzgamiento de quienes cometan actos ilícitos, ésta solo 
opera en las causas que se adelanten contra los miembros del Parlamento, 
el pueblo y la sociedad, más no para el funcionariado al servicio del Monarca, 
estamento real que amparándose en la teoría de la impermeabilidad con el 
fin de excluir su comportamiento arbitrario de los mandatos de la ley en 
sentido material, sigue rigiéndose por los principios de conveniencia y 
oportunidad.  
 
Salvo el status subjectionis que caracteriza el condicionamiento del 
funcionariado en la Monarquía constitucional, el carácter normativo generado 
en el consabido Estado, consolida la pervivencia de los derechos 
fundamentales, logro que reafirma la protección de las garantías individuales 
en el desempeño de las variadas actividades cumplidas, en este caso, por 
quienes participan en el ejercicio de la Administración Pública. Al unísono se 
avanza en el ordenamiento de la dispersa normatividad penal, civil y 
administrativa, entre otras, en obras como el Código de Prusia de 1794, sin 
que figure una legislación propia del Derecho disciplinario. Por lo general, se 
asocia entonces la falta con el ilícito, y en consecuencia se somete el 
juzgamiento de las conductas listadas como sancionables disciplinariamente, 
a las disposiciones de contenido penal. 
 
El tema de la naturaleza del Derecho disciplinario, al igual que los 
pertenecientes a su proceso de sistematización, es un asunto de notable 
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controversia propiciada esencialmente por los defensores de las tesis 
penalista y administrativista, las cuales transitan de manera paralela y en 
ocasiones la polémica se torna confusa debido a la disparidad en la 
terminología utilizada. 
 
Sin ignorar la importancia de los hechos relacionados con esta parte de la 
investigación, se mencionan por su notoriedad en medio de la amplia 
discusión, el pronunciamiento del Tribunal Supremo Administrativo de Prusia 
de 1912, donde afirma que el “objetivo del Derecho penal ordinario es el 
mantenimiento del orden jurídico; [y el] objetivo del procedimiento 
disciplinario es la educación del funcionariado para que conserve su pureza y 
capacidad de acción”337.  
 
La decisión sirve de fundamento para que Goldschmidt presente en las 
primeras décadas del siglo XX “la teoría del Derecho Penal Administrativo, 
como fórmula para distinguir ontológicamente el ilícito penal del 
administrativo”338, tesis que comparte Merkl, quien asevera que “también 
entra dentro de esta categoría el derecho penal disciplinario contra los 
funcionarios públicos”339.  
 
Más explícito resulta el argumento de Spiegel, al afirmar “que no todo 
derecho penal es derecho criminal, puesto que éste emplea el castigo ‘contra 
el ataque (…) a determinados bienes jurídicos’, pero también la pena se 
aplica  en  los  campos  gubernativos,  fiscales,  disciplinarios,  etc.,  de  lo 
cual  nace  el  derecho  penal  administrativo,  constituyéndose  en  uno  de  los  
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RODRÍGUEZ, op. cit. p. 29. 
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MERKL, op. cit. p. 349.  
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capítulos más importantes del derecho administrativo”340.  
 
Con posterioridad, Manuel María Díez se compenetra con la iniciativa de 
Goldschmidt y Merkl, al estudiar el tema de la potestad sancionadora de la 
administración, acerca de la cual afirma que “se subdivide en potestad 
disciplinaria y potestad correctiva. [La primera] es interna de la administración 
y se aplica a todos los agentes de ésta. Su objeto (…) es sancionar las 
infracciones de los agentes de la administración por acciones u omisiones en 
el ejercicio de sus funciones”341, mientras que “la potestad sancionadora 
correctiva, es externa de la administración, y comprende todas las personas, 
sean o no agentes de la administración”342. 
 
 
2.3.2  En Colombia 
 
En nuestro medio, con la exposición de diferentes teorías, la jurisprudencia y 
la doctrina nacional muestran avances interesantes en el estudio del tema, y 
predomina la tesis que constitucionalmente independiza la acción penal de la 
disciplinaria, posición que ejerce influencia definitiva en la regulación 
normativa de la materia.  
 
En efecto, el Decreto Legislativo 3665 de 1950 “por el cual se dictan normas 
encaminadas al mejoramiento de la administración de justicia” señala en el 
artículo segundo que “sin perjuicio de la correspondiente acción penal, 
cuando a ella hubiere lugar, o de lo que establezcan al respecto 
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SPIEGEL, Ludwig. Derecho Administrativo. Barcelona y Buenos Aires: Labor, 1933. pp. 
136 - 138. Cfr. GÓMEZ PAVAJEAU, Dogmática del Derecho Disciplinario, ob. cit. p. 53. 
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DÍEZ, op. cit. p. 241. 
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Ibíd. p. 242. 
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disposiciones especiales, son causales para la imposición de sanción 
disciplinaria” (…)”343 la embriaguez, los juegos prohibidos, el incumplimiento 
en el pago de deudas, la omisión o retardo injustificado en el despacho de 
los asuntos a su cargo, la inasistencia laboral, entre otras.  
 
Según  un  fallo  de  1991  del  Consejo  de  Estado,  la  importancia  de  este 
Decreto  junto  con  el  artículo  9  de  la  Ley  69  de  1945344  “por  la  cual 
se  desarrolla  el  artículo  40  de  la  Constitución  Nacional,  sobre  el 
ejercicio  de  la  abogacía”  consiste  en  reconocerle  independencia  a  la 
acción  disciplinaria  respecto  de  la  acción  penal,  de  manera  que  la  falta 
cometida  por  un  servidor  público  puede  dar  lugar  a  que  se  le  adelante 
un proceso disciplinario sin perjuicio del proceso penal que surja de la 
misma345.  
 
Es  cierto  que  el  Decreto  en  mención  concibe  de  igual  naturaleza  al 
Derecho disciplinario y al Derecho penal, pero dispone la aplicación de la 
analogía a partir de notables diferencias que aprecia entre estas dos 
vertientes jurídicas, y de esta manera declara que el fin de aquél “es corregir 
a sus funcionarios en el caso de que infrinjan los deberes y obligaciones que 
su reglamento profesional les impone”, a diferencia del Derecho penal, donde 
rige “la legalidad de la infracción”  en  virtud  del  principio  nullum  crimen  sine  
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DIARIO OFICIAL No. 27490. Bogotá, 1950. p. 857. 
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Dice este artículo 9: “Los mismos Tribunales mediante el procedimiento señalado en el 
artículo anterior, castigarán de oficio o a solicitud de parte interesada las faltas graves 
cometidas por los abogados en ejercicio de la profesión, con penas de multa de cien mil 
cometidas por los abogados en ejercicio de la profesión, con penas de multa de cien mil 
pesos, con la suspensión del derecho de ejercer por un lapso hasta de dos años y con la 
cancelación de la matrícula, sin perjuicio de la acción penal en los casos de la ley”. DIARIO 
OFICIAL No. 26019. Bogotá, 1945. p. 834. 
 
345
CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 
Sentencia de noviembre 12 de 1991, expediente 4166. M.P. Dolly Pedraza Arenas. Cfr. 





Entretanto, la Corte Suprema de Justicia desde muy temprano se opone a la 
teoría de la identidad del Derecho penal con el Derecho disciplinario de los 
funcionarios judiciales347, apreciación que ratifica en un nuevo veredicto al 
aseverar que “la jurisdicción disciplinaria, aunque de índole penal en cuanto 
aplica sanciones, es de naturaleza administrativa”348 Posteriormente, en 
decisión de mayo 29 de 1970, la Corte orienta sus decisiones hacia la tesis 
de un Derecho penal disciplinario aplicable a los abogados y servidores 
públicos, como parte de un Derecho penal administrativo349.  
 
En el mismo sentido se pronuncia Díez al retomar el debate que genera el 
Tercer Congreso de Derecho Comparado de Londres, cuando manifiesta que 
no comparte la conclusión de catalogar de equivalente condición al Derecho 
penal y el Derecho disciplinario y sostiene que “el derecho penal se propone 
(…) reprimir y prevenir la delincuencia mediante penas (…). El derecho penal 
disciplinario se limita a mantener a los funcionarios en su dependencia 
jerárquica, mediante sanciones que si bien asumen la índole de las penas, 
tienen simplemente un carácter correctivo”350.  
 
Al  admitir  que  el Derecho penal disciplinario es un “conjunto de normas que  
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SARASTY MONTENEGRO, Domingo. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 




CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Plena. Sentencia de junio 6 de 1958. M.P. 
Benjamín Iragorri Díaz. Cfr. Ibíd. p. 76. 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Plena. Decisión de febrero 27 de 1964. M.P. José 
Joaquín Rodríguez. Cfr. Ibíd. p. 76. 
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SARASTY MONTENEGRO, Domingo. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
Rama Penal. T. IV. Ed. Horizontes, 1971. pp. 397 - 399. Cfr. Ibíd. p. 77. 
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DIEZ, op. cit. pp. 325 - 326. 
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asocian las infracciones de naturaleza administrativa, en que interviene la 
potestad jerárquica, con una sanción que reviste el carácter de pena”351, Díez 
entiende que esta clase de Derecho “forma, de acuerdo con la doctrina 
moderna, parte del derecho administrativo y en consecuencia, el 
ordenamiento disciplinario debe separarse claramente del derecho penal 
propiamente dicho”352.  
 
Como  se  observa  en la transcripción ut supra de apartes de la sentencia de  
febrero 27 de 1964 de la Corte Suprema de Justicia, las reflexiones de Díez 
son acogidas en el ordenamiento jurídico colombiano, postura que ratifica la 
Corte en siguientes pronunciamientos al considerar que el Derecho 
disciplinario es de naturaleza administrativa.  
 
De igual manera, aquella influencia también se aprecia en la doctrina 
nacional, como sucede con Reyes Echandía al postular que “el Derecho 
Disciplinario regula las relaciones de subordinación y dependencia entre 
ciertas entidades y las personas a ellas vinculadas (…). El derecho penal 
disciplinario entra a actuar cuando han sido violadas aquellas normas que 
prevén para tal caso la imposición de una sanción”353  
 
Por  la  misma  época,  la  Corte  Suprema  de  Justicia  dicta  una  sentencia 
sobre  el  ius  puniendi,  con  la  cual,  le  suma  una  nueva  propuesta  a  la 
discusión  sobre  la  naturaleza  y  autonomía  del  Derecho  disciplinario  al 
declarar  que  el  Derecho  sancionador  como  género  absorbe  cinco 
especies:  “el  derecho  penal  delictivo  (reato),  el  derecho  contravencional, 
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REYES ECHANDÍA, Alfonso. Derecho penal: parte general. 7ª, ed. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 1980. p. 29. 
181 
el derecho disciplinario, el derecho correccional y el derecho de punición por 
indignidad política (impeachment)”, a las que son aplicables las garantías 
constitucionales y las señaladas en la legislación penal sustantiva y procesal, 
en cuanto se trata del Derecho de mayor ámbito punitivo: principios de 
legalidad, juez natural, prohibición de la reformatio in pejus, non bis in ídem, 
favorabilidad, debido proceso y derecho de defensa354.  
 
En la década del 80, Gustavo Humberto Rodríguez escribe que existe un 
Derecho disciplinario de naturaleza administrativa-punitiva, distinto del 
Derecho penal, en cuanto la finalidad de éste es la de tutelar el bien jurídico 
básico de la libertad, mantener el orden jurídico social o general, a diferencia 
del Derecho disciplinario administrativo cuyo objeto es conservar el orden 
jurídico administrativo y se encuentra “vinculado con el trabajo de los 
empleados públicos, y vela por la disciplina administrativa, por el buen 
crédito de la Administración Pública y por la eficacia de los servicios 
públicos”355. 
 
Blinda su convicción con pronunciamientos del máximo tribunal de la 
jurisdicción contencioso administrativa, Corporación que señala: 
 
En el caso del régimen disciplinario, su objeto o el interés que protege, 
es el del propio servicio público; se lesiona ese interés por comisión de 
simples faltas contra el servicio, aunque en algunos casos graves 
pueden esas faltas, a la vez, configurar delitos; el procedimiento para 
investigarlas y sancionarlas es puramente administrativo, interno de la 
administración, no jurisdiccional, y las sanciones aplicables no tienen 
carácter penal356. 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Plena. Sentencia 51 de abril 14 de 1983. M.P. 
Manuel Gaona Cruz. 
 
355
RODRÍGUEZ, op. cit. p. 20. 
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CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de septiembre 15 de 
1975. C.P. Luis Carlos Sáchica. Cfr. Ibíd. p. 21. 
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En los siguientes apartes de su obra, Rodríguez sostiene que el Derecho 
administrativo disciplinario tiene una doble naturaleza: administrativa y 
sancionadora, siendo autónomo únicamente respecto del Derecho penal. 
Explica su planteamiento, bajo el entendido que el Derecho administrativo 
disciplinario forma parte del Derecho administrativo general, al verificar que 
administrativas son sus normas positivas, las faltas, el procedimiento y las 
sanciones. “Y si el Administrativo es también sancionador, como toda rama 
del Derecho, las penas que aplica el Disciplinario también obedecen a los 
principios y al sistema propios del Administrativo (…). Decimos, entonces, 
que el Administrativo Disciplinario es un Administrativo especial, y autónomo 
frente al penal”357.  
 
Sin desconocer que en ocasiones el proceso disciplinario toma del proceso 
penal algunos de sus institutos como la imputabilidad, el derecho a la 
defensa, a la representación, o el principio de congruencia entre la falta y la 
sanción, lamenta que en buena parte de la legislación colombiana, se 
autoriza por costumbre llenar los vacíos del procedimiento disciplinario, en 




Apartándose  de  esta  tendencia,  Younes  Moreno  advierte  que  la 
“pretensión  de  ubicar  el  régimen  disciplinario  de  los  empleados  públicos 
en  el  campo  del  derecho  administrativo,  y  no  en  el  del  penal,  viene 
abriéndose  paso  en  nuestras  instituciones  desde  la  expedición  del 
decreto  937  de  1976”359  que  en  su  momento  se  dictó  para  regular  el 
estatuto de personal de los empleados de la Contraloría General de la 
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YOUNES MORENO, Diego. Derecho Administrativo Laboral. 5a. ed. Santa Fé de Bogotá: 
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183 
República360. El direccionamiento enunciado lo confirma la Ley 13 de 1984361 
y su Decreto Reglamentario 482 de 1985 sobre régimen disciplinario 
aplicable a los empleados de la Rama Ejecutiva, al establecer en sus 
artículos primero y segundo, respectivamente, que “la interpretación de sus 
normas  se  hará  con  referencia al derecho administrativo, con preferencia a  
cualquier otro ordenamiento jurídico"362.  
 
El Consejo de Estado defiende esta concepción, al abogar por la naturaleza 
administrativa del Derecho disciplinario en oposición a toda influencia 
proveniente del Derecho penal. Así lo determina en una de sus decisiones 
enfocadas a diferenciar el Derecho penal administrativo del Derecho 
disciplinario administrativo. Señala que aquél nace como consecuencia del 
intervencionismo del Estado, se dirige a los particulares que quebranten esa 
fuerza participativa estatal y “se nutre del derecho penal, por una parte, más 
igualmente del derecho administrativo, ya que aplica sanciones por un lado, 
pero ellas son impuestas por órganos que pertenecen a la rama 
administrativa del poder público, por el otro”363. Como contravenciones 
administrativas propias de su conocimiento enumera las instituidas en 
materia monetaria, cambiaria, tributaria, sindicatos, de salud, etc. Luego, 
dice:  
 
En cambio, el derecho disciplinario –que también es administrativo- (…) 
comprende normas jurídicas que tienen como causa el vínculo que une 
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En efecto, el parágrafo del artículo 31 de la norma en mención dice: “El régimen 
disciplinario previsto en este Decreto no es de naturaleza penal, sino administrativa, y los 
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CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 
Sentencia de abril 13 de 1988, expediente 276. M.P. Álvaro Lecompte Luna. 
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al  Estado  con  sus  funcionarios  y  empleados,  determinando  sus 
derechos  y  deberes  igual  que  sus  faltas,  señalando  cuándo,  
cómo,  por  cuál  autoridad  y  bajo  qué  requisitos  son  sancionables. 
Es  claro  entonces  que  el  sujeto  pasivo  del  derecho  disciplinario 
administrativo  siempre  será  un  funcionario  o  empleado  público  
(…). 
 
El derecho disciplinario administrativo no se ciñe a los moldes 
tradicionales que informan el derecho penal general o común porque su 
mira va dirigida a la moralidad y a la eficiencia del buen servicio público, 
entendido como una institución (…). Es más de inspiración social y 
estructural que individual y de allí que no puedan ser elementos suyos 
los atinentes a la tipicidad, la imputabilidad, la culpabilidad, etc., con el 
rigor  con  que  son analizados como si se tratase de una cuestión penal  
strictu sensu364.  
 
De todas maneras, advierte sobre la distinción filosófica que observa entre el 
Derecho disciplinario en sí considerado aplicable a los servidores públicos, y 
el Derecho penal propiamente dicho: “las sanciones disciplinarias son 
correctivas, en ningún caso represivas o depurativas como lo son las del 
derecho penal clásico” pese a que ambos participan de características 
comunes365.  
 
Por su parte, la Corte Constitucional en una de sus primeras sentencias de 
tutela, a través de la cual ampara el derecho al trabajo de un educador, 
manifiesta acerca de la naturaleza del Derecho Disciplinario, que “este tipo 
de responsabilidad ha dado lugar a la formación de una rama del derecho 
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CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 
Sentencia 445 de abril 8 de 1991, expediente 1225. M.P. Álvaro Lecompte Luna. Cfr. 
VELÁSQUEZ GÓMEZ, op. cit., p. 16. 
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administrativo llamada derecho administrativo disciplinario”366. Sin embargo, 
a renglón seguido dice que “un amplio sector de la doctrina, si bien admite la 
diferenciación entre la responsabilidad civil, penal y disciplinaria, encuentra 
que la sanción disciplinaria debe sujetarse a los principios y garantías 
propias del derecho penal”367, argumento que la conduce a establecer que 
“según esta interpretación, el derecho disciplinario es una modalidad del 
derecho penal, y en su aplicación deben observarse las mismas garantías y   
los mismos principios que informan el derecho penal”368.  
 
Fundamenta su punto de vista, en la naturaleza sancionatoria de ambos 
derechos, lo cual, “hace que las garantías del derecho más general (el penal) 
sean aplicables también a ese otro derecho, más especializado pero 
igualmente sancionatorio, que es el derecho disciplinario. Tanto el derecho 
penal como el administrativo disciplinario emplean las penas como el 
principal mecanismo de coacción represiva. Todos los principios y garantías 
propias del derecho penal se predican también del disciplinario”369. 
 
En decisiones posteriores, la Corporación al revivir los criterios de la Corte 
Suprema de Justicia que consideran al Derecho disciplinario como una 
subcategoría del Derecho sancionador370, enuncia que los principios del 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Plena. Sentencias No. 51 de abril 14 de 1983. 
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Derecho penal como el de legalidad, juez natural, favorabilidad, presunción 
de inocencia, derecho a la defensa, debido proceso, entre otros, se aplican 
mutatis mutandis371al Derecho disciplinario372, máxima que le posibilita 
liberarse relativamente de la dependencia dogmática penalista.  
 
Desde la publicación de la Ley 200 de 1995, se le confiere a la acción 
disciplinaria legalmente la condición de naturaleza pública, disposición que 
de todas maneras mantiene una connotación penalista. Así lo advierte 
Velásquez Gómez cuando al comentar los principios rectores del llamado 
primer Código Disciplinario Único de Colombia, escribe que “la propia 
estructura del proceso disciplinario y la existencia de no pocas normas 
tomadas de los estatutos penales, parece desvirtuar finalmente la naturaleza 
férreamente administrativa del derecho disciplinario que tradicionalmente se 
ha reclamado en nuestro medio (…), otorgándole una naturaleza que 
algunos denominan mixta”373.  
 
Muestra de la naturaleza propuesta por este autor, se aprecia en el artículo 
18 del ordenamiento en mención al disponer en su orden de precedencia, 
que “en la interpretación y aplicación del régimen disciplinario prevalecerán 
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Martínez  Caballero;  C-627  de  noviembre  21  de  1996.  M.P.  Antonio  Barrera  Carbonell; 
C-310 de junio 25 de 1997. M.P. Carlos Gaviria Díaz; Sala Plena. C-095 de marzo 18 de 
1998. M.P. Hernando Herrera Vergara; Sala Plena. C-504 de julio 4 de 2007. M.P. Clara Inés 
Vargas Hernández, entre otras. 
 
373
VELÁSQUEZ GÓMEZ, op. cit. p. 10. 
187 
los principios rectores que determina este Código, la Constitución Política y 
las normas de los códigos Penal, Procedimiento Penal y Contencioso 
Administrativo”374, como también el artículo 81 que al describir los requisitos 
de la actuación disciplinaria, reenvía de manera directa al Código 
Contencioso Administrativo para tomar de sus disposiciones las formalidades 
no previstas en la Ley375. 
 
Postura contraria a la de Velásquez Gómez asume el Consejo Superior de la 
Judicatura al sostener que “el régimen disciplinario consagrado en la Ley 200 
de 1995 reviste carácter administrativo (…), ahora la administración pública y 
las entidades de control como la Procuraduría y la Contraloría cuentan con 
un régimen disciplinario único en cuanto sus normas unifican competencias, 
trámites, faltas, sanciones y naturaleza de las decisiones para dicha franja 
del poder público”376.  
 
Entretanto, la Corte Constitucional expresa que la responsabilidad 
disciplinaria de los servidores públicos se encuadra dentro del Derecho 
administrativo disciplinario, y además la Corporación asume el criterio de la 
tesis mixta al señalar que el proceso disciplinario “de un lado, consiste en 
una modalidad del derecho penal en virtud de su finalidad eminentemente 
sancionatoria”377 e igualmente “goza de una naturaleza de índole 
administrativa derivada de la materia sobre la cual trata -referente al 
incumplimiento de deberes administrativos en el ámbito de la administración 
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pública-, de las autoridades de carácter administrativo encargadas de 
adelantarla, y de la clase de sanciones a imponer, así como de la forma de 
aplicarlas”378. 
  
En una nueva jurisprudencia, la Corte vuelve sobre sus reflexiones de 
dependencia del Derecho disciplinario respecto del Derecho penal, al señalar 
que “ante la ausencia de reglas y principios propios que rijan lo disciplinario, 
dado que es un derecho en proceso de sistematización y elaboración de los 
institutos sustanciales y procesales que lo estructuren como una disciplina 
autónoma”379 implica de forma imperiosa “acudir a los principios y garantías 
propias del derecho penal”380. 
 
Al mismo tiempo, la Corporación destaca en su sentencia que normas 
superiores como los artículos 1, 2, 6, 29, 123, 124, 125 inciso 4° y 209 de 
nuestra Constitución Política, permiten cierto grado de independencia o 
autonomía del Derecho disciplinario frente al Derecho penal, en razón de las 
especificidades que presenta, como son la demanda de respuestas urgentes 
por parte de la Administración para satisfacer los intereses públicos o 
sociales, los bienes jurídicos protegidos (el patrimonio público, la moralidad, 
la transparencia, la eficiencia y la eficacia administrativa), así como la 
especial sujeción frente al Estado en que se encuentra el servidor público381.  
 
En palabras de Gómez Pavajeau “con ello se produce (…) la automatización 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-095 de marzo 18 de 1998. M.P. 
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Antonio Barrera Carbonell. 
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e independencia del Derecho Disciplinario frente al Derecho Penal. (…) la 
relación especial de sujeción es, como categoría dogmática superior del 
Derecho Disciplinario, lo que la categoría dogmática superior del bien jurídico 
es al Derecho Penal”382.  
 
No  obstante,  siguen  vigentes  posiciones  como  la  del  Consejo  de 
Estado, que corrobora su naturaleza administrativa y le confiere absoluta 
identidad con los principios rectores del Derecho penal en razón del carácter 
punitivo que encierra la finalidad de estas dos subespecies del Derecho 
sancionador383.  
 
Con la promulgación de la Ley 734 de 2002, institucionalmente se le confiere  
identidad propia al Derecho disciplinario al consagrar disposiciones de su 
esencia como la denominada ilicitud sustancial, que acopiada a rasgos 
exclusivos como el sistema númerus apertus384 van estructurando una 
dogmática que aminora su histórica dependencia del Derecho penal y la va 
consolidando como una ciencia jurídica autónoma.  
 
Precisamente, la Corte Constitucional al abordar el tema de la potestad 
disciplinaria reafirma su criterio de que la misma “posee una naturaleza 
constitucional, autónoma e independiente que se deduce inequívocamente 
de lo consagrado en las diversas disposiciones superiores que le sirven de 
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GOMEZ PAVAJEAU, Elementos y propuestas para el control contencioso administrativo 
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CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Radicado 1196 de junio 21 de 
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En la órbita disciplinaria, la doctrina y la jurisprudencia especializadas reconocen que la 
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disciplinarias se le ha denominado de los números abiertos, o numerus apertus, por 
oposición al sistema de números cerrados o clausus del derecho penal. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-155 de marzo 12 de 2002. M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra. 
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sustento”385, entre las que destaca el artículo 6 de la Carta Fundamental, 
contentivo del principio de legalidad, al establecer que los particulares 
responden ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes, en 
tanto que los servidores públicos deben hacerlo por la misma causa y por 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
 
Cita igualmente el artículo 122 superior, para recordar que en Colombia no 
puede haber empleo que no tenga funciones detalladas en la ley o en el 
reglamento, las cuales, el funcionario al momento de entrar a desempeñar 
sus funciones, junto con las de orden constitucional, debe manifestar bajo la 
gravedad de juramento su compromiso de cumplirlas. “De dicha norma, se 
vislumbra claramente que en caso de inobservancia de las disposiciones 
consagradas en la ley o el reglamento, los funcionarios pueden ser 
sometidos a un control de tipo disciplinario”386. 
 
Así mismo, se refiere al artículo 124 constitucional para señalar que “la 
misma Carta Política hace mención expresa a que los servidores públicos 
deben responder por el adecuado cumplimiento de las tareas que en 
beneficio de la comunidad decidieron asumir”387 por cuanto la norma dispone 
que la ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la 
manera de hacerla efectiva.  
 
Enuncia que el artículo 125 constitucional establece “que procede el retiro de 
los servidores públicos, entre otras causas, por violación del régimen 
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disciplinario, lo cual evidencia (…) la existencia de la potestad 
disciplinaria”388. Por último, enuncia el artículo 209 para indicar que establece 
los fundamentos sobre los cuales debe desarrollarse la función pública389.  
 
No obstante, la prolongada discusión sobre la naturaleza del Derecho 
disciplinario, se advierte que el debate sigue abierto, aunque de acuerdo con 
la tendencia doctrinal y jurisprudencial posterior a la Constitución Política de 
Colombia de 1991, su orientación se perfila de manera definitiva a estructurar 
su propia identidad o autonomía, tema que precisamente constituye el objeto 
de estudio del siguiente aparte. 
 
 
2.4  AUTONOMÍA DEL DERECHO DISCIPLINARIO 
 
 
La evolución argumentativa protagonizada en el extenso debate sobre la 
naturaleza del Derecho disciplinario, propicia la necesidad de dotar a esta 
vertiente del Derecho público, de una autonomía propia que como especie 
del ius puniendi la diferencie del Derecho penal y del Derecho administrativo 
sancionador.  
 
Síntesis de la discusión, la recoge Gustavo Humberto Rodríguez al referirse 
precisamente al tema de la autonomía del Derecho disciplinario: “La 
denominación de ‘penal’ que se ha dado a dicho derecho disciplinario ha 
conducido a esa controversia. Si bien el derecho disciplinario es sancionador 
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La norma en referencia prevé en su primer inciso: “La función administrativa está al 
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– como originado en la potestad sancionadora -, no por ello es ‘penal’, en su 
sentido estricto. Mejor sería denominarlo Derecho Administrativo 
Sancionador”390.  
 
Recuerda el doctrinante Gómez Pavajeau, que una de las primeras 
invitaciones enfocadas hacia la construcción de una dogmática jurídico 
disciplinaria, se publica en 1994 en la Revista Jurisdiccional Disciplinaria No. 
3 del Consejo Superior de la Judicatura, cuando el entonces presidente de la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria, Edgardo José Maya Villazón, plantea “la 
necesidad de implementar, difundir e instrumentar el estudio del derecho 
disciplinario como una ciencia autónoma e independiente del derecho penal y 
del derecho administrativo”391. 
 
Por la misma época, Velásquez Gómez  dice que la expedición de la Ley 200 
de 1995 es la ocasión propicia para iniciar en Colombia la construcción de 
“un verdadero Derecho Disciplinario como rama autónoma, que goce de 
naturaleza, principios y normatividad propios sin tener que acudir a otros 
ordenamientos”392.  
 
Pronto la jurisprudencia de la Corte Constitucional acompaña estos llamados, 
al manifestar que “diferentes disposiciones de la Constitución sirven de base 
para sostener, cierto grado de independencia o autonomía del derecho 
disciplinario frente al derecho penal (art. 1, 2, 6, 29, 123, 124, 125 inciso 4° y 
209 de la Constitución)”393  
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Advierte la inadmisibilidad de aplicar las normas penales a lo disciplinario, sin 
hacer las adaptaciones necesarias debido a ciertos rasgos de la 
Administración, entre los que enuncia la satisfacción de los intereses 
públicos o sociales, los bienes jurídicos protegidos (el patrimonio público, la 
moralidad, la transparencia, la eficiencia, la eficacia administrativa) y las 
relaciones especiales de sujeción. “...el derecho disciplinario es una 
modalidad de derecho sancionatorio, por lo cual los principios del derecho 
penal se aplican, mutatis mutandis en este campo”394. Enseguida, es enfática 
en señalar: “(…) mientras el derecho disciplinario no termine el proceso de 
construcción de las reglas y principios que le son propios las remisiones a los 
principios, garantías e instituciones penales serán inevitables”395. 
 
En decisión posterior, la rectora del orden constitucional manifiesta que el 
Derecho disciplinario constituye una modalidad del Derecho administrativo 
sancionador en el ejercicio del ius puniendi del Estado. No obstante, retoma 
lo afirmado en Sala Plena por el magistrado ponente Humberto Antonio 
Sierra Porto en la sentencia C-028 de enero 26 de 2006: 
 
… el derecho disciplinario reviste un carácter autónomo e 
independiente, que en opinión de esta Corporación obedece al 
reconocimiento expreso que hace el estatuto superior de un régimen 
independiente a los demás regímenes jurídicos como el penal y 
administrativo dado que se contempla la responsabilidad disciplinaria en 
cabeza de los servidores públicos y los particulares en el ejercicio de 
las funciones públicas396.  
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A través de sus avanzadas investigaciones, Forero Salcedo establece que el 
punto de inflexión hacia esta autonomía, lo configura la distinción entre 
relaciones de sujeción generales y especiales. Según explicación anterior, se 
habla de las primeras cuando comprometen a todo ciudadano, mientras que 
se tornan especiales cuando la sujeción liga al administrado en forma 
duradera y efectiva a la organización administrativa. 
 
Este orden de ideas, permite apreciar que el Derecho penal se identifica con 
las relaciones generales de sujeción si se tiene en cuenta que toda persona 
puede incurrir en una conducta típica, antijurídica y culpable, en tanto que el 
comportamiento catalogado de disciplinable, en principio, exige que el 
infractor tenga la calidad de funcionario público, lo cual hace que el Derecho 
disciplinario corresponda a la categoría de las relaciones especiales de 
sujeción.  
 
Así  mismo,  señala  que  el  Derecho  constitucional  representa  al  Derecho  
de  la  Constitución,  del  cual  forma  parte  el  Derecho  disciplinario,  nexo  
que  de  manera  inescindible  hace  que  las  garantías  procedimentales  
contenidas  en  el  artículo  29  superior  en  cuanto  “nadie  podrá  ser  
juzgado  sino  conforme  a  leyes  preexistentes  al  acto  que  se  le  imputa,  
ante  Tribunal  competente  y  con  la  observancia  de  las  reglas  propias  
de  cada  juicio”397  tengan  aplicación  directa  en  el  ejercicio  de  la  
potestad  disciplinaria.  “No  obstante  la  base  supralegal  descrita,  el  
Derecho  disciplinario  no  cuenta  con  unos  principios  propios  para  su  
operatividad  racional,  razón  por  la  que  se  nutre  de  los  principios  del  
Derecho  penal  y  del  Derecho  administrativo  sancionador,  en  la  medida  
que  se  encuentran  más  desarrollados”398.  
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Sostiene que un sector mayoritario de la doctrina, considera que el Derecho 
disciplinario es un apéndice del Derecho penal o del Derecho administrativo, 
situación que en la práctica conlleva a que si se fundamenta en los principios 
de este último, se corre el riesgo que el operador disciplinario caiga en el 
ejercicio arbitrario de la potestad disciplinaria, o si basa su acción en los 
principios del Derecho penal trasladados al Derecho disciplinario sin 
modulación alguna, puede suceder que se confundan los conceptos de pena 
y sanción, delito y falta y hasta delincuente con funcionario público inculpado. 
 
Para explicar su crítica a la postura doctrinal, de forma ideográfica coloca al 
Derecho penal, al Derecho administrativo sancionador y al Derecho 
disciplinario, en un eje sólido que denomina Derecho constitucional, y plantea 
la siguiente hipótesis: 
 
… el Derecho disciplinario se encuentra ubicado en la mitad, con 
posibilidad de desplazarse hacia la derecha, para tomar los principios 
del Derecho penal basado en las relaciones generales de sujeción: 
Tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad, entre otros; o de desplazarse 
hacia la izquierda, para nutrirse de los principios del Derecho 
administrativo, justicia disciplinaria y eficacia administrativa, en tanto 
que este último es el Derecho de la Administración, pero jurídicamente 
controlado399.  
 
Entonces, cuanto más se aproxima el Derecho disciplinario al Derecho penal, 
las garantías individuales del inculpado propenden a aumentar porque prima 
la responsabilidad subjetiva, mientras que si el acercamiento se hace en la 
otra dirección, las garantías individuales del inculpado tienden a aminorarse 
por la prerrogativa del poder discrecional de la Administración Pública400.  
 
El conjunto de inconvenientes descritos, motivan a Forero Salcedo a impulsar 
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la tesis partidaria de dotar al Derecho disciplinario de una naturaleza jurídica 
propia como fórmula para superar los problemas referidos, que “propenda 
por el equilibro dentro de la relación eficacia administrativa y respeto de los 
derechos individuales de los funcionarios, en aras de materializar el valor 
superior de la justicia disciplinaria, como elemento estructural de una 
Administración Pública que busca la excelencia”401.  
 
Para consolidar la propuesta de la autonomía e independencia del Derecho 
disciplinario, inicialmente enuncia las diferencias existentes con el Derecho 
penal, las cuales se concretan en que el bien jurídicamente tutelado por el 
Derecho disciplinario es el de garantizar la eficiencia, la transparencia y el 
buen funcionamiento de la Administración Pública, en tanto que la finalidad 
de la acción penal es la protección del orden jurídico social en general. La 
decisión es tomada en un caso por el operador del Derecho disciplinario y 
tiene como destinatarios a los funcionarios públicos (relaciones especiales de 
sujeción), y en el otro por el juez penal, cuya acción la ejerce sobre toda la 
población del Estado para hacer viable la convivencia, previniendo o 
reprimiendo el delito (relaciones generales de sujeción); en disciplinario el 
tipo de correctivo que se aplica es la destitución e inhabilidad para el ejercicio 
de cargo público, suspensión de funciones, multa y amonestación escrita, en 
tanto que en lo penal opera la privación de la libertad, la multa e interdicción 
de derechos y desempeño de funciones públicas. De igual manera, la 
inaplicabilidad del principio non bis in ídem entre estos ordenamientos, es 
reveladora de su autonomía, por cuanto es posible que la conducta que se 
investiga no constituya delito, pero sí falta disciplinaria402. 
 
… si  bien  es  cierto que el Derecho disciplinario trató en un principio de  
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ubicarse dentro del campo del Derecho penal, también lo es que dicha 
tesis hoy en día ha sufrido profundas transformaciones, pues es 
innegable que las garantías individuales del Derecho penal se predican 
del Derecho disciplinario, aunque con matizaciones (…)403. 
 
Con relación al Derecho administrativo, el asunto es más complejo en cuanto 
la actuación disciplinaria es una actividad administrativa, al punto que el 
principio de integración normativa instituido en el artículo 21 de la Ley 734 de 
2002, autoriza en orden de prelación normativa interna, que en lo no previsto 
en la Ley se haga remisión al Código Contencioso Administrativo de forma 
restrictiva, al determinar que su aplicación procede solamente en lo que no 
contravenga la naturaleza del Derecho disciplinario, expresión que debe 
entenderse no en su sentido semántico, sino referida a los aspectos carentes 
de  regulación  en  esta  Ley,  como  por  ejemplo,  los  requisitos  que  deben  
contener los recursos404. 
 
La remisión que hace el ordenamiento disciplinario, se halla en consonancia 
con el artículo primero del Código Contencioso Administrativo, que establece 
la aplicación de las normas de su parte primera a los entes estatales que 
cumplan funciones administrativas, siempre que no medien procedimientos 
administrativos regulados por leyes especiales”405.  
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No obstante su identidad con el Derecho administrativo, la presencia de 
institutos propios del Derecho disciplinario, como la ilicitud sustancial, los 
tipos abiertos o el sistema numerus apertus, marcan una decisiva diferencia 
entre estas dos ramas del Derecho Público. Siguiendo a Alejandro Nieto 
García en el prólogo al texto de Trayter406, Forero Salcedo se inclina por 
encuadrar al Derecho disciplinario, junto con el Derecho penal y el Derecho 
administrativo sancionador, dentro del Derecho punitivo del Estado, al 
establecer que esta posición es coherente al momento de realizar el traslado 
de los principios del Derecho administrativo “de justicia y eficacia en el 
funcionamiento de la Administración Pública y los de tipicidad, antijuridicidad 
y culpabilidad del Derecho penal, al ámbito del Derecho funcionarial, en la 
aspiración por lograr materializar el punto medio o de equilibrio entre el 
interés general y las garantías individuales”407. 
 
Considera que la ubicación del Derecho disciplinario como parte del Derecho 
punitivo estatal, le facilita sin subordinarse al Derecho penal, tomar sus 
principios que también pertenecen al ius puniendi y están debidamente 
desarrollados y son compatibles con esta área del conocimiento jurídico en 
proyección. Algo semejante sucede con los principios del Derecho 
administrativo, sin perjuicio de que como muestra de su avance hacia la 
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autonomía, construya sus propias categorías dogmáticas, verbigracia la 
ilicitud sustancial408.  
 
Gómez Pavajeau, también participa de la tesis de la autonomía del Derecho 
disciplinario, y su propuesta la orienta hacia el aspecto eminentemente 
dogmático. Considera que esta rama de la ciencia jurídica ha llegado a un 
punto de no retorno, guiada por el criterio que predica la existencia de 
responsabilidad disciplinaria siempre que en la conducta concurran la 
tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, concepto que adquiere fuerza 
normativa con los pronunciamientos de la Sala Plena de la Corte Suprema 
de Justicia en su ejercicio de control de constitucionalidad bajo la vigencia de 
la Carta Fundamental de 1886, en los que “se afirmó entonces que también 
en el derecho disciplinario regían las garantías individuales inherentes a las 
categorías dogmáticas propias del derecho penal”409 derrotero que prosigue 
el extinto Tribunal Disciplinario, la Corte Suprema de Justicia – Sala de 
Casación Penal, en su otrora ejercicio sobre asuntos disciplinarios, la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y la Corte 
Constitucional. 
 
En cuanto al Consejo de Estado, observa que su jurisprudencia no 
solamente ha perfilado la idea de un Derecho disciplinario autónomo e 
independiente que “responde a una finalidad diferente a la que asiste al 
derecho penal clásico o propiamente dicho y al derecho penal 
administrativo”410 sino que también ha dado aliento a la aceptación de las 
categorías dogmáticas de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, al señalar 
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que “la falta disciplinaria debe estar previamente definida en sus elementos 
objetivos o fácticos y subjetivos o personales (por la Constitución, la ley o el 
reglamento); la imputación debe subsumirse al grado de culpabilidad 
dispuesta  por  el legislador, y la sanción ponderarse y graduarse como la ley  
lo indique”411. 
 
Al estudiar la doctrina extranjera, Gómez Pavajeau determina que Torio 
López sostiene que el dolo y la culpa no pueden tener un sentido semejante 
al que se le conoce en Derecho penal, pues basta que la conducta sea 
espontánea, libre de vis absoluta. “El juez debería sólo comprobar la 
voluntariedad de la acción u omisión, pero no la presencia del dolo o la 
culpa”412. Comparte esta diferencia De Palma del Teso, pero su percepción 
es distinta al afirmar que “en el ámbito sancionador administrativo la relación 
entre dolo y culpa es inversa: los tipos contemplan de forma general 
conductas imprudentes y los dolosos están respecto a aquéllos en relación 
de subsidiariedad”413 de manera que “la infracción administrativa imprudente 
constituye el punto de partida originario, y la comisión dolosa es un 
fenómeno derivado que presupone que el hecho no ha sido cometido 
culposamente”414.  
 
Equipara la culpa disciplinaria a la culpa civil, dando cabida por lo tanto a las 
categorías de lata, leve y levísima, las cuales sirven para graduar la 
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CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 
Sentencia de noviembre 3 de 1995. Radicado 1443. M.P. Carlos Arturo Orjuela Góngora. 
Cfr. Ibíd. p. 123. 
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TORIO LÓPEZ, Ángel. Injusto penal e injusto administrativo. En: Estudios sobre la 
Constitución española. Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría. T. III. Madrid: 
Civitas, 1991. pp. 2534 - 2540. Cfr. Ibíd. p. 124. 
 
413
DE PALMA DEL TESO, Angeles. El principio de culpabilidad en el derecho administrativo 
sancionador. Madrid: Tecnos, 1996. p. 138. Cfr. Ibíd. p. 125. 
 
414
Ibíd. p. 138. Cfr. Ibíd. pp. 125 - 126. 
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infracción al deber objetivo de cuidado. Admite el dolo de la dogmática 
neoclásica, es decir, que el sujeto, no obstante saber que se trata de una 
conducta prohibida por la norma, quiere consumar el hecho constitutivo de la 
infracción. 
 
En materia de error, estos autores acuden al Derecho penal por ausencia de  
su tratamiento en el Derecho administrativo sancionador. Torio López 
confiere relevancia al error de derecho, en tanto que De Palma del Teso, lo 
clasifica en error de tipo y de prohibición415: el invencible conduce a la 
impunidad y el vencible “dará lugar a calificar la conducta de imprudente”416. 
 
Así mismo, establece que Marina Jalvo también plantea una propuesta 
enfocada hacia la autonomía, en primer término, porque vincula la ilicitud con 
“el incumplimiento de los deberes de los funcionarios”417 y fija en el Derecho 
disciplinario la misión de “velar por la estricta observancia de los deberes 
funcionariales”418; de otra parte, en el ámbito de la culpabilidad marca una 
amplia diferencia con el Derecho penal, al sostener que en el Derecho 
disciplinario la imprudencia frente al dolo no representa solamente un minus 
sino además un aliud “con lo cual quiere significar que el grado normal de 
imputación en esta área es la imprudencia, en la cual no concurre una 
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El error de tipo se refiere a las equivocaciones que afectan la tipicidad y comprende dos 
hipótesis: El error sobre la existencia misma del tipo incriminador, y el error sobre cualquiera 
de los elementos del tipo (subjetivo, objetivo o la conducta).  
 
El error de prohibición recae sobre la comprensión de la antijuridicidad de la conducta; el 
hombre sabe lo que hace, pero cree que no es antijurídico. Cuando es invencible elimina la 
culpabilidad, y cuando es vencible no afecta la tipicidad dolosa o culposa y sólo tiene el 
efecto de disminuir la culpabilidad. REYES ECHANDÍA, op. cit. pp. 232 - 236. 
 
416
DE PALMA DEL TESO, op. cit. p. 159. Cfr. GÓMEZ PAVAJEAU, Dogmática del Derecho 
Disciplinario. p. 126. 
 
417
MARINA JALVO, Belén, op. cit. p. 229. 
 
418
Ibíd. p. 229. 
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voluntad, como en el dolo”419, “sino que la realización del hecho antijurídico 
deriva de la inobservancia del deber de cuidado personalmente exigible a su 
autor”420. 
 
Concluye que esta última teoría es la única específica para el Derecho 
disciplinario, porque las restantes posiciones se desarrollan en el contexto 
del Derecho administrativo sancionador, condicionamiento que resulta 
inconveniente en cuanto traslada al ámbito disciplinario un régimen severo 
“sobre todo en materia de error, que podría llevar por su exageración a una 
parálisis de la administración pública en tanto cada quien, por expresar en 
sus actuaciones la máxima responsabilidad al agotar hasta sus últimas 
consecuencias el conocimiento de los asuntos, sacrificaría la eficiencia”421. 
Puntualmente, acepta el “error de hecho o de derecho, siempre y cuando 
quede descartado que la creencia errónea no deriva del incumplimiento del 
deber de diligencia”422. 
 
Otro de los planteamientos que delinea Gómez Pavajeau orientados a 
instituir una dogmática propia del Derecho disciplinario, versa sobre la 
inmersión en este campo de la indisolubilidad de tipicidad y antijuridicidad en 
la medida que la adecuación típica la constituye la infracción al deber, 
característica que hace imposible hablar de error de tipo y de error de 
prohibición. Agrega, que la discusión se acrecienta por la modalidad de tipos 
abiertos, propia de la naturaleza del Derecho disciplinario, en los cuales 
pretender escindir el tipo de la antijuridicidad no es posible debido a la 
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GÓMEZ PAVAJEAU, Dogmatica del Derecho Disciplinario. p. 128. 
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MARINA JALVO, op. cit. p. 229. 
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GÓMEZ PAVAJEAU, Dogmatica del Derecho Disciplinario. p. 134. 
 
422
MARINA JALVO, op. cit. p. 229. 
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negativa del efecto indiciario del tipo423, por cuanto en dicha modalidad “la 
conducta prohibída no está caracterizada por una descripción objetiva y 
exhaustiva y, por tanto, la realización del tipo no podría indicar la 
antijuricidad”424. Ante la dificultad que este esquema conlleva para diferenciar 
entre los errores de tipo y de prohibición, se suma a la tesis de Marina Jalvo, 
que propende por el error de hecho y el error de derecho425 en materia 
disciplinaria, excusables cuando no devienen de la negligencia, y si se trata 
de error vencible, en ambos casos se reduce a la imprudencia. 
 
Como cierre de la disertación sobre la autonomía del Derecho disciplinario, 
es ineludible hacer referencia a la figura de la ilicitud sustancial, institución 
relativamente nueva que al surgir en nuestro ordenamiento jurídico, le 
imprime a esta manifestación del ius puniendi del Estado, una verdadera 
dosis de propia identidad y autonomía. Sin embargo, atendiendo al orden 
propuesto para el desarrollo de los distintos asuntos, su estudio se reserva 
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Lo contrario ocurre en Derecho penal, donde tiene cabida la tesis del carácter indiciario 
del tipo con relación a la antijuridicidad, como lo explica Roxin con la siguiente frase: “El tipo 
guarda respecto de la antijuridicidad la misma relación que el humo con el fuego: El humo no 
es fuego ni contiene fuego, pero mientras no se pruebe lo contrario indica la existencia de 
fuego”. ROXIN, Claus. Teoría del tipo penal: Tipos abiertos y elementos del deber jurídico. 
Buenos Aires: Ediciones Depalma, 1979. p. 61. 
 
424
Ibíd. p. 5. 
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El de hecho “recae sobre los presupuestos fácticos: del deber sustancialmente infringido, 
de la colisión de deberes, de la colisión entre deber y derecho y de las excluyentes objetivas 
de responsabilidad” y el de derecho cuando “recaiga sobre un elemento normativo o 
involucre una valoración jurídica” GÓMEZ PAVAJEAU, Dogmática del Derecho Disciplinario, 




3  EL CONTROL DISCIPLINARIO EN LA 
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
 
 
El presente capítulo muestra los resultados de la exploración emprendida en 
esta monografía, perfilada a establecer si la sanción disciplinaria cumple en 
la  Contraloría  General  de  la  República  con  su  función  preventiva  y  
correctiva  y  determinar  qué  grado  de  influencia  ejerce  en  la  entidad,  
incógnita  que  justamente  constituye  el  problema  de  investigación  que  
se  plantea. 
 
Previo a su examen, se realiza el estudio de instituciones como la falta y la 
sanción disciplinaria, así como la descripción de la estructura y naturaleza 
jurídica de la entidad, con el propósito de acopiar elementos que contribuyan 
a precisar el tema.  
 
 
3.1  LA FALTA DISCIPLINARIA 
 
 
Teniendo en cuenta que el Derecho disciplinario comprende un conjunto de 
normas sustanciales y procesales, de las cuales se vale el Estado en su 
propósito dirigido a que la Administración funcione correctamente, de manera 
necesaria se incardina en su andamiaje normativo la falta disciplinaria, como 
adalid que marca el lindero entre lo permitido y lo prohibido por nuestro 
ordenamiento jurídico en cuanto a los deberes que los sujetos disciplinables 
tienen que observar en el ejercicio de sus funciones, y por excepción fuera 
de las mismas.  
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La Ley 734 de 2002, en diferentes puntos de su contenido describe los 
tópicos de este importante instituto, de los cuales se toman los que 
representan especial interés para el objeto de este trabajo investigativo.  
 
 
3.1.1  Definición 
 
De manera explícita el NCDU, especifica en qué consiste este sintagma 
jurídico, al señalar: 
 
Artículo 23. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria, y por lo 
tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción correspondiente, la 
incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos 
en este código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación 
en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto 
de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 




3.1.2  Fundamentos constitucionales 
 
El artículo 6 superior establece que los servidores públicos son responsables 
ante las autoridades por infringir u omitir los mandatos de la Constitución y la 
ley, o por extralimitarse en el ejercicio de sus funciones, precepto 
concordante con el artículo 92 de la Carta Fundamental, que faculta a toda 
persona para solicitar al ente competente, la aplicación de sanciones 
disciplinarias derivadas de la conducta de las autoridades públicas.  
 
Significa lo anterior,  que en nuestro ordenamiento jurídico rige un sistema de  
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DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 2. 
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responsabilidad vinculante que incluye al Derecho disciplinario, en cuanto 
obliga a quienes cumplen funciones públicas, a ejercer sus actuaciones 
conforme a los mandatos establecidos en la Carta Política y la ley entendida 
en sentido amplio, es decir, que también comprende los reglamentos, como 
lo prevé el artículo 123 constitucional. 
 
De igual manera, la falta disciplinaria se fundamenta en los artículos 124 y 
125 de la Carta Política. Según el primero, corresponde a la ley determinar la 
responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva, 
mientras que el segundo prevé entre los motivos de retiro del servicio, la 
violación del régimen disciplinario y las demás causales previstas en la 
Constitución o la ley.  
 
Se suma a las disposiciones citadas, el artículo 150 constitucional que en el 
numeral 23 le atribuye al Congreso de la República, la facultad de expedir las 




3.1.3  Estructura de la falta disciplinaria 
 
La simple vulneración de normas de orden constitucional, legal o 
reglamentario, bien sea por acción u omisión427 –como formas de realización 
de la conducta- no constituye falta disciplinaria, sino que apenas propicia una 
adecuación del comportamiento al tipo disciplinario correspondiente, motivo 
por el cual, al mismo tiempo se requiere analizar si la conducta es 
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Ley 734 de 2002. Artículo 27. Acción y omisión. Las faltas disciplinarias se realizan por 
acción u omisión en el cumplimiento de los deberes propios del cargo o función, o con 
ocasión de ellos, o por extralimitación de sus funciones. Cuando se tiene el deber jurídico de 
impedir un resultado, no evitarlo, pudiendo hacerlo, equivale a producirlo. DIARIO OFICIAL 
No. 44708. Bogotá, 2002. p. 2. 
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antijurídica, es decir, si comporta una ilicitud sustancial en la medida que de 
manera injustificada afecte el deber funcional 428 y además demostrar si en la 
acción u omisión del acto existe culpabilidad en cualquiera de las formas de 
los títulos de imputación subjetiva, o sea, dolo o culpa. De ahí que la doctrina 




3.1.3.1  Culpabilidad.  Al investigar los principios de rango constitucional que 
sirven de sustento al Derecho disciplinario, se abordó de manera suficiente el 
tema de la culpabilidad, de manera que es innecesario emprender 
nuevamente su exposición. Corresponde entonces completar el estudio de la 




3.1.3.2  La tipicidad 
 
Como principio rector del Derecho disciplinario, constituye una expresión 
directa del principio de legalidad, que a su vez emana del apotegma “nadie 
podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa” inserto en un principio de mayor amplitud como es el del debido 
proceso, máxima inscrita en el artículo 29 de la Carta Fundamental.  
 
Al investigar el tema, recapitula la Corte Constitucional que la legalidad 
demanda imperativamente la determinación normativa de las conductas que 
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Ley 734 de 2002. Artículo 5. Ilicitud sustancial. La falta será antijurídica cuando afecte el 
deber funcional sin justificación alguna. DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 1. 
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VELÁSQUEZ GÓMEZ, op. cit. p. 161. 
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se consideran reprochables o ilícitas y su desarrollo específico vierte sobre la 
tipicidad, acerca de la cual sostiene que “el legislador está obligado a 
describir la conducta o comportamiento que se considera ilegal o ilícito, en la 
forma más clara y precisa posible, de modo que no quede duda alguna sobre 
el acto, el hecho, la omisión o la prohibición que da lugar a sanción”430. Y 
agrega: “De esta manera la tipicidad cumple con la función de garantizar, por 
un lado, la libertad y seguridad individuales al establecer en forma anticipada, 
clara e inequívoca qué comportamientos son sancionados, y de otro, 
proteger la seguridad jurídica”431. 
 
A  su  vez,  la  doctrina  define  la  tipicidad  como  “la  descripción  de  la 
infracción  sustancial  a  un  deber”432,  de  donde  establece  el autor  que 
tipicidad  y  antijuridicidad  se  encuentran  inescindiblemente  unidas.  “De 
allí  que  el  ilícito  disciplinario  sea  una  conducta  típicamente 
antijurídica”433. 
 
Tres elementos deben reunirse para que se pueda predicar el cumplimiento 
del contenido del principio de tipicidad: 
  
i.  Que  la  conducta  sancionable  esté  descrita de manera específica y  
precisa, bien porque la misma esté determinada en el mismo cuerpo 
normativo o sea determinable a partir de la aplicación de otras 
normas jurídicas. 
 
ii.  Que exista una sanción cuyo contenido material esté definido en la 
ley. 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Segunda de Revisión. Sentencia T-954 de septiembre 
15 de 2005. M.P. Alfredo Beltrán Sierra. 
 
431




GOMEZ PAVAVAJEAU, Dogmática del Derecho Disciplinario, op. cit. p. 386. 
 
433
Ibíd. p. 387. 
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iii. Que exista correlación entre la conducta y la sanción434. 
 
Siendo la infracción al deber, la razón de ser del Derecho disciplinario, la 
tipicidad circunscribe su objeto de regulación a todo aquello que la ley manda 
o permite hacer a quienes se encuentran afectos a una relación de sujeción 
especial, característica que ostensiblemente lo diferencia del Derecho penal, 
en cuanto el fin de la tipicidad en esta materia, caracterizada por las 
relaciones generales de sujeción, es regular el comportamiento prohibido por 
la norma.  
 
La jurisprudencia constitucional da cuenta del contraste que registra la 
tipicidad en estas dos ramas del Derecho, y señala las normas superiores 
que propician la diferencia. Al respecto dice: 
 
En el Estado de derecho la posición jurídica del individuo es 
diametralmente opuesta a la del funcionario público. El individuo puede 
hacer todo aquello que no le esté expresamente prohibido por la ley. En 
cambio, el gobernante, la autoridad, actúa siempre con competencias 
que, en principio, son limitadas. Al individuo, al ciudadano lo que no le 
está expresamente prohibido le está permitido. Al funcionario público lo 
que no le está expresamente atribuido, le está prohibido. 
  
Este principio surge de lo dispuesto en los artículos 6, 121 y 122 del 
Estatuto Superior, en los que se establece que los particulares pueden 
hacer todo aquello que no esté prohibido en la Constitución y las leyes, 
mientras que los funcionarios públicos solamente pueden realizar lo que 
en esos mismos ordenamientos expresamente se les atribuye; que 
ninguna autoridad del Estado puede ejercer funciones distintas de las 
que le asignan la Constitución y la ley; y que no habrá empleo público 
que no tenga funciones detalladas en la ley o reglamento435. 
 
Sobre  el  distintivo que identifica a la tipicidad disciplinaria, Gómez Pavajeau  
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-343 de mayo 3 de 2006. M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa. 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-429 de mayo 2 de 2001. M.P. 
Jaime Araujo Rentería.  
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sostiene que en Derecho disciplinario, no es posible describir de manera 
íntegra la conducta objeto de reproche porque la lógica de la infracción a la 
norma opera en forma inversa a como sucede en Derecho Penal, debido a 
que el principio de libertad que rige en un Estado de Derecho, se concreta en 
la permisibilidad que se concede a los particulares de hacer todo lo que no 
está prohibido, de manera que la tarea del legislador en materia de tipicidad 
penal se torna fácil porque se reduce a definir lo prohibido dentro de la 
multiplicidad de comportamientos sociales. 
 
Cosa diferente sucede en Derecho disciplinario, cuando en el mismo Estado 
de derecho se acomete el ejercicio de definir en los espacios libres de 
prohibiciones o mandatos, no ocupados por lo excepcional, lo permitido o 
mandado por la norma a las autoridades, dado que en virtud de la inversión 
de la lógica que se maneja en esta área, distinto a lo que sucede con los 
particulares, se plantea una situación indefinida que le impide al legislador 
señalar de manera exhaustiva las conductas prohibidas a las autoridades 
públicas.  
 
En consecuencia, en Derecho disciplinario la particularidad del objeto 
regulado obliga a que la tipicidad se caracterice por la descripción 
enunciativa de las conductas posibles y de mayor ocurrencia, dejando para 
recoger las demás en fórmulas abstractas, espacio donde las disposiciones 
normativas de todo orden, bien sean constitucionales, legales o 
reglamentarias cumplen en cada caso individualmente considerado, un papel 
determinante para la adecuación típica de la conducta reprochable.  
 
El fenómeno que se describe es promovido por el sinfín de deberes 
funcionales existentes en el ámbito de la Administración Pública, lo cual torna 
imposible la pretensión de enlistar en una ley todas las infracciones que se 
puedan cometer al quebrantamiento de los mismos. Recuérdese que el 
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artículo 122 superior prevé, que no habrá empleo público que no tenga 
funciones detalladas en la ley o el reglamento, y el artículo 123 constitucional 
precisa que los servidores públicos ejercerán sus funciones en la forma 
prevista por la Constitución, la ley y el reglamento.  
 
De ahí que frente al principio de legalidad, el reglamento se consolida como 
una herramienta esencial al momento de realizar el ejercicio de adecuar la 
tipicidad disciplinaria, particularidad que la Corte Constitucional interpreta 
como de cierta flexibilidad de tal principio en relación con el Derecho penal 
donde los presupuestos son los más estrictos porque afectan la libertad y sus 
mandatos se dirigen a todas las personas. 
 
“En cambio, otros derechos sancionadores no sólo no afectan la libertad 
física, pues se imponen otro tipo de sanciones, sino que además sus normas 
operan en ámbitos específicos, ya que se aplican a personas que están 
sometidas a una sujeción especial -como los servidores públicos”436. 
 
Sin embargo, en gracia del principio de reserva de ley, la misma 
jurisprudencia advierte que está prohibido hacer interpretaciones extensivas 
de las normas que configuran las faltas disciplinarias, es decir, se permite 
efectuar la adecuación típica pero sin rebasar los límites fijados en las 
disposiciones disciplinarias, los principios y las reglas que rigen la 
interpretación de los preceptos jurídicos437. 
 
 
3.1.3.2.1  Principales  características  de  la  tipicidad  disciplinaria.   Los  
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Séptima de Revisión. Sentencia T-1034 de diciembre 5 
de 2006. M. P. Humberto Antonio Sierra Porto.  
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tipos disciplinarios presentan ciertos rasgos que marcan una amplia 
diferencia con la tipicidad que maneja el Derecho penal, atributos que por su 
solidez perfilan en este aspecto relativa autonomía al Derecho disciplinario. 
Entre las características más relevantes sobresalen las siguientes. 
 
 
3.1.3.2.1.1  Tipos abiertos.  Esta forma de tipología, dice Gómez Pavajeau, 
se relaciona con el desempeño de funciones públicas y se refiere a 
conceptos como competencia, facultades legales, autorizaciones, validez, 
etc., en especial al “ejercicio del cargo conforme a derecho”438. Define el tipo 
abierto  como  “aquel  en  el  cual  el  legislador  no  ha  determinado  de 
manera  completa  la  materia  de  la  prohibición,  correspondiéndole  
cerrarlo  al  juez”439.  
 
La jurisprudencia dice en ese sentido, que exigir una descripción detallada en 
la ley disciplinaria de todos los comportamientos susceptibles de sanción, 
conduce en la práctica a transcribir de manera íntegra el catálogo de 
deberes, mandatos y prohibiciones que se imponen a los servidores públicos 
en las distintas normas jurídicas, pretensión que se convierte en un obstáculo 
para la realización coherente, ordenada y sistemática de la función 
disciplinaria y de las finalidades que mediante ella se acometen, cuales son, 
la prevención y buena marcha de la gestión pública, así como la garantía del 
cumplimiento de los fines y funciones del Estado, razones que explican en 
forma suficiente la admisibilidad de los “tipos abiertos” en el Derecho 
disciplinario440.  
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ROXIN, op. cit. pp. 36 y 121. 
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GOMEZ PAVAJEAU, Dogmática del Derecho disciplinario. p.320. 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-507 de julio 6 de 2006. M.P. Álvaro 
Tafur Galvis.  
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En pronunciamientos anteriores, la misma Corporación señala que esta 
técnica legislativa es propia en materia disciplinaria, por la imposibilidad 
práctica de encuadrar en forma detallada y exhaustiva las posibles faltas de 
los servidores  públicos, debido a la diversidad de conductas que contrarían 
los propósitos de la función pública y del régimen disciplinario441.  
 
Entre los fundamentos que explican esa situación se resalta que “en la 
definición de las faltas disciplinarias, entran en juego, elementos propios de 
la función pública que interesan por sobre todo a contenidos político-
institucionales, que sitúan al superior jerárquico en condiciones de evaluar 
con mayor flexibilidad, y de acuerdo con criterios que permiten un más 
amplio margen de apreciación (…)”442. 
 
Gómez Pavajeau, argumenta que en la interpretación del tipo disciplinario, 
dentro del contexto de la ley siempre habrá una que postula mayor 
restricción y otra menor restricción. “Por eso [dice] existe un solo tipo 
disciplinario totalmente abierto”443 refiriéndose directamente al artículo 23 de 
la Ley 734 de 2002 (infra. 3.1.1) en cuanto la norma no presenta una 
descripción detallada de los caracteres de lo reprochable “sino que le 
corresponde al operador jurídico disciplinario acudir a la normatividad en 
orden a cerrar las descripciones de lo punible”444.  
 
 
3.1.3.2.1.2  Tipos en blanco.  Se configuran  cuando  la  conducta  prohibida  
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apenas se acomoda a una norma genérica y por lo tanto, para adecuar el 
comportamiento al tipo disciplinario que corresponda es necesario que el 
intérprete y ejecutor de la norma efectúe la remisión a la disposición que lo 
concrete,  complemento  normativo  integrado  por todas las disposiciones en  
las que se consagren deberes, mandatos y prohibiciones que resulten 
aplicables a los servidores públicos. 
 
Esta labor de adecuación, dice la Corte, no significa una transgresión al 
principio de legalidad, y recuerda que aunque el principio de tipicidad forma 
parte de las garantías estructurales del debido proceso en los procedimientos 
disciplinarios “no es exigible en dicho campo el mismo grado de rigurosidad 
que se predica en materia penal”445.  
 
En relación con esta característica de la tipicidad en Derecho disciplinario, 
dice la doctrina:  
 
Las normas penales no prohíben ni ordenan nada, sino que se limitan a 
advertir que determinadas conductas llevan aparejada una pena. Los 
tipos sancionadores administrativos, por el contrario, no son autónomos 
sino que se remiten a otra norma en la que se formula una orden o 
prohibición cuyo incumplimiento supone cabalmente la infracción. Estas 
normas sustantivas constituyen, por ende, un pretipo, que condiciona y 
predetermina el tipo de la infracción. Y por ello si se quisiera ser 
riguroso, la descripción literal de un tipo infractor habría de consistir en 
la reproducción de la orden o prohibición del pretipo con la advertencia 
añadida de la sanción que lleva aparejada su incumplimiento, es decir 
una reproducción de textos en doble tipografía446.  
  
La Corte Constitucional al comentar esta cita doctrinaria, se pronunció en los 
siguientes términos: 
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CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-507 de julio 6 de 2006. Magistrado Ponente: 
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NIETO GARCÍA, Alejandro. Derecho administrativo sancionador. Madrid: Tecnos, 1994. p. 
298.  
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Por lo tanto la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece 
por la lectura sistemática de la norma que establece la función, la orden 
o la prohibición y de aquella otra que de manera genérica prescribe que 
el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye 
una infracción disciplinaria Esta forma de definir la tipicidad a través de 
normas complementarias, es un método legislativo que ha sido 
denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en 
descripciones incompletas de las conductas sancionadas, o en 
disposiciones que no prevén la sanción correspondiente, pero que en 
todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales 
remiten las primeras447.  
 
 
3.1.3.2.1.3  Tipos cerrados.  A diferencia de los anteriores, comprenden 
descripciones normativas concretas o específicas, en el sentido que al 
efectuar la adecuación entre el comportamiento y la descripción típica que la 
Ley 734 de 2002 hace de la conducta, no necesitan remitirse a ningún otro 
texto –constitucional, legal o reglamentario- para que la falta disciplinaria se 
estructure, porque la disposición consagra todos sus presupuestos como son 
la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, verbi gracia la descripción 
contenida en el artículo 48 numeral tercero del NCDU, al prever que debe 
tratarse de una falta gravísima cometida con culpa gravísima que atente 
contra el Patrimonio del Estado448.  
 
 
3.1.3.2.1.4  Tipos de mera conducta.  En general, los tipos disciplinarios no 
requieren para su consolidación, que el comportamiento del autor produzca 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-404 de abril 19 de 2001. M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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“Artículo 48. 3. Dar lugar a que por culpa gravísima se extravíen, pierdan o dañen bienes 
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propio o de un tercero, permitir o tolerar que otro lo haga”. Ley 734 de 2002. DIARIO 
OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 5.  
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un resultado, sino que es suficiente que la exteriorización de la conducta 
ponga en peligro el deber funcional, y en consecuencia se afecte el buen 
funcionamiento de la Administración.  
 
Sobre el tema dice el Consejo Superior de la Judicatura:  
 
Esta Corporación ha sido clara y reiterativa en la apreciación de las 
faltas disciplinarias como ilicitudes de “mera conducta”, de lo cual se 
desprende que la falta para su estructuración no requiere de un 
resultado. Para el caso presente, el saneamiento o no del acto irregular 
por parte de quien con el mismo no se vio afectado es un “resultado” no 
exigido ni exigible por la norma, en la medida que el derecho 




3.1.3.2.1.5  La tentativa.  Figura desconocida en el Derecho disciplinario, 
como consecuencia de no requerirse un resultado para la estructuración del 
tipo disciplinario. “En toda tentativa existe la exteriorización de la decisión de 
realización de una voluntad, luego, si ya con ello está constatando la 




3.1.3.2.1.6  La participación.  Bajo el esquema de la relación especial de 
sujeción, en Derecho disciplinario todo infractor del deber funcional por 
acción u omisión, se consolida como autor de la falta disciplinaria, bien sea 
de manera directa o indirecta su intervención en la misma. 
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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. Sala Disciplinaria. Sentencia de mayo 18 de 
1995. Rad. 4676A-23. M.P. José Edgardo Maya Villazón. Cfr. GOMEZ PAVAJEAU, 
Dogmática del Derecho disciplinario, op. cit. p.358. 
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Es autor directo el servidor público que incumple sus deberes, se extralimita 
en el ejercicio de derechos y funciones, incurre en prohibiciones o viola el 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de 
intereses. Entretanto, es autor indirecto, el que determina a otro a realizar el 
comportamiento típicamente disciplinable “teniendo ambos, por ser 
necesariamente autores, calidad de responsables principales dada la calidad 
especial que emana de la relación especial de sujeción”451, es decir, que a 
diferencia de la responsabilidad accesoria que se maneja en el Derecho 
penal, disciplinariamente la exclusión de responsabilidad del autor directo no 




3.1.3.3  La ilicitud sustancial.  Forma parte de los principios rectores de la 
Ley 734 de 2002, y aparece redactado de la siguiente manera: 
 
Artículo  5. Ilicitud sustancial. La falta será antijurídica cuando afecte el 
deber funcional sin justificación alguna452.  
 
Con la ilicitud sustancial como categoría dogmática, el Derecho disciplinario 
consolida su propia identidad en relación con las demás categorías del ius 
puniendi del Estado. “El concepto de sustancial es un concepto propio del 
Derecho disciplinario e implica que la infracción del deber haya supuesto el 
quebrantamiento de la norma subjetiva de determinación”453.  
 
La  diferencia  que existe en el manejo de la antijuridicidad en el ámbito penal  






DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 1. 
 
453
SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Dogmática practicable del Derecho disciplinario. 
2da ed. Bogotá: Ediciones Nueva Jurídica, 2007. p. 48.  
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y en el disciplinario, marca una distinción relevante al advertir  que el injusto 
penal lo conforman el desvalor de acto y el desvalor de resultado, aspectos 
que propician una antijuridicidad de carácter formal y otra material, debido a 
que el objeto de protección recae sobre bienes jurídicos y se requiere de la 
puesta en peligro o amenaza de derechos fundamentales para agotar el 
injusto penal.  
 
Cosa distinta sucede en Derecho disciplinario, debido a que el bien jurídico 
objeto de tutela se concreta en la buena marcha de la Administración 
Pública, de manera que la estructuración del ilícito disciplinario o 
antijuridicidad, sólo es posible en la medida que la conducta del servidor 
público atente contra la funcionalidad deontológica del deber, o sea, cuando 
con su comportamiento se verifica el incumplimiento de deberes, la 
extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y 
violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y 
conflicto de intereses, sin estar amparado por alguna de las causales de 
exclusión de responsabilidad disciplinaria. 
 
De acuerdo con la norma, para que se configure el ilícito disciplinario no es 
suficiente el quebrantamiento formal del deber funcional sino que además se 
necesita que la infracción sea sustancial.  
 
Significa lo anterior que para entender sustancialmente quebrantado el 
deber se requiere que la conducta enjuiciada haya desconocido no sólo 
el ropaje jurídico del deber, sino también la razón de ser que el mismo 




Por tanto todo deber, cuyo quebrantamiento comporte el ilícito 
disciplinario, impone la constatación que con la conducta indebida se 
han cuestionado las funciones del Estado social y democrático de 
derecho. Esto es, la persona no ha obrado conforme a la función social 
que le compete como servidor público. 
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Se resalta que los deberes en general impuestos a los servidores 
públicos y a los particulares que ejercen funciones públicas vienen 
informados sustancialmente por los principios de moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, 
imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia y 
eficiencia (art. 22 NCDU)454.  
 
Según el CDU, sólo resulta de interés para el derecho disciplinario la 
afectación sustancial del Deber Funcional. Las faltas disciplinarias que 
traigan consigo una infracción no sustancial del Deber Funcional 
corresponde manejarlas con mecanismos internos de corrección 
administrativa de carácter no sancionatorio (Arts. 5 y 51)455.  
 
Los aportes doctrinarios coinciden con el amplio y profundo debate que la 
jurisprudencia nacional ha venido dando al tema, inclusive mucho antes que 
la figura de la ilicitud sustancial apareciera en nuestro ordenamiento jurídico 
con la Ley 734 de 2002, estimativo verificable con pronunciamientos como el 
que dictara en 1994 el Consejo Superior de la Judicatura, al sostener que no 
es extraño que en algunas oportunidades la conducta se torne 
aparentemente ilícita, como cuando de manera formal se quebranta un deber 
pero sustancialmente no es posible cuestionar su funcionalidad, caso en el 
cual, es inexistente la “antijuridicidad sustancial aunque sí formal, y, siendo la 
primera el in se de la infracción disciplinaria, el hecho punible queda 
desestructurado”456.  
 
Paralelamente, entre los propósitos abordados en la construcción de la Ley 
734 de 2002, se reseña el de consolidar la diferencia entre la antijuridicidad 
                                                             
 
454
GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. La ilicitud sustancial. En: Lecciones de Derecho 
disciplinario. Vol. I, op. cit. p. 22. 
 
455
HERNÁNDEZ M., Pedro Alfonso.  La ilicitud sustancial es una categoría autónoma en el 
régimen disciplinario. En: Ensayos sobre Derecho disciplinario. I. Bogotá: Ediciones Nueva 
Jurídica, 2010. pp. 53 - 54. 
 
456
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. Sala Disciplinaria. Sentencia de julio 28 de 
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penal y la disciplinaria, como uno de los pilares de la autonomía de esta 
última área del ius puniendi. Así se establece de la actividad desplegada 
durante el trámite legislativo del nuevo estatuto, tendiente a suprimir la 
palabra “lesividad” que figuraba en el artículo quinto del Proyecto de Ley No. 
92 de 1999 aprobado por el Senado de la República457. Luego, la reforma se 
convierte en el Proyecto de Ley No. 19 de 2000, donde se indica que la 
responsabilidad disciplinaria se estructura "cuando afecte o ponga en peligro 
el decoro y eficacia de la función pública"458.  
 
Al pasar la iniciativa a debate en la Cámara de Representantes, se dice en la 
exposición de motivos que el término lesividad es propio del Derecho penal y 
que trasplantar de ese sistema “al Derecho Disciplinario tal expresión 
comporta   introducir   factores   perturbadores  que  incidirán  en  la  correcta  
interpretación de la ley autónoma”459.  
 
… no se puede utilizar en derecho disciplinario la expresión lesividad, 
habida cuenta que la misma denota un sistema de injusto montado 
sobre la base de la lesión a bienes jurídicos tutelados, cuya puesta en 
peligro o lesión origina la antijuridicidad material como categoría 
dogmática460.  
 
Entonces la Procuraduría General de la Nación, propone la fórmula de la 
ilicitud sustancial bajo el entendido que la falta del servidor público o del 
particular que ejerza funciones públicas “solo dará lugar a imposición 
disciplinaria cuando afecte el deber sin justificación alguna”. Finalmente, el 
texto  queda  redactado  como  aparece en el artículo quinto de la Ley 734 de  
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Al poco tiempo de expedirse el NCDU, la norma es objeto de una demanda 
de constitucionalidad condicionada al estimar el accionante que la afectación 
del deber funcional debe considerarse desde el punto de vista material y no 
formal, petición que la vista fiscal y el juez constitucional461 rechazan por 
improcedente al evaluar que la norma no hace otra cosa que desarrollar la 
naturaleza del Derecho disciplinario basada en el encausamiento de la 
conducta de quienes cumplen funciones públicas con el objeto de que se 
cumplan los fines del Estado, por lo que el resultado material de la conducta 
no  es  esencial  para  que  se  estructure  la  falta  disciplinaria  y  el  solo 
desconocimiento  del  deber  es  el  que  origina  la  antijuridicidad de  la  
conducta. 
 
No basta como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino 
que se requiere, para no convertir la ley disciplinaria en instrumento 
ciego de obediencia, que ello lo sea en términos sustanciales; esto es, 
que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber 
funcional cuestionado. 
 
… las normas disciplinarias tienen como finalidad encauzar la conducta 
de quienes cumplen funciones públicas mediante la imposición de 
deberes con el objeto de lograr el cumplimiento de los cometidos fines y 
funciones estatales, el objeto de protección del derecho disciplinario es 
sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a su cargo una 
función pública. 
  
El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente 
el que orienta la determinación de la antijuricidad de las conductas que 
se reprochan por la ley disciplinaria. Obviamente no es el 
desconocimiento formal de dicho deber el que origina la falta 
disciplinaria, sino que, como por lo demás lo señala la disposición 
acusada, es la infracción sustancial de dicho deber, es decir el que se 
atente  contra  el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus  
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fines, lo que se encuentra al origen de la antijuricidad de la conducta462.  
 
Siguiendo  la  misma  línea  jurisprudencial,  dice  la  Corporación  que  en 
materia disciplinaria se formula la imputación con base en “la infracción de 
deberes funcionales y en el que se aplican los principios que regulan el 
derecho sancionador como los de legalidad, tipicidad, antijuridicidad, 
culpabilidad, responsabilidad, proporcionalidad y non bis in ídem, entre 
otros”463.  
 
En decisión posterior, la Corte Constitucional sorprende al cambiar su criterio 
y sostener que al momento de evaluar la falta disciplinaria, le corresponde al 
juez disciplinario determinar si “se ajusta al principio de antijuridicidad 
material o lesividad reconocido por el legislador”464, postura que de forma 
categórica ataca en su momento Gómez Pavajeau, como Viceprocurador 
General de la Nación, al señalar que aquella doctrina “podría echar por la 
borda la paciente elaboración que sobre la ilicitud disciplinaria ha sido llevada 
a cabo de manera independiente y autónoma del Derecho Penal”465. Luego, 
afirma: 
 
El derecho disciplinario no puede ser entendido como protector de 
bienes jurídicos en el sentido liberal de la expresión, toda vez que se 
instauraría una errática política criminal, habida cuenta que no 
existiendo diferencias sustanciales entre derecho penal y derecho 
disciplinario por virtud de ello llegaría el día en que el legislador, sin 
más  ni  más,  podría  convertir  sin  ningún  problema  todos  los  ilícitos  
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disciplinarios en injustos penales466.  
 
Sin embargo, Gómez Pavajeau sostiene que aquella aseveración 
corresponde a un lapsus cálami (error de pluma) de la Corporación, al 
observar que no se trata de un pronunciamiento ligado al objeto y motivos de 
la demanda de inconstitucionalidad emprendida contra el artículo 5 de la Ley 
734 de 2002, sino que la “afirmación constituye una mera obiter dicta y no 
una manifestación jurídica con carácter vinculante, habida cuenta que no 
puede ser considerada una ratio decidendi"467. 
 
Justamente, el Tribunal Constitucional en decisiones contiguas se aparta de 
concebir la tesis de la antijuridicidad material en el ámbito disciplinario y 
retoma la línea jurisprudencial de considerar la ilicitud sustancial como una 
“infracción al deber funcional”. Así sucede con la sentencia SU-901 de 2005 
que dicta apenas veinte días después de proferida la sentencia C-818 de 
2005, al señalar que “está proscrita la responsabilidad objetiva; es decir, la 
responsabilidad por la sola (…) infracción del deber funcional”468.  
 
Luego, en nuevo pronunciamiento la Corporación se aparta de manera total 
de lo planteado en la C-818 de 2005 y vuelve a señalar que la finalidad de la 
ley disciplinaria es “la prevención y buena marcha de la gestión pública, así 
como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado en 
relación con las conductas de los servidores públicos que los afecten o 
pongan en peligro”469, línea que desde entonces sigue cultivando en el 
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sentido que el reproche disciplinario no recae sobre el incumplimiento formal 
de los deberes, sino que sanciona las conductas que examinadas en el 
contexto de su realización, impliquen la afectación sustancial de los deberes. 
 
En definitiva, “cuando el servidor público se aparta del cumplimiento de 
aquellas obligaciones que devienen de la función que se cumple”470 se 
configura la ilicitud sustancial, institución que le aporta al Derecho 




3.1.4  Elementos de la falta disciplinaria 
  
En su composición se distinguen diversos elementos que confluyen a 
estructurar o formar este instituto tan importante para el Derecho disciplinario 
al  momento  de  concretar su finalidad esencial, como es el correcto ejercicio  
de la Administración Pública. Básicamente se distinguen: 
 
 
3.1.4.1  Sujetos disciplinables.  Son los destinatarios de la ley disciplinaria, 
que conforme a los artículos 25 y 53 del NCDU modificado por el artículo 44 
de la Ley 1474 de 2011, se trata de sujetos calificados en cuanto su 
responsabilidad en esta materia deriva de situaciones relacionadas con el 
ejercicio de funciones públicas. El listado lo integran:  
 
- Los servidores públicos aunque se encuentren retirados del servicio. 
 
- Los  particulares  que  cumplan labores de interventoría o supervisión en los  
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contratos estatales, ejerzan funciones públicas, y administren recursos 
públicos u oficiales. 
 
- Las personas jurídicas en cuyo caso la responsabilidad disciplinaria es 
exigible de su representante legal o de los miembros de la Junta Directiva. 
 
- Los indígenas que administren recursos del Estado. 
 
- Los gerentes de cooperativas, fundaciones, corporaciones y asociaciones 
que se creen y organicen por el Estado o con su participación mayoritaria. 
 
 
3.1.4.2  Sujeto pasivo.  De  manera inmediata la Administración Pública, o el  




3.1.4.3  Conducta.  Desde el punto de vista de la relación especial de 
sujeción del servidor público con el Estado, este elemento se refiere al 
comportamiento que los destinatarios del régimen disciplinario pueden 
asumir por acción u omisión en el desempeño de las actividades ligadas al 
servicio, en cuanto según el artículo 27 de la Ley 734 de 2002, 
necesariamente tiene que ver con el cumplimiento de los deberes propios del 
cargo o función, o con ocasión de ellos, o por extralimitación de sus 
funciones.  
 
Desde la misma Carta Fundamental se anuncia en los artículos 92, 118 y 
277 numeral 6, entre otros, el alcance y competencia del Ministerio Público 
para vigilar la conducta oficial de quienes consienten la formación de un nexo 
especial de sujeción con el Estado, que de acuerdo con el inciso 2 del 
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artículo 112 superior, se establece en el instante que el servidor público al 
momento de tomar posesión del cargo, jura cumplir y defender la 
Constitución y desempeñar los deberes que le incumben. 
 
La jurisprudencia destaca la importancia de la conducta como instrumento 
que contribuye a que los servidores públicos “cumplan sus funciones de la 
forma prevista en la Constitución la ley los reglamentos”471. 
 
 
3.1.4.4  Objeto jurídico.  Teniendo en cuenta que el Derecho disciplinario 
persigue asegurar la eficiencia en la prestación de los servicios a cargo del 
Estado, la moralidad y la responsabilidad con la que deben actuar los 
servidores públicos, reitera la jurisprudencia nacional que su objeto se 
resume en buscar “la buena marcha y el buen nombre de la administración 
pública y por ello sus normas se orientan a exigir (…) a los servidores 
públicos un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones”472.  
  
 
3.1.5  Clases de faltas disciplinarias 
 
Desde el punto de vista de la norma creadora, sobresalen de un lado las 
faltas disciplinarias que tienen su origen en la misma Carta Fundamental, y 
de otra parte, las determinadas por el legislador.  
 
 
3.1.5.1  De orden constitucional. Se encuentran dispersas en los preceptos  
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Clara Inés Vargas Hernández.  
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del texto superior de 1991, como es el caso del artículo 278 numeral primero 
que contiene de manera íntegra la realización de la potestad disciplinaria, al 
determinar la autoridad competente para su trámite, la descripción de las 
faltas, el procedimiento y la sanción a aplicar473.  
 
Manifiesta  la  Corte  Constitucional  acerca  de  esta  norma,  que  es  
natural  que  se  registren  “eventos  en  los  que  la  conducta  desplegada 
por el funcionario público se adecue a una de las faltas gravísimas 
consagradas en el Código Disciplinario y, al tiempo, se adecue también a 
uno de los comportamientos previstos en el artículo 278.1 de la Carta”474, 
casos en los que no deben promoverse dos imputaciones distintas: “una 
orientada a la desvinculación del cargo [artículo 278.1] y otra encaminada a 
la imposición de sanciones en ejercicio de la potestad disciplinaria 
ordinaria”475, proceder que resultaría claramente contrario al principio non bis 
in ídem. 
 
Como causales de mala conducta, la Carta Fundamental contiene en los 
artículos 127, 175.2, 180 parágrafo 2 y 242.5 en concordancia con el 
                                                             
 
473
Artículo 278. El Procurador General de la Nación ejercerá directamente las siguientes 
funciones:  
 
1. Desvincular  del  cargo,  previa  audiencia  y  mediante  decisión  motivada,  al  funcionario 
público  que  incurra  en  alguna  de  las  siguientes  faltas:  infringir  de  manera  manifiesta 
la  Constitución  o  la  ley;  derivar  evidente  e  indebido  provecho  patrimonial  en  el 
ejercicio de su cargo o de sus funciones; obstaculizar, en forma grave, las investigaciones 
que realice la Procuraduría o una autoridad administrativa o jurisdiccional; obrar con 
manifiesta negligencia en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los 
empleados de su dependencia, o en la denuncia de los hechos punibles de que tenga 
conocimiento (…). CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1991. 
http://www.secretariasenado.gov.co. 
474
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-230 de marzo 8 de 2004. M.P. 
Jaime Córdoba Triviño. 
 
475
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-230 de marzo 8 de 2004. M.P. 
Jaime Córdoba Triviño. 
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241.7476, otras faltas disciplinarias constitucionales, que en sus efectos se 
asimilan a las faltas gravísimas previstas en el artículo 48 numeral 49 del 
NCDU, según lo dispone la norma legal al establecer que corresponden a 
esta categoría “las demás conductas que en la Constitución o en la ley hayan 




3.1.5.2  De orden legal.  La clasificación de las  faltas  disciplinarias  en  este  
campo,  la determina el artículo 42 de la Ley 734 de 2002, al estratificarlas en  
                                                             
 
476
Artículo 127. (…)  La utilización del empleo para presionar a los ciudadanos a respaldar 
una causa o campaña política constituye causal de mala conducta.  
 
Artículo 175. En los juicios que se sigan ante el Senado, se observarán estas reglas: (…) 
1. (…), 
 
2. Si la acusación se refiere a delitos cometidos en ejercicio de funciones, o a indignidad por 
mala conducta, el Senado no podrá imponer otra pena que la de destitución del empleo, o la 
privación temporal o pérdida absoluta de los derechos políticos; pero al reo se le seguirá 
juicio criminal ante la Corte Suprema de Justicia, si los hechos lo constituyen responsable de 
infracción que merezca otra pena.  
 
Artículo 180. Los congresistas no podrán: (…). 
 
Parágrafo 2. El funcionario que en contravención del presente artículo, nombre a un 
Congresista para un empleo o cargo o celebre con él un contrato o acepte que actúe como 
gestor en nombre propio o de terceros, incurrirá en causal de mala conducta.  
 
Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía 
de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá 
las siguientes funciones: (…). 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el 
Gobierno con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución.  
 
Artículo 242. Los procesos que se adelanten ante la Corte Constitucional en las materias a 
que se refiere este título, serán regulados por la ley conforme a las siguientes disposiciones: 
(…). 
 
5. En los procesos a que se refiere el numeral 7 del artículo anterior, los términos ordinarios 
se reducirán a una tercera parte y su incumplimiento es causal de mala conducta, que será 
sancionada conforme a la ley. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1991. 
http://www.secretariasenado.gov.co. 
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gravísimas, graves y leves.  
 
Afirma la doctrina nacional contemporánea que en el NCDU existe una doble 
dogmática o bidogmática, al concebir un sistema para las faltas gravísimas y 
otro para las graves y leves. Irrumpe en su análisis desde la inescindibilidad 
entre la tipicidad y la antijuridicidad como criterio general para la formación 




3.1.5.2.1  Faltas gravísimas.  Son las únicas que taxativamente aparecen 
descritas, como muestra plena de aplicación del principio de reserva de ley, y 
junto al nuevo sistema de sanciones instituido por la Ley 734 de 2002, dejan 
al descubierto la intención del legislador al expedir el NCDU, y otras 
disposiciones del mismo nivel como la Ley 1448 de 2011, de vigorizar el 
control disciplinario como mecanismo de contribución en la lucha contra la 
corrupción administrativa y la inaplazable protección de los derechos 
humanos en Colombia. 
 
Bajo esta perspectiva se entiende el considerable aumento en su número al 
pasar de un listado de 10 faltas gravísimas inscritas en el artículo 25 de la 
Ley 200 de 1995, a una cifra realmente de 65 en el artículo 48 de la Ley 734 
de 2002, teniendo en cuenta que la tipología de estas faltas ha sido 
aumentada con dos nuevas conductas a las que sus normas creadoras le 
asignan idéntico numeral: “el 64”.  
 
Efectivamente, el Decreto 4702 de diciembre 21 de 2010 señala que 
constituye falta de esta categoría: 
                                                             
 
477
SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. YATE CHINOME, Diomedes. DÍAZ BRIEVA, 
Álvaro. Derecho Disciplinario. Parte Especial. Bogotá: Ediciones Nueva Jurídica, 2009. p. 11. 
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64. No dar cumplimiento a las funciones relacionadas con la prevención 
y atención de desastres478. 
 
A su vez, la Ley 1474 de 2011 mediante la cual se “dictan normas orientadas 
a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos 
de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública” determina 
como falta gravísima: 
 
64. Sin perjuicio de la adopción de las medidas previstas en la Ley 1010 
de 2006 [por la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y 
sancionar el acoso laboral], cometer, directa o indirectamente, con 
ocasión de sus funciones o excediéndose en el ejercicio de ellas, acto 
arbitrario e injustificado contra otro servidor público que haya 
denunciado hechos de corrupción479. 
 
Concomitante con estos cánones, figura el “régimen disciplinario de los 
funcionarios públicos frente a las víctimas” inscrito en el artículo 179 de la 
Ley 1448 de 2011480, más conocida como Ley de víctimas, el cual consta de 
5 nuevas faltas disciplinarias gravísimas481.  
                                                             
 
478
DIARIO OFICIAL No. 47930. Bogotá, 2010. p. 6. 
 
479
DIARIO OFICIAL No. 48128. Bogotá, 2011. pp. 5 - 6.  
 
480
DIARIO OFICIAL No. 48096. Bogotá, 2011. pp. 1 - 33. 
 
481
Artículo 179. Faltas disciplinarias. Incurrirá en falta disciplinaria gravísima el funcionario 
público que:  
 
1. Estando obligado a ello se niegue a dar una declaración oficial que restablezca la 
dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente 
vinculadas a ella. 
 
2. Estando obligado a ello se niegue a dar una disculpa pública que incluya el 
reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades. 
 
3. Impida u obstaculice el acceso de las víctimas y sus representantes a la información, no 
sujeta a reserva legal, sobre las causas de su victimización y sobre las causas y condiciones 
de las violaciones a las que se refiere el artículo 3 de la presente Ley, así como a conocer la 
verdad acerca de esas violaciones. 
 
4. Proporcione información falsa a las víctimas o sobre los hechos que produjeron la 
victimización.  
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En cuanto a las excepciones de que trata la bidogmática, la doctrina sostiene 
que aquella unión inescindible de tipicidad y antijuridicidad disciplinaria, no es 
tan clara en algunas faltas gravísimas, como sucede con la inscrita en el 
numeral primero del artículo 48 de la Ley 734 de 2002482. 
 
… o qué decir de las faltas referidas a las graves violaciones al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos o al Derecho Internacional 
Humanitario. En ese mismo sentido, es claro que el presupuesto básico 
del derecho disciplinario es que solo se dé un desvalor de acto, o una 
simple infracción del deber, con lo cual los tipos disciplinarios no son de 
resultados.  
 
Esa es la regla general, empero no admite discusión que ciertas faltas 
requieren un resultado material, ejemplo: el Genocidio, la Tortura, el 
Peculado por Apropiación, el Incremento Patrimonial Injustificado, entre 
otros. La configuración legal de ciertos tipos disciplinarios hace 
exigibles criterios excepcionales, que deben presentarse en el caso 
concreto para poder atribuir la conducta483. 
 
Una  interesante  agrupación  de  las  faltas  disciplinarias  del  citado  
artículo 48, que facilita su estudio y comprensión, se encuentra en la obra de 
Sánchez Herrera, al reunirlas en títulos de acuerdo con el interés jurídico 
tutelado484.  
 
En este orden de ideas tenemos:  
                                                                                                                                                                             
 
5. Discrimine por razón de la victimización. DIARIO OFICIAL No. 48096. Bogotá, 2011. p. 30. 
 
482
Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes:  
 
1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito 
sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia 
de la función o cargo, abusando del mismo. DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 5.  
 
483
SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. BERMÚDEZ SÁNCHEZ, A. Nataly. Las causales 
de ausencia de responsabilidad disciplinaria. Breves reflexiones. En: Lecciones de Derecho 
disciplinario. Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del Ministerio Público. 




SÁNCHEZ HERRERA, YATE CHINOME, op. cit. pp. 17 - 279. 
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- Faltas  que  coinciden  con descripciones típicas de la ley penal:  Numerales  
1 a 4. 
 
- Faltas en materia de derechos humanos y Derecho Internacional 
Humanitario: Numerales 5 a 11. Se adiciona el artículo 179 de la Ley 1448 de 
2011 
 
- Faltas que afectan la seguridad pública, la libertad y otros derechos 
fundamentales: Numerales 12 a 16. Se agrega el numeral 64 creado por el 
Decreto 4702 de 2010. 
 
- Faltas relacionadas con el servicio o la función pública: Numerales 17 a 19. 
Se agrega el numeral 64 creado por la Ley 1474 de 2011. 
 
- Faltas relacionadas con el manejo de la Hacienda Pública: Numeral 20 a 28. 
 
- Faltas que afectan la contratación pública: Numerales 29 a 35. 
 
- Falta referida a la acción de repetición: Numeral 36. 
 
- Faltas referidas a la afectación de los recursos naturales y del medio 
ambiente: Numerales 37 y 38. 
 
- Faltas relacionadas con la intervención en política: Numerales 39 y 40. 
 
- De otras faltas que afectan el servicio, la función, el trámite de asuntos 
oficiales y las relativas al régimen penitenciario y carcelario: Numeral 41 a 63. 
 
 
3.1.5.2.2  Faltas graves y leves.  A diferencia de las gravísimas, el NCDU  al 
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igual que su antecesor, no incluye un listado expreso de faltas graves y 
leves, sino que en el artículo 43 fija unos criterios para que de manera 
subjetiva el competente realice la valoración de la gravedad o levedad de la 
infracción al deber funcional.  
 
La discrecionalidad que el legislador le confiere a la Administración para 
efectuar la calificación en comento, es objeto de enérgicas críticas por un 
sector de la doctrina nacional al considerar que con esa disposición, el 
Congreso de la República confía la aplicación de la sanción a operadores 
disciplinarios que en múltiples ocasiones no tienen la formación jurídica que 
se requiere para tomar una decisión tan trascendente por sus 
consecuencias, sino que simplemente como jefes de una entidad, les 
corresponde ejercer la función “llámense Ingenieros, Economistas, Médicos, 
Sociólogos, Administradores de Empresas, Sicólogos, Físicos, Químicos, 
Terapeutas, Comunicadores Sociales, entre otros”485.  
 
Aunque cierta es la invectiva que se formula, el mecanismo al que acude el 
legislador corresponde a las razones que motivan el uso de tipos en blanco 
en el Derecho disciplinario, como manera posible de someter bajo su 
regulación la multiplicidad de conductas disciplinables que ocurren en el 
ejercicio de la función pública, lo cual concuerda con lo aseverado por la 
doctrina más reciente al sostener que “hoy día la mejor construcción 
dogmática del derecho disciplinario, aquella que se aleja de una exclusiva 
fundamentación penal, ha sido confeccionada única y exclusivamente en 
relación con las faltas graves y leves”486, al comprobarse en éstas la 
“vinculación  inescindible  entre  tipicidad  y  antijuridicidad, siendo el dolo y la  
                                                             
 
485
MEJÍA OSSMAN, Jaime. Código Disciplinario Único. Bogotá: Ediciones Doctrina y Ley 
Ltda., 2000. p. 511. 
 
486
SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. BERMÚDEZ SÁNCHEZ, A. Nataly. Las causales 
de ausencia de responsabilidad disciplinaria, op.cit. p. 78. 
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culpa formas de culpabilidad”487.  
 
De todas formas, dice la Corte, el investigador disciplinario dispone de un 
campo amplio para determinar el “mayor o menor grado de gravedad, con 
base en los criterios señalados en el Art. 43 de la misma ley, lo cual 
obviamente no significa que aquel cree normas y que asuma por 
consiguiente el papel de legislador”488.  
 
Gómez Pavajeau, analiza cada uno de los criterios establecidos por el 
legislador en el mencionado artículo 43 del NCDU489, para lo cual los agrupa 
de la siguiente manera:  
                                                             
 
487
SÁNCHEZ HERRERA. YATE CHINOME, op. cit. p. 11. 
 
488
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-507 de julio 6 de 2006. M.P. Álvaro 
Tafur Galvis.  
 
489
Artículo 43. Criterios para determinar la gravedad o levedad de la falta. Las faltas 
gravísimas están taxativamente señaladas en este código. Se determinará si la falta es 
grave o leve de conformidad con los siguientes criterios: 
 
1. El grado de culpabilidad. 
 
2. La naturaleza esencial del servicio. 
 
3. El grado de perturbación del servicio. 
 
4. La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución. 
 
5. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado. 
 
6. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo 
en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la 
confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o 
función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a 
cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o condiciones 
de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas. 
 
7. Los motivos determinantes del comportamiento. 
 
8. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o 
servidores públicos. 
 
9. La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, será 
considerada falta grave. DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 5. 
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- Criterios de naturaleza subjetiva.  Pertenecen a este rango, el primer 
numeral que habla sobre el grado de culpabilidad con la que actúa el autor, 
que puede ser con dolo o culpa como títulos de imputación subjetiva, e 
igualmente con culpa gravísima o grave como subtítulos de imputación 
subjetiva por culpa.   
 
De igual forma, el numeral 9 que establece como criterio fijo que la falta 
objetivamente gravísima cometida con culpa grave, debe considerarse como 
falta grave. 
 
Así mismo, ubica el numeral 7 en este nivel, para señalar que los motivos 
determinantes del comportamiento, son tendencias anímicas que solamente 
operan en las faltas dolosas, como es el caso de los odios raciales, la 
persecución de una etnia y en general, lo que entrañe un sentimiento de 
desprecio hacia la igualdad y la dignidad del ser humano. 
 
Dentro de esta condición subjetiva, también enmarca los estados especiales 
del ánimo que prevé el numeral 6, como por ejemplo el cuidado empleado en 
la preparación de la falta, o su realización en un momento de ofuscación 
originado en circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad 
extrema debidamente comprobadas, casos en que tanto en las faltas  
dolosas como culposas, la voluntad y la capacidad de autodeterminación 
pueden sufrir disminución por aquellos estados de ánimo, aspecto 
significativo frente a la intensidad del reproche de culpabilidad. 
 
- Criterios objetivos que no constituyen elementos estructurales sino 
accidentales en la ejecución de la falta.  Su importancia para la valoración de 
la gravedad de la falta se determina porque inciden en su ejecución, ya sea 
facilitando su realización o colocando al autor ad portas de la infracción. En 
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el primer evento agrava el reproche y en el segundo lo disminuye. 
Corresponden a esta categoría los numerales 4, 6 y 8. 
 
- Criterios objetivos que no pertenecen estructural ni accidentalmente a la 
falta.  Su presencia no incide en la existencia del ilícito disciplinario, pero sí 
en el resultado producido, por lo cual su utilidad se funda en la ponderación 
para la calificación de la falta. Los criterios que registran estas características 
son los enunciados en los numerales 2, 3 y 5490. 
 
 
3.1.6  Inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflicto de 
intereses  
 
La inclusión de este grupo de herramientas al estatuto disciplinario vigente491 
conlleva como propósito garantizar que quienes cumplan funciones públicas, 
lo hagan con aplicación de los principios de moralidad, idoneidad, probidad, 
transparencia e imparcialidad, de manera que el Estado pueda efectuar sin 
tropiezos sus funciones y alcanzar sus diferentes cometidos. 
 
 
3.1.6.1  Inhabilidades. En general, se definen como aquellas circunstancias 
creadas por la Constitución o la ley que no le permiten a una persona 
acceder a un empleo público. Su teleología es preservar la pulcritud de la 
Administración Pública, en cuanto buscan que quienes pretendan ocupar un 
cargo oficial, posean determinadas condiciones que aseguren la gestión de 
                                                             
 
490
 GÓMEZ PAVAJEAU, Dogmática del Derecho Disciplinario, op. cit. pp. 512 a 515.  
 
491
Artículo 36. Incorporación de inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflicto 
de intereses.  Se entienden incorporadas a este código las inhabilidades, impedimentos, 
incompatibilidades y conflicto de intereses señalados en la Constitución y en la ley. DIARIO 
OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 4. 
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los intereses de la comunidad con base en los principios orientadores del 
buen servicio, como son los de igualdad, eficiencia, moralidad e 
imparcialidad492. 
 
La jurisprudencia constitucional distingue las inhabilidades que se configuran 
como consecuencia de concurrir en el individuo aspirante a un cargo público, 
circunstancias de naturaleza personal, como sucede con la existencia de 
parentescos que impiden el ejercicio de cargos públicos simultáneos o la 
nominación de una persona a un cargo del Estado por parte de un servidor 
público con quien la une un lazo de consanguinidad o afinidad493, de las 
inhabilidades que tienen un componente sancionatorio. 
 
 
3.1.6.2  Impedimentos. Dice la doctrina nacional que constituyen obstáculos 
a los cuales los servidores públicos deben ceder frente a determinadas 
decisiones o actos, y por lo tanto, se encuentran obligados a declararse 
impedidos en el desarrollo y conocimiento de investigaciones, práctica de 




En  forma puntual, la Ley 734 de 2002 enumera las causales de impedimento  
junto  con  las  de  recusación  aplicables  a  quienes  cumplan  funciones de  
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-544 de mayo 24 de 2005. M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 
493
Articulo 126. Los servidores públicos no podrán nombrar como empleados a personas con 
las cuales tengan parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad, 
primero civil, o con quien estén ligados por matrimonio o unión permanente. Tampoco 
podrán designar a personas vinculadas por los mismos lazos con servidores públicos 
competentes para intervenir en su designación.  
 
Se exceptúan de lo previsto en este artículo los nombramientos que se hagan en aplicación 
de las normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos. CONSTITUCION POLITICA 
DE COLOMBIA DE 1991. http://www.secretariasenado.gov.co. 
 
494
MEJÍA OSSMAN, op. cit. p. 614. 
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operatividad disciplinaria495 y describe el procedimiento para su declaratoria. 
 
 
3.1.6.3  Incompatibilidades. El NCDU asume el tema bajo el título de “otras 
incompatibilidades” para presentar un listado de aquellas situaciones que no 
le  permiten  a quien se halla vinculado con la Administración Pública, ejercer  
                                                             
 
495
Artículo 84. Causales de impedimento y recusación. <apartes subrayados 
condicionalmente exequibles> Son causales de impedimento y recusación, para los 
servidores públicos que ejerzan la acción disciplinaria, las siguientes: 
 
1. Tener interés directo en la actuación disciplinaria, o tenerlo su cónyuge, compañero 
permanente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil. 
 
2. Haber proferido la decisión de cuya revisión se trata, o ser cónyuge o compañero 
permanente, o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o 
primero civil, del inferior que dictó la providencia. 
 
3. Ser cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, de cualquiera de los sujetos 
procesales. 
.  
4. Haber sido apoderado o defensor de alguno de los sujetos procesales o contraparte de 
cualquiera  de  ellos, o haber dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia 
de la actuación. 
 
5. Tener amistad íntima o enemistad grave con cualquiera de los sujetos procesales. 
 
6. Ser o haber sido socio de cualquiera de los sujetos procesales en sociedad colectiva, de 
responsabilidad limitada, en comandita simple, o de hecho, o serlo o haberlo sido su 
cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil. 
 
7. Ser o haber sido heredero, legatario o guardador de cualquiera de los sujetos procesales, 
o serlo o haberlo sido su cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
 
8. Estar o haber estado vinculado legalmente a una investigación penal o disciplinaria en la 
que se le hubiere proferido resolución de acusación o formulado cargos, por denuncia o 
queja instaurada por cualquiera de los sujetos procesales. 
 
9. Ser o haber sido acreedor o deudor de cualquiera de los sujetos procesales, salvo cuando 
se trate de sociedad anónima, o serlo o haberlo sido su cónyuge o compañero permanente, 
o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
10. Haber dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale, a menos que la demora 
10. Haber dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale, a menos que la demora 
sea debidamente justificada. DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. pp. 9 - 10. 
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al mismo tiempo funciones coetáneas496.  
 
Una precisa definición recoge la jurisprudencia nacional, al indicar que la 
incompatibilidad “comporta una prohibición dirigida al titular de una función 
pública a quien, por ese hecho, se le impide ocuparse de ciertas actividades 
o ejercer, simultáneamente, las competencias propias de la función que 
desempeña y las correspondientes a otros cargos o empleos”497. Como 
argumentos de su existencia invoca la guarda del interés superior que puede 
verse afectado por una indebida acumulación de funciones o por la 
confluencia de intereses poco conciliables y capaces de afectar la 
imparcialidad y la independencia que deben guiar las actuaciones de quien 
ejerce la autoridad en nombre del Estado. 
 
 
3.1.6.4  Conflicto de intereses.  La Ley 734 de 2002 exige al servidor 
público  que  se  halle  en  una  situación  de  esa  índole,  su  declaratoria de  
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Artículo 39. Otras incompatibilidades. Además, constituyen incompatibilidades para 
desempeñar cargos públicos, las siguientes: 
 
1. Para los gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y miembros de las juntas 
administradoras locales, en el nivel territorial donde hayan ejercido jurisdicción, desde el 
momento de su elección y hasta cuando esté legalmente terminado el período: 
 
a) Intervenir en nombre propio o ajeno en asuntos, actuaciones administrativas o actuación 
contractual en los cuales tenga interés el departamento, distrito o municipio correspondiente, 
o sus organismos; 
 
b) Actuar como apoderados o gestores ante entidades o autoridades disciplinarias, fiscales, 
administrativas o jurisdiccionales. 
 
2. Para todo servidor público, adquirir o intervenir directa o indirectamente, en remate o 
venta de bienes que se efectúen en la entidad donde labore o en cualquier otra sobre la cual 
se ejerza control jerárquico o de tutela o funciones de inspección, control y vigilancia. Esta 
prohibición se extiende aun encontrándose en uso de licencia. DIARIO OFICIAL No. 44699. 
Bogotá, 2002. pp. 4 - 5. 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C- 181 de abril 10 de 1997. M.P. 
Fabio Morón Díaz. 
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impedimento para tramitar el asunto que origine el conflicto entre el interés 
general y el interés particular498. 
 
Retomando un concepto de abril 28 de 2004 con ponencia del magistrado 
Flavio Rodríguez Arce, señala el Consejo de Estado que el conflicto de 
intereses “es aquella cualidad de concurrencia antagónica entre el interés 
particular y el interés público que afecta la decisión a tomar y obliga a 
declararse impedido a quien deba tomarla”. 
 
En cuanto al interés privado, establece que se configura cuando hay 
exigencia para la satisfacción de necesidades humanas, lo cual acontece 
cuando surgen ventajas o provechos representados en derechos subjetivos, 
o en ventajas de tipo reparativo positivo como indemnización por daños o 
detrimento de derechos, o negativo en el caso de reparación de gastos, o de 
tipo enriquecedor como ganancias, utilidades, provechos, derechos, o 
cuando se refieren a la simple exoneración de desventajas como por 
ejemplo, exoneración de obligaciones, cargas, etc. 
 
Así mismo, la Corporación invoca la sentencia de septiembre 3 de 2002 
dictada por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo dentro del 
expediente 11001-03-15-000-2002-0447-01, para puntualizar que “siempre 
que se produzca un resultado provechoso por el simple ejercicio de una 
función oficial, que convenga al agente o a otra persona allegada, en el 
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Artículo 40. Conflicto de intereses. <aparte subrayado condicionalmente exequible> Todo 
servidor público deberá declararse impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés 
particular y directo en su regulación, gestión, control o decisión, o lo tuviere su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o algunos de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o su socio o socios de hecho o de 
derecho. 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con un interés 
particular y directo del servidor público deberá declararse impedido. DIARIO OFICIAL No. 
44699. Bogotá, 2002. p. 5. 
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orden moral o material, surgirá un conflicto de intereses. Si la ley protege el 
interés, será lícito; pero si se persigue con fines personales, particulares, que 
sobrepasen el interés social, será ilícito"499.  
 
 
3.2  LA SANCIÓN DISCIPLINARIA 
 
 
En el Derecho disciplinario cumple el cometido de garantizar la obediencia 
efectiva de los deberes de servicio asignados a los funcionarios del Estado, 
por lo cual, como medida protectora del correcto ejercicio de la 
Administración  Pública,  cuando  incurren  en  omisión  o  extralimitación  de  
sus deberes  funcionales,  bien  sea  por  negligencia,  imprudencia,  falta  de  
cuidado o  impericia,  pueden  ser  sancionados  bajo  esta  forma  de  
responsabilidad. 
 
Al  respecto  sostiene  la  rectora  de  la  Carta  Fundamental  que  “la  
potestad disciplinaria  se  ocupa  esencialmente  de  investigar  y  sancionar,  
si  a  ello hubiese  lugar,  a  quienes  incumplan  sus  deberes  funcionales,  
entre los  cuales indefectiblemente  se  encuentra  cumplir  su  labor  de  
acuerdo  con  los lineamientos  planteados  por  el  artículo  209  
constitucional”500. 
 
Igualmente hace notar que el objetivo de la potestad disciplinaria es “prevenir 
y sancionar aquellas conductas que atenten contra el estricto cumplimiento 
de  los  deberes  que  se  imponen a los servidores públicos u obstaculicen el  
                                                             
 
499
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-028 de enero 26 de 2006. M.P. 
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adecuado funcionamiento de la administración pública”501. 
 
El fundamento constitucional de la sanción se edifica en la indemnidad de 
que “nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que 
se le imputa”, inscrita en el artículo 29 de la Carta Política, es decir, que al 
igual que la tipicidad, el principio de legalidad también es imprescindible en el 
área de la sanción disciplinaria.  
 
 
3.2.1  La sanción disciplinaria y el principio de legalidad 
 
La misma Corporación exalta la máxima transcrita, al sostener que “uno de 
los principios esenciales en materia sancionatoria es el de la tipicidad, según 
el cual las faltas disciplinarias no sólo deben estar descritas en norma previa 
sino que, además, la sanción debe estar predeterminada”502 con indicación 
de sus montos máximos y mínimos, así como los criterios de 
proporcionalidad que debe tomar en cuenta el juzgador al imponer en 
concreto el castigo
503
 por cuanto, dice la doctrina, debe haber certidumbre 
sobre la sanción a imponer504. 
 
En  un  nuevo  pronunciamiento  insiste  la  Corte,  que  la sanción debe estar  
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-843 de octubre 27 de 1999. M.P. 
Alejandro Martínez Caballero. 
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BRITO RUIZ, Fernando.  Jurisprudencia Disciplinaria. Estudio Integrado y Sistemático de 
los Pronunciamientos de la Corte Constitucional. En: Lecciones de Derecho disciplinario. 
Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del Ministerio Público. Vol. II. Obra 
colectiva. Bogotá: Imprenta Nacional de Colombia, 2007. p. 78. http://www.icdd.org.co 
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contemplada en una norma de rango legal sin que ello sea garantía 
suficiente, porque “además, la norma que la contiene debe determinar con 
claridad la sanción, o por lo menos permitir su determinación mediante 
criterios que el legislador establezca para el efecto”505. Señala que 
“igualmente, ha de ser razonable y proporcional, a efectos de evitar la 
arbitrariedad y limitar a su máxima expresión la discrecionalidad de que 
pueda hacer uso la autoridad administrativa al momento de su imposición”506. 
 
Más adelante argumenta, que el principio de legalidad como semblante de 
una de las conquistas más significativas del constitucionalismo democrático, 
es salvaguarda para la seguridad jurídica de los ciudadanos, porque no 
solamente les permite conocer con anticipación las conductas reprochables y 
las sanciones que les son aplicables, sino que además exige que el texto 
predeterminado tenga fundamento directo en la ley, restringiendo 
razonablemente de esta forma el poder discrecional de la autoridad que 
detenta el poder sancionador507. 
 
De manera que, el principio de legalidad impone al legislador la obligación de 
definir previa, taxativa e inequívocamente las conductas reprochables y las 
sanciones aplicables a quien realice un comportamiento prohibido. En esta 
forma, el principio en comento cumple a cabalidad con su función garantista 
y democrática, de lo contrario la norma vulnera el ordenamiento, bien sea 
porque no determine claramente la conducta reprochada, o porque no define 
claramente  cuál  es  la  sanción  que  debe  imponerse  o  los   criterios   que  
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C- 564 de mayo 17 de 2000. M.P. 
Alfredo Beltrán Sierra. 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C- 564 de mayo 17 de 2000. M.P. 
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CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-796 de agosto 24 de 2004. M.P. 
Rodrigo Escobar Gil. 
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permiten su determinación508. 
 
 
3.2.2  Definición 
 
El ordenamiento disciplinario vigente no contiene una conceptualización de 
esta locución, de ahí la necesidad de buscar su definición en los criterios 
auxiliares de interpretación jurídica. 
 
En este sentido, la doctrina sostiene que la sanción es la consecuencia de 
una falta disciplinaria, y para efectos de su validez en el medio jurídico, 
requiere estar prevista en la ley con anterioridad al comportamiento que 
motiva la conducta, ser proporcional al hecho que se juzga disciplinariamente 
y aplicarse de acuerdo con el grado de culpabilidad del sujeto disciplinado509.  
 
Así mismo, se define como “aquella acción correctiva [y preventiva] que 
surge de la potestad de reprensión del Estado, que en razón del principio de 
legalidad se encuentra establecida en la ley para ser impuesta a los 
destinatarios de la ley disciplinaria que incurran en faltas administrativas o 
determinen a otros a cometerlas”510. 
 
Por su parte, la jurisprudencia contenciosa administrativa señala que “la 
sanción es un vocablo de precisión jurídica que comprende las innúmeras 
situaciones particulares que sobrevienen en gracia a la realización de los 
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MEJÍA OSSMAN, op.cit. p. 697. 
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distintos supuestos previstos en las reglas positivas de derecho”511. En el 
mismo pronunciamiento, dice la Corporación que “traduce la sanción la 
consecuencia jurídica impuesta por el legislador para los eventos de 




3.2.3  Naturaleza jurídica 
 
Cuando un servidor público realiza un comportamiento contrario al 
ordenamiento que establece el NCDU, surge para la autoridad administrativa 
competente, la obligación de examinar su conducta y determinar a través de 
un proceso disciplinario reglado de esencia administrativa, si debe imponerle 
por medio de un acto administrativo la correspondiente sanción disciplinaria, 
decisión susceptible del recurso de apelación, el cual es necesario interponer  
como requisito de procedibilidad demandable solamente ante la jurisdicción 
contencioso administrativa.  
 
Bajo este entorno dice la doctrina que la naturaleza de la sanción 
disciplinaria será siempre administrativa si es impuesta por la Procuraduría 
General de la Nación, la Rama Ejecutiva del poder público o las entidades 
que como la Contraloría General de la República desarrollan funciones 
administrativas, porque si es impuesta por la Rama Judicial su naturaleza 
será jurisdiccional513 caso en que la competencia según el artículo 3 de Ley 
734 de 2002 radica exclusivamente en el Consejo Superior de la Judicatura.  
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CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. 
Sentencia de noviembre 27 de 1990. Rad. 1123. C.P. Rodrigo Vieira Puerta.  
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3.2.4  Fines de la sanción 
 
El legislador, la doctrina y la jurisprudencia coinciden en señalar que 
teleológicamente las sanciones disciplinarias buscan prevenir y corregir las 
conductas de los sujetos disciplinables, que atenten o pongan en peligro la 
efectividad de los principios que rigen la función pública, como son el de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad. La Ley 734 de 2002 instituye esta orientación en los siguientes 
términos:  
 
Artículo 16. Función de la sanción disciplinaria.  La sanción disciplinaria 
tiene función preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de 
los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los tratados 
internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función 
pública514. 
 
El fin preventivo y correctivo, explica que el designio de las sanciones 
disciplinarias es disuadir los comportamientos que coarten la efectividad de 
los mencionados principios orientadores de la función pública. Además, 
como se indicó al estudiar el tema del principio de legalidad, los cánones 
contemporáneos excluyen la práctica de la arbitrariedad por parte de las 
autoridades competentes para imponer sanciones, al establecer 
precisamente la obligatoriedad de someter sus decisiones al principio de 
legalidad con el ánimo de garantizar que el castigo impuesto corresponda al 
resultado de un fallo razonado, justo, proporcionado, y no al capricho o 
desafuero  de  quienes  ejercen  esa  misión   dentro   de   la   Administración  
Pública.  
 
Isaza Serrano afirma que la finalidad de la sanción debe concebirse no como  
un  objetivo  en  sí  mismo,  sino  como  un  medio  de  prevención  general y  
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especial. En cuanto al alcance general, considera que esa connotación se 
refleja cuando la medida de corrección motiva a los servidores públicos a 
desplegar un comportamiento ajustado a derecho en un doble sentido: de 
modo negativo, en cuanto a la intimidación que les genera la imposición de 
una sanción, y de modo positivo, porque encausa la conciencia de los 
servidores públicos hacia una correcta actividad funcional. En lo referente a 
la función de prevención especial, le atribuye a la sanción la misión de evitar 
que el autor de la falta disciplinaria cometa otras en el futuro515. 
 
Por su parte, Mejía Ossman interpreta que no es la ley disciplinaria la que 
garantiza la efectividad de los principios, fines y funciones del Estado 
previstos en la Carta Política, la Ley y los tratados internacionales, sino es la 
imposición de esta clase de sanciones, que aparte de cumplir una función 
preventiva y correctiva, "tienen como finalidades: la defensa y 
restablecimiento del orden social; la confianza que se logra en la 
colectividad; la aflicción y rehabilitación del disciplinado; la credibilidad en la 
estructura estatal; la retribución de la lesión o peligro causado con la 
conducta del actor [ilicitud sustancial] y la cultura anticorruptiva que se 
introduce en la comunidad516. 
 
A su vez, el Consejo de Estado concibe el ejercicio de la función de control 
preventiva, como un prerrequisito esencial de la aplicación de la función 
sancionatoria “entendida esta última como subsidiaria de la función de 
control, cuando se presente la lesión a los bienes jurídicos que las 
autoridades administrativas están llamadas a proteger, con fines correctivos y 
de  restablecimiento  de la situación adecuada para la eficiente prestación del  
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3.2.5  Principio de proporcionalidad 
 
La filosofía que confina este principio se hace tangible en la atenuación de la 
discrecionalidad que el estatuto vigente le dispensa al operador disciplinario 
para la graduación de las faltas y la sanción, al exigir que estos institutos 
resulten adecuados a los fines de la norma, esto es, a la realización de los 
principios que gobiernan la función pública. 
 
En lo referente a sus orígenes, Bernal Pulido escribe que la proporcionalidad 
como concepto jurídico forma parte del siglo de la Ilustración, época en la 
que nace con el contractualismo iusnaturalista y se consolida en el Derecho 
prusiano de policía, desde donde irradia al Derecho Público europeo. Su 
incesante expansión como principio, deviene de la reivindicación de los 
derechos individuales frente al Estado hasta convertirse en un criterio 
ineludible de control sobre los poderes públicos en cuanto al respeto que 
deben observar acerca de los derechos fundamentales. “Desde el final de la 
Segunda Guerra Mundial hasta nuestros  días, la utilización del principio de 
proporcionalidad, como criterio para fundamentar las decisiones de control 
sobre los actos de la Administración, se ha (…) proliferado de país en país y 
se ha difundido a lo largo de los diversos campos del Derecho Administrativo 
(…)”518. 
 
Interesa destacar en la presente investigación, que la proporcionalidad forma  
                                                             
 
517
CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Radicación 1454 de octubre 16 
de 2002. C.P. Susana Montes de Echeverri. 
 
518
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parte de los principios rectores del NCDU y exige que la sanción sea 
correlativa a la gravedad de la falta que lesione o ponga en peligro la buena 
marcha de la Administración Pública. En la Ley 734 de 2002 aparece 
redactado en los siguientes términos: 
 
Artículo 18. Proporcionalidad. La sanción disciplinaria debe 
corresponder a la gravedad de la falta cometida. En la graduación de la 
sanción deben aplicarse los criterios que fija esta ley519. 
 
Dice la doctrina que omitir esta máxima, es conculcar el principio de igualdad 
constitucional “toda vez que en los demás regímenes sancionatorios la lesión 
y el daño efectivo son fundamento de antijuridicidad de la conducta como 
fuente de construcción de fórmulas punitivas, lo que innegablemente le abre 
las puertas al principio garantizador de la proporcionalidad (…) para 
fortalecer el respeto a la dignidad humana”520. 
 
A su vez, la jurisprudencia constitucional señala que respecto de la sanción 
administrativa “la proporcionalidad implica también que ella no resulte 
excesiva en rigidez frente a la gravedad de la conducta, ni tampoco carente 
de importancia frente a esa misma gravedad”521. Además, su conexidad con 
los principios de legalidad y tipicidad, certifica que la descripción típica 
efectuada  por  el  legislador  tenga  un  claro  fundamento  jurídico  y  
“permita  su  aplicación sin  afectar  irrazonablemente  los  intereses  del  
potencial  implicado  (…),  de  manera  que  éste  quede protegido522 de los 
excesos o abusos de poder que podrían provenir del empleo indiscriminado 
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3.2.5.1  Elementos del principio de proporcionalidad.  La doctrina 
española sostiene que en sentido amplio el principio de proporcionalidad se 
compone de tres elementos o subprincipios: “a) el de utilidad o adecuación; 
b) el de la necesidad o indispensabilidad, y c) el de proporcionalidad strictu 
sensu”524. 
 
Tesis similar sigue la jurisprudencia dictada por la Corte Constitucional al 
precisar que “el principio de proporcionalidad incluye los subprincipios de 
adecuación, necesidad y proporcionalidad”525, orientación que la doctrina 
nacional acoge al desarrollar el concepto. Al respecto señala que cada 
elemento se debe utilizar en forma sucesiva y escalonada, aparte de requerir 
un análisis concreto al momento de su aplicación y exigir un enjuiciamiento 
de la sanción administrativa a imponer desde tres puntos de vista: 
 
… en primer lugar, se verifica el cumplimiento del subprincipio de la 
idoneidad. En caso de hallarse que la medida a adoptar es idónea, se 
continúa analizando su necesidad y posteriormente su proporcionalidad 
en sentido estricto (…). Ahora, desde la perspectiva del subprincipio de 
idoneidad o de adecuación, este subprincipio indicaría que toda sanción 
disciplinaria debe ser adecuada para contribuir a la obtención de un fin 
constitucionalmente legítimo. Por lo que respecta al principio de 
necesidad o de intervención más restringida posible, toda sanción 
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disciplinaria debe ser la más benigna posible, entre aquellas que 
revisten por lo menos la misma idoneidad para lograr el fin propuesto 
(…). Finalmente, en lo que toca al principio de proporcionalidad, en 
sentido  estricto,  la  sanción  disciplinaria  debe  estar  justificada  por  
la  importancia  de  la  realización  del  fin  perseguido.  En  otras  
palabras,  la  aplicación  de  la  proporcionalidad,  en  sentido  estricto,  
significa  que  las  ventajas  que  se  obtienen  mediante  la  imposición  
de una  sanción  deben  compensar  los  sacrificios  que  dicha  sanción  




3.2.6  Régimen sancionatorio de la Ley 734 de 2002 
 
Básicamente comprende las clases, definición, límites y criterios de 




3.2.6.1  Clases de sanciones.  De este tema se ocupa el artículo 44, en el 
cual el legislador señala las sanciones aplicables a los servidores públicos 
que con su conducta infrinjan las normas del NCDU y su comportamiento no 
se encuentre justificado en alguna de las causales de exclusión de 
responsabilidad disciplinaria de la Ley 734 de 2002527.  
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responsabilidad disciplinaria quien realice la conducta:  
 
1. Por fuerza mayor o caso fortuito. 
 
2. En  estricto  cumplimiento  de  un deber constitucional o legal de mayor importancia que el 
sacrificado. (Texto subrayado declarado exequible por la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-948 de 2002, por el cargo analizado). 
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La norma adopta el sistema de incriminación genérica o numerus apertus en 
cuanto a las faltas culposas, al exigir del operador disciplinario una 
valoración de las formas de culpa, para lo cual en su parágrafo único fija los 
criterios que cumplen la misión de definir las modalidades de gravísima y 
grave. 
 
La categorización de las sanciones que establece el precepto, sigue un 
orden decreciente que atiende en el mismo sentido el grado de culpabilidad 
con la que se cometió la falta, y que le sirve de ruta para desplazarse desde 
la destitución e inhabilidad general como correctivo de mayor significado, 
hasta  la  amonestación  escrita  como  sanción  de  menor  trascendencia.  
Dice el NCDU: 
 
Artículo 44. Clases de sanciones. El servidor público está sometido a 
las siguientes sanciones: 
 
1.  Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o 
realizadas con culpa gravísima. (Numeral declarado exequible por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-124 de 2003). 
 
2.  Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las 
faltas graves dolosas o gravísimas culposas. 
 
3.  Suspensión, para las faltas graves culposas. 
                                                                                                                                                                             
3. En cumplimiento de orden legítima de autoridad competente emitida con las formalidades 
legales. 
 
4. Por salvar un derecho propio o ajeno al cual deba ceder el cumplimiento del deber, en 
razón de la necesidad, adecuación, proporcionalidad y razonabilidad. 
 
5. Por insuperable coacción ajena o miedo insuperable. 
 
6. Con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituye falta disciplinaria. 
 
7. En situación de inimputabilidad. En tales eventos se dará inmediata aplicación, por el 
competente, a los mecanismos administrativos que permitan el reconocimiento de las 
inhabilidades sobrevinientes. 
 
No habrá lugar al reconocimiento de inimputabilidad cuando el sujeto disciplinable hubiere 
preordenado su comportamiento. DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 2. 
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4.  Multa, para las faltas leves dolosas. 
 
5.  Amonestación escrita, para las faltas leves culposas. 
 
Parágrafo. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta 
disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación 
manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave 
cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado 
necesario que cualquier persona del común imprime a sus 
actuaciones528. 
 
Resalta la Corte la voluntad del legislador, de sancionar con mayor severidad 
los comportamientos de los funcionarios públicos que lesionen de manera 
más grave la ética y la moralidad del ejercicio de la función pública y aquellos 
que constituyen un atentado contra los derechos humanos y las reglas del 
Derecho internacional humanitario. “Así pues, de una lectura integral de la 
Ley 734 de 2002 no se desprende, que un funcionario público pueda llegar a 
ser destituido sin que se le imponga, al mismo tiempo la inhabilidad general. 
En consecuencia, (…) se trata de dos sanciones que se aplican a una misma 
persona, pero cuyas finalidades son completamente distintas”529. 
 
 
3.2.6.2  Significado de las sanciones.  El artículo 45 de la Ley 734 de 2002, 
describe en qué consiste cada sanción y determina a quien corresponde 
hacerla efectiva. La disposición legal prevé: 
 
Artículo 45. Definición de las sanciones. 
 
1. La destitución e inhabilidad general implica: 
 
a) La  terminación  de   la   relación   del   servidor   público   con   la  
administración, sin que importe que sea de libre nombramiento y  
                                                             
 
528
DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p. 5. 
 
529
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena Sentencia C-1076 de diciembre 5 de 2002. M.P. 
Clara Inés Vargas Hernández. 
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remoción, de carrera o elección, o 
 
b)  La desvinculación del cargo, en los casos previstos en los 
artículos 110 y 278, numeral 1, de la Constitución Política530, o 
 
c)  La terminación del contrato de trabajo, y 
 
d)  En todos los casos anteriores, la imposibilidad de ejercer la 
función pública en cualquier cargo o función, por el término 
señalado en el fallo, y la exclusión del escalafón o carrera. 
 
2.  La suspensión implica la separación del ejercicio del cargo en cuyo 
desempeño se originó la falta disciplinaria y la inhabilidad especial, la 
imposibilidad de ejercer la función pública, en cualquier cargo distinto 
de aquel, por el término señalado en el fallo. 
 
3.  La multa es una sanción de carácter pecuniario. 
 
4.  La amonestación escrita implica un llamado de atención formal, por 
escrito, que debe registrarse en la hoja de vida. 
 
Si al momento del fallo el servidor público o el particular sancionado 
presta servicios en el mismo o en otro cargo similar en la misma entidad 
o en otra entidad oficial, incluso en período diferente, deberá 
comunicarse la sanción al representante legal o a quien corresponda, 
para que proceda a hacerla efectiva531. 
                                                             
 
530
Articulo 110. Se prohíbe a quienes desempeñan funciones públicas hacer contribución 
alguna a los partidos, movimientos o candidatos, o inducir a otros a que lo hagan, salvo las 
excepciones que establezca la ley. El incumplimiento de cualquiera de estas prohibiciones 
será causal de remoción del cargo o de pérdida de la investidura.  
 
278. El Procurador General de la Nación ejercerá directamente las siguientes funciones: 1. 
Desvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión motivada, al funcionario público 
que incurra en alguna de las siguientes faltas: infringir de manera manifiesta la Constitución 
o la ley; derivar evidente e indebido provecho patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus 
funciones; obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice la Procuraduría o 
una autoridad administrativa o jurisdiccional; obrar con manifiesta negligencia en la 
investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los empleados de su dependencia, o en 
la denuncia de los hechos punibles de que tenga conocimiento en razón del ejercicio de su 




DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p.5. 
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3.2.6.3  La inhabilidad como sanción.  Este tópico quedó mencionado al 
estudiar  las  clases  de  inhabilidades  que  enuncia  la  jurisprudencia 
constitucional  (ver 3.1.6  Inhabilidades,  impedimentos,  incompatibilidades  
y  conflicto  de  intereses),  según  la  cual,  las  inhabilidades  también 
pueden comprender un componente sancionatorio que deviene de 
comportamientos jurídicamente reprochables cometidos por el inhabilitado, 
bien  sea  de  índole  penal,  disciplinaria,  contravencional,  correccional  o 
de  punición  por  indignidad  política  de  su  conducta532,  en  cuanto 
constituyen circunstancias que impiden a una persona acceder a 
determinado cargo533. 
 
De manera que, cometida la conducta que la ley considera reprochable, el 
Estado impone la sanción correspondiente y adiciona una más, la 
inhabilidad, que le impide a la persona sancionada ejercer una determinada 
actividad. En esta forma, la Corte incorpora la tesis de las inhabilidades que 
se apoyan en sanciones disciplinarias y para justificar su constitucionalidad 
sostiene que “el objeto de las normas que las consagran no es castigar la 
conducta de la persona que resulta inhabilitada, sino asegurar la prevalencia 
                                                             
 
532
Articulo 122. (…). Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán 
ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados como 
servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el 
Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que 
afecten el patrimonio del Estado o quienes hayan sido condenados por delitos relacionados 
con la pertenencia, promoción o financiación de grupos armados ilegales, delitos de lesa 
humanidad o por narcotráfico en Colombia o en el exterior. Tampoco quien haya dado lugar, 
como servidores públicos, con su conducta dolosa o gravemente culposa, así calificada por 
sentencia ejecutoriada, a que el Estado sea condenado a una reparación patrimonial, salvo 
que asuma con cargo a su patrimonio el valor del daño.  
 
Articulo 179. No podrán ser congresistas:  
 
1. Quienes hayan sido condenados en cualquier época por sentencia judicial, a pena 
privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos (…). CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1991. http://www.secretariasenado.gov.co. 
 
533
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-1062 de noviembre 11 de 2003. 
M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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del interés colectivo y la excelencia e idoneidad del servicio público, 
mediante la certidumbre acerca de los antecedentes intachables de quien 
haya de prestarlo534. 
 
Manifiesta que “es legítimo frente al Texto Fundamental, que el legislador 
consagre como una de las sanciones derivadas del proceso disciplinario las 
inhabilidades”535.y “resulta innegable que la inhabilidad como sanción 
disciplinaria se constituye en una de las más poderosas herramientas con la 
que cuenta el derecho para luchar contra aquellos que infringen los 
postulados que guían el ejercicio de la función pública”536. 
 
Muestra de esta categoría se aprecia en varios de los postulados de la Ley 
734 de 2002, como sucede con las denominadas “inhabilidades 
sobrevinientes”537 o las agrupadas con el calificativo de “otras 
inhabilidades”538, al determinar la redacción del texto normativo que las 
mismas se configuran con posterioridad al fallo sancionatorio. 
                                                             
 
534
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-544 de mayo 24 de 2005. M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 
535
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-028 de enero 26 de 2006. M.P. 
Humberto Antonio Sierra Porto. 
 
536
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-028 de enero 26 de 2006. M.P. 
Humberto Antonio Sierra Porto. 
 
537
Artículo 37. Inhabilidades sobrevinientes. Las inhabilidades sobrevinientes se presentan 
cuando al quedar en firme la sanción de destitución e inhabilidad general o la de suspensión 
e inhabilidad especial o cuando se presente el hecho que las generan el sujeto disciplinable 
sancionado se encuentra ejerciendo cargo o función pública diferente de aquel o aquella en 
cuyo ejercicio cometió la falta objeto de la sanción. En tal caso, se le comunicará al actual 
nominador para que proceda en forma inmediata a hacer efectivas sus consecuencias. 
DIARIO OFICIAL No. 44699. Bogotá, 2002. p.4. 
 
538
Artículo 38. Otras inhabilidades. También constituyen inhabilidades para desempeñar 
cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes: 
 
1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber 
sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro 
de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político. 
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Igualmente,  aunque  constituye  reserva  de  ley  -subordinada  a los valores,  
principios y derechos constitucionalmente reconocidos- la configuración 
normativa de las causales de inhabilidad, así como de su duración en el 
tiempo539, el legislador le confiere al operador disciplinario la misión de fijar 
                                                                                                                                                                             
2. Haber sido sancionado disciplinariamente tres o más veces en los últimos cinco (5) años 
2. Haber sido sancionado disciplinariamente tres o más veces en los últimos cinco (5) años 
por faltas graves o leves dolosas o por ambas. Esta inhabilidad tendrá una duración de tres 
años contados a partir de la ejecutoria de la última sanción. 
 
3. Hallarse  en  estado  de  interdicción  judicial  o inhabilitado por una sanción disciplinaria o  
penal, o suspendido en el ejercicio de su profesión o excluido de esta, cuando el cargo a 
desempeñar se relacione con la misma. 
 
4. Haber sido declarado responsable fiscalmente. 
 
Parágrafo 1. Quien haya sido declarado responsable fiscalmente será inhábil para el 
ejercicio de cargos públicos y para contratar con el Estado durante los cinco (5) años 
siguientes a la ejecutoria del fallo correspondiente. Esta inhabilidad cesará cuando la 
Contraloría competente declare haber recibido el pago o, si este no fuere procedente, 
cuando la Contraloría General de la República excluya al responsable del boletín de 
responsables fiscales. 
 
Si pasados cinco años desde la ejecutoria de la providencia, quien haya sido declarado 
responsable fiscalmente no hubiere pagado la suma establecida en el fallo ni hubiere sido 
excluido del boletín de responsables fiscales, continuará siendo inhábil por cinco años si la 
cuantía, al momento de la declaración de responsabilidad fiscal, fuere superior a 100 
salarios mínimos legales mensuales vigentes; por dos años si la cuantía fuere superior a 50 
sin exceder de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes; por un año si la cuantía 
fuere superior a 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes sin exceder de 50, y por 
tres meses si la cuantía fuere igual o inferior a 10 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
 
Parágrafo 2. Para los fines previstos en el inciso final del artículo 122 de la Constitución 
Política a que se refiere el numeral 1 de este artículo, se entenderá por delitos que afecten el 
patrimonio del Estado aquellos que produzcan de manera directa lesión del patrimonio 
público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso 
indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, producida por una conducta dolosa, 
cometida por un servidor público. 
 
Para estos efectos la sentencia condenatoria deberá especificar si la conducta objeto de la 
misma constituye un delito que afecte el patrimonio del Estado. DIARIO OFICIAL No. 44699. 
Bogotá, 2002, p.4. 
 
539
Como sucede, por ejemplo, con la inhabilidad permanente propiciada por faltas 
disciplinarias que se ajusten al precepto del numeral 1 del artículo 48 del NCDU, en cuanto 
la conducta además de configurar la comisión de un delito, afecte el patrimonio del Estado.  
 
Dice la norma: 
 
Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: 
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como sanción dentro del rango establecido en la norma y con aplicación de 
los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, el límite de las denominadas 
inhabilidades generales y especiales. 
 
 
3.2.6.4  Límite de las sanciones.  Bajo esta denominación, el artículo 46 del 
NCDU fija los rangos mínimo y máximo dentro de los cuales le permite al 
operador disciplinario moverse discrecionalmente para fijar la medida 
sancionatoria, facultad que de todas maneras regula la Ley 734 de 2002 con 
los criterios de graduación de la sanción. Dice la norma que se enuncia: 
 
Artículo 46. Límite de las sanciones. La inhabilidad general será de diez 
a veinte años; la inhabilidad especial no será inferior a treinta días ni 
superior a doce meses
540
; pero cuando la falta afecte el patrimonio 
económico del Estado la inhabilidad será permanente541. 
                                                                                                                                                                             
 
1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito 
sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia 




Acerca de la manera como deben contabilizarse los días en esta clase de sanción, la 
rectora de la Carta Política hace la siguiente precisión: “El término de la suspensión en el 
ejercicio del cargo conforme a la norma del artículo 199 del Decreto 1660 de 1978 [Régimen 
de personal y de prestaciones de la Rama Judicial], debe entenderse como días calendario y 
no hábiles, porque: 
 
a) La relación de trabajo se desarrolla continuamente, salvo las causales legales que 
determinan su interrupción y a dicha continuidad no se opone la interposición de los días de 
vacancia. 
 
b) El salario se paga computando los días calendario, es decir, sin excluir los inhábiles. 
 
c) Al decretarse la suspensión del empleado en el ejercicio de funciones, obviamente se le 
aísla o se lo separa de éstas, tanto en los días hábiles como en los inhábiles. 
 
d) La suspensión se decreta sin derecho a remuneración y, obviamente, al excluir los días 
inhábiles, habría que pagar el salario correspondiente a dichos días. 
 
e) El término de suspensión, por afectar el derecho fundamental al trabajo, debe 
interpretarse en forma restrictiva. 
 
La norma del artículo 62 del C.R.P.M., en cuanto ordena computar como hábiles los términos  
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La suspensión no será inferior a un mes ni superior a doce meses. 
Cuando el disciplinado haya cesado en sus funciones para el momento 
de la ejecutoria del fallo o durante la ejecución del mismo, cuando no 
fuere posible ejecutar la sanción se convertirá el término de suspensión 
o el que faltare, según el caso, en salarios de acuerdo al monto de lo 
devengado para el momento de la comisión de la falta, sin perjuicio de 
la inhabilidad especial.  
 
La multa no podrá ser inferior al valor de diez, ni superior al de ciento 
ochenta días del salario básico mensual devengado al momento de la 
comisión de la falta. 
 
La amonestación escrita se anotará en la correspondiente hoja de vida. 
 
 
3.2.6.5  Proporcionalidad de la sanción.  En  cuanto  a  la  graduación  de 
la  sanción  “la  relación  que  debe  existir  entre  la  falta  cometida  y  la 
sanción  a  imponer  es  una  cuestión  que  debe  resolver  en  cada  caso  el 
juzgador  (…).  El  juicio  de  proporcionalidad  –que  debe  ceñirse 
estrictamente  a  lo  establecido  en  la  ley  (CP art. 230)-  es 
necesariamente  individual”542.  Para  controlar  la  discrecionalidad  que  el 
legislador  le  confía  al  operador  disciplinario  en  la  dosimetría  de  la 
medida correctiva a imponer, la Ley 734 de 2002 fija los siguientes 
parámetros: 
                                                                                                                                                                             
que tienen las autoridades para realizar los actos oficiales, opera exclusivamente cuando 
que tienen las autoridades para realizar los actos oficiales, opera exclusivamente cuando 
están de por medio únicamente los intereses de aquellas, mas no cuando se encuentra en 
conflicto con los derechos fundamentales de una persona, como sucede con el presente 
caso” CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia SU-201 de abril 21 de 1994. M.P. 
Antonio Barrera Carbonell. 
 
541
Al examinar la constitucionalidad de la expresión -pero cuando la falta afecte el patrimonio 
económico del Estado la inhabilidad será permanente- la Corte declara su exequibilidad 
“bajo el entendido que dicha inhabilidad se aplica exclusivamente cuando la falta disciplinaria 
que con ella se sanciona consista en la comisión de un delito contra el patrimonio del 
Estado, conforme a lo dispuesto en el inciso final del Artículo 122 de la Constitución Política.” 
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-948 de noviembre 6 de 2002. M.P. 
Álvaro Tafur Galvis. 
 
542
CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-591 de diciembre 14 de 1993. M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz 
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Artículo 47. Criterios para la graduación de la sanción. 
 
1. La cuantía de la multa y el término de duración de la suspensión e 
inhabilidad se fijarán de acuerdo con los siguientes criterios: 
 
a) Haber sido sancionado fiscal o disciplinariamente dentro de los 
cinco años anteriores a la comisión de la conducta que se 
investiga; 
 
b) La diligencia y eficiencia demostrada en el desempeño del cargo o 
de la función; 
 
c) Atribuir la responsabilidad infundadamente a un tercero; 
 
d) La confesión de la falta antes de la formulación de cargos; 
 
e) Haber procurado, por iniciativa propia, resarcir el daño o 
compensar el perjuicio causado; 
 
f) Haber devuelto, restituido o reparado, según el caso, el bien 
afectado con la conducta constitutiva de la falta, siempre que la 
devolución, restitución o reparación no se hubieren decretado en 
otro proceso; 
 
g) El grave daño social de la conducta; 
 
h) La afectación a derechos fundamentales; 
 
i)  El conocimiento de la ilicitud; 
 
j)  Pertenecer el servidor público al nivel directivo o ejecutivo de la 
entidad. 
 
2. A quien, con una o varias acciones u omisiones, infrinja varias 
disposiciones de la ley disciplinaria o varias veces la misma 
disposición, se le graduará la sanción de acuerdo con los siguientes 
criterios: 
 
a) Si la sanción más grave es la destitución e inhabilidad general, 
esta última se incrementará hasta en otro tanto, sin exceder el 
máximo legal; 
 
b) Si la sanción más grave es la suspensión e inhabilidad especial, 
se incrementará hasta en otro tanto, sin exceder el máximo legal; 
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c) Si la sanción más grave es la suspensión, esta se incrementará 
hasta en otro tanto, sin exceder el máximo legal; 
 
d) Si las sanciones son de multa se impondrá la más grave 
aumentada en otro tanto, sin exceder el máximo legal; 
 
e) Si las sanciones a imponer para cada una de las faltas son la 
multa o la amonestación, se impondrán todas. (Literal declarado 
inexequible mediante la sentencia C-1076 de 2002).  
 
Al evaluar el alcance de este último literal frente al texto de la Carta Política, 
el Tribunal Constitucional señala sobre el presente artículo, que en su 
numeral primero establece los criterios para la graduación de la sanción 
disciplinaria cuando no se presenta un concurso de faltas, a diferencia del 
numeral segundo que determina los criterios para graduar la sanción en los 
casos de los concursos ideal, material o real y la falta continuada. Como 
solución a esta diversidad de concursos, el NCDU en relación con los 
literales a), b), c) y d) del numeral 2 de este artículo, acoge la acumulación 
jurídica de las sanciones que conduce a que se produzca una absorción de 
faltas según la cual sólo se impone la sanción más grave, sin exceder el 
máximo legal. Por el contrario, en el literal e) de la misma norma, se 
consagra una acumulación aritmética de sanciones disciplinarias.  
 
Ante la dualidad de técnicas jurídicas, dice la Corte que no observa 
justificación constitucional para que en el tratamiento de la resolución de los 
concursos se haya recurrido a esa diferencia de mecanismos, de los cuales, 
el previsto en el literal e) resulta desproporcionado al establecer la 
acumulación aritmética de faltas solo para ser aplicado a los 
comportamientos sancionables con multa o amonestación, es decir, aquellos 
eventos de faltas leves, a diferencia del criterio de la absorción, acogido en 
los otros literales, para los concursos de las faltas disciplinarias de mayor 
entidad. Concluye entonces que “el legislador sancionó de manera más 
drástica comportamientos menos lesivos apartándose del principio general 
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3.3  ESTRUCTURA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
 
 
3.3.1  Antecedentes 
 
Después del primer viaje de Cristóbal Colón a América, los reyes católicos de 
España deciden enviar con los expedicionarios a un funcionario para que 
diera cuenta de las riquezas que se extraían del Nuevo Continente y lo 
reportado a la Corona, custodia que da paso a la consolidación de los 
Contadores Mayores de Castilla, círculo que a su vez conlleva a organizar 
instituciones con la misión de vigilar el manejo de los recursos públicos y 
tomar el juicio de residencia a quienes finalizaban su gestión de jurisdicción y 
mando en un determinado territorio. 
 
En el año 1511 se crea el Tribunal de la Real Audiencia de Santo Domingo, 
como preludio del Supremo Consejo de Indias, organismo que nace en 1524 
con funciones legislativas, ejecutivas y judiciales y además con la facultad de 
fiscalizar los cargos que manejaban los recursos públicos, cometido que 
prosigue el Tribunal de Cuentas instituido en 1604 por el rey Felipe III en 
Santafé de Bogotá, con atribuciones de imponer sanciones por manejos 
irregulares de bienes y dineros del erario. 
 
De las transformaciones ideológicas que experimenta el centro de Europa 
con la Revolución Francesa de 1789, surge la Corte de Cuentas que le sirve 
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de modelo al general Francisco de Paula Santander para organizar en la 
recién creada República de Colombia de 1819 el Tribunal Superior de 
Cuentas, el cual durante la Gran Colombia y por mandato de la Ley 6 de 
1821 toma el nombre de Contaduría General de Hacienda y más adelante se 
denominará Dirección General de la Hacienda, con atribuciones 
preferentemente contables, pues la función originaria de vigilar el gasto 
público es asignada por la Carta Fundamental de 1830 a la Cámara de 
Representantes544. 
 
La Dirección General de la Hacienda es sustituida en 1847 por la Corte de 
Cuentas con funciones fiscales y miembros dependientes del poder 
ejecutivo, ente que de manera transitoria cambia su nombre al transformarse 
en 1850 en la Oficina General de Cuentas, pero retorna a su título de Corte 
de Cuentas en 1898 integrada por 10 magistrados elegidos para un período 
de 4 años por el Congreso de la República. 545 
 
 
3.3.2  La Contraloría del siglo XX 
 
La Guerra de los Mil Días que vive el país en 1899, diezma la economía, 
desordena y desequilibra las finanzas públicas, de manera que el presidente 
Pedro Nel Ospina contrata en Estados Unidos un grupo de expertos que 
llegan a Colombia presididos por el economista Edwin Walter Kemmerer para 
que analicen la situación económica y formulen sus recomendaciones. 
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Artículo 63. Son atribuciones peculiares de la Cámara de Representantes:  
 
3. Velar sobre toda la inversión de las rentas nacionales y examinar la cuenta anual que 
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264 
La misión Kemmerer arriba en 1923, adelanta los estudios y hace su entrega 
al Gobierno Nacional, el cual los presenta al Congreso de la República, 
cuerpo colegiado que hace algunas modificaciones y aprueba la iniciativa 
que fomenta la invención del Banco de la República, la reorganización de la 
contabilidad de la Nación y dispone a través de la Ley 42 de 1923 la creación 
del Departamento de la Contraloría como un servicio nacional administrativo,  
con independencia de los restantes departamentos administrativos546. 
 
Con el Acto Legislativo No. 1 de 1945 modificatorio de la Carta Política de 
1886, la Contraloría abandona su esfera de creación legal y se convierte en 
una institución de orden constitucional, reforma que innova en su artículo 209 
la expresión Contraloría General de la República y determina que le 
corresponde ejercer la vigilancia de la gestión fiscal de la Administración547, 
función que desarrolla la Ley 58 de 1946 y otra serie de normas que 
aisladamente van dictándose en los años posteriores, ambiente que propicia 
un avance desordenado del régimen jurídico-fiscal. 
 
Surge la necesidad de unificar la dispersa legislación sobre la materia, para 
lo cual en desarrollo de la reforma administrativa de 1968 se dicta la Ley 20 
de 1975 que impone un control previo, perceptivo y posterior548 y con el 
Decreto 924 de 1976 la entidad adopta una estructura orgánica basada en un 
modelo de centralización administrativa con un nivel de dirección 
encabezado por el Despacho del Contralor General, en el segundo renglón 
ubica como asesoras a las oficinas de Planeación, Jurídica y Control Interno 
en la que aparece la Sección de Quejas y Reclamos con la función de recibir 
las “acusaciones de carácter administrativo que se presenten contra los 
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funcionarios o exfuncionarios de la Contraloría”549. En el tercer renglón 
figuran las dependencias de ejecución y en el último las Unidades de 
Coordinación y Estudio de Asuntos Especiales. 
 
La Constitución Política de 1991 reorganiza la conformación de la República 
de Colombia en 32 departamentos y en el ámbito de control fiscal establece 
un nuevo modelo al determinar que la Contraloría General de la República en 
forma posterior y selectiva tiene la misión de efectuar un control de gestión y 
de resultados a las entidades vigiladas tanto estatales como particulares, que 
manejen bienes o fondos de la nación550, es decir, que la elemental revisión y 
auditaje de cuentas se vuelve un asunto pretérito. 
 
Además la Carta Fundamental vigente dispone en el mismo artículo 267 que 
la Contraloría General de la República “es una entidad de carácter técnico 
con autonomía administrativa y presupuestal”551 con funciones 
administrativas solamente en lo que corresponde a su propia organización.  
 
Para adecuar su estructura interna al nuevo ordenamiento territorial y 
funcional del Estado, se dicta la Ley 106 de 1993 ceñida a los criterios 
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organizacionales de especialización sectorial y descentralización 
administrativa y financiera, con un nivel central al mando del Contralor 
General, integrado por direcciones, unidades y divisiones sectoriales, así 
como por oficinas como la de Control Interno de la cual forma parte la 
División de Procesos Disciplinarios, y un nivel regional dividido en 
direcciones seccionales ubicadas en las capitales departamentales, con la 
misión de ejecutar los planes, políticas, programas y proyectos 




3.3.3  La Contraloría del presente 
 
En los primeros años de la administración del Contralor General Carlos Ossa 
Escobar (1998-2002), como respuesta a las críticas que desde años atrás 
venían acumulándose en contra de la gestión de la entidad, se somete la 
institución a un análisis de su funcionamiento interno con el fin de 
diagnosticar las dificultades que obstaculizan el logro de una respuesta más 
oportuna para controlar la desbordante corrupción administrativa. Las 
conclusiones del estudio evidencian entre otros puntos, un considerable 
atraso tecnológico que le resta posibilidades para efectuar un control que se 
acerque en tiempo real a la ocurrencia de los hechos, e indican que existe 
una desmedida centralización que desarticula los procesos de auditoría, de 
responsabilidad fiscal y estudios económicos sectoriales, situaciones que 
impiden el adecuado ejercicio de la función pública de control fiscal. 
 
La solución que se adopta es la reforma de la entidad, para lo cual se 
implanta el programa denominado “Cambio y fortalecimiento institucional y 
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modernización tecnológica” integrado por los proyectos de reestructuración, 
modernización tecnológica y participación ciudadana.  
 
En esa medida, se le confieren facultades extraordinarias al Presidente de la 
República, quien dicta los decretos leyes 267, 268 y 269 de 2000, el primero 
de los cuales instituye una transformación estructural orgánica a fondo de la 
Contraloría General de la República. 
 
Como nuevos criterios de organización adopta los de participación 
ciudadana, transparencia, delegación y desconcentración administrativa y 
financiera. Conserva el nivel central conformado por las dependencias con 
sede en el Distrito Capital, que en orden de jerarquía corresponden a los 
despachos del Contralor y Vicecontralor General, la Secretaría Privada, las 
oficinas asesoras entre las que se encuentra la recién creada Oficina de 
Control Disciplinario, y 10 contralorías delegadas con sus direcciones de 
vigilancia fiscal y estudios sectoriales. Además, incluye a las gerencias 
nacionales de Talento Humano y de Gestión Administrativa y Financiera.  
 
En un segundo renglón establece un nivel desconcentrado constituido por 31 
gerencias departamentales con sus grupos delegados de Vigilancia Fiscal y 
los de Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva. Cierran el 
esquema organizacional 5 órganos de asesoría y coordinación553.  
 
De manera reciente, la Ley 1474 de 2011 modifica la estructura orgánica al 
instaurar como dependencias de lucha contra la corrupción adscritas al 
Despacho del Contralor General, la Unidad de Investigaciones Especiales 
contra la Corrupción, la Unidad de Cooperación Nacional e Internacional de 
Prevención, Investigación e Incautación de Bienes, la Unidad de Apoyo 
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Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico 
e Informático. 
 
En la primera de las mencionadas se crean 11 cargos de Contralor Delegado 
Intersectorial, y para la vigilancia de los recursos públicos de la Nación 
administrados o transferidos en forma desconcentrada al nivel territorial y 
sobre los cuales la Contraloría General de la República ejerza control 
prevalente o concurrente, se fundan en cada departamento gerencias 
departamentales colegiadas conformadas por un gerente departamental y no 
menos de dos contralores provinciales. Con idéntica conformación se crea 
para el Distrito Capital una Gerencia distrital colegiada554.  
 
Al final del presente trabajo, en el anexo A se adjunta el organigrama de la 
entidad donde se señalan los nombres de cada una de las dependencias y 
su ubicación en la estructura vigente de la Contraloría General de la 
República, de acuerdo con la distribución establecida por el Decreto Ley 267 
de 2000 y la Ley 1474 de 2011. 
 
 
3.4  NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD 
 
 
La Ley 42 de 1923 al crear el Departamento de Contraloría le confiere la 
calidad de departamento administrativo independiente de los demás de su 
especie, aunque subordinado al poder ejecutivo en cuanto a la designación 
del Contralor General555.  
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Ley 42 de 1923. Artículo 1. Créase como servicio nacional administrativo el Departamento 
de Contraloría, el cual será independiente de los demás departamentos administrativos (…). 
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La calidad de departamento administrativo pervive hasta cuando el Acto 
Legislativo 01 de 1945 eleva la institución a categoría constitucional sin 
sujeción a ninguna otra y determina que en cuanto a funciones 
administrativas, solo podrá realizar las que tengan que ver con su propia 
organización. Adicionalmente, radica en el poder legislativo la facultad de 
elegir al nominador556. 
 
Por su parte, la Ley 58 de 1946 enuncia que la suprema autoridad fiscal es el 
Contralor General de la República557 y con relación a sus decisiones señala 
que están sometidas al control de legalidad por parte del Consejo de 
Estado558. 
 
Pero la transformación más significativa de la naturaleza jurídica de la 
institución y de sus funciones, corre por cuenta de la Constitución Política de 
1991 al determinar en el artículo 117 que junto con el Ministerio Público 
constituyen los órganos de control del Estado, y en el artículo 267 y 
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siguientes, consolida la independencia de la función pública del control fiscal 
al establecer que la Contraloría General de la República es una entidad de 
carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal que tiene la 
misión de vigilar en forma posterior y selectiva la gestión fiscal de la 
administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o 
bienes de la nación. 
 
Primero la Ley 42 de 1993 “sobre la organización del sistema de control fiscal 
financiero y los organismos que lo ejercen” y luego el Decreto Ley 267 de 
2000 que deroga buena parte de la anterior, explican que la autonomía 
administrativa se refiere a la facultad que el legislador le concede a la 
Contraloría General de la República para definir los aspectos relacionados 
con el cumplimiento de sus funciones dentro del marco de los principios 
consagrados en la Constitución y la ley, en otras palabras, la capacidad de 
gestionar sus propios asuntos con independencia de cualquier otro ente. 
 
Algo similar sucede con la autonomía presupuestal, al establecer el Decreto 
Ley 267 de 2000 que el máximo Órgano de Control Fiscal con fundamento 
en esa autorización legal puede fijar, manejar y administrar su presupuesto 
acorde con la Ley Orgánica del Presupuesto Nacional. 
 
 
3.5  EVOLUCIÓN DEL REGIMEN DISCIPLINARIO EN LA ENTIDAD 
 
 
La paulatina expansión del número de entidades oficiales que se registra en 
el país durante el siglo XX559, propicia múltiples regímenes disciplinarios 
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Hacia 1926 existían 9 entidades, en 1938 su número ascendía a 90, a mediados del siglo 
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debido a que sectorialmente algunas instituciones crean sus propias reglas 
dirigidas a controlar la conducta de los servidores públicos durante el 
desempeño de sus funciones e inclusive fuera de las mismas, ambiente que 
favorece la propagación de una anarquía normativa que aviva la necesidad 
de implementar un catálogo único en materia disciplinaria, voluntad que se 
concreta con la promulgación de la Ley 200 de 1995 y más adelante con la 
actual Ley 734 de 2002. 
 
 
3.5.1  La Sección de Quejas y Reclamos y el Decreto 937 de 1976 
 
Como parte activa de la evolución organizacional del Estado, la Contraloría 
General de la República no es ajena a esa experiencia e inicia su estructura 
en el área disciplinaria con la Sección de Quejas y Reclamos, dependencia 
que en un comienzo ejerce autoridad de acuerdo con lo previsto en el 
Decreto 937 de 1976560, el cual consagra el primer y único estatuto 
disciplinario especial dictado para vigilar la conducta de los servidores 
públicos del máximo Órgano de Control Fiscal del país y que pervivió hasta 
su derogatoria por la Ley 106 de 1993. 
 
Puntualmente, el capítulo tercero reúne una considerable cantidad de 
deberes, derechos y prohibiciones, que excepto unos pocos de redacción 
original561, de manera genérica son copia de diferentes normas de carácter 
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Norma  con  fuerza  de  ley  que  en  mayo  12  de  1976  dicta  el  Presidente  de  la 
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Es el caso de los que hacen referencia directa a las funciones de la entidad, por ejemplo 
enuncia el Decreto 937 de 1976: 
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disciplinario que en su momento se dictaron para regular el comportamiento 
de empleados públicos pertenecientes a las ramas Ejecutiva y Jurisdiccional, 
como del Ministerio Público, entre las que se destacan la Ley 4 de 1913, la 
Ley 165 de 1938, el Decreto Ley 2091 de 1939, el Acto Legislativo No. 1 de 
1945, la Ley 19 de 1958, al igual que los decretos 1732 de 1960, 2400 de 
1968, 3074 de 1968, 1950 de 1973 y 2492 de 1975, de cuyo contenido se 
destacaron importantes aspectos en el numeral 1.1.2.2 del presente trabajo 
investigativo. 
 
En el capítulo IV titulado “Del régimen disciplinario” se incorpora la enunciada 
tipología de deberes y prohibiciones, la cual con algunas variaciones se 
repite al desarrollar el estudio de las sanciones, tema que ocupa 
prácticamente toda esta sección de la norma, que al determinar el objeto del 
estatuto señala que consiste en “asegurar la legalidad, moralidad, 
imparcialidad, responsabilidad, cooperación y eficiencia en los servicios a 
cargo de la Contraloría y para que con su aplicación se logre regular la 
conducta de los empleados, y sancionar los actos incompatibles con los 
objetivos señalados”562. 
 
En el texto del Decreto 937 de 1976 se lee que la acción disciplinaria se 
puede iniciar de oficio, a solicitud o información de funcionario público o por 
queja debidamente fundamentada presentada por cualquier persona, y la 
intervención del denunciante se reduce a rendir los informes que la autoridad 
                                                                                                                                                                             
 
Artículo 30. Son prohibiciones para los empleados de la Contraloría General de la República: 
(…) 
 
25. Tener por sí o por interpuesta persona intereses que puedan comprometer su 
independencia en las entidades sometidas a su control. 
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No. 34577. Bogotá, 1976. pp. 1075 – 1079. 
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competente le solicite. Así mismo, determina que la naturaleza del régimen 
es administrativa y los vacíos deben llenarse con las reglas del Derecho 
administrativo. Se observan en su contenido la presencia de facultades 
discrecionales otorgadas a la Administración para que defina los escasos 
términos procesales que enuncia, como sucede con la decisión de 
perfeccionar o complementar la investigación, o el decreto oficioso de 
pruebas cuando medie recurso de apelación563. 
 
Sobre las garantías del inculpado, el artículo 32 le brinda el derecho a que se 
practiquen las pruebas que solicite siempre que sean conducentes, así como 
de conocer el informe de las que se alleguen a la investigación, y también la 
de ser escuchado en declaración de descargos. 
 
En cuanto al régimen de sanciones, el Decreto 937 de 1976 las enlista en el 
artículo 34 y comienza con las de menor impacto hasta llegar a las de mayor 
severidad. En esta forma enuncia en su orden, la amonestación privada, la 
amonestación escrita con anotación en la hoja de vida, sigue con la multa 
que no exceda de la quinta parte del sueldo mensual, luego la suspensión en 
el ejercicio del cargo hasta por treinta (30) días sin derecho a remuneración y 
culmina con la destitución. 
 
A continuación la norma establece su aplicación, al anunciar como únicas 
faltas disciplinarias las leves y las graves, así como la autoridad que debe 
                                                             
 
563
Dice el Decreto 937 de 1976:  
 
Artículo 57. Cuando el Contralor, o la Comisión de Personal, según el caso consideren que 
debe perfeccionarse o complementarse la investigación que se haya efectuado, designará 
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imponerlas. El siguiente esquema muestra el funcionamiento del sistema 
inmerso en esta disposición con fuerza de ley. 
 
Cuadro 1. Régimen sancionatorio instituido en el Decreto 937 de 1976 
 




- Amonestación privada 
 
- Amonestación escrita con anotación en la 
hoja de vida (art. 34-35) 
 
Jefe inmediato del 
sancionado (art. 36) 
 
- Multa que no exceda de la quinta parte del 
sueldo mensual 
  
- Suspensión hasta por diez (10) días sin 
derecho a remuneración (art. 34-35) 
 
 
Contralor General de la 





- Suspensión por más de diez (10) días sin 
derecho a remuneración 
 
- Destitución (art. 34-35) 
 
Contralor General de la 
República (art. 36), previo 
concepto de la Comisión de 
Personal de la Contraloría 
(art. 37) 
Fuente:  Decreto 937 de 1976 publicado en el Diario Oficial No. 34577 de 1976. 
 
Prosigue la norma con la enumeración de las faltas disciplinarias que dan 
lugar a cada una de las sanciones, clasificación que inicia con las que 
motivan la destitución y continúa la codificación en orden descendente de 
severidad hasta llegar a la mínima, es decir la de amonestación, graduación 
en que son trascendentes las circunstancias de agravación y atenuación que 
considera el mencionado estatuto. 
 
Para la prescripción de la acción disciplinaria el Decreto establece un término 
de 5 años contados desde la fecha de la ocurrencia de la falta, y la deslinda 
de la órbita penal al señalar que si los hechos materia del procedimiento 
disciplinario son constitutivos de delitos perseguibles de oficio, deben 
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ponerse en conocimiento de la autoridad competente, sin que la existencia 
del proceso penal propicie la suspensión de la acción disciplinaria. 
 
 
3.5.2  La Resolución 10862 de noviembre 30 de 1984564 
 
Introduce modificaciones al régimen impuesto por el Decreto 937 de 1976 
que representan un significativo avance en la aplicación del principio del 
debido proceso y el derecho de defensa en materia disciplinaria y una merma 
bastante amplia de la discrecionalidad de la Administración, al establecer un 
procedimiento con reglas bastante definidas verbi gracia ordenar que el 
quejoso ratifique bajo juramento la queja; facultar a los competentes de 
ejercer el poder disciplinario, como son el jefe de la Oficina de Control Interno 
y/o el jefe de la Sección de Quejas y Reclamos, para que se abstengan de 
iniciar la acción cuando el hecho no constituya por sí mismo falta 
disciplinaria; permitir que el investigado comparezca al proceso a través de 
apoderado; establecer el término de 30 días prorrogables por un tiempo igual 
para adelantar la investigación; e instituir como causales para no continuar el 
proceso en cualquier estado, las de estar comprobado que el hecho no 
existió, que el inculpado no lo cometió, que las normas de la Contraloría no 
contemplan la conducta como falta disciplinaria o que la acción disciplinaria 
no podía iniciarse o proseguirse. 
 
Además,  implanta  el  principio  de  conexidad  de  las  faltas  disciplinarias; 
la  atribución  de  la  Procuraduría  General  de  la  Nación  de  asumir  en 
cualquier  momento  el  conocimiento  del  asunto;  los  requisitos  que  debe 
contener  el  pliego  de  cargos  como  son  los  de  señalar  solamente  los 
cargos  que  surjan  de  la  investigación,  las  normas  infringidas,  la  
                                                             
 
564
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Gaceta. Bogotá. No. 114 (ene. – feb. 
1985). pp. 88 – 90. 
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relación  de  los  hechos,  el  análisis  de  las  pruebas,  la  disposición  de 
conceder  al  investigado  que  presente  sus  descargos  y  solicite  o  aporte 
pruebas  dentro  de  los  5  días  siguientes  a  haber  recibido  el  pliego  si 
se  encuentra  en  Bogotá,  porque  en  caso  contrario  el  término  será  de 
15  días. 
 
La Resolución en comento, fija un plazo de 20 días para la práctica de 
pruebas antes de cerrar la investigación, 2 días para dictar el auto que 
ordene su cierre y 3 días para rendir el informe de la misma al Jefe de la 
Sección de Quejas y Reclamos, quien si lo encuentra ajustado lo remite al 




3.5.3  La División de Procesos Disciplinarios y su normatividad 
 
La Sección de Quejas y Reclamos funciona hasta cuando por disposición de 
la Ley 106 de 1993 se instaura en la estructura organizacional de la entidad, 
como dependencia perteneciente a la Oficina de Control Interno, la División 
de Procesos Disciplinarios.  
 
Al mismo tiempo, esta Ley deroga el Decreto 937 de 1976, decisión que deja 
en el limbo jurídico las actuaciones que venían surtiéndose bajo sus 
disposiciones.  
 
Para suplir el vacío, como medida provisional se aplica la Ley 13 de marzo 9 
de 1984, que en su momento se considera como el régimen disciplinario 
especial para el personal civil y demás servidores vinculados a la Rama 
Ejecutiva del poder público, norma bastante similar en su contenido al 
Decreto 937 de 1976.  
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Con la misma finalidad, se dictan varias resoluciones orgánicas como la 
número 3457 de mayo 6 de 1994 que precisamente en el numeral quinto del 
artículo primero de la parte resolutiva ordena integrar al Sistema de Personal 
de la Contraloría General de la República, los aspectos disciplinarios que se 
encuentren en las leyes y normas generales que rigen la materia para la 
Rama Ejecutiva a nivel nacional565. En igual sentido, las resoluciones 3480 
de julio 1 de 1994 que reglamenta la Comisión de Personal de la entidad y le 
asigna funciones de carácter disciplinario566 y 3780 de mayo 9 de 1996 que 
radica en la Secretaría General la función de la Segunda Instancia 
Disciplinaria567. 
 
Toda esta reglamentación se mantiene hasta cuando entra en vigencia la Ley 
200 de julio 28 de 1995 y determina en su artículo 177 que se aplicará a los 
servidores públicos “sin excepción alguna y deroga las disposiciones 
generales o especiales que regulen materias disciplinarias a nivel nacional, 
departamental, distrital o municipal, o que le sean contrarias, salvo los 
regímenes especiales de la fuerza pública, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 175 de este Código”568. 
 
 
3.5.4  La Oficina de Control Disciplinario 
 
El  Decreto  Ley  267  de 2000 extingue la División de Procesos Disciplinarios  
                                                             
 
565
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Gaceta. Bogotá. No. 206 (may. – jun. 
1994). pp. 54 – 55. 
 
566
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Gaceta. Bogotá. No. 207 (jul. – ago. 
1994). pp. 18 – 19. 
 
567
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Gaceta. Bogotá. No. 215 (may. – jun. 
1996). p. 100. 
 
568
DIARIO OFICIAL No. 41946. Bogotá, 1995. p. 16. 
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para dar paso a la actual Oficina de Control Disciplinario, dependencia con 
plena autonomía, funciones definidas569 y competencia a nivel nacional en la 
presente estructura organizacional de la entidad, y aunque hereda el régimen 
disciplinario instituido por la Ley 200 de 1995 pronto debe acomodarse a las 
disposiciones del NCDU o Ley 734 de 2002, norma vigente en Colombia en 
el ámbito disciplinario de los servidores públicos. 
                                                             
 
569
Decreto Ley 267 de 2000. Artículo 45. Oficina de Control Disciplinario. Son funciones de la 
Oficina de Control Disciplinario:  
 
1. Proponer, dirigir y coordinar, de acuerdo con lo estipulado por el Contralor General, las 
políticas de la Contraloría General para la adecuada aplicación del régimen disciplinario y en 
especial de la Ley 200 de 1995.  
 
2. Asumir el conocimiento de las indagaciones preliminares e investigaciones disciplinarias 
que deban adelantarse contra los empleados de la Contraloría General.  
 
3. Participar en la formulación de los programas de capacitación y divulgación del régimen 
disciplinario, la jurisprudencia y la doctrina sobre la materia.  
 
4. Fijar procedimientos operativos disciplinarios para que los procesos se desarrollen con 
sujeción a los principios de economía, celeridad, eficacia, imparcialidad y publicidad, 
buscando así salvaguardar el derecho de defensa y el debido proceso.  
 
5. Ejercer vigilancia de la conducta de los servidores de la Contraloría General y adelantar 
de oficio, por queja o información de terceros, las indagaciones preliminares e 
investigaciones por faltas disciplinarias.  
 
6. Sustanciar los fallos de segunda instancia de los procesos de responsabilidad 
disciplinaria, así como las revocatorias o nulidades de las actuaciones disciplinarias a que 
haya lugar.  
 
7. Poner en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación, organismos de seguridad del 
Estado y las demás autoridades judiciales o administrativas, la comisión de hechos 
presumiblemente irregulares o ilegales que aparezcan en el proceso disciplinario.  
 
8. Ordenar el archivo de las quejas e investigaciones preliminares cuando aparezca que el 
hecho investigado no ha existido, que la ley no lo considera como falta disciplinaria o que el 
funcionario investigado no lo cometió.  
 
9. Rendir informes sobre el estado de los procesos disciplinarios al Contralor General y a las 
dependencias competentes cuando así lo requieran.  
 
10. Asesorar y guiar permanentemente, hasta la culminación del procedimiento, al jefe 
inmediato del disciplinado, cuando se trate de faltas leves, para la aplicación del 
procedimiento abreviado de que trata el artículo 170 de la Ley 200 de 1995.  
 
11. Las demás que le asigne la ley. DIARIO OFICIAL No. 43905. Bogotá, 2000. p. 5. 
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3.6  RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
De manera suficiente, en el presente capítulo quedó abordado el estudio del 
principio de la “función de la sanción disciplinaria” consagrado en el artículo 
16 del NCDU, norma que precisamente le asigna los cometidos de 
prevención y corrección con el propósito de garantizar la efectividad de los 
principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los tratados 
internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función pública.  
 
Justamente, el objetivo general de la presente monografía consiste en 
establecer si conforme al artículo 16 de la Ley 734 de 2002, las sanciones 
disciplinarias aplicadas durante los últimos diez años a los servidores 
públicos de la Contraloría General de la República, han conseguido que se 
cumpla aquella misión de prevenir y corregir la conducta de quienes prestan 
sus servicios a la entidad, muestra que se considera suficiente para obtener 
los datos que sustenten una respuesta concisa al problema planteado. 
 
Bajo esta perspectiva y teniendo en cuenta que durante el período que se 
anuncia como objeto de estudio, el potencial de sujetos disciplinables ronda 
los 3954, de los cuales 3873 son funcionarios inscritos en carrera 
administrativa y 81 son directivos, se realiza una investigación a la 
información almacenada en las bases de datos de la Oficina de Control 
Disciplinario del máximo Órgano de Control Fiscal del país, acerca de las 
actuaciones disciplinarias iniciadas desde el año 2007 hasta el 2011, y los 
fallos dictados en el último decenio. 
 
 
3.6.1  Análisis del número de actuaciones disciplinarias 
 
En cuanto a los procesos abiertos se determina que en el 2007 se inician 314 
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expedientes, en el 2008 la cifra aumenta a 402, en el 2009 disminuye 
ostensiblemente a 256, descenso que continúa en el 2010 al registrarse un 
número de 226 asuntos, pero en el año 2011 la cantidad se dispara a 416 
actuaciones, para sumar un total de 1614 en el quinquenio.  
 
Ligada a las variaciones de cantidad de procesos anuales, se aprecia un 
importante número de decisiones inhibitorias que contribuyen a explicar 
aquellas diferencias, en cuanto reflejan una fluctuación inversa, es decir a 
menor cifra de casos abiertos mayor cantidad de inhibitorios, como se 
observa a continuación. 
 
Cuadro 2. Actuaciones disciplinarias iniciadas entre el 2007 y 2011 
 




Procesos abiertos 314 402 256 226 416 1614 
Inhibitorios 70 62 110 81 56 379 
Total expedientes/ 
vigencia 
384 464 366 307 472 1993 
 
Fuente: Bases de datos de la Oficina de Control Disciplinario de la Contraloría    
General de la República. 
 
 
De todas maneras, al sumar estas dos cantidades persiste la tendencia en el 
número total de expedientes anuales, porque se incrementa de 384 en el 
2007 a un guarismo de 464 en el 2008, luego se contrae a una cifra de 366 
en el 2009 y desciende a 307 en el 2010, pero de nuevo en el 2011 sube a 
472 legajos, con lo cual se consolida un gran total de 1993 actuaciones 
disciplinarias entre los años 2007 y 2011. 
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Esta primera estadística revela que los desajustes de conducta de los 
servidores públicos de la Contraloría General de la República que conllevan 
al ejercicio de la acción disciplinaria durante el último quinquenio, si bien no 
mantienen una línea de comportamiento constante sino que presentan 
transiciones interesantes al pasar de menos a más y luego aminorarse en 
una cantidad considerable para finalmente volver a ampliarse, presagian que 
la función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria se aparta de su 
cometido. 
 
En efecto, en el interregno objeto de análisis si la mencionada función 
hubiese logrado su finalidad, el resultado esperado no podía ser distinto a 
detectar año tras año una importante tendencia a la baja en el número de 
actuaciones abiertas, lo cual no sucede, sino que aquella cantidad se 
mantiene en un índice considerable, e inclusive aumenta de manera 
significativa en la última vigencia del quinquenio.  
 
La estadística muestra que entre los años 2007 y 2008 se presenta una 
primera diferencia substancial en el número de procesos abiertos al 
detectarse un incremento de 88 expedientes, situación que al auscultar sus 
causas se observa que en el 2008 la Procuraduría General de la Nación 
traslada a la entidad un total de 226 hallazgos disciplinarios que le remite la 
Auditoría General de la República como resultado del proceso auditor que 
practicara a la gestión fiscal de la Contraloría General de la República 
correspondiente a la vigencia 2005, monto muy superior comparado con la 
remesa de antecedentes que en las demás vigencias envía la misma 
Procuraduría, a saber: 3 en el 2007, 75 en el 2009, 9 en el 2010 y 31 en el 
2011. 
 
Al examinar el contenido de estos 226 antecedentes, se establece que los 
hechos descritos en los mismos tienen que ver en su mayoría con temas del 
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proceso de responsabilidad fiscal, como por ejemplo, inactividad procesal, 
caducidad, prescripción, e inconsistencias en trámites procesales. 
 
Las circunstancias relatadas explican el incremento de las actuaciones 
iniciadas en el año 2008, o sea, 402 en total, mucho más al establecerse un 
considerable aminoramiento del número de antecedentes detectados por la 
propia entidad al contabilizar 145 en esa vigencia, cifra muy inferior a la de 
266 registrada en el año 2007, es decir, una diferencia de 121 expedientes, 
como se observará al estudiar el origen de las quejas. 
 
Valga señalar que desde la vigencia 2005, la Auditoría General de la 
República opta por la estrategia de radicar en la Procuraduría General de la 
Nación, buena parte de los hallazgos disciplinarios que detecta al evaluar las 
diferentes actividades ejercidas por la entidad. A su vez, la Procuraduría los 
remite por competencia a la Oficina de Control Disciplinario de la Contraloría 
General de la República.  
 
 
3.6.2  Estudio de fuentes de las quejas 
 
Básicamente provienen del nivel directivo y funcionarios de la Contraloría 
General de la República, así como de los hallazgos disciplinarios que la 
Auditoría General de la República detecta durante su ejercicio de control a la 
entidad, las quejas que conoce la Procuraduría General de la Nación y que 
por competencia remite a la institución, las formuladas por las demás 
entidades públicas, como las presentadas por particulares, sindicatos y 
anónimos. 
 
En el balance estadístico sobre este punto, se destaca el inusitado 
incremento del número de quejas originadas en la Contraloría General de la 
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República en el año 2007 al registrarse un total de 266 antecedentes, como 
también en el 2011 al contabilizarse 348, datos que contrastan con la menor 
cantidad observada en las demás vigencias examinadas, aspecto que 
obedece a una actitud de desahogo institucional que asoma al suceder la 
transición de las administraciones570.   
 
En el primer caso, al culminar en el 2006 el cuatrienio del Contralor General 
Antonio Hernández Gamarra, los antecedentes disciplinarios estructurados 
por la misma entidad apenas arriman a 116, pero en el 2007 cuando el cargo 
lo ocupa Julio César Turbay Quintero, la cifra crece en 150 casos hasta llegar 
a 266. Algo similar ocurre en la transición de Turbay Quintero a la actual 
Contralora General María Sandra Morelli Rico, al establecerse en el 2010 un 
número de 192 antecedentes de origen institucional, mientras que en el 2011 
la cantidad asciende a 348 casos, es decir 156 eventos nuevos. 
 
En cuanto a la Auditoría General de la República, un sondeo sobre la gestión 
de vigilancia por parte de este organismo a los entes fiscales, deja ver que 
traza en su plan estratégico 2007-2011 como medida de lucha contra la 
corrupción, un objetivo destinado a “fomentar y estimular la participación 
ciudadana mediante el aprovechamiento de los diferentes mecanismos 
adoptados por la institución de conformidad con lo dispuesto por la 
Constitución y la ley”571. 
                                                             
 
570
Así lo considera la psicóloga Isabel Forero Cristancho, servidora pública con 28 años de 
experiencia al servicio de la Contraloría General de la República, quien explica que el 
aumento del número de quejas que se observa en el paso de una administración a otra, 
obedece en buena medida a la cultura de denunciar cuando el directivo ya no está en la 
institución, porque ante su presencia el funcionario siente temor de hacerlo en cuanto se 
encuentra condicionado por la evaluación de desempeño que el jefe inmediato debe 
practicarle, acerca de la cual dice, está probado la falta de objetividad cuando se presentan 
esta clase de denuncias. ENTREVISTA con Isabel Forero Cristancho, Profesional 
Universitario Nivel Profesional Grado 02. Bogotá, septiembre 29 de 2011. 
 
571
AUDITORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de Gestión y Resultados 2007 – 
2008. Bogotá. p. 23. http://www.auditoria.gov.co.  
284 
Para su implementación, formula la política de ejecutar un plan anual de 
divulgación y estímulo para la participación ciudadana con el fin de hacer 
efectiva la integración del control social al control fiscal, política que entre sus 
acciones comprende la suscripción de 13 convenios con las veedurías 
ciudadanas a nivel nacional, la realización de 16 talleres de capacitación 
durante los cuales reciben instrucción 1914 personas sobre aspectos como 
la interacción de la ciudadanía con la Auditoría General a través del Sistema 
de Información de Quejas SIQ y la misión constitucional y de ley confiada a 
dicho ente para “ejercer la Vigilancia de la Gestión Fiscal a la Contraloría 
General de la República y Contralorías Territoriales”572  
 
El programa deja como resultado la formulación de 610 quejas por parte de 
la ciudadanía, de las cuales “385 fueron archivadas o trasladadas a otras 
autoridades por ser ellas las competentes de atender el requerimiento 
ciudadano”573. Esto explica que en el año 2009, los hallazgos disciplinarios 
puestos en conocimiento de la Oficina de Control Disciplinario por parte de la 
Auditoría General de la República, alcanzan una cifra de 75, es decir, 59 
casos por encima de los 16 que reportara en el 2008. Situación parecida 
sucede con una considerable cantidad de los 75 antecedentes que en el 
2009 remite la Procuraduría General de la Nación a la misma Oficina, luego 
de recibirlos de la Auditoría.  
 
Sin olvidar lo sucedido con el origen de las quejas provenientes de la 
Procuraduría General de la Nación, según el análisis recién enunciado, la 
presente investigación permite igualmente conocer de manera concreta la 
fuente y el número de antecedentes que entre los años 2007 y 2011 motivan 
el  inicio  de  las  1614 actuaciones disciplinarias anunciadas, como se puede  
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Ibíd. p. 25. 
 
573
Ibíd. p. 27. 
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establecer en el siguiente cuadro. 
 






2007 2008 2009 2010 2011 
Contraloría General de la 
República 
266 145 92 192 348 1043 
Auditoría General de la 
República 
4 16 75 1 5 101 
Procuraduría General de 
la Nación 
3 226 75 9 31 344 
Particulares, sindicatos y 
anónimos 
37 11 13 22 25 108 
Otras entidades públicas 4 4 1 2 7 18 
Totales 314 402 256 226 416 1614 
Fuente:  Bases de datos de la Oficina de Control Disciplinario de la Contraloría General de 
la República. 
 
La lectura de la situación permite plantear, que si en el quinquenio objeto de 
estudio se iniciaron 1614 procesos disciplinarios y el total de sujetos 
disciplinables de la entidad es de 3954 servidores públicos, significa que en 
el mismo lapso aproximadamente por cada dos o tres funcionarios se abrió 
un proceso en esta materia, promedio de dimensiones considerables que 
además se solidifica como un argumento fuerte que marcha en contravía de 
la función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria al interior de la 
entidad. 
 
Sin embargo, esta apreciación se atenúa cuando el cálculo del número de 
funcionarios por cada proceso abierto se hace anualmente, como se observa 
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a continuación: en el 2007 el promedio es de 13 funcionarios, en el 2008 es 
de 10, en el 2009 el indicador se atenúa a 15 funcionarios, en el 2010 la cifra 
disminuye a un número de 17 funcionarios y en el 2011 se determina una 




3.6.3  Tipología que promueve el inicio de las actuaciones disciplinarias 
y la registrada en los fallos sancionatorios 
 
Pero el diagnóstico que refleja la aproximación más cercana a la realidad 
cuando se busca medir la efectividad de la función preventiva y correctiva en 
la Contraloría General de la República, versa sobre la evaluación de la 
tipología más recurrente que propicia la puesta en movimiento de la acción 
disciplinaria como también la que permanece hasta los fallos sancionatorios, 
para luego confrontar los datos obtenidos tendientes a determinar si las 
conductas disciplinables contenidas en los fallos persisten en aquellas que 
sirven de antecedente para el inicio de los procesos disciplinarios, o por el 
contrario reflejan el cumplimiento de la función enunciada. 
 
 
3.6.3.1  Procesos abiertos entre el 2007 y el 2011.  Sobre las conductas 
que suscitan el inicio de indagaciones preliminares e investigaciones 
disciplinarias, se establece que los comportamientos más recurrentes 
coinciden de manera lógica con las actividades que involucran al menos el 
90% de los funcionarios de la entidad, como son el proceso de 
responsabilidad fiscal y las auditorías. 
 
Teniendo en cuenta el número de procesos abiertos entre los años 2007 y 
2011, en el siguiente cuadro se muestra la norma infringida con una breve 
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descripción de las conductas que motivaron su apertura comenzando por las 
más frecuentes para continuar con la agrupación de las de menor ocurrencia. 
 
Cuadro 4. Procesos abiertos entre 2007 y 2011 por tipos disciplinarios 
 
Tipología 
Número de procesos 
abiertos por año Total 
procesos por 
tipología 
2007 2008 2009 2010 2011 
Arts. 34.2, 35.7, 48.62: Caducidad, 
prescripción e inactividad en procesos 
de responsabilidad fiscal 
170 311 144 113 124 862 
Arts. 34.2, 35.7: Irregularidades en 
práctica de auditorías 
31 31 34 21 55 172 
Arts. 34.5, 35.13: Irregularidades en 
manejo de inventarios, ocasionar daño 
y pérdida de elementos y expedientes 
26 14 15 8 39 102 
Arts. 34.1, 34.2, 35.1: Inasistencia como 
jurados de votación, omisión en la 
legalización de viáticos y extralimitación 
de funciones 
6 6 12 33 31 88 
Arts.34.6, 35.6: Actos de irrespeto con 
ocasión del servicio y de violencia 
contra servidores públicos, injuria y 
calumnia 
12 7 10 11 23 63 
Art. 48.31: Irregularidades en 
contratación estatal 
13 8 6 13 21 61 
Art. 34.11: Inasistencia a laborar 19 6 5 6 11 47 
Art. 48.1, 48.56: Falsedad documental y 
otros delitos, datos inexactos para 
posesión, ascenso o inclusión en 
carrera administrativa 
11 3 11 6 12 43 
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Cuadro 4. (Continuación) 
 
Tipología 
Número de procesos 




tipología 2007 2008 2009 2010 2011 
Arts. 34.29, 35.34, 48.43: No ejercer la 
jurisdicción coactiva, proporcionar 
noticias e informes sin estar facultado, 
dañar equipos de informática y 
manipular información sistematizada 
6 1 3 6 8 24 
Art. 48.17: Violación del régimen de 
inhabilidades 
3 6 3 5 17 34 
Arts. 34.34, 35.8: Irregularidades en 
trámite de quejas, denuncias y 
derechos de petición 
7 1 6  25 39 
Art. 35.11: Incumplimiento de 
obligaciones civiles 
4 3 4 2 5 18 
Arts. 34.20, 48.48: Irregularidades en 
calificación a funcionarios, embriaguez 
3 1 2  4 10 
Arts. 34.2, 34.4, 34.7, 35.3: 
Irregularidades en notificaciones, uso 
indebido de bienes y correo electrónico 
institucional, incumplimiento de 
disposiciones de superiores jerárquicos, 
solicitar o aceptar dádivas 
1 3  1 20 25 
Art. 48.55: Abandono de cargo 2 1  1 1 5 
Art. 48.39: Participación en política   1 1 2 4 
Art. 35.7: Irregularidades en registro 
SICE, inactividades y caducidad en 
procesos administrativos 
sancionatorios. 
    12 12 
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Cuadro 4. (Continuación) 
 
Tipología 
Número de procesos 




tipología 2007 2008 2009 2010 2011 
Art. 35.14, 35.24: Doble vinculación y 
asignación, incumplimiento de 
decisiones judiciales 
    5 5 
Subtotales 314 402 256 226 416 1614 
Número de procesos en bases de datos 
de la Oficina de Control Disciplinario 
314 402 256 226 416 1614 
Inhibitorios 70 62 110 81 56 379 
Total expedientes 384 464 366 307 472 1993 




3.6.3.2  Fallos sancionatorios dictados desde el 2002 hasta el 2011.  En 
lo que tiene que ver con la adecuación típica descrita en los fallos 
sancionatorios, el cuadro 5 deja ver el barrido que se hace primero a la 
información comprendida entre los años 2002 y 2006, con el objeto de 
conocer un primer síntoma en el sentido de establecer si las conductas que 
conducen a adoptar las medidas disciplinarias inscritas en los mismos, 
continúan en esa época siendo la causa para abrir nuevos expedientes en el 
año  2007,  o  determinar  si  por  el  contrario, como  certidumbre  de  la  
efectividad  de  la  función  preventiva  y  correctiva  de  la  sanción  
disciplinaria,  los  comportamientos  que  motivan el  inicio  de  actuaciones  
de  esta  índole  son  diferentes.  En  segundo término,  se  hace  una  
evaluación  más  rigurosa  de  los  fallos sancionatorios  proferidos  desde  el  
año  2007  hasta  el  2011  con  idéntica finalidad  a  la  que  se  acaba  de  
describir. 
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Cuadro 5. Fallos sancionatorios proferidos entre el 2002 y 2011 
 
Tipología 
Fallos sancionatorios dictados 







































































Art. 48.1, 48.56: 
Falsedad 
documental y otros 
delitos, datos 
inexactos para 
posesión, ascenso o 
inclusión en carrera 
administrativa 
56 18 2 1 2 79  1 2 5 3 11 











5 2 2 1 3 13  1 1 1 3 6 
Arts.34.6, 35.6: 
Actos de irrespeto 
con ocasión del 
servicio y de 
violencia contra 
servidores públicos, 
injuria y calumnia 
2  1   3  2 2  1 5 
Art. 48.55: 
Abandono de cargo 
5 1    6    1  1 
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Fallos sancionatorios dictados 







































































Arts. 34.5, 35.13, 
48.3: Irregularidades 
en manejo de 
inventarios, 








1  1 1 1 4  1    1 













     0  1   1 2 
Art. 34.4: Uso 
indebido de bienes  
   2  2   1   1 
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Cuadro 5. (Continuación) 
 
Tipología 
Fallos sancionatorios dictados 












































































o aceptar dádivas. 
          2 2 
Art. 35.14: Recibir 
más de una 
asignación del 
tesoro público 




     0 1     1 
Art. 35.8: 
Irregularidades en 
trámite de derechos 
de petición 
1     1      0 
Art. 48.3: Por culpa 
gravísima extravío 
de bienes 
     1      0 
Subtotal fallos por 
año 
80 26 9 9 7 131 4 8 6 12 15 45 
Total fallos sancionatorios 176 
Fuente:  Bases de datos de la Oficina de Control Disciplinario de la Contraloría General de la 
República. 
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Antes de cruzar los datos de la información que se señala en estos dos 
últimos cuadros, es oportuno rememorar que la Administración del Contralor 
General de la República Carlos Ossa Escobar (1998 – 2002), depura las 
hojas de vida de los funcionarios, como parte de las acciones encaminadas a 
reorganizar y fortalecer la entidad en todos sus frentes, en este caso en sus 
aspectos de moralidad y pulcritud. El rastreo coincide con la reestructuración 
de la institución en el año 2000, y conlleva a promulgar 55 fallos 
sancionatorios por documentos apócrifos en la vigencia 2002 y otros 17 en el 
2003, situación que para los propósitos del presente análisis se considera 
eventual teniendo en cuenta lo casual de aquél ejercicio de depuración. 
 
Como dato adicional se establece que en el decenio 2002-2011 se profieren 
38 fallos absolutorios, cifra que al sumarla a la cantidad de 176 fallos 
sancionatorios, muestra que en total 214 procesos disciplinarios logran surtir 
todo el trámite previsto en la ley.  
 
 
3.6.4  Grado de influencia de la función preventiva y correctiva de la 
sanción disciplinaria en las tipologías objeto de evaluación.  Del balance 
a la muestra seleccionada, se establece que la dinámica de esta función se 
comporta de manera distinta frente a cada una de las conductas que motivan 
el inicio de actuaciones disciplinarias. 
 
Como primer punto de comparación se analiza la conducta referente a la 
configuración de caducidades, prescripciones e inactividad en el trámite de 
los procesos de responsabilidad fiscal, donde se observa que no obstante 
haberse impuesto 12 sanciones entre los años 2002 y 2006, en el 2007 se 
inician 170 actuaciones disciplinarias. Una mirada a las siguientes vigencias, 
informa que a excepción de los años 2008 y 2009 por las causas descritas, el 
número de expedientes nuevos decrece de manera interesante, cifras que en 
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lo relacionado con este tipo disciplinario permiten divisar notables avances 
de la función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria hacia el logro 
de la misión inscrita en el artículo 16 de la Ley 734 de 2002, aunque al 
practicar un comparativo global entre sanciones y procesos abiertos durante 
el quinquenio 2007 - 2011, se determina que en cuanto a aquellas se 
profieren 9 fallos mientras que se inician 862 procesos, lo cual significa que 
en este último periodo en promedio por cada fallo se abrieron 96 actuaciones 
disciplinarias, dato que se insiste, sufre la afectación de las circunstancias 
sucedidas en las vigencias 2008 y 2009.  
 
Mucho más nítida se aprecia la persuasión correctiva y preventiva de la 
sanción disciplinaria en la tipología de abandono de cargo, al establecerse 
que después de imponerse 6 sanciones entre el 2002 y el 2006, la cantidad 
de procesos nuevos en el último quinquenio apenas alcanza la cifra de 5 
expedientes, y se profiere un solo fallo sancionatorio. 
 
En un grado de influencia más alejado de los efectos de la sanción 
disciplinaria, se ubica el comportamiento relacionado con irregularidades en 
el manejo de inventarios, ocasionar daño y pérdida de elementos o 
expedientes, al observarse que los 4 fallos sancionatorios dictados entre el 
2002 y el 2006, en cierto momento pudieron haber incidido favorablemente 
en los aspectos de prevención y corrección de la conducta al registrarse que 
de los 26 nuevos expedientes que se abren en el 2007 su número aminora a 
14 en el 2008, luego de 15 que se inician en el 2009 bajan a 8 en el 2010, 
pero en la vigencia 2011 se rompe la progresividad del efecto al 
contabilizarse 39 casos para redondear una cifra de 102 nuevas actuaciones 
en este quinquenio contra 2 sanciones, lo cual revela que en los últimos 
cinco años por cada sanción se inician 51 procesos. 
 
Lo mismo sucede con el tema de la inasistencia a laborar,  acerca del cual se  
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dictan en el primer quinquenio 13 fallos sancionatorios y se aperturan 19 
legajos en la vigencia 2007, pero en los siguientes cinco años, de un lado las 
sanciones disminuyen a 6, y de otra parte, los procesos que se ordenan abrir 
se reducen a 6 en el 2008, tendencia que se conserva hasta el 2010 porque 
en el 2011 el número aumenta a 11, registrándose un absoluto de 47 
expedientes en el período objeto de análisis, es decir, que en promedio por 
cada fallo se inician 8 procesos, situación que al examinarla en conjunto 
destella cierto grado de influencia de la función preventiva y correctiva de la 
sanción disciplinaria que redunda en la mejoría comportamental del 
funcionariado en esta tipología. 
 
En lo relacionado con irregularidades en el trámite de derechos de petición, 
la influencia de la función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria 
es prácticamente imperceptible, al contabilizarse apenas una sanción en el 
primer lapso que se analiza y abrirse 7 expedientes en el 2007. En el 
segundo quinquenio no figuran sanciones y se visualiza un aminoramiento en 
la cantidad de nuevos procesos en las primeras vigencias al registrarse 
solamente 1 en el 2008, luego su número sube a 6 en el 2009 y pasa en 
limpio en el 2010, pero en el 2011 se reportan 25 nuevos casos para una 
cifra total de 39 expedientes. 
 
En cuanto a la conducta atinente a irregularidades en la práctica de 
auditorías, se determina que la misión preventiva y correctiva de la sanción 
disciplinaria no cumple su objetivo, al observarse un efecto contrario debido a 
que en respuesta a los 2 fallos sancionatorios que se aplican en el primer 
quinquenio, en el año 2007 se inician 31 procesos, y en el segundo 
quinquenio donde en forma similar se profieren 2 fallos, la conducta revela 
una tendencia expansiva al pasar de 31 casos en el 2007 a 55 en el 2011, es 
decir, cercana al doble de las actuaciones tramitadas en los años anteriores, 
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totalizándose en los últimos cinco años la apertura de 172 expedientes, o 
sea, que por cada fallo se iniciaron 86 asuntos.   
 
En un siguiente renglón figuran los tipos disciplinarios de actos de irrespeto 
con ocasión del servicio, así como la ejecución de actos de violencia contra 
servidores públicos, injuria y calumnia, acerca de los cuales no se establece 
que el cometido de prevención y corrección de la sanción disciplinaria ejerza 
influencia, pues la entidad dicta en el quinquenio inicial 3 fallos 
sancionatorios e inicia 12 procesos en el 2007, nivel que se incrementa 
sensiblemente en el segundo quinquenio al establecerse que mientras se 
profieren 5 sanciones, si bien es cierto el número de nuevos asuntos decrece 
a 7 en el 2008, en las siguientes vigencias va en aumento al registrarse 10 
en el 2009, 11 en el 2010 y luego ampliarse a 23 en el 2011, para un total de 
63 procesos, dato que arroja una proporcionalidad de 13 expedientes por 
cada fallo. 
 
En condiciones similares se sitúa la conducta referente a irregularidades en 
contratación estatal al observarse que el influjo preventivo y correctivo de la 
sanción disciplinaria es inexistente, en cuanto se registra la imposición de 4 
sanciones en el período 2002 – 2006 y el inicio de 13 procesos en el 2007. 
Luego, desde el 2007 hasta el 2011 se contabiliza apenas un fallo, y el 
número de nuevos expedientes disminuye a 8 en el 2008 y cae a 6 en el 
2009, pero en el 2010 crece a 13 y remata el quinquenio con 21 en el 2011, 
con lo cual alcanza un tope de 61 en aquél período, proporción que muestra 
una media de 61 procesos por cada fallo sancionatorio proferido. 
 
Respecto del comportamiento sobre falsedad documental y proporcionar 
datos inexactos con la finalidad de conseguir posesión, ascenso o inclusión 
en carrera administrativa, tampoco se observa efecto de la función preventiva 
y correctiva, cuando se advierte que entre el 2002 y el 2006 se dictan 79 
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fallos sancionatorios, cantidad sobre la cual al comenzar este análisis se 
aclaró la procedencia de las 56 sanciones dictadas en el año 2002 y las 18 
en el año 2003. Pero, no obstante esta cifra, en el 2007 el número de 
asuntos que se inician llega a 11 y desde esa vigencia hasta el 2011 se 
imponen otras 11 sanciones, mientras que la cifra de nuevos asuntos 
presenta profundas variaciones al pasar de los 11 casos de 2007 a 3 en el 
2008 y subir nuevamente a 11 en el 2009, descender a 6 en el 2010 y 
repuntar con 12 en el 2011. El total de procesos en el quinquenio es de 43, lo 
cual significa que en promedio por cada fallo se inician 4 expedientes.  
 
La intrascendencia de la función preventiva y correctiva de la sanción 
disciplinaria, también se deja notar en el comportamiento de violación del 
régimen de inhabilidades, al observarse que luego de registrarse 2 sanciones 
entre el 2002 y el 2006, y otras 2 en el último quinquenio, el número de 
actuaciones iniciadas desde el 2007 hasta el 2011 es progresivo al subir de 3 
a 5 y luego a 17, hasta sumar en total 34 expedientes, por lo cual en 
promedio se determina que al menos 17 procesos se inician por cada fallo 
que se dicta.  
 
En un grado de mínima incidencia de la función preventiva y correctiva de la 
sanción en el comportamiento de los funcionarios frente al tema del régimen  
disciplinario vigente, aparece la conducta relativa al incumplimiento de 
obligaciones civiles, que básicamente se concreta en el no pago de deudas  
adquiridas, al detectarse que el número de procesos nuevos siempre ha sido 
bajo al manejar durante el quinquenio entre 5 y 2 procesos por año para un 
total de 18, en tanto que en el decenio solamente han sido impuestas 2 
sanciones. Igual sucede con la conducta referente a la participación en 
política, en la cual figura una sola sanción en el decenio y 4 procesos 
abiertos en el último quinquenio. El análisis sobre este par de tipologías, 
conllevan a señalar que su bajo número de expedientes y sanciones no 
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proviene del impacto que produce la aplicación de la sanción disciplinaria,  
sino a su escasa ocurrencia. 
 
Lo mismo cabe predicar de conductas como el uso indebido de bienes, el 
incumplimiento de disposiciones dictadas por superiores jerárquicos, la 
solicitud o aceptación de dádivas, como también recibir más de una 
asignación del tesoro público. 
 
En condición diferente se encuentran comportamientos como la 
extralimitación de funciones, la omisión en la legalización de viáticos, la 
inasistencia a prestar el servicio de jurados de votación, la omisión en el 
ejercicio de la jurisdicción coactiva, el daño a equipos de informática o la 
manipulación de la información, en cuanto a pesar de registrarse un 
importante número de procesos abiertos, no se contabilizan fallos 
sancionatorios en el decenio objeto de estudio. 
 
La proporcionalidad de las actuaciones iniciadas en la Oficina de Control 
Disciplinario de la Contraloría General de la República, durante el período 
comprendido entre los años 2007 y 2011 por cada fallo sancionatorio dictado 
en el mismo interregno, teniendo en cuenta las tipologías más recurrentes, 
se compila en el anexo B. 
 
De todas maneras, especial cuidado requiere la interpretación del resultado 
de confrontar los 1614 procesos abiertos entre el 2007 y 2011 con el número 
de fallos sancionatorios, en cuanto la diferencia es abismal, dato que no 
puede leerse como una baja ocurrencia de comportamientos disciplinarios, 
sino que debe entenderse como un problema de dificultad en la evidencia 
probatoria, teniendo en cuenta que el legislador en guarda del principio 
constitucional de presunción de inocencia, exige en el artículo 142 del NCDU 
que para imponer una sanción, debe obrar en el proceso prueba que 
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conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta y de la responsabilidad 
del investigado, exigencia que de manera recurrente en la práctica se torna 
bastante compleja de alcanzar, lo cual conlleva al registro de un alto volumen 
de decisiones de archivo. 
 
 
3.7  ¿CÓMO LOGRAR QUE LA SANCIÓN DISCIPLINARIA CUMPLA CON  
SUS FINES DE PREVENCIÓN Y CORRECCIÓN EN LA CONTRALORÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA? 
 
 
Al evaluar los resultados de la presente investigación se establece con 
suficiente certeza que la hipótesis planteada se confirma, es decir, las 
sanciones disciplinarias impuestas por la entidad contra sus funcionarios no 
reflejan que los efectos preventivo y correctivo que insta la norma se realicen, 
situación que justifica ser examinada tanto en sus causas como en sus 
consecuencias, con el objeto de plantear una propuesta que permita avanzar 




3.7.1  Causas que promueven la mínima incidencia preventiva y 
correctiva de la sanción disciplinaria 
 
Al explorar sobre este aspecto, se determina en primer lugar que la entidad 
no divulga y además no cuenta con una política orientada a publicar los fallos 
que dicte la Oficina de Control Disciplinario.  
 
En ese sentido, históricamente su anuncio se contrae a la notificación y 
entrega al investigado de la providencia que contiene la decisión 
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administrativa, y no se utilizan para su difusión los medios institucionales de 
comunicación interna, como son las carteleras, el periódico mural Clic vigente 
desde el año 2000, o las nuevas tecnologías como la intranet y el correo 
electrónico institucional, herramientas que desde el 2002 implementa 
gradualmente a nivel nacional la Contraloría General de la República. 
 
En segundo lugar, de manera paralela la Oficina de Control Disciplinario de 
la entidad realiza algunos ejercicios de prevención en esta materia, los 
cuales no cuentan con una programación definida y por lo mismo no se 
imparte la capacitación requerida ni con la continuidad que se necesita.  
 
La observación surge al establecerse que a través de las autoridades 
disciplinarias de la Contraloría General de la República, en forma eventual se 
adelantan actividades de prevención como parte del compromiso adquirido 
por la dependencia en el Plan de Acción, las cuales consisten en 
disertaciones espontáneas sobre diversos temas disciplinarios que se 
divulgan de manera directa a grupos de funcionarios, o también se 
transmiten a las gerencias departamentales a través del sistema de 
videoconferencia, y ocasionalmente involucran las conductas que provocan 
las sanciones disciplinarias impuestas, pero no existe una política dirigida a 
promover el conocimiento y concientización de los derechos, deberes, 
prohibiciones y demás normatividad inherente al ejercicio de las funciones 
que deben cumplir los servidores públicos de la entidad. 
 
Bajo este mismo esquema, la Primera Instancia Disciplinaria previo análisis 
del asunto investigado y cuando el caso lo amerite, incluye como acción 
preventiva en algunas de las providencias de cierre del proceso, bien sean 
autos de archivo o fallos absolutorios o sancionatorios, algunas 
recomendaciones, observaciones, exhortaciones o invitaciones, 
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encaminadas a persuadir al funcionariado para que corrija su conducta frente 
al comportamiento examinado en aquellos procesos. 
 
Correlativamente, dentro de las acciones del Comité de Ética que lidera esta 
Oficina junto con la Gerencia de Talento Humano y la Oficina de 
Capacitación, Producción de Tecnología y Cooperación Técnica 
Internacional, se cuentan algunos esfuerzos transversales de persuasión 
sobre la importancia de la prevención disciplinaria, los cuales al evaluar en 
contexto la situación siguen siendo insuficientes de acuerdo a los resultados 
obtenidos en la presente investigación. 
 
Otra de las causas que suscitan la escasa incidencia preventiva y correctiva 
de la sanción disciplinaria, es la baja conciencia de buena parte del 
funcionariado de su deber de autocapacitarse, respetar y acatar las 
disposiciones que gobiernan la prestación del servicio, a lo cual se adiciona 
la marcada condescendencia de los superiores inmediatos de permitir la 
vulneración de reglas cotidianas de comportamiento, como por ejemplo el 
cabal cumplimiento del horario de trabajo, y con menor ocurrencia, la falta de 
realización en debida forma de las funciones asignadas. 
 
 
3.7.2  Consecuencias de la tenue incidencia de la función preventiva y 
correctiva de la sanción disciplinaria 
 
El considerable volumen de actuaciones disciplinarias abiertas en el último 
quinquenio (1614 procesos), constituye la repercusión esencial de la 
situación descrita, en cuanto contrariamente a la finalidad de la norma, su 
número no decae sino que muestra un notable aumento, al contabilizarse en 
el 2007 el inicio de 314 procesos, en el 2008 una cantidad de 402 asuntos, 
en el 2009 una cifra de 256, en el 2010 el registro de 226 procesos y en el 
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año 2011 un caudal de 416 nuevos expedientes entre indagaciones 
preliminares e investigaciones disciplinarias. 
 
La problemática que se registra, trae como consecuencia que el Estado 
tenga que incurrir en mayores costos para administrar la justicia en este 
rango debido a la proporcionalidad directa que se presenta, puesto que a 
mayor número de procesos, se requiere para su trámite más cantidad de 
recursos económicos, como también disponibilidad de recurso humano y 
espacio físico, inversiones que significan un alto desgaste para la 
Administración Pública y frente al costo – beneficio no es rentable. 
 
Explica esta última parte, el aminoramiento en el ejercicio de las labores 
asignadas debido a la negativa afectación que provoca en todo funcionario 
conocer que en su contra se promueve una actuación disciplinaria, y además 
por el tiempo que de su jornada laboral debe destinar para atender el pleito.  
 
Se percibe aquí con toda intensidad, la importancia de la proporción descrita 
en el numeral 3.6.2 de esta investigación, donde se señala que en promedio 
anualmente el número de funcionarios por cada proceso que se inicia en el 
quinquenio objeto de estudio, registra un índice de 13 servidores públicos en 
el 2007, 10 en el 2008, 15 en el 2009, 17 en el 2010 y 9 en el 2011, 
escenario que conlleva a considerar que esta sumatoria de actuaciones, 
muestra dimensiones preocupantes que repercuten en el adecuado 
cumplimiento del servicio de control fiscal que la Carta Fundamental le 
asigna a la Contraloría General de la República. 
 
De igual manera, la condición de encontrarse un funcionario cuestionado 
disciplinariamente en su conducta, revierte en un estado de desestimulo que 
afecta el clima laboral e incide en la productividad de las tareas atribuidas a 
la entidad. 
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3.7.3  Propuesta 
 
El diagnóstico de la situación descrita, evidencia la necesidad de trazar una 
iniciativa posible y evaluable que conlleve en un año a superar la 
problemática y asegure el avance hacia el logro de los fines señalados en el 
artículo 16 de la Ley 734 de 2002. 
 
En este sentido se hace necesario instaurar en la entidad, dentro del marco 
de prevención en materia disciplinaria, una política sólida que tenga la 
capacidad de reducir a una ínfima cantidad la progresión actual del número 
de nuevos procesos disciplinarios. 
 
Teniendo en cuenta que el Decreto Ley 267 de 2000 por el cual se establece 
la estructura orgánica de la Contraloría General de la República, determina 
en el artículo 45 numeral 3 que la Oficina de Control Disciplinario tiene como 
función la de participar en la formulación de los programas de capacitación y 
divulgación del régimen disciplinario, la jurisprudencia y la doctrina sobre la 
materia, debe señalarse que es la dependencia llamada a liderar el proceso 
de prevención, y en ese orden de ideas debe ser dotada de los recursos 
técnicos y financieros que demande la aplicación de la propuesta, como del 
talento humano indispensable y con el suficiente conocimiento en el tema, 
para que sea posible emprender con firmeza la realización del plan que a 
continuación se propone y que contempla las siguientes etapas:  
 
 
3.7.3.1  Estrategia de capacitación.  Comprende la constante formación y 
entrenamiento que deben recibir los funcionarios de la Oficina de Control 
Disciplinario, para mantenerse actualizados en los diferentes temas del 
Derecho disciplinario y cultivar la capacidad de impartir con precisión, 
claridad y profundidad sus conocimientos a los servidores públicos de la 
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institución, esencialmente en los aspectos relacionados con las conductas 
disciplinables más recurrentes. Al mismo tiempo, debe comprender la 
formación sobre la interiorización de los principios éticos y valores 
institucionales. 
 
Para lograr el nivel de capacitación que se plantea, se requiere desarrollar en 
cuatro meses las siguientes gestiones: 
 
-  En forma paralela a sus actividades, la Oficina de Control Disciplinario 
debe conformar equipos de trabajo para la compilación y organización de 
normas, jurisprudencia, conceptos y demás novedades disciplinarias que 
sean de interés para los funcionarios de la Contraloría General de la 
República. 
 
-  Como apoyo y contribución a la celeridad y actualización de esa labor, la 
entidad debe contratar el acceso a los servicios de una página web 
especializada en la recopilación de normatividad, jurisprudencia y doctrina 
vigente, que sirva de fuente de consulta permanente. 
 
-  Adecuar una biblioteca con material suficiente y vigente en el área del 
Derecho disciplinario. 
 
-  Con  frecuencia  la  institución  debe  realizar  actividades  académicas  con 
magistrados  de  las  altas  cortes  y  docentes  especializados  que  impartan 
a los funcionarios de la Oficina de Control Disciplinario, capacitación en los 
temas enunciados y entrenamiento para transmitir los conocimientos 
adquiridos. 
 
-  Compartir experiencias académicas, como también de orden procesal y 
sustancial, con otras oficinas de control disciplinario del país. 
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3.7.3.2  Estrategia de sensibilización.  Tiene como misión en un tiempo de 
dos meses, incentivar de forma sostenible y duradera a los funcionarios de la 
entidad, sobre la importancia de conocer como servidores públicos el 
estatuto disciplinario vigente, haciendo énfasis en la trascendencia de acatar 
el régimen de derechos, deberes, prohibiciones, inhabilidades, 
impedimentos, conflicto de intereses, faltas disciplinarias y régimen 
sancionatorio, como estrategia para disminuir el riesgo de incurrir en 
conductas disciplinables con ocasión del ejercicio de funciones. Así mismo, 
debe comprender un refuerzo sobre la formación en la interiorización de los 
principios éticos y valores institucionales. Para su implementación se señalan 
los siguientes pasos: 
 
-  Difundir mensajes a través de la intranet, correo electrónico institucional y 
carteleras, en los que se destaque el propósito de la estrategia de 
sensibilización. Los mensajes deben ser breves con una idea central, claros 
en el sentido de no utilizar términos técnicos de difícil comprensión o que 
puedan generar confusión, además deben ser atractivos de manera que 
consigan impactar y despertar en el funcionariado interés y compromiso en el 
tema. Así mismo, deben destacar las consecuencias de incurrir en faltas 
disciplinarias. 
 
-  Con la misma finalidad, emplear medios alternativos de comunicación, 
como mimos, teatro, animación, música y demás actividades lúdicas. 
 
 
3.7.3.3  Estrategia de divulgación.  Su propósito es socializar en un lapso 
de seis meses la normatividad disciplinaria de orden constitucional, legal y 
reglamentaria aplicable a los funcionarios de la entidad, haciendo énfasis en 
las disposiciones que describen o tienen que ver con las conductas 
disciplinables que de acuerdo con las estadísticas oficiales de la institución, 
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se registran con mayor frecuencia en la entidad. Al mismo tiempo, debe 
extenderse a la apropiación de los principios y valores institucionales por 
parte de los funcionarios de la Contraloría General de la República. Como 
tácticas para lograr el objetivo que se traza, se enuncian: 
 
-  Realizar simposios, foros y reuniones de trabajo con grupos medianos de 
funcionarios, por dependencias y gerencias departamentales, de acuerdo 
con el cronograma de actividades que se organice. 
 
-  Divulgar a través de los medios de comunicación interna de la entidad, los 
apartes más interesantes de los fallos disciplinarios que dicte la Oficina de 
Control Disciplinario. 
 
-  Reforzar la interiorización de los principios éticos y valores institucionales, 
promoviendo su divulgación a través de los medios de comunicación 
internos. 
 
-  Celebrar seminarios con la participación de magistrados y expertos 
académicos especializados en temas disciplinarios, e igualmente jornadas de 
trabajo tanto con los funcionarios del nivel central como con los de las 
gerencias departamentales, estos últimos integrándolos por medio del 
sistema de videoconferencia, según el cronograma de actividades que se 
elabore para su ejecución. 
 
 
3.7.4  Seguimiento y evaluación 
 
Esta fase permite medir el nivel de efectividad en la aplicación de las 
estrategias diseñadas y los logros de la propuesta, información que es 
necesaria conocer para determinar los ajustes que se requieran, tendientes a 
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consolidar en la entidad una política de prevención disciplinaria, que en 
forma enérgica y sostenible garantice la consecución de la finalidad 
preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria inscrita en el artículo 16 de 
la Ley 734 de 2002. El momento de su empleo debe ser inmediatamente 
culmine el cronograma de actividades diseñadas para ejecutar la propuesta, 
y como mecanismos de aplicación se señalan los siguientes: 
 
-  Efectuar talleres y encuentros de evaluación que permitan hacer 
seguimiento y establecer el grado de apropiación por parte de los 
funcionarios, de las normas que regulan las actuaciones disciplinarias y la 
reglamentación institucional. 
 
-  Examinar y evaluar las estadísticas de procesos abiertos en la vigencia 
correspondiente, que figuren registrados en las bases de datos de la Oficina 
de Control Disciplinario. 
 
 
3.7.5  Reforzamiento y continuidad 
 
Conforme a los resultados de la praxis de seguimiento y evaluación, es 
indispensable acometer la tarea de reforzar los temas en que se detecte 
debilidad en su aprehensión o que comportamentalmente muestren una 
mayor tendencia o vulnerabilidad al riesgo de incurrir en falta disciplinaria, 
ejecución que debe adelantarse sin descuidar la continuidad del ciclo 
propuesto con la aspiración de fortalecer los logros obtenidos y superar las 
debilidades observadas. De esta forma, al tiempo que se garantiza resolver 
el problema planteado, se justifica la óptima inversión de los recursos 









- No existe consenso sobre los inicios del Derecho disciplinario, en cuanto 
algunos investigadores sostienen que las primeras huellas de esta 
vertiente jurídica se localizan en el Derecho romano con los llamados 
magistrados con imperio a quienes se les confieren facultades 
disciplinarias y correctivas para controlar el comportamiento de las 
personas encargadas de manejar los asuntos de la comunidad.  
 
Otros señalan que el Derecho disciplinario surge en el Estado Feudal con 
la patrimonialización o herencia de los oficios públicos, que conlleva a la 
necesidad de prestar servicios profesionales permanentes. Un tercer 
planteamiento asegura que aquél acontecimiento histórico es producto de 
la inamovilidad o permanencia indefinida en el servicio de funcionarios en 
el Estado moderno, y para tomar cuenta de su desempeño, la autoridad lo 
hace a través de la residencia y la visita, figuras que expresan rasgos del 
Derecho disciplinario al señalar las infracciones del cargo y las sanciones 
aplicables.  
 
- En América las bases históricas del Derecho disciplinario se fundan en los 
juicios de residencia, la visita y la pesquisa, formas jurídicas asentadas en 
el antiguo Derecho español que con el descubrimiento de Las Indias son 
trasplantadas al Derecho indiano e impuestas a través de la conquista y la 
colonia. No pudieron conservar sus características de origen, sino que 
para funcionar tuvieron que adaptarse a las nuevas y difíciles condiciones 
del medio.  
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Pervivieron hasta la emancipación de los pueblos americanos, siendo la 
residencia la de mayor trascendencia y permanencia en Colombia, al 
punto que quedó consagrada en las primeras constituciones como la de 
Cundinamarca de 1812 pero desaparece con la Constitución de Cúcuta de 
1821 que instaura en su lugar, el juicio de responsabilidad política o 
impeachment y le asigna a la Cámara de Representantes la inspección de 
los demás empleados, potestad que la Constitución Política para la 
Confederación Granadina de 1858 escinde al determinar que el Ministerio 
Público sea ejercido por la Cámara y el Procurador General de la Nación, 
a quien le encomienda la vigilancia de los funcionarios públicos en 
general. Con la Constitución Política de 1886 el Procurador queda bajo la 
dirección del Gobierno Nacional y con la Carta Fundamental de 1991 
emerge la Procuraduría General de la Nación como un órgano de control. 
 
- Desde la perspectiva del Derecho material, cuatro corrientes de 
pensamiento (canonista, penalista, civilista y administrativista) se destacan 
en la discusión sobre la dependencia o autonomía del Derecho 
disciplinario, las cuales registran como punto común, que en esta rama 
jurídica domina en sus inicios la discrecionalidad guiada por razones de 
conveniencia y oportunidad que desemboca en arbitrariedad, condición 
que gradualmente se supera con el asentamiento del principio de 
legalidad.  
 
La tesis penalista inventa en el Código de Prusia de 1794, al lado de los 
delitos tradicionales –delicta nominata- un listado de infracciones a los 
derechos funcionariales que denomina delicta innominata sin naturaleza 
penal, decisión que vislumbra las primeras tendencias de liberar al 
Derecho disciplinario de su dependencia del Derecho penal. Esta postura 
la aprovecha la corriente civilista para señalar que las sanciones 
disciplinarias no pueden considerarse como penas, sino medios que sirven 
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para mantener el orden y la disciplina dentro de las relaciones que 
emanan del contrato de servicio civil, nexo que crea para ligar al 
funcionario con el Estado. La tesis administrativista rebate esta postura y 
plantea que el Derecho disciplinario se basa en una relación contractual 
propia del empleo público distinta de la del Derecho civil, y presenta la 
teoría del Derecho penal administrativo como fórmula para distinguir 
ontológicamente el ilícito penal del administrativo. 
 
- Al igual que en el Derecho comparado, en Colombia el debate sobre la 
identidad del Derecho disciplinario sigue abierto y se concentra 
esencialmente en las corrientes penalista y administrativista. La 
jurisprudencia nacional a través de la Corte Suprema de Justicia, niega en 
un comienzo toda semejanza entre Derecho penal y Derecho disciplinario 
de los funcionarios judiciales, pero más adelante declara que la 
jurisdicción disciplinaria aunque de índole penal en cuanto aplica 
sanciones, forma parte del Derecho penal administrativo. El Consejo de 
Estado contrapone la tesis de un Derecho administrativo sancionador, en 
el que militan el Derecho penal administrativo, que reserva para las 
infracciones de índole administrativo cometidas por los particulares, y el 
Derecho disciplinario administrativo, que aplica para quienes prestan sus 
servicios al Estado, todos ellos distintos del Derecho penal, en cuanto sus 
acciones se gobiernan por normas administrativas y argumenta que el 
Derecho disciplinario administrativo no se ciñe a los moldes tradicionales 
que informan el Derecho penal general porque su mira va dirigida a la 
moralidad y a la eficiencia del buen servicio público, y las sanciones 
disciplinarias son correctivas no represivas o depurativas, estas últimas 
propias del Derecho penal.  
 
A su vez, la Corte Constitucional sostiene que el principio non bis in ídem 
no es predicable frente a las acciones disciplinaria y penal que se tramiten 
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por un mismo hecho, y en un comienzo le confiere al Derecho disciplinario 
connotación penalista bajo el argumento que, por su naturaleza 
sancionatoria las garantías del Derecho penal por ser más general se 
aplican al disciplinario, criterio que más adelante modifica al manifestar 
que la naturaleza de la acción disciplinaria es administrativa, aunque repite 
que el Derecho disciplinario es una modalidad del Derecho administrativo 
sancionador dentro del ejercicio del ius puniendi del Estado. 
 
Entretanto, la doctrina nacional propugna por la existencia de un Derecho 
administrativo disciplinario con una doble naturaleza: administrativa y 
sancionadora, distinto del Derecho penal del cual toma institutos como la 
legalidad, juez natural, favorabilidad, derecho a la defensa o debido 
proceso. Explica su planteamiento, bajo el entendido que el Derecho 
administrativo disciplinario forma parte del Derecho administrativo general, 
al verificar que administrativas son sus normas positivas, las faltas, el 
procedimiento y las sanciones, pero su objeto es velar por la disciplina 
administrativa de los empleados públicos con la finalidad de garantizar la 
correcta prestación de los servicios a cargo de la Administración Pública y 
de esta manera cumplir con los fines y funciones del Estado. 
 
La tendencia de ubicar el régimen disciplinario de los empleados públicos 
en el campo del Derecho administrativo, es seguida por la legislación 
nacional con la expedición de normas como el Decreto 937 de 1976 al 
señalar que el régimen disciplinario no es de naturaleza penal sino 
administrativa, directriz que acoge la Ley 13 de 1984 y su Decreto 
Reglamentario 482 de 1985 sobre régimen disciplinario aplicable a los 
empleados de la Rama Ejecutiva, al establecer que la interpretación de 
sus normas debe hacerse con referencia al Derecho administrativo, horma 
de la que se aparta la Ley 200 de 1995 al predicarse de la misma una 
naturaleza mixta (penal y administrativa), pero que retoma la Ley 734 de 
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2002 al dar prevalencia en su interpretación a las disposiciones del Código 
Contencioso Administrativo sobre las de carácter penal y civil. 
 
- La evolución argumentativa sobre la naturaleza del Derecho disciplinario 
no es ignorada por la Constitución Política de 1991, sino que se aprovecha 
para dotar de autonomía a la potestad disciplinaria a través de normas 
superiores como los artículos 1, 2, 6, 29, 122, 123, 124, 125 inciso 4° y 
209 de la Carta Fundamental, en los que se perciben especificidades 
como la demanda de respuestas urgentes por parte de la Administración 
para satisfacer los intereses públicos o sociales, los bienes jurídicos 
protegidos (el patrimonio público, la moralidad, la transparencia, la 
eficiencia y la eficacia administrativa), así como la especial sujeción frente 
al Estado en que se encuentra el servidor público.  
 
La doctrina nacional considera que el punto de inflexión hacia esta 
independencia, lo configura la distinción entre relaciones de sujeción 
generales y especiales, las primeras correspondientes a la esfera del 
Derecho penal y las segundas al dominio del Derecho disciplinario. 
Características como la ilicitud sustancial, el sistema de incriminación 
genérico de culpabilidad denominado numerus apertus o de números 
abiertos, así como los tipos abiertos propios del régimen disciplinario, 
contribuyen a la caracterización de esta autonomía, aunque es totalmente 
acertada la apreciación de la Corte Constitucional, en cuanto a que 
mientras el Derecho disciplinario no termine el proceso de construcción de 
reglas y principios propios, las remisiones a los principios, garantías e 
instituciones a otras ramas del Derecho serán inevitables. En conclusión, 
existen rasgos propios del Derecho disciplinario que le confieren una 
incuestionable identidad y le aseguran el camino hacia su autonomía, pero 
en nuestra actual legislación sus características están orientadas 
esencialmente hacia los criterios del Derecho administrativo. 
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- Es importante puntualizar que la presente investigación se enfoca hacia la 
actividad de los funcionarios públicos que prestan sus servicios en la 
Contraloría General de la República, como órgano superior de vigilancia 
fiscal del Estado, cuyas decisiones son eminentemente administrativas, 
característica determinante para efectos del control de legalidad que la 
Carta Fundamental le asigna a la jurisdicción contencioso administrativa 
sobre los actos que expida la Administración, en este caso aquellos que 
en la institución surjan al ámbito jurídico por medio del proceso 
disciplinario. Preciso es decir, que en este aspecto se diferencian 
profundamente de las decisiones disciplinarias que expida la Rama 
Judicial, en cuanto acorde con el criterio orgánico de clasificación de los 
actos administrativos, sus decisiones son de naturaleza judicial y por lo 
tanto su control según reciente disposición de la Ley 1474 de 2011 que 
modificó el artículo 3 de la Ley 734 de 2002, es competencia exclusiva del 
Consejo Superior de la Judicatura. 
 
- La función preventiva y correctiva que el artículo 16 de la Ley 734 de 2002 
le asigna a la sanción disciplinaria, revela que el designio teleológico de la 
norma es disuadir los comportamientos que coarten la efectividad de los 
principios orientadores de la función administrativa inscritos en el artículo 
209 de la Constitución Política de 1991, así como de la actuación 
administrativa previstos en el artículo 3 del Código Contencioso 
Administrativo, con el propósito de proteger el cumplimiento de los fines y 
funciones del Estado. Esta misión explica el significativo aumento de los 
tipos disciplinarios y el fortalecimiento de las sanciones en la Ley 734 de 
2002, que la Administración adopta como medida para combatir la 
acelerada corrupción administrativa, presente en todos los niveles del 
Estado. 
 
- La filosofía del artículo 16 de la Ley 734 de 2002 envuelve en su contenido  
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una relación inversamente proporcional, en cuanto en la medida que la 
sanción disciplinaria consiga sus propósitos de prevención y corrección en 
el comportamiento de quienes se encuentran sujetos al nuevo Código 
Disciplinario Único, de manera necesaria debe disminuir el inicio de 
procesos de esta clase, situación que genera dos consecuencias: La 
primera, se relaciona con la intención de la norma de buscar un ahorro 
directo en los gastos de funcionamiento del Estado, dado que a menos 
procesos menor inversión en el renglón de la Administración de Justicia, lo 
cual no se cumple, según los resultados de esta investigación; la segunda, 
tiene que ver con el axiomático mejoramiento del servicio de control fiscal 
que la Carta Fundamental le encomienda a la Contraloría General de la 
República, por cuanto si la función preventiva y correctiva de la sanción 
disciplinaria logra su cometido, la conducta oficial de sus servidores 
públicos tiene que mejorar respecto del cumplimiento de sus deberes y el 
acatamiento de las prohibiciones previstas en el NCDU, y por ende la 
eficiencia y la eficacia en la prestación del servicio de control fiscal, lo cual 
deja igualmente como consecuencia que el Estado en esta materia puede 
lograr mejores resultados en los fines y funciones que la norma Superior le 
atribuye. 
 
- La investigación efectuada sobre las diferentes adecuaciones típicas que 
motivan la puesta en movimiento de la acción disciplinaria en la 
Contraloría General de la República, deja en evidencia que las sanciones 
impuestas en esta materia ejercen escasa influencia en su función 
preventiva y correctiva sobre los comportamientos disciplinables 
exteriorizados por los funcionarios. Al examinar las causas que propician 
esta situación, se observa que la institución no divulga las decisiones que 
finiquitan los procesos disciplinarios, y su conocimiento se circunscribe a 
quienes por razones procesales conocen del asunto. Las averiguaciones 
sobre esta realidad, develan que la entidad no cuenta con una política de 
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prevención en materia disciplinaria que corresponda a la inaplazable 
necesidad de promover actividades que en este aspecto involucren a 
todos los funcionarios. De ahí que al culminar el presente trabajo, se 
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